


Comité Científico

Delia Ferreira Rubio
Transparencia Internacional
Argentina

Alejandro Tullio
Universidad Nacional de San Martin
Argentina

Sofía Vicenzi
Instituto Interamericano de Derechos Humanos
Costa Rica

Hugo Picado León
Tribunal Supremo de Elecciones
Costa Rica

Cynthia McClintock
Universidad George Washington
Estados Unidos

Charles D. Kenney
Universidad de Oklahoma
Estados Unidos

Lorenzo Córdova Vianello
Instituto Nacional Electoral
México

Flavia Freidenberg
Universidad Nacional Autónoma de México
México

Milagros Campos
Pontificia Universidad Católica del Perú
Perú

César Landa
Pontificia Universidad Católica del Perú
Perú

Fernando Tuesta Soldevilla
Pontificia Universidad Católica del Perú
Perú

Vol. 20, n.º 21, enero-julio 2021

ISSN versión impresa 1994-5272
ISSN versión electrónica 1995-6290

Piero Alessandro Corvetto Salinas
Director

María del Pilar Biggio Pastor
Coordinadora

Cristhian Jaramillo Huaman
Editor

Tema central:
Los efectos de las reformas políticas 

sobre las elecciones



Administración

©	 Oficina Nacional de Procesos Electorales (onpe)
	 Jr. Washington 1894 - Lima 1, Perú
	 Central Telefónica: (511) 417-0630
	 Correo-e: <publicaciones@onpe.gob.pe>
	 URL: <www.onpe.gob.pe>

Corrección de estilo:
Laura de la Cruz Espinoza

Diseño y diagramación:
Doris Isabel García Núñez

Impresión:
Tarea Asociación Gráfica Educativa

Periodicidad: semestral
Impreso en el Perú
Tiraje: 500 ejemplares

Hecho el Depósito en la
Biblioteca Nacional del Perú: 2002-5121

Suscripción
Bibliotecas especializadas en temas electorales pueden 
solicitar la suscripción sin costo, previa evaluación.
Las solicitudes se realizan a través de
<publicaciones@onpe.gob.pe>.

Revista Elecciones
Fundada en 2002.
Publicación semestral (julio y diciembre) de la 
Oficina Nacional de Procesos Electorales (Onpe) 
especializada en temas electorales. Está dirigida a un 
público académico, dirigencias partidarias, funcionarios 
electorales, organismos públicos y organizaciones 
sociales vinculadas al tema electoral.

Los artículos presentados en la Revista son de 
responsabilidad exclusiva de los autores y no tienen por 
qué reflejar la opinión de la ONPE. La referencia del 
autor y del Comité Editorial a un centro laboral sirve 
solo como información complementaria y no implica 
una posición oficial de aquella institución.

Todos los artículos remitidos a Elecciones son
evaluados por el sistema  peer review. 

La revista Elecciones puede ser descargada a texto completo a través de: <www.onpe.gob.pe>

Los contenidos de la revista Elecciones se encuentran referenciados en:

Proquest
<www.proquest.com>

International Political Science 
Abstracts
<www.ipsa.org/publications/abstracts>

Hapi
<http://hapi.ucla.edu>

Dialnet
<http://dialnet.unirioja.es>

Latindex
<www.latindex.unam.mx>

Ulrichsweb.com
<www.ulrichsweb.com>

E-libro
<www.e-libro.com>



[3]

Presentación

La Revista Elecciones, editada y publicada por la Oficina Nacional de Procesos 
Electorales (ONPE) a través de la Subgerencia de Información e Investigación 
Electoral, tiene como principal objetivo el análisis multidimensional de los 
procesos electorales en los sistemas democráticos. Desde su fundación, en el 
2002, Elecciones ha incluido en sus ediciones artículos inéditos e innovadores 
elaborados por personas dedicadas al estudio de la Ciencia Política, el Derecho, 
la Comunicación Política y otras áreas afines, provenientes de diversas institu-
ciones públicas y privadas, incluyendo también a autoridades y funcionarios 
electorales. Así, Elecciones representa un esfuerzo por ser un espacio de diálogo 
plural y riguroso en el cual se intercambien ideas, conceptos y propuestas entre 
la academia y personas vinculadas a la gobernanza electoral.

De esta manera, Elecciones plantea ser un referente, tanto en el Perú como a 
nivel internacional, de ideas y conocimiento sobre los procesos electorales. En 
consecuencia, en su vigésima primera edición, Elecciones tiene como tema central 
a Los efectos de las reformas políticas sobre las elecciones. Debido a que, los cam-
bios en las reglas formales del sistema político y electoral poseen una influencia 
directa por sobre los procesos electorales, el comportamiento de sus actores (par-
tidos políticos y ciudadanía) y la actividad de los organismos electorales.

Desde el retorno a la democracia en América Latina, los países de la región 
se han caracterizado por una alta frecuencia de reformas en distintos aspectos 
de sus legislaciones. Estos intentos reformistas se han originado desde distintas 
arenas como grupos parlamentarios e iniciativas ejecutivas hasta el activismo 
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de la ciudadanía y la intervención de agencias de cooperación internacional. 
Cada intento reformista se ha planteado como una posible solución a un pro-
blema determinado, aunque los efectos de las reformas en cuestión no siempre 
han obtenido los resultados esperados.

Para un análisis prolijo de los efectos de las reformas en los procesos electo-
rales, esta edición Nº 21 de Elecciones cuenta con la participación de destacados 
investigadores e investigadoras de Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Ecua-
dor, España, Honduras, México y Perú. Asimismo, y con el objetivo de ofrecer 
una mayor calidad académica, Elecciones se ha reestructurado en cinco secciones. 

La primera, Artículos, presenta manuscritos relacionados al tema central o 
dossier de la edición actual. Varia se compone de textos relacionados a otras 
temáticas vinculadas a los procesos electorales, los actores políticos y/o la demo-
cracia. Las Notas de Investigación son estudios que analizan diversas herramien-
tas metodológicas que permiten contribuir en la investigación de las elecciones. 
En la sección de Análisis sobre Elecciones se publican artículos cuyo principal 
objetivo es describir de manera objetiva un proceso electoral reciente celebrado 
a cabo en un país de América Latina. Finalmente, en Ciclo de Elecciones se 
brinda un detalle sucinto del resto de procesos electorales que se celebrarán en 
la siguiente mitad del año. De esta manera, Elecciones presenta toda una línea de 
conocimiento teórico y empírico sobre los comicios, su desarrollo, sus causas y 
efectos, así como temas que se vinculan intrínsecamente con los comicios.

El manuscrito de Leonardo Valdés Zurita titulado El sistema electoral mexi-
cano: equidad en la competencia, inequidad en la representación inicia la sección 
Artículos y el presente dossier. En este, el autor ofrece una breve historia del 
reformismo electoral mexicano destacando sus hitos y actores. Asimismo, y 
desde una perspectiva analítica, el artículo expone el proceso de cambio del 
sistema de partidos de México que pasó de un partido hegemónico a uno más 
plural y competitivo. Leonardo Valdés Zurita proporciona un análisis deta-
llado sobre este proceso y de necesaria lectura y revisión para investigadores e 
investigadoras interesadas en este tópico.

Evaluando también el caso mexicano, Karolina Gilas y Beatriz Sánchez 
analizan el accionar de los partidos políticos en este país frente a las reformas 
en materia de violencia política en razón de género introducidas en el 2020. 
El artículo Partidos políticos mexicanos frente a la violencia de género. Evaluando 
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sus normas internas revisa los avances y el nivel de cumplimiento de los partidos 
políticos mexicanos ante estos últimos cambios. Un análisis detallado de la legis-
lación, una metodología para analizar la armonización normativa en materia de 
violencia política en razón de género y la revisión de los estatutos partidarios 
confluyen en una investigación que permitirá repensar medidas de enforcement 
que acompañen a la reforma en la normativa electoral en este aspecto.

Un análisis del significativo impacto que puede tener una reforma electoral 
sobre el comportamiento de los partidos políticos se evidencia en el manus-
crito de Luciana Santana, Vitor Vasquez y Vítor Veras titulado Los efectos del 
fin de las coaliciones electorales de Brasil en 2020. El artículo mide las conse-
cuencias que produjo la Enmienda a la Constitución 97/2017, que supuso el fin 
de las coaliciones para las elecciones proporcionales. Mediante el uso de téc-
nicas estadísticas de comparación, las y los autores contrastan el efecto de esta 
medida en distintas circunscripciones y la manera en que el sistema de partidos 
brasileño se ha modificado tras esta reforma. Este texto brinda un necesario 
balance sobre esta última reforma electoral brasileña y, a su vez, advierte de sus 
inmediatos efectos en el sistema de partidos.

Nadia Pérez, Cristhian Uribe y Fabián Acuña detallan las propuestas y las 
reformas electorales incorporadas tras el mayor hito histórico de Colombia en 
el siglo XXI: el Acuerdo de Paz. En Reforma electoral y Posconflicto en Colom-
bia: Tensiones, Avances y Tareas Pendientes tras la Firma del Acuerdo de Paz 
(2016-2020), las y los autores exploran fuentes primarias, como documentos 
oficiales de distintos organismos, con el objetivo de realizar un balance del 
comportamiento de las élites nacionales durante el proceso de reforma. Asi-
mismo, esta investigación valora las modificaciones legales realizadas tras la 
implementación del Acuerdo Final.

Finalmente, la última investigación de la sección Artículos tiene como 
autora a Cora Ruiz, quien realiza un balance de las reformas electorales de 
género en cinco países de la región (Argentina, Chile, Uruguay, Colombia y 
México) y lo contrasta con la proporción de mujeres jóvenes en política. Las 
invisibles: las jóvenes y la representación política parlamentaria presenta un exa-
men exhaustivo de las medidas legislativas de cada país y cómo los avances y 
reformas a favor de la inclusión de mujeres en las Cámaras han impactado en 
el número de parlamentarias.
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La segunda sección de Elecciones, Varia, inicia con la investigación de Laura 
Albaine. En Violencia política Contra las Mujeres por Motivos de Género en 
América Latina. Estrategias Legales y el Rol de los Organismos Electorales la 
autora analiza las distintas reglas electorales sobre este tópico enfatizando 
sobretodo las medidas de prevención, sanción y erradicación. En este marco, 
Laura Albaine realiza un examen del rol de los organismos electorales en la 
violencia política contra las mujeres y la necesidad de que los mismos gocen de 
mayores herramientas. 

El artículo de Roberto Cardiel, Treinta años de Educación Cívica en México 
desde el Ámbito electoral: El Impacto de las Reformas Electorales (1990-2020), 
aborda la educación cívica mexicana a cargo del Instituto Nacional Electoral 
(INE). En específico, este manuscrito describe las distintas reformas realizadas 
sobre esta función y el origen de estos cambios. Roberto Cardiel desarrolla con 
gran precisión los procesos de cambio en el INE y el impacto de los mismos.

La sección de Notas de Investigación inicia con la investigación de Fernando 
Martínez denominada El binomio ciudadanía y justicia electoral como fuente de 
cambios electorales. En este estudio, el autor propone una nueva perspectiva de 
análisis sobre las iniciativas y motivaciones al plantear una reforma electoral. 
Mediante un análisis de la legislación en América Latina, Fernando Martí-
nez examina el binomio de la ciudadanía y la justicia electoral concluyendo 
que el litigio estratégico es una herramienta relevante para iniciar procesos de 
reforma. Así, este manuscrito plantea un nuevo enfoque de análisis en el estu-
dio de las reformas en la región.

El estudio de Cecilia Hernández, El Impacto de la reforma de 2014 en la des-
titución de autoridades electorales locales en México, se centra en realizar un aná-
lisis de la reforma electoral mexicana de 2014. En específico, el artículo aborda 
el proceso de destituciones realizado por las instituciones electorales compa-
rando la injerencia de cada una. De esta manera, este manuscrito plantea una 
nueva unidad de análisis en el estudio de las reformas electorales mexicanas. 

La última sección de Elecciones, denominada Análisis sobre Elecciones, pre-
senta textos que abordan los procesos electorales desarrollados en la primera 
mitad de 2021. Investigadoras e investigadores de cada país colaboran con 
descripciones analíticas pertinentes a cada uno de los comicios. Los textos de 
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Julio Ascarrunz (Bolivia), Karen Garzón-Sherdek (Ecuador), Rafael Jerez (Hon-
duras) y Henry Ayala (Perú) brindan a las y los lectores el panorama de estos 
procesos electorales, las candidaturas, las campañas electorales y sus resultados.

De esta manera, la edición Nº 21 de Elecciones presenta investigaciones inédi-
tas de calidad que proporcionan nuevo conocimiento teórico sobre los procesos 
de reforma en América Latina y su impacto directo con el sistema de partidos 
y sistema político. El éxito de la vigésima primera edición de Elecciones se debe 
al esfuerzo compartido entre el Director, el Editor, el Consejo Científico, el 
Comité de Redacción y las y los dictaminadores, quienes amablemente evalua-
ron y revisaron los manuscritos brindando comentarios y sugerencias construc-
tivas. Asimismo, merece una especial mención al Jefe de la Oficina Nacional de 
Procesos Electorales y Director de la Revista Elecciones, Piero Corvetto Salinas, 
cuyo compromiso con la generación de conocimiento teórico y discusión aca-
démica impulsó el cambio de estructura de esta publicación. Finalmente, esta 
nueva edición de Elecciones no hubiera sido posible sin el apoyo constante y 
desinteresado de la Doctora Flavia Freidenberg quien con su expertise y amplios 
conocimientos en Ciencia Política guió la mejora de los procesos editoriales y es 
a quien se dirige mi profundo agradecimiento y admiración.

 

Cristhian Jaramillo
Editor

Revista Elecciones
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El sistema electoral mexicano: equidad en la 
competencia, inequidad en la representación

Leonardo Valdés Zurita
<leonardo.valdes@correo.buap.mx>

Instituto de Ciencias de Gobierno y Desarrollo Estratégico
Benemérita Universidad Autónoma de Puebla

México
ORCID: 0000-0002-2814-5872

[Resumen] México ha sido uno de los países latinoamericanos que más reformas políticas y electorales 
ha realizado en las últimas décadas. Esas reformas han impactado la articulación entre el sistema de go-
bierno, el sistema de partidos y el propio sistema electoral. Este texto cuenta brevemente la historia del 
reformismo electoral mexicano, y destaca sus momentos y piezas fundamentales. Ofrece, además, una 
perspectiva analítica que ayuda a comprender el proceso de sustitución de un sistema de partido hegemó-
nico por otro plural y competitivo. Finalmente, hace una crítica a la capacidad del sistema electoral para 
llevar al espacio de la representación política la pluralidad que se ha forjado en ese país.

[Palabras clave] Sistema electoral mexicano, reformas políticas y electorales, cambio político y transición a 
la democracia, equidad en la competencia política, proporcionalidad en la representación política.

[Title] The Mexican electoral system: fairness in competition, inequity in representation

[Abstract] Mexico has been one of the Latin American countries that has carried out more political 
and electoral reforms in recent decades. These reforms have impacted the articulation between the 
government system, the party system and the electoral system itself. This text briefly tells the story 
of Mexican electoral reformism, highlighting its fundamental moments and pieces. It also offers an 
analytical perspective that helps to understand the process of substitution of a hegemonic party system 
for a plural and competitive one. Finally, it criticizes the capacity of the electoral system to bring the 
plurality that has been forged in the country to the space of political representation.

[Keyword] Mexican electoral system, political and electoral reforms, political change and transition to 
democracy, equity in political competition, proportionality in political representation.

[Recibido] 31/03/21 y [Aceptado] 30/04/21

Valdés, Leonardo. 2021. “El sistema electoral mexicano: equidad en la competencia, inequidad en la 
representación”. Elecciones,  (enero-julio), 20 (21): 15-42. DOI:10.53557/Elecciones.2021.v20n21.02
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1.	 Introducción

Este trabajo, producto de un programa de investigación desarrollado por el 
autor durante las últimas tres décadas, presenta de manera sintética el largo 
proceso de reformas políticas y electorales que se realizaron en México antes y 
después de su transición democrática; esto es, entre la segunda mitad de 1970 
y la primera mitad de la segunda década del siglo XXI. Ofrece, además, una 
perspectiva analítica para evaluar el impacto de esas reformas en la estructura y 
dinámica del sistema de partidos. Presenta, finalmente, una crítica sistemática 
a la capacidad del sistema electoral para reflejar la pluralidad política que existe 
en el país, en términos de representación de las diversas opciones políticas en el 
poder legislativo. El objetivo central del texto consiste en ofrecer una referencia 
conceptual y analítica para explicar el cambio político que ha vivido México 
durante un largo periodo histórico y, también, señalar su principal déficit: la 
falta de una representatividad integral de la pluralidad política.

El argumento principal de este artículo se puede sintetizar de la siguiente 
manera: en México se logró desmontar un sistema político autoritario y sus-
tituirlo por otro democrático en virtud de que se realizaron un conjunto de 
reformas políticas y electorales que conformaron la institucionalidad que ha 
permitido la lucha equitativa por el poder político a través de las elecciones. 
Eso fue posible, ya que paulatinamente se fue instalando en la sociedad un 
pluralismo político que antes no existía y que fue propiciando la alternancia en 
diversos niveles de gobierno. Así, se pasó de un sistema de partido hegemónico 
a otro plural y competitivo. Ese tránsito implicó un profundo cambio en las 
reglas de la competencia por el poder político, pero también en la competitivi-
dad del sistema de partidos.

La reconstrucción del cambio en las reglas se realiza a partir de la propuesta 
teórica de Nohlen: el institucionalismo contextualizado (2015, 107-118). Este 
marco analítico enfatiza la importancia del contexto histórico y cultural en la 
conformación y aplicación del derecho electoral. Para evaluar el cambio en la 
competitividad y su impacto en la representación política, se emplean algunos 
instrumentos de medición convencionales, como el número efectivo de parti-
dos, la concentración, el margen de victoria y un índice de la proporcionalidad 
de la representación política, desarrollados por los autores que se especifican 
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más adelante. En consecuencia, se puede afirmar que la propuesta metodoló-
gica que se desarrolló en este trabajo es mixta, eminentemente cualitativa en 
el análisis de la evolución de las reglas de la competencia y cuantitativa en el 
análisis de los cambios en la competitividad y de sus consecuencias sobre el 
sistema de partidos.

En consecuencia, el artículo se divide en dos partes: la primera reconstruye 
la historia del reformismo electoral mexicano. La segunda evalúa la evolución 
de la competitividad. La conclusión es producto de la crítica sistemática de la 
capacidad del diseño institucional para estructurar la representación política 
proporcionalmente a partir de la pluralidad política que existe en la sociedad. 
El principal hallazgo de esta investigación se puede sintetizar de la siguiente 
manera: las subsecuentes reformas políticas y electorales, acompañadas por la 
implantación del pluralismo en la sociedad mexicana, permitieron la sustitu-
ción pacífica del sistema de partido hegemónico por uno plural y competitivo, 
a pesar de que la fórmula electoral que se adoptó para la integración mixta de 
la Cámara de Diputados presenta un claro déficit de proporcionalidad. Estos 
elementos se pueden agregar al debate académico sobre el cambio político en 
México. Así, se parte de suponer que el sistema electoral y de partidos se arti-
culan de una forma especial con el sistema de gobierno.

2.  Una historia que debe ser contada

Con anterioridad, Nohlen postuló que las tres piezas fundamentales de los 
sistemas políticos son el sistema de gobierno, el sistema electoral y el sistema 
de partidos. “Engloban en verdad los elementos substanciales que conforman 
un sistema político, su estructura y su dinámica” (1996, 21). Son, desde cierto 
punto de vista, los engranes en los que se procesan las demandas y apoyos 
(inputs) del sistema político (la caja negra de Easton), para producir las res-
puestas y políticas públicas (outputs). Y siempre reciben la retroalimentación 
correspondiente (Easton 1969, 221).

Las reformas políticas y electorales forman parte de esas interacciones 
entre el sistema político y su medio ambiente. Pueden modificar el sistema de 
gobierno, cambian, de tanto en tanto, las reglas con las que se lleva a cabo la 
competencia por el poder político y tienen consecuencias sobre la conforma-
ción y dinámica competitiva del sistema de partidos. Las razones para llevar a 
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cabo esas reformas son siempre diversas. En ocasiones, son producto de presio-
nes desde la sociedad civil; en otras surgen de negociaciones entre los gobiernos 
y las fuerzas políticas; en muy contadas ocasiones atienden las sugerencias de 
las y los expertos y de las autoridades electorales. Los procesos de reforma son, 
más o menos, homogéneos: alguien (desde el Poder Ejecutivo o como parte de 
un grupo legislativo) presenta una iniciativa, que pasa por el proceso de dicta-
men y, finalmente, es aprobada (normalmente, con no pocas modificaciones 
producto de la negociación política entre los grupos parlamentarios).

En México se han realizado gran cantidad de reformas políticas y electora-
les desde que se promulgó la Constitución de 1917, aún vigente. Esas reformas 
implicaron cambios sustantivos a diversos artículos constitucionales, y la dero-
gación y promulgación de códigos y leyes electorales. El reformismo electoral 
mexicano se aceleró después de que en 1976 aconteció lo que no había sucedido 
desde la discutida elección presidencial de 1928. Ese año, uno de los generales 
triunfadores de la revolución (que produjo la Constitución del 17 y prohibió 
la reelección presidencial) intentó reelegirse (luego de haber sido presidente de 
1920 a 1924 y de que había modificado la redacción constitucional original 
para permitir la reelección presidencial no inmediata). El general Álvaro Obre-
gón fue candidato único y, una vez declarado presidente electo, fue asesinado. 
Casi cincuenta años después, de nueva cuenta, se presentó solo un candidato a 
la presidencia de la República.

Evidentemente, las causas de esa candidatura única no fueron las mismas que 
en 1928. Durante el periodo que medió entre esas dos elecciones se conformó 
un sistema de partido hegemónico que dominó la vida política del país hasta 
finales del siglo XX. Ese sistema de partidos fue citado en la tipología de Sartori, 
como un clásico ejemplo del sistema de partido hegemónico-pragmático (1976, 
281). Un partido muy fuerte, el Revolucionario Institucional (PRI), que estaba 
rodeado de partidos muy débiles, que acudían a las elecciones sin posibilidades 
reales de ganar el poder político: los partidos Acción Nacional (PAN), Popu-
lar Socialista (PPS) y Auténtico de la Revolución Mexicana (PARM). El PPS 
y el PARM, por diversos motivos y a partir de argumentaciones diferentes, 
hicieron tradición al usar una figura que estaba vigente en la legislación electo-
ral (la candidatura común, que se producía cuando una persona era postulada 
por dos o más partidos, sin que entre ellos existiera una alianza) para apoyar 
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al candidato presidencial del PRI. En consecuencia, durante varias elecciones 
(después de 1952, como se muestra más adelante), el PAN fue el único que 
postuló un candidato diferente al del PRI. En 1976, PPS y PARM no faltaron 
a su tradición, y el PAN vivió una aguda crisis interna que le impidió postular 
a su candidato presidencial.

En esa elección se desvaneció la fachada democrática que cubría a un sis-
tema fundamentalmente autoritario. Quedó claro que las oposiciones eran 
ornamentales y que las elecciones no servían para decidir gobernantes ni para 
dotarlos de un determinado mandato para ejercer sus funciones. La adminis-
tración producto de esa elección se dio cuenta de que era necesario cambiar 
significativamente las reglas del juego: ampliar el número de opciones parti-
darias y dar acceso a los órganos legislativos. El problema de la debilidad de 
la oposición, en realidad, no era nuevo. Se había intentado resolver, en 1963, 
con un ingenioso procedimiento denominado diputados de partido. En un sis-
tema de elección de legisladoras y legisladores por mayoría relativa en distritos 
uninominales, se estableció que a los partidos que obtuvieran más del 2,5% 
de la votación nacional se le otorgarían 5 diputaciones y una más, por cada 
medio punto porcentual en el que su votación superase ese umbral, hasta un 
total de 20 diputaciones por partido. Pasaban a ocupar esas diputaciones los 
candidatos distritales que aun perdiendo habían obtenido los más altos por-
centajes de votación en sus partidos. Evidentemente, el partido mayoritario 
queda excluido de esa distribución.1 El sistema se aplicó de 1964 a 1976 (con 
pequeñas adecuaciones), pero no logró fortalecer a las oposiciones.

Por ese motivo, la reforma política y electoral de 1977 llevó a los partidos al 
texto constitucional (los definió como entidades de interés público), los dotó 
de derechos y obligaciones, propició el registro de nuevos partidos y modificó 
la fórmula de integración de la Cámara de Diputados.2 A partir de entonces 
en México existe un sistema mixto de elección de diputadas y diputados. 300 
diputaciones se eligen en sendos distritos uninominales por mayoría relativa. 
Un segundo segmento de 200 diputaciones se elige por representación propor-
cional en cinco circunscripciones plurinominales. El umbral para participar 

1	 Reforma al artículo 54 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), publicada en el 
Diario Oficial de la Federación (DOF) el 22 de junio de 1963.

2	 Reforma a los artículos 41, 52, 53 y 54, entre otros, de la CPEUM, publicada en el DOF el 6 de diciembre de 1977.
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en esa distribución es de 3%3 de la votación nacional. La fórmula original (la 
de 1977) era de solo 100 curules y estas estaban reservadas (como las diputa-
ciones de partido) para las oposiciones. El umbral era de 1,5% de la votación. 
El ciudadano o la ciudadana recibía dos boletas. En la primera para expresar su 
preferencia por la candidata o el candidato en la elección distrital y, en la otra, 
para votar por la lista de candidatas y candidatos a diputados plurinominales 
del partido de su preferencia.

Ese sistema se aplicó sin mayores problemas en las elecciones de 1979 y 
1982. Mientras tanto se registraron nuevos partidos a partir de una ingeniosa 
fórmula de registro condicionado al resultado de la elección. Los grupos que 
querían convertirse en partidos debían cubrir requisitos mínimos (tener una 
declaración de principios, un programa de acción y unos estatutos y poder 
demostrar activismo político durante los cuatro años anteriores) para par-
ticipar en la siguiente elección. Si alcanzaban el umbral del 1,5% de la vota-
ción, su registro se hacía definitivo y además tenían derecho a participar en 
la distribución de las 100 diputaciones plurinominales. Por ese motivo, en 
la elección de 1985, el número de partidos reconocidos legalmente se había 
duplicado. Acudieron a esa elección nueve partidos políticos nacionales; ocho 
con registro definitivo (cuatro lo había revalidado en las elecciones de 1979 
y 1982) y uno con registro condicionado al resultado electoral. En esa elec-
ción, el sistema de dos boletas hizo crisis. Se detectó en algunos estados de la 
República un diferencial no menor entre los votos obtenidos por el PRI en las 
elecciones uninominales y los obtenidos en las boletas plurinominales. Esa 
diferencia beneficiaba significativamente a los antiguos partidos no aliados 
del PRI, pero que hacían suya la candidatura presidencial de ese partido (el 
PPS y el PARM), y a uno de los partidos de nueva creación: el Socialista de los 
Trabajadores (PST), que había obtenido su registro en 1979. La mecánica era 
relativamente sencilla: una parte importante de los votantes del PRI en lugar 
de desperdiciar su segunda boleta, al votar por ese partido que no participa-
ría en la distribución de las diputaciones plurinominales, le daban su voto al 
PPS, al PARM o al PST. De esa manera, esos partidos elevaban su porcentaje 
de votación y, en consecuencia, el número de diputaciones plurinominales que 
les correspondían.

3	 Ese umbral está vigente desde la reforma constitucional de 2007.
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Los otros partidos de oposición (cinco en total) protestaron ante lo que les 
parecía un abuso del PRI, pues argumentaban que el aparato corporativo de 
ese partido le permitía ganar la mayoría de los escaños y modular el tamaño de 
las bancadas opositoras. Exigieron, en consecuencia, una nueva reforma polí-
tica y electoral. Esa reforma se realizó en 1986. Se incrementó el número de 
diputaciones plurinominales a 200 y se abrió la posibilidad de que todos los 
partidos participaran en su distribución. Ahora los ciudadanos utilizarían una 
sola boleta para elegir diputaciones. En el frente estarían los nombres de las y 
los candidatos uninominales y en el reverso las listas registradas por cada par-
tido. El umbral para participar en la distribución de diputaciones plurinomi-
nales se mantuvo en el 1,5% del total de la votación. La participación del par-
tido mayoritario en la distribución de plurinominales se abrió en dos variantes: 
1) Si ningún partido alcanzaba, con sus triunfos uninominales, la mayoría de 
las curules (251), al partido con más triunfos distritales se le entregarían dipu-
taciones plurinominales hasta alcanzar la mayoría (a esto se le llamó en los 
medios políticos y periodísticos: cláusula de gobernabilidad). 2) En el caso de 
que el partido más votado alcanzara una proporción de curules (con sus triun-
fos uninominales) inferior a la proporción de su votación, se le asignarían dipu-
taciones plurinominales hasta igualar ambas proporciones (esto provocaba, de 
alguna manera, una representación proporcional integral, ya que el resto de 
los partidos también tendrían una proporción de diputaciones equivalente a la 
proporción de los votos obtenidos, en conjunto).4

La reforma también incluyó una recomposición de la Comisión Federal 
Electoral (CFE), órgano creado en los años cuarenta del siglo XX para hacerse 
cargo de la organización y vigilancia de las elecciones presidenciales, del Senado 
y de las diputaciones federales. Esa comisión era presidida por el secretario de 
Gobernación (equivalente a la figura de ministro del Interior, en varios países 
latinoamericanos). Formaban parte de esta, con voz y voto, un senador y un 
diputado (electos por mayoría en la cámara correspondiente) y un represen-
tante de cada uno de los partidos con registro definitivo. Ese órgano era res-
ponsable de elaborar el listado de votantes, de dividir el territorio en distritos 
electorales, de determinar los lugares para la ubicación de las mesas de votación 
(en México ha prevalecido la idea de llevarlas lo más cerca posible del domicilio 

4	 Reforma a los artículos 53 y 54 de la CPEUM, publicada en el DOF el 15 de diciembre de 1986.
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de los votantes, por lo que no existe concentración de mesas en centros de vota-
ción, como en otros países latinoamericanos) y de designar a los ciudadanos 
encargados de identificar a los electores, recibir los votos, contarlos y levantar 
las actas correspondientes. El padrón electoral se elaboraba en una dirección 
del Registro Nacional de Electores y sus operadores eran los únicos empleados 
permanentes de la CFE. El resto de las tareas la realizaban estructuras que se 
conformaban cada tres años (para cada elección federal) en las 32 entidades y 
en los 300 distritos electorales uninominales. Esos órganos desconcentrados 
también estaban conformados por tres empleados y un representante de cada 
uno de los partidos.

Como fácilmente se puede deducir, la toma de decisiones estaba totalmente 
controlada por el gobierno y el PRI en la CFE, y en los órganos locales y dis-
tritales. Hasta 1976, a la mesa de la CFE se sentaban el secretario de Gober-
nación, un senador, un diputado (todos del PRI), un representante del PRI, 
uno del PAN, uno del PPS y otro del PARM (estos últimos, como antes se 
señaló, no aliados del PRI). Es decir, el partido en el gobierno tenía cuatro 
votos seguros, dos más de sus no aliados y, posiblemente, uno en contra de 
todas las decisiones sustantivas para la organización de los comicios. El incre-
mento en registro de partidos políticos fue alterando ese equilibrio de fuerzas. 
Ya para 1985, el PRI continuaba teniendo seguros solo cuatro votos; los tres de 
sus no aliados no eran seguros y con el opositor PAN podían votar hasta otros 
cuatro representantes de partidos de oposición. Por ese motivo, la reforma de 
1986 incluyó una nueva conformación de la CFE por representación propor-
cional. Se mantuvieron el secretario o secretaria de Gobernación, el senador o 
senadora y el diputado o diputada, pero los partidos quedaron representados 
según su fuerza electoral: 16 representantes del partido mayoritario; 5 de la 
segunda fuerza; 2 de la tercera y 1 por cada uno del resto de los partidos con 
registro. Así, los opositores podían llegar a 12 votos; si lograban convencer con 
sus argumentos al secretario o secretaria de Gobernación, al senador o sena-
dora y al diputado o diputada, llegaban a 15, lo que era intrascendente, pues el 
PRI tenía 16.

La molestia y las críticas a esta alevosa conformación del órgano electoral fue 
uno de los ingredientes de la compleja elección presidencial de 1988 y de la crisis 
política que se derivó de ella. El otro componente (quizá el más importante) 
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fue la ruptura de la unidad que, no sin dificultades, había alcanzado el PRI en 
la década de los años cincuenta del siglo XX.  Hasta la elección de 1952, no 
faltó el miembro de ese partido que se encontraba inconforme con la designa-
ción del candidato presidencial, abandonaba a esa organización y se presentaba 
como candidato de algún o algunos partidos opositores efímeros. En muchos 
casos, esos candidatos fueron los opositores más fuertes y con frecuencia ale-
gaban que su derrota era producto de un fraude cometido por el gobierno y 
su partido. Ese patrón se repitió en 1988. Un miembro del PRI, inconforme 
con la designación del candidato presidencial de ese partido, salió y logró la 
candidatura común de los tres partidos no aliados del PRI: el PPS, el PARM 
y el PST (ahora con la oportuna etiqueta de Partido del Frente Cardenista de 
Reconstrucción Nacional: PFCRN). Además, logró la adhesión de otro par-
tido un par de meses antes de la jornada electoral (el Partido Mexicano Socia-
lista; evolución por fusiones del Partido Comunista Mexicano, que obtuvo su 
registro en 1979). Fue el adversario más fuerte, pues logró desplazar a la oposi-
ción tradicional del PAN al tercer lugar, y argumentó fraude electoral en lugar 
de reconocer su derrota.

Esa percepción, compartida por un amplio sector de la sociedad, obligó 
a realizar una nueva reforma política y electoral. Esta se concretó en 1990, e 
incluyó cambios constitucionales, un nuevo código electoral y el surgimiento 
de un órgano electoral dotado de autonomía y orientado hacia la construcción 
de un servicio profesional electoral imparcial. De nueva cuenta se modificó la 
fórmula de conformación de la Cámara de Diputados. Se mantuvo la relación 
de 300 electos por mayoría y 200 por representación proporcional, pero se esta-
bleció que ningún partido podría tener más de 350 diputaciones (o sea, más 
del 70% del total). Se modificó la cláusula de gobernabilidad en los siguientes 
términos: si ningún partido obtenía la mayoría de las diputaciones (251), al 
que superara el 35% de la votación, se le otorgaría diputaciones plurinomi-
nales hasta que alcanzara la mayoría y una diputación más por cada medio 
punto porcentual en la que su votación superase el 35% del total. El umbral 
para participar en la distribución de representación proporcional se mantuvo 
en el 1,5% del total de la votación.5 Dejó de existir, en consecuencia, la posibi-
lidad de que se produjera una representación proporcional integral, que estaba 

5	 Reforma al artículo 54 de la CPEUM, publicada en el DOF el 6 de abril de 1990.
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incluida en la fórmula anterior. Esa fórmula se aplicó en las elecciones de dipu-
taciones federales en 1991, en las que el PRI tuvo una destacada recuperación 
respecto de la votación obtenida tres años antes. Quizá por ese motivo aceptó 
una reforma en 1993 que disminuyó el tope de diputaciones que podría obte-
ner un mismo partido. Se estableció que aquel partido que obtuviera más del 
60% de la votación podrá alcanzar hasta 315 diputaciones (el 60% del total); 
mientras que, si obtenía menos del 60% de la votación, tendría derecho a 300 
diputaciones, electas por ambos principios (el 60% de total).6 Ahí empezó una 
especie de tope a la sobrerrepresentación del partido mayoritario, que se ha 
mantenido formalmente hasta la actualidad.

La creación del Instituto Federal Electoral (IFE), con un Consejo General 
en el que ninguna fuerza política podría tener mayoría (por la participación 
de unas y unos Consejeros Magistrados, electos por las dos terceras partes de 
la Cámara de Diputados) y de su servicio profesional electoral, pavimentaron 
la ruta para asegurar la realización de elecciones imparciales. Posteriores refor-
mas (en 1994, 1996 y 2007) consolidaron la autonomía del IFE y abrieron las 
condiciones de equidad en la competencia. Eso a partir de un generoso sistema 
de financiamiento público para los partidos políticos y del acceso gratuito a la 
radio y la televisión para la difusión masiva de las campañas electorales. 

La fórmula de integración de la Cámara de Diputados también se modificó 
en 1996. Esa reforma fue posterior a la elección presidencial de 1994: la inme-
diata posterior a la de 1988, la primera que organizó el IFE y la que se llevó a 
cabo en un enrarecido ambiente político. El primero de enero de ese año, un 
grupo extenso de pobladores originales del estado de Chiapas (en México aún 
denominados como indígenas), organizados en un Frente Zapatista de Libe-
ración Nacional (en remembranza a Emiliano Zapata, caudillo de la lucha 
campesina durante la revolución de principios de siglo), le declararon la guerra 
al Estado mexicano. En esa fecha entró en vigor el Tratado de Libre Comercio 
de América del Norte, negociado por el gobierno mexicano y los de los Estados 
Unidos de América y Canadá. Tratado que se presumía significaría un impor-
tante aliciente para atraer inversiones extranjeras a México, ante la posibilidad de 
ofrecer productos en un mercado amplio, integrado y sin aranceles. No obstante, 

6	 Reforma al artículo 54 de la CPEUM, publicada el 3 de septiembre de 1993 y Fe de erratas publicada el 6 del 
mismo mes y año.
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el levantamiento zapatista dejaba ver que los pueblos originarios del sur del 
país no estaban incluidos en esa ecuación de modernización económica. 

El gobierno reaccionó de inmediato y propuso a todos los partidos políticos 
hacer reformas que permitieran llevar a buen puerto el proceso electoral que ya 
estaba en marcha. En ese marco se sustituyó a las y los Consejeros Magistrados 
del IFE (todas y todos ejercían el Derecho y se percibía que eran demasiado 
formalistas, según la opinión de opositores) por Consejeras y Consejeros Ciu-
dadanos (también electos por dos tercios de las y los diputados, pero de diver-
sas profesiones y trayectorias políticas y ciudadanas). Esta medida fortaleció, 
en 1994, la autonomía del IFE. Por si hicieran falta elementos para tensar el 
ambiente de la elección, en marzo de 1994 fue asesinado el candidato presiden-
cial del PRI. Su apresurada sustitución puso en la candidatura a una persona 
que ya habiendo sido electo como presidente de la República reconoció que el 
proceso había sido legal, pero no equitativo y se propuso hacer una reforma 
definitiva al sistema electoral mexicano.

Esa fue la reforma de 1996. Aprobada, a nivel constitucional, con el apoyo 
de todos los grupos parlamentarios de los partidos políticos. Además de que 
se estableció un generoso sistema de financiamiento público para los partidos, 
se otorgó la autonomía plena al IFE (pues el secretario de Gobernación, final-
mente, dejó el cargo de presidente de su Consejo General y fue sustituido por 
una ciudadana o ciudadano electo por la mayoría calificada de las y los dipu-
tados). También se modificó la fórmula de integración de la Cámara de Dipu-
tados y dejó de existir la cláusula de gobernabilidad. Se mantuvo la relación de 
300 diputaciones uninominales y 200 plurinominales, pero se elevó el umbral 
de distribución al 2% del total de la votación. El cambio más relevante fue que 
se determinó que ningún partido podría tener más de 300 diputadas o dipu-
tados, electos por ambos principios, y se estableció un tope a la sobrerrepre-
sentación de los partidos de 8 puntos porcentuales. Esto significa que ningún 
partido podrá tener un grupo parlamentario integrado por una proporción de 
diputados o diputadas superior al 8% de su proporción de votos. El resto de los 
elementos técnicos de la fórmula de distribución no se modificaron: 5 circuns-
cripciones plurinominales, y distribución por cociente simple y resto mayor en 
cada una de ellas.7

7	 Reforma a los artículos 41 y 54 de la CPEUM, publicada en el DOF el 22 de agosto de 1996.
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Con ese sistema se llevaron a cabo las elecciones de diputaciones de 1997, en 
las que el PRI perdió por primera vez la mayoría en la Cámara de Diputados. 
Ese hecho evidenció que había quedado atrás el sistema de partido hegemó-
nico, quizá desde 1994, para dejar su lugar a uno de pluralismo moderado, con 
tres partidos competitivos y un conjunto fluctuante de partidos con capacidad 
de competencia en ciertas regiones del país. En esa ocasión, en 1997, también 
se eligió por primera vez al jefe de Gobierno del Distrito Federal. Hasta enton-
ces, la capital de la República había sido gobernada por un regente nombrado 
por el presidente. El partido que surgió del movimiento articulado por la can-
didatura opositora de 1988 (el Partido de la Revolución Democrática: PRD) 
ganó esa elección, lo que también significó una importante derrota para el PRI. 
En 2000, como se sabe, se produjo la primera alternancia en la presidencia de 
la República.

En ese periodo, de 1994 a 2000, también se realizaron reformas que impac-
taron al sistema de gobierno en México. A la mencionada autonomía plena del 
IFE, se sumaron la del Banco de México (creado como banco central desde 
1925, pero que alcanzó su autonomía, para determinar la política monetaria, 
por reforma constitucional en abril de 1994) y la de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos (creada por decreto presidencial en 1992 y con autono-
mía constitucional otorgada en septiembre de 1999). También se realizó una 
reforma al poder judicial, que si bien fue polémica (redujo el término vitalicio 
de los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a 15 años y el 
número de estos de 26 a 11), fortaleció la autonomía de ese poder del Estado. 
Esos fueron algunos de los elementos que se sumaron a las modificaciones en 
el sistema electoral para acotar el presidencialismo que caracterizó al periodo 
de sistema hegemónico que se vivió en México.

3.	 Elementos para el análisis del cambio político

Ese proceso de cambio político en México se ha denominado (por economía 
del lenguaje) transición a la democracia. Merino (2004) y Woldenberg (2012) 
ofrecen un par de perspectivas analíticas muy interesantes. La primera enfatiza 
el paulatino, pero consistente cambio en las preferencias electorales de las y 
los ciudadanos mexicanos, lo que terminó por implantar el pluralismo polí-
tico en el país; mientras que la segunda llama la atención sobre los complejos 
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procesos de negociación que se llevaron a cabo para realizar los cambios insti-
tucionales que permitieron que el pluralismo poblara todas las instancias del 
poder público. En muy pocas palabras, se puede decir que se trata de sendas 
explicaciones de la transición votada y la transición pactada. Lo cierto es que 
ambas perspectivas aportan elementos para entender ese complejo proceso. Un 
partido muy poderoso fue aceptando lentamente el cambio en las institucio-
nes, mientras que el pluralismo, también pausadamente, se fue implantando 
en la sociedad y se fue expresando políticamente. Eso permitió que pacífica-
mente el sistema hegemónico fuese sustituido por el pluralismo moderado que 
se ha desarrollado desde finales del siglo XX y a lo largo del XXI. Ese proceso 
difiere de los que dieron pie a la teoría de la transición democrática. Primero, 
porque México no dejó atrás una dictadura; segundo, por lo largo y paulatino 
del proceso.

¿Cómo se produjo ese cambio? Algunos elementos ya se señalaron. El sis-
tema de gobierno se transformó: de un presidencialismo ilimitado a una pre-
sidencia acotada constitucional y políticamente.8 El sistema electoral dio un 
vuelco de 180 grados. Las elecciones dejaron de ser organizadas por el gobierno 
y su partido, y ahora son ejecutadas por un órgano constitucional autónomo, 
imparcial y profesional.9 Además, el sistema de financiamiento público y el 
acceso gratuito a la radio y la televisión, para los partidos y candidatos, intro-
dujo elementos de equidad en la contienda que eran impensables en el sistema 
hegemónico. Finalmente, con su voto las y los ciudadanos fueron moldeando 
los términos de la competencia entre los partidos políticos, en un sistema plu-
ral y competitivo. De eso trata el resto de esta sección.

Véase cómo se comportó la competitividad política a lo largo del periodo de 
cambio democrático. La Tabla 1 muestra cinco indicadores que permiten rea-
lizar ese análisis. La participación electoral es un indicador básico y su fórmula 
de cálculo es elemental: el total de votos emitidos sobre la totalidad de las y los 
ciudadanos incluidos en el listado nominal de electores.10 La fragmentación 
(Rae 1967) indica la dispersión de las preferencias electorales emitidas como 

8	 Véase Salazar 2017.
9	 Véanse Becerra, Salazar y Woldenberg (1997 y 2000), y Peschard 2010.
10	 Se debe tomar en cuenta que en México el voto es obligado, pero no existe sanción en la legislación para las y los 

ciudadanos que no cumplen con esa obligación.
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votos.11 El número efectivo de partidos (NEP; Laakso y Taagepera 1979) 
muestra cuántas de las opciones incluidas en la boleta son competitivas.12 La 
concentración (Rae 1967) indica el porcentaje de votos que obtienen, en una 
elección determinada, la primera y segunda fuerzas electorales.13 Finalmente, 
el margen de victoria (MV; Valdés Zurita 1993) muestra la diferencia por-
centual de votos obtenidos por la primera y la segunda fuerza electoral.14

11	 Su fórmula de cálculo es 1-Σpi
2; donde “p” es la proporción de votos obtenida por cada una de las opciones inclui-

das en la boleta electora.
12	 Su fórmula de cálculo es 1/Σpi

2; donde “p” es la proporción de votos obtenida por cada una de las opciones inclui-
das en la boleta electora.

13	 Su fórmula de cálculo es (V1+V2)/VT; donde V1 es la votación obtenida por la primera fuerza, V2 es la votación 
obtenida por la segunda fuerza y VT es la votación total.

14	 Su fórmula de cálculo es (V1-V2)/VT; donde V1 es la votación obtenida por la primera fuerza, V2 es la votación 
obtenida por la segunda fuerza y VT es la votación total.
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Tabla  1

Medidas de competitividad en las elecciones de diputados y diputadas 
plurinominales

1991 1994 1997 2000 2003 2006 2009 2012 2015 2018

Participación 66,0% 76,1% 57,7% 63,6% 41,6% 58,1% 44,8% 63,0% 47,7% 62,6%

Fragmentación 0,62 0,67 0,72 0,68 0,74 0,72 0,76 0,79 0,84 0,79

NEP 2,62 3,06 3,61 3,14 3,78 3,59 4,16 4,67 6,07 4,68

Concentración 75,3% 73,6% 63,9% 75,2% 67,5% 62,4% 65,0% 57,8% 50,5% 55,7%

MV 41,7% 23,6% 12,1% 1,4% 6,0% 4,4% 8,9% 6,0% 8,2% 19,5%

Primera fuerza PRI PRI PRI AC15 APT16 PAN PRI PRI PRI Morena

Segunda fuerza PAN PAN PAN PRI PAN PBT17 PAN PAN PAN PAN

Tercera fuerza PRD PRD PRD AM18 PRD APM19 PRD PRD PRD PRI

Fuente: Instituto Nacional Electoral: Atlas de resultados electorales federales 1991-2015 y Sistema de Consulta de la 
Estadística de las Elecciones del Proceso Electoral 2017-2018. Disponible en línea: ine.mx/voto-y-elecciones.

15	 Alianza por el Cambio: Coalición conformada por el PAN y el Partido Verde Ecologista de México (PVEM).
16	 Alianza por Todos: Coalición conformada por el PRI y el PVEM.
17	 Por el bien de Todos: Coalición conformada por el PRD, el Partido del Trabajo (PT) y Convergencia.
18	 Alianza por México: Coalición conformada por el PRD, el PT y Convergencia.
19	 Alianza por México: Coalición conformada por el PRI y el PVEM.
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Como se observa, la participación ha sido fluctuante. Cuando la elección de 
diputadas y diputados coincide con la presidencial (cada seis años desde 1994), 
la abstención decrece; mientras que en las elecciones llamadas intermedias (en 
las que solo se eligen diputaciones) aumenta. Esta fluctuación, no obstante, 
estuvo acompañada por una tendencia decreciente que llegó a su nivel más bajo 
en las intermedias de 2003 y presidencial de 2006. ¿Por qué? Fundamental-
mente en virtud de que, en la reforma fundacional del nuevo sistema electoral, 
en 1990, se estableció que la credencial para votar no tendría caducidad. Por 
ese motivo, una cantidad importante de ciudadanas y ciudadanos fallecidos o 
que emigraron permanentemente continuaban inscritos en las listas de elec-
tores y las incrementaban sin que se presentaran a votar. En otras palabras, 
eran un contingente no menor de abstencionistas obligados. Muchos espe-
cialistas señalaron esta deficiencia en la depuración del padrón electoral, y en 
la reforma de 2007 se determinó establecer la vigencia de la credencial para 
votar en 10 años y se mandató al IFE para dar de baja los registros de aquellas 
personas que no realicen el trámite para renovar su credencial al vencimiento 
de esta. Eso implica que desde entonces las listas de votantes se encuentren 
mejor actualizadas.

Sin embargo, esa no fue la única causa para que se revirtiera la tendencia 
decreciente en la participación y se instalara una tendencia en sentido contra-
rio. La reforma de 2007 incluyó una nueva prerrogativa para los partidos polí-
ticos y sus candidatos y candidatas (que ahora beneficia también a las y los can-
didatos independientes; figura surgida en la reforma política de 2012): tiempo 
gratuito en radio y televisión durante las campañas electorales. Diversos estu-
dios de opinión han mostrado que en la medida en la que las y los ciudadanos 
tienen, con mayor anticipación, más información sobre la realización y fecha 
de una elección, tienden a tener mejor disposición para acudir a votar. Además, 
la reforma ordenó a los congresos de los Estados realizar las adecuaciones a sus 
constituciones y leyes electorales para hacer coincidir las elecciones locales con 
las federales. Ese proceso se ha desarrollado con relativo éxito, ya que aún falta 
que algunos estados realicen las adecuaciones pertinentes, pero la coincidencia 
de elecciones locales con las federales (sobre todo las de gubernaturas con las 
intermedias) se ha convertido en una poderosa palanca para impulsar la parti-
cipación ciudadana (Ávila-Eggleton 2016).
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En términos de la configuración y competitividad del sistema de partidos, 
la información es relevante. En primer lugar, se debe señalar que se trata de 
una fragmentación relativamente alta de las preferencias electorales de las y los 
ciudadanos mexicanos. Durante todo el periodo, la fragmentación promedio 
es igual a 0,73. Evidentemente, llama la atención la muy alta fragmentación 
que se produjo en la elección de 2015. Esa fue la primera en la que participó 
Morena,20 que surgió como una escisión del PRD y desde entonces empezó 
a sumar cuadros políticos que abandonaron a los partidos tradicionales. Por 
supuesto, esa circunstancia no es suficiente para explicar el gran éxito de esa 
fuerza política en su primera elección presidencial tres años después. Lo que sí 
se puede sostener, sin temor a equivocación, es que ese incremento en la frag-
mentación del voto en 2015 impulsó un extraordinario incremento del número 
de partidos competitivos. En promedio, durante el periodo de análisis, el NEP 
fue de 3,94, lo que hace destacar el carácter extraordinario del tamaño de ese 
indicador en 2015. Motivo por el cual se puede postular que en México se ha 
conformado un sistema de pluralismo moderado en el cual tres grandes parti-
dos son acompañados por un conjunto variable de partidos que, si bien no son 
altamente competitivos a nivel nacional, tienen cierta implantación en diversas 
regiones de este extenso país.

Esos tres partidos (PAN, PRI y PRD) fueron estructurando alianzas más 
o menos competitivas. Aunque todo parece indicar que la capacidad com-
petitiva de esas coaliciones, en su mayoría coyunturales, dependía más de la 
fuerza electoral del partido que las encabezaba que de lo que lograban apor-
tar los partidos adherentes. En algunos casos, se trató de alianzas que hacían 
recordar las candidaturas comunes del periodo hegemónico, en las cuales en 
realidad el único partido que contaba electoralmente era el PRI. El NEP pro-
medio del periodo fue de 3,94, a pesar del notable incremento de 2015, lo que 
permite sostener que en México permanece el pluralismo moderado, a pesar 
de que uno de los tres mejores posicionados se escindió, fue desplazado, en 
consecuencia, y cambió el orden de las fuerzas competitivas. Esto es relevante, 
debido a que corresponde con una concentración de las preferencias de las y 
los ciudadanos relativamente moderada. Esto significa que, a pesar de que el 
inicio del periodo y hasta 2000, se podía perfilar un formato de competencia 

20	 Originalmente eran las siglas de Movimiento de Regeneración Nacional. Al obtener su registro mantuvo el nombre 
del partido, sin el desglose de las siglas.
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bipartidista (incluso con alternancia en el poder de las dos principales fuerzas), 
esa tendencia se ha moderado durante el siglo XXI. Evidentemente, la concen-
tración más limitada se produjo en la atípica (para las tendencias precedentes) 
elección intermedia de 2015. La concentración promedio del periodo fue de 
64,7%, lo que consolida la idea de un formato de competencia tripartidista.

Finalmente, la competitividad del sistema de partidos, entendida como el 
resultado del juego en cada evento electoral y medida por MV, se ajustó sig-
nificativamente conforme se iba dejando atrás el formato hegemónico. El 
indicador, en la elección de diputaciones plurinominales, llegó a su nivel más 
bajo en 2000, justo cuando se dio la alternancia en la presidencia de la Repú-
blica. Llama la atención que seis años después, cuando la diferencia entre los 
principales contendientes por ese cargo ejecutivo fue de 0,56% del total de la 
votación, en la elección de diputaciones plurinominales hubo más de 4 puntos 
porcentuales de diferencia. 

Esto se puede explicar por dos órdenes de razones. Por un lado, la caída de 
la coalición encabezada por el PRI en la elección presidencial no fue tan con-
tundente en la elección de diputados plurinominales. Esto en virtud de que un 
contingente no menor de sus votantes no votó por su candidato presidencial, 
pero lo hizo por las candidaturas a diputados y diputadas uninominales y, en 
consecuencia, por sus listas de representación proporcional. Como en este tipo 
de juegos, el resultado es siempre suma cero, es factible que ese mismo contin-
gente de votantes haya sufragado por el candidato presidencial de la coalición 
liderada por el PRD, pero no por las y los candidatos a diputados, por ambos 
principios. Llama mucho la atención, por último, que en la elección de 2018 
se haya regresado a un MV de dos dígitos y cerca de los 20 puntos porcentua-
les. Eso no había sucedido en el siglo XXI e, incluso, cuando el PRI perdió la 
mayoría en la cámara baja, en 1997, el MV estuvo lejos de ese porcentaje. En la 
más reciente elección de diputados plurinominales, al parecer, reapareció una 
competitividad equivalente a la que presentaba el sistema en la época en la que 
se estaba dejando atrás la hegemonía. No se puede postular que se esté perfi-
lando un nuevo sistema de partido predominante, a lo Sartori (1976), pero es 
necesario tener atención a la evolución del MV en las elecciones por venir.
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4.	 Para concluir: la crítica a la fórmula electoral

En México, la larga historia de reformas políticas y electorales ha transitado 
por una estrecha frontera entre el control y la legitimidad. Las reformas se han 
realizado a partir de “dos elementos que se han mantenido presentes en la ima-
ginación colectiva de la clase política mexicana: a) el propósito de controlar 
las elecciones…; b) la creencia de que los comicios son fuente de legitimidad 
para el ejercicio del poder” (Valdés Zurita 2017, 21). El control, como ya 
se señaló, pasó de una instancia cuasi gubernamental (la CFE) a un órgano 
constitucional autónomo (el IFE) en la reforma de 1990. Más adelante, des-
apareció la autocalificación21 política de las elecciones a cargo de las propias 
cámaras por una calificación jurisdiccional a cargo del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, con la reforma de 1996. La construcción de 
los comicios como fuente de legitimidad tuvo que ver, entre otros elementos, 
con el paulatino avance en las normas para conformar los órganos legislativos; 
fundamentalmente de la Cámara de Diputados. También ahí se confrontaron 
los afanes de control con los de legitimación. Por eso se incluyó la cláusula de 
gobernabilidad, que ya se ha referido, y se establecieron topes a la representa-
ción de los partidos. El debate transcurría entre la gobernabilidad y la propor-
cionalidad de la representación política.

En la norma, se logró un aceptable equilibrio con la fórmula pactada en 
la reforma de 1996. Estos fueron sus principales ingredientes: 1) 300 diputa-
ciones electas por mayoría relativa en sendos distritos uninominales. 2) 200 
diputaciones electas por representación proporcional en 5 circunscripciones 
plurinominales. 3) Fórmula de cociente simple y resto mayor para la asigna-
ción de las diputaciones plurinominales. 4) Tope de 300 diputaciones electas 
por ambos principios y de 8 puntos porcentuales de sobrerrepresentación para 
el partido mayoritario. En virtud de que, en 1997, el PRI perdió la mayoría en 
la Cámara de Diputados y de que se fortaleció la implantación del pluralismo, 
desde entonces y hasta 2018, ninguno de los partidos que ganó la presidencia 
logró obtener mayoría en ese órgano legislativo y nunca se aplicaron los refe-
ridos topes. La Tabla 2 muestra esa información. En la última columna hay 
un índice de proporcionalidad de la representación política. Rose (1984) lo 

21	 Vigente desde el siglo XIX a semejanza de la Constitución de Cádiz.
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empleó para evaluar las diferencias en la proporcionalidad producida por las 
fórmulas de mayoría y las de proporcionalidad, ya que, como se sabe, las prime-
ras tienden a sobrerrepresentar al partido mayoritario, mientras que las segun-
das corrigen ese sesgo, pero no absolutamente, puesto que siempre quedarán 
sin representación los partidos que no alcancen la votación necesaria para par-
ticipar en la distribución de curules. La fórmula de cálculo de indicador es:

Donde C es igual a las curules y V es igual a los votos obtenidos, por cada uno 
de n partidos. Evidentemente, mientras este índice se acerca a 100, es mayor 
la proporcionalidad de la representación política. Según Rose (1984, 75), el 
promedio del IR de los sistemas de representación proporcional, tomados en 
cuenta por su estudio, fue de 94,0; mientras que el de los sistemas de mayoría 
fue de 86,0.
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La Tabla 2 muestra que al inicio del periodo de estudio y, a pesar de la cláu-
sula de gobernabilidad, la proporcionalidad que arrojaba el sistema mixto era 
cercana a la estimada para los sistemas de representación proporcional. Esto, 
además, a pesar de que el sistema mexicano siempre ha tenido dominancia 
mayoritaria: producto de las 300 diputaciones uninominales, frente a las 200 
plurinominales. Otro dato que llama la atención es que en todos los casos la 
elección presidencial muestra un ligero decrecimiento en la proporcionalidad 
respecto de la intermedia anterior. Esto se puede deber a que las elecciones de 
diputaciones han sido más partidarias que las presidenciales, en las que tienen 
un mayor protagonismo las campañas de los candidatos presidenciales. Final-
mente, en términos de los datos, se debe constatar que durante el periodo se 
registra una caída de 10 puntos en el indicador de proporcionalidad, lo que lo 
aleja del promedio calculado para los sistemas de representación proporcional 
y lo sitúa por debajo del promedio de los sistemas de mayoría. Esto último 
es muy relevante, sobre todo, en virtud de que la tendencia se agudizó luego 
de la elección de 2006 y se aceleró en las últimas dos elecciones del periodo. 
Esta situación se explica por la confluencia de dos fenómenos. Por un lado, el 
incremento de la tendencia a conformar coaliciones por parte de los partidos 
políticos. Esa tendencia llegó a su máxima expresión en 2018, cuando los nueve 
partidos legalmente reconocidos se agruparon en tres alianzas, cada una inte-
grada por tres partidos: JHH, Morena, PT y PES; Frente por México, PAN, 
PRD y MC; Primero México, PRI, PVEM y NA.

El segundo elemento, que también tiene que ver con las coaliciones, se derivó 
de la reforma de 2007. Hasta entonces, las alianzas firmaban un convenio en 
el que se establecía la distribución proporcional de los votos, se identificaba a 
los candidatos como miembros de cada uno de los partidos coaligados y los 
emblemas de los partidos aparecían juntos en un mismo recuadro de la boleta 
electoral. De tal suerte que el cómputo de los votos se había agregado para 
toda la coalición. No obstante, era posible observar las reglas que imponen 
topes a la representación de los partidos, ya que en los términos del convenio 
se asignaban las diputaciones a cada partido y no a la coalición. La reforma de 
2007 atendió un reclamo de algunos especialistas y de miembros de la socie-
dad civil; en el sentido de que se pudiera conocer con exactitud cuántos votos 
recibe cada partido, independientemente de si su participación es en coalición 
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o no. Se estableció que cada partido aparecería con su emblema en un recuadro 
específico de la boleta de votación y que en el cómputo los votos se agregarían, 
en su caso, a la coalición. Esta solución, no obstante, provocó un nuevo pro-
blema: los partidos grandes podían postular candidatos a través de sus alia-
dos y de esa manera rebasar los topes de sobrerrepresentación. Sucedió en las 
tres elecciones subsecuentes, y en todos los casos el partido beneficiado por la 
sobrerrepresentación fue el más votado: por 2,6% en 2009, 2,7% en 2012 y 
3,2% en 2015. Esa circunstancia volvió a ocurrir en 2018, pero en esta ocasión 
la sobrerrepresentación llegó a 18 puntos porcentuales; o sea, 10 más de los 
permitidos por la Constitución.

Esa circunstancia es más alarmante cuando se observa no la asignación de 
curules que realizó el INE, sino la conformación real de los grupos parlamen-
tarios en la Cámara de Diputados. A Morena, el INE le asignó 191 diputa-
ciones; pero su grupo se conformó por 255 diputadas y diputados; al PT se 
le distribuyeron 61 curules, pero su grupo se integró con 28; el PES ganó las 
diputaciones en 56 distritos, y no obtuvo diputaciones plurinominales, ya 
que no alcanzó el umbral del 3% de la votación; pero su grupo parlamenta-
rio quedó conformado por 30 diputadas y diputados. Por ese motivo, luego 
de calcular el IR con esa información, su disminución es aún mayor. Resulta 
evidente que un número no menor de diputadas y diputados de Morena lle-
garon a la representación legislativa como candidatos de sus partidos aliados y 
que eso provocó una nueva violación, de mayor magnitud, a la norma consti-
tucional llamada a moderar la sobrerrepresentación de los partidos políticos. 
Será necesario, en consecuencia, volver al debate sobre la fórmula de confor-
mación de la Cámara de Diputados, puesto que la evidencia del fraude a la ley 
no legitima a la representación política electa a partir de las reglas acordadas 
por todas las fuerzas políticas.

De esta manera, este trabajo logra mostrar que, desde la perspectiva del ins-
titucionalismo contextualizado, es posible reconstruir los principales ejes de 
las reformas políticas y electorales que propiciaron y acompañaron el cambio 
político en México. Además, el artículo demuestra que, usando las herramien-
tas convencionales para analizar el funcionamiento de los sistemas de partidos, 
se puede explicar la implantación del pluralismo político en la sociedad mexi-
cana desde finales del siglo XX. Cambios en las reglas de la competencia y en 
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la competitividad explican, suficientemente, el proceso de transformación del 
sistema de partido hegemónico-pragmático en otro plural y competitivo. No 
obstante, han surgido nuevos problemas. La fórmula mixta para la integra-
ción de la Cámara de Diputados no ofrece resultados tan proporcionales como 
debiera esperarse de un sistema que incluye dos quintos de las diputaciones 
electas en circunscripciones con una magnitud distrital elevada (40 curules 
en cada una de las 5). Ese déficit se puede resolver con un sistema integral de 
representación proporcional, en el cual la mitad de las curules se ganen en dis-
tritos uninominales y la otra mitad, en amplias circunscripciones plurinomi-
nales. Los detalles técnicos para construir esa fórmula debieran elaborarse a 
partir de investigaciones comparadas y teniendo en mente el contexto en el que 
se elaborarán y aplicarán.
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[Resumen] Las reformas en la materia de violencia política en razón de género adoptadas en abril de 
2020 han establecido nuevas obligaciones para los partidos políticos mexicanos. A un año de la reforma, 
en un contexto de creciente violencia política contra las mujeres, es necesario revisar cuáles son los avan-
ces en el cumplimiento de estas obligaciones y cómo los partidos políticos han articulado su compromiso 
por la erradicación de este fenómeno. El trabajo propone una herramienta para analizar el nivel de cum-
plimiento con las adecuaciones normativas exigidas por la reforma. A partir de su implementación para 
la evaluación de las normas internas de los diez partidos políticos mexicanos, el artículo evidencia que so-
lamente tres de ellos logran la armonización de alto nivel (PAN, PRI y RSP), otros tres están en un nivel 
intermedio (PRD, MC y Morena), mientras que los cuatro restantes (PVEM, PT, PES y FSP) presentan 
muy bajo nivel de cumplimiento con las exigencias normativas, lo que evidencia poco compromiso con la 
erradicación y la atención de la violencia política que enfrentan las mujeres. 

[Palabras clave] Violencia política de género, partidos políticos, México.

[Title] Mexican political parties and violence against women in politics. Analyzing parties’ internal 
rules.

[Abstract] The reforms on gender-based political violence adopted in April 2020 have established 
new obligations for Mexican political parties. One year after the reform, in the context of increasing 
political violence against women and at the beginning of electoral campaigns, it is necessary to review 
the progress in complying with these obligations. The paper aims to inquire whether and how political 
parties have articulated their commitment to eradicating violence against women in politics. It proposes 
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a tool to analyze compliance with the regulatory adjustments required by the reform. The evaluation of 
the internal norms of the 10 Mexican political parties shows that only three of them achieve satisfactory 
harmonization (PAN, PRI, and RSP), another three are at an intermediate level (PRD, MC, and 
Morena), while the remaining four (PVEM, PT, PES, and FSP) present a deficient level of compliance 
with regulatory requirements. All in all, Mexican parties show little commitment to eradicating and 
addressing political violence faced by women.
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1.	 Introducción

La violencia política contra las mujeres en razón de género está presente en todo 
el mundo y es frecuente en los países de América Latina, donde se ha identifi-
cado como uno de los principales obstáculos para el ejercicio de los derechos 
políticos por parte de las mujeres (Krook 2020; Albaine 2017). En muchos 
casos, este fenómeno se ha vuelto más visible a partir de las reformas que per-
mitieron lograr un incremento en el número de las mujeres en los cargos de 
elección popular. Incluso, cuando su presencia en los espacios de poder crece, 
distintos actores políticos siguen percibiendo a las mujeres como intrusas en la 
política (Elman 2013, 236). Las reacciones a esa “intrusión” con frecuencia 
toman forma de los actos de violencia política contra las mujeres. 

México es un país con altos niveles de violencia política contra las mujeres 
en razón de género. Son frecuentes las expresiones de rechazo a la participa-
ción política de las mujeres por parte de los políticos varones que expresan 
cuestionamientos acerca de sus capacidades, su idoneidad y sus trayectorias;1 
son comunes ataques en las redes sociales o medios de comunicación que nie-
gan el derecho de las mujeres a ejercer la política2, además son frecuentes los 
actos de violencia física en contra de las aspirantes a los cargos públicos, inclui-
dos los feminicidios.3  

Las mujeres enfrentan a la violencia en todos los ámbitos de la participa-
ción política: como votantes, como aspirantes y candidatas, y como funciona-
rias electas. Con frecuencia, la violencia es ejercida al interior de los partidos 
políticos; estas organizaciones fundamentales para el funcionamiento de la 
democracia engloban y controlan la mayor parte de los espacios de incidencia 
y participación política. 

Los partidos políticos son organizaciones generizadas. Las relaciones de 
género al interior de los partidos políticos, que colocan a las mujeres en una 

1	 Por ejemplo, a través de las expresiones como la del diputado local de Morelos, Hugo Éric Flores Cervantes, quien 
atacó verbalmente a una diputada al señalar que: “[...] lo único que digo es que es un poco malagradecida, porque 
yo la hice diputada”, o de su colega el diputado José Casas González, quien señaló en referencia a las diputadas que 
“es lo malo de sacar a las personas de la cocina y darles una curul” (Freidenberg y Gilas 2020a).

2	 Por ejemplo, las expresiones en contra de la candidata señalada por haber realizado favores sexuales a un hombre 
para realizar sus aspiraciones políticas (MujerEsMás 2021).

3	 En mayo de 2021 se han reportado veintitrés mujeres víctimas mortales de la violencia política en México (Animal 
Político 2021).
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posición subordinada, limitan su capacidad de agencia, dificultan su acceso a 
las candidaturas y posiciones de liderazgo, y generan desigualdades en la dis-
tribución de los recursos internos, además, reflejan la estructura generizada 
y la distribución sexuada de poder al interior de estas organizaciones. Estos 
patrones se reproducen y perpetúan, de modo que impiden a las mujeres desa-
rrollar sus carreras y ejercer sus derechos en la igualdad de condiciones que sus 
contrapartes masculinas; deben reconocerse como formas de violencia política 
en razón de género; deben analizarse como tales y ser atendidos por los Estados 
para erradicar este fenómeno y garantizar la igualdad real entre las mujeres y 
los hombres en el ejercicio de la política. 

La reforma política y electoral aprobada en México en la materia de vio-
lencia política en razón de género en abril de 2020 reconoció el papel clave 
de los partidos como potenciales agentes de cambio, por lo que propuso una 
serie de obligaciones para que los institutos políticos modifiquen sus reglas, 
estructuras y relaciones internas, y establezcan dinámicas más favorables para 
la igualdad de género. Este trabajo pretende analizar tanto el contenido de la 
reforma respecto a las obligaciones de los partidos como la reacción de estos y 
su grado de cumplimiento con las nuevas reglas. 

El argumento sostiene que los partidos políticos, a pesar de haber partici-
pado en la aprobación de las reformas que les impusieron nuevas obligaciones 
relativas a la creación de los mecanismos de atención a los casos de violencia 
política contra las mujeres, se han mostrado renuentes a incluirlos en sus nor-
mas internas. Esta resistencia —permitida por la ausencia de mecanismos 
eficientes que pudieran obligar a los partidos a un pronto y efectivo cumpli-
miento con las nuevas normas— evidencia que, en el fondo, los institutos polí-
ticos mexicanos son organizaciones generizadas y, más allá del discurso, poco 
comprometidas con la erradicación de la violencia política en razón de género 
y con la igualdad sustantiva entre hombres y mujeres, tal y como lo han eviden-
ciado investigaciones previas (Cerva 2014). 

Para ello, en el segundo apartado, se aborda la discusión teórica sobre el 
papel de los partidos políticos en la producción y reproducción de la violencia 
política contra las mujeres en razón de género. En el tercer apartado se explica 
el contexto y los alcances de las reformas en materia de violencia política de 
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género aprobados en México en abril de 2020, además, se detallan las obli-
gaciones que esta reforma impuso a los partidos políticos y se propone una 
herramienta metodológica para analizar su cumplimiento. En el apartado 
cuarto se emplea aquella herramienta para analizar el nivel de cumplimiento 
por parte de los partidos, para lo cual se enfatiza, especialmente, en las dife-
rencias identificadas entre los partidos políticos y frente a las distintas dimen-
siones de estudio. Finalmente, en el apartado quinto, se concluye acerca de los 
avances y resistencias mostrados por los partidos políticos mexicanos respecto 
a las acciones encaminadas a erradicar la violencia política en razón de género, 
y se plantean algunas explicaciones tentativas en relación con las causas de las 
resistencias partidistas. 

2.	Los partidos políticos y violencia política en razón de 
género

La violencia política en razón de género es entendida como diversos compor-
tamientos dirigidos específicamente contra las mujeres por ser mujeres con el 
propósito de que abandonen la política, y de esa manera presionarlas para que 
renuncien a ser candidatas a un cargo público (Krook 2020; Cerva 2014). 
Otra perspectiva sobre este fenómeno señala que se trata de la distribución 
sexuada de poder y la utilización —consciente o inconsciente— de cualquier 
medio que se tenga a disposición para preservarla (Bardall et al. 2019, 7). 
En general, se considera que la violencia política en razón de género ocurre 
cuando 1) se ejercen diversos tipos y modalidades de decisiones y actos de vio-
lencia para negar o limitar el ejercicio de los derechos políticos de las mujeres, 
o cuando 2) la violencia afecta a las mujeres en formas o grados distintos frente 
a los hombres. 

La violencia política en razón de género toma diversas formas y modalida-
des. Puede ser dirigida a las mujeres como colectivo o afectarlas de manera indi-
vidual, puede ser física (diversas formas de agresiones físicas y sexuales), no física 
(distintas afectaciones sociopsicológicas o económicas) y simbólica (Bardall 
2018). Con frecuencia, toma forma de “actos inconscientes —de comisiones y 
omisiones— que sostienen y nutren las desigualdades estructurales presentes 
en la vida cotidiana y en las actitudes de las personas” (Bardall 2020, 384), 
que han sido normalizados durante mucho tiempo y que con frecuencia son 
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considerados como válidos o aceptados por amplios sectores de la sociedad o, 
por lo menos, cuentan con la silenciosa complicidad de las partes, incluidas las 
propias víctimas (Bardall 2020).

El papel de los partidos políticos en la reproducción y en la erradicación de la 
violencia política en razón de género sigue siendo un tema poco explorado por 
la literatura. Los partidos políticos —como otras organizaciones e institucio-
nes— son “organizaciones generizadas”, es decir que reproducen la valoración 
de los individuos basada en el género y ampliamente extendida en la sociedad 
(Childs y Kittilson 2016; Lovenduski y Norris 1993). Muchos de los 
patrones existentes al interior de los partidos y que buscan excluir a las mujeres 
o limitar sus capacidades y posibilidades de incidencia política reproducen los 
patrones y las estructuras de violencia de género. En este sentido, el rol de los 
partidos resulta fundamental para comprender cómo la violencia de género se 
reproduce y cómo se puede erradicar. 

Históricamente, los partidos políticos han mostrado resistencias hacia la 
participación y representación política de las mujeres (Llanos y Roza 2018). 
Si bien abrían sus filas hacia las militantes, cuyas contribuciones al manteni-
miento de la organización, y al mantenimiento y a la movilización de las bases 
partidistas eran bienvenidas, impedían su inclusión en los espacios de poder 
al interior de los partidos y en las postulaciones a cargos electivos (Fowlkes 
et al. 1979). La literatura evidencia que los partidos tienden a adoptar una 
actitud instrumental hacia las mujeres militantes, por lo cual aceptan y alien-
tan su participación, y adoptan postulados de igualdad mientras esa estrategia 
resulta redituable electoralmente, por lo tanto, apoyan su inclusión en los espa-
cios de poder cuando los beneficios resultan para ellos mismos mayores que 
los costos de perder los espacios (Valdini 2019). Sin embargo, comúnmente 
evitan involucrarse en acciones concretas que puedan favorecer la incorpora-
ción de las mujeres en posiciones de liderazgo dentro y fuera de sus estructuras 
(Sacchet 2005). 

Los partidos son instituciones altamente generizadas a partir de las normas, 
reglas formales e informales y relaciones entre su militancia (Freidenberg 
2017). Los patrones generizados se manifiestan “en los procesos, estructu-
ras, normas e ideologías de los partidos; [en ellos] existe una red compleja 
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de prácticas compartidas que tienen un impacto diferenciado sobre mujeres y 
hombres” (Childs y Kittilson 2016, 4; Verge 2015; Lovenduski 2005). 
Estos patrones limitan la actividad de las mujeres a las cuestiones organizativas 
y sociales, limitan su acceso a los espacios de liderazgos y a las candidaturas y, 
en general, les impiden recibir reconocimiento por su labor y desarrollar carre-
ras políticas exitosas (Franceschet et al. 2012, 238).

Al tratarse de procesos y relaciones generizadas, la asignación de tareas 
basada en los roles de género al interior de los partidos y la exclusión de las 
mujeres de las posiciones de liderazgo y de las postulaciones se convirtió en 
una estructura fuerte y altamente resistente al cambio. La introducción de 
las cuotas de género y otras medidas afirmativas fue un incentivo para que 
los partidos cambiaran sus dinámicas internas. Sin embargo, no sucedió así: 
la cultura interna de los partidos políticos parece ser altamente resistente a 
los cambios (Bjarnegård y Zetterberg 2016; Bjarnegård y Kenny 
2016; Bjarnegård 2013; Hinojosa 2012). Respecto a las postulaciones, 
se han logrado mejoras, aunque estas requirieron de legislaciones fuertes y de 
la actuación firme de las autoridades electorales para obligar a los partidos a 
cumplir con las cuotas o paridad en las candidaturas (Hinojosa y Vázquez 
Correa 2018; Caminotti y Freidenberg 2016; Caminotti 2016; 
Bareiro y Soto 2015; Palma y Chimal 2012). 

Sin embargo, al interior de los partidos, respecto a la inclusión de las muje-
res en los órganos directivos internos y a la modificación de las relaciones de 
género, la situación permaneció más o menos igual. En la búsqueda de candi-
daturas, los partidos con frecuencia recurrían a candidatas externas al partido 
o vinculadas con los liderazgos masculinos (Hinojosa y Vázquez Correa 
2018). Las mujeres que integraban las bases y que trabajaban a favor del man-
tenimiento de las estructuras y los éxitos electorales de sus partidos con fre-
cuencia quedaban marginadas y fuertemente subrepresentadas en los órganos 
directivos (Llanos y Roza 2018). 

La literatura reporta la existencia de diversos límites culturales e institu-
cionales, y de valores patriarcales que resultan en discriminación, exclusión y 
vulneración de los derechos de las mujeres (Llanos y Roza 2018; Cerva 
2014). En sus actividades como militantes, aspirantes o candidatas, las mujeres 
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enfrentan “la falta de reconocimiento al desempeño profesional, la indife-
rencia, el menosprecio y descrédito, así como el hostigamiento por ser muje-
res” (Cerva 2014, 126). Estos patrones de discriminación y exclusión, que 
están encaminados a —y logran— impedir a las mujeres acceder a los espa-
cios de liderazgo y de poder político, constituyen violencia política en razón 
de género, un fenómeno cuya presencia e impacto ha crecido en los últimos 
años como reacción ante el incremento de la presencia femenina en la política 
(Freidenberg y del Valle 2017; Albaine 2015), y que “difícilmente se 
identifica y se nombra como tal” (Cerva 2014, 120).

3.	Mecanismos contra la violencia política en razón de 
género en los estatutos partidistas 

3.1. Las obligaciones partidistas a partir de la reforma 
mexicana de 2020

México cuenta con un robusto marco normativo, constitucional y legal, enca-
minado a alcanzar la paridad en la integración de las autoridades políticas del 
país en todos sus ámbitos y niveles. Esta exigencia es el resultado de un largo 
—y sinuoso— camino que, a través de la adopción y del perfeccionamiento del 
diseño de las cuotas de género y, más tarde, de la paridad, logró incrementar la 
presencia de las mujeres en los espacios de representación política. A lo largo 
de dos décadas, las mujeres que llegaban al poder buscaban fortalecer los meca-
nismos existentes para facilitar la llegada de otras más y, con el respaldo de 
las autoridades electorales, promovían la adopción de nuevas normas y la ade-
cuada implementación de las ya existentes (Freidenberg y Gilas 2020b).  

Una consecuencia —no deseada— del incremento de la representación 
política de las mujeres fue el aumento en los casos de violencia política de 
género. Un mayor número de mujeres que enfrentaban este fenómeno en los 
distintos espacios de participación política empezaron a visibilizar las prácticas 
discriminatorias y afectaciones a sus derechos políticos, y a exigir la atención 
por parte de las autoridades que no contaban con los mecanismos legales idó-
neos para hacerse cargo de estas denuncias.4 

4	 Ante la ausencia de la legislación correspondiente y en un intento por mejorar la respuesta institucional ante la 
creciente ola de denuncias, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF), junto con el Institu-
to Nacional Electoral (INE) y otras autoridades, en 2014, elaboraron y aprobaron el “Protocolo para Atender la 
Violencia Política de las Mujeres” (Alanis Figueroa 2017).

Libro 1.indb   50 30/07/2021   12:50:15



51Partidos políticos mexicanos frente a la violencia de género. 
Evaluando sus normas internas

www.onpe.gob.pe Elecciones 20 (21), 2021

Finalmente, en abril de 2020, se aprobó la reforma en materia de violencia 
política contra la mujer en razón de género. Esta reforma fue el resultado, sobre 
todo, de movimientos de mujeres que lograron no solo visibilizar la violencia, 
sino que también promovieron su conceptualización y el reconocimiento de la 
importancia de introducir una ley que regulara su atención, sanción y erradi-
cación. La reforma llegó después de ocho años de esfuerzos de las legisladoras5 
que consideraban que el reconocimiento legal era necesario ante la creciente 
ola de violencia contra las mujeres en la política (Cárdenas 2018; Otálora 
Malassis 2020; Albaine 2017), para dotar a las autoridades de herramien-
tas legales necesarias a fin de atender, investigar y sancionar a las personas res-
ponsables por los actos de violencia (Alanis Figueroa 2017).  

Con esta reforma, el Congreso federal, integrado paritariamente, logró 
materializar la demanda de las organizaciones feministas y de las mujeres polí-
ticas respecto al reconocimiento legal de la violencia política contra las mujeres 
en razón de género. Las reformas abarcaron el contenido de diversas leyes de 
distinta naturaleza jurídica6 que, además de construir la definición de este fenó-
meno, establecieron mecanismos para prevenir, atender y sancionar los actos de 
violencia política contra las mujeres, a cargo de las autoridades electorales. 

En la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 
(LGAMVLV), se incluyó un capítulo completo de violencia política. En pri-
mer lugar, fue incorporada la definición de este fenómeno como:

(…) toda acción u omisión, incluida la tolerancia, basada en elementos de género y 
ejercida dentro de la esfera pública o privada, que tenga por objeto o resultado limi-
tar, anular o menoscabar el ejercicio efectivo de los derechos políticos y electorales 
de una o varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones inherentes 
a su cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la toma de 
decisiones, la libertad de organización, así como el acceso y ejercicio a las prerroga-
tivas, tratándose de precandidaturas, candidaturas, funciones o cargos públicos del 
mismo tipo (LGAMVLV artículo 20 Bis).

5	 La primera iniciativa para reconocer el fenómeno de violencia política contra las mujeres fue presentada por la 
senadora María Lucero Saldaña Pérez (PRI) en noviembre de 2012. Alrededor de 60 iniciativas fueron presenta-
das durante los ocho años siguientes hasta la aprobación en abril de 2020 de las reformas en la materia. Para más, 
consultar: https://www.senado.gob.mx/64/

6	 Se trata de los siguientes documentos normativos: 1. Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia; 2. Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales; 3. Ley General del Sistema de Medios 
de Impugnación en Materia Electoral; 4. Ley General de Partidos Políticos; 5. Ley General en Materia de Delitos 
Electorales; 6. Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República; 7. Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fede-
ración y 8. Ley General de Responsabilidades Administrativas.
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La Ley General reconoce que la violencia contra las mujeres puede tomar dis-
tintos tipos y formas, y ser perpetrada por diversas personas, por lo que señala 
que se considerará que se está frente a la violencia contra las mujeres en razón 
de género cuando las acciones u omisiones “se dirijan a una mujer por el simple 
hecho de ser mujer y afecten desproporcionadamente o tengan un impacto 
diferenciado en ella” (LGAMVLV artículo 20 Bis). Asimismo, las adi-
ciones a esta ley contemplan un catálogo de las veintidós conductas que se 
consideran violencia política en razón de género (LGAMVLV artículo 20 
Ter), así como las sanciones que se impondrán a las personas responsables de 
la comisión de los actos de violencia (LGIPE artículos 10 y 456). 

La Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales (LGIPE) 
es otra de las legislaciones que fue modificada para reglamentar las normas 
constitucionales relativas a los derechos y obligaciones políticos y electorales de 
las ciudadanas y los ciudadanos. Establece que el Instituto Nacional Electoral, 
los Organismos Públicos Locales y los partidos políticos deberán garantizar 
el principio de paridad de género en el ejercicio de los derechos políticos y 
electorales de las mujeres, y que estos derechos se ejercerán libres de violencia 
política contra las mujeres en razón de género, sin discriminación por origen 
étnico o nacional, condiciones de salud, religión, opiniones, preferencias 
sexuales, estado civil u otra que atente contra la dignidad humana (LGIPE 
artículo 7). La ley detalla las responsabilidades de los institutos y de los 
tribunales electorales respecto a la prevención, investigación y sanción de 
los actos de violencia, así como un catálogo de sanciones a quienes hubiesen 
incurrido en estos, entre las cuales destaca la inelegibilidad de las personas 
sancionadas por estas conductas (LGIPE artículo 10) y la reducción o 
suspensión de las prerrogativas a los partidos políticos responsables (LGIPE 
artículos 159 y 163). Asimismo, establece los procedimientos, las medidas 
de protección y de reparación para las víctimas de violencia política contra las 
mujeres en razón de género.

Dos de las legislaciones, la LGIPE y la Ley General de Partidos Políticos 
(LGPP), establecen diversas obligaciones para los partidos políticos. Conforme 
a las normas, los partidos deben garantizar a las mujeres el ejercicio de sus 
derechos políticos y electorales libres de violencia política (LGPP artículo 25 
inciso t). Para llevar a cabo este objetivo, los partidos deben cumplir con una 
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serie de obligaciones: 1. garantizar en igualdad de condiciones la participación 
de mujeres y hombres en sus órganos internos de dirección y espacios de toma de 
decisiones (LGPP artículo 25 inciso s); 2. garantizar la no discriminación 
por razón de género en la programación y distribución de tiempos del Estado 
(LGPP artículo 25 inciso w); 3. informar trimestralmente de manera 
pormenorizada y justificada sobre la aplicación de los recursos destinados para 
la capacitación, promoción y el desarrollo del liderazgo político de las mujeres 
(LGPP artículo 25 inciso v); y 4. abstenerse, en su propaganda, de emitir 
contenidos que discriminen o constituyan actos de violencia política contra 
las mujeres en razón de género (LGIPE artículo 247). Adicionalmente, 
los partidos podrán aplicar los recursos destinados para la capacitación, la 
promoción y el desarrollo del liderazgo político de las mujeres a través de la 
creación o fortalecimiento de mecanismos para prevenir, atender, sancionar 
y erradicar la violencia política contra las mujeres en razón de género (LGPP 
artículo 73 inciso d). 

Los partidos tienen también obligaciones relativas a la prevención, atención 
y sanción de la violencia política contra las mujeres en razón de género (LGPP 
artículo 39 inciso g). Para ello, además de las actividades ya mencionadas 
encaminadas a cambiar la cultura organizacional de los partidos, aquellos 
partidos deben establecer mecanismos de sanción aplicables (LGPP artículo 
37 inciso g) para estar en capacidad de atender por medio de los mecanismos 
y procedimientos internos todo acto relacionado con la violencia política contra 
las mujeres en razón de género (LGPP artículo 25 inciso u). Las nuevas 
regulaciones impusieron a los partidos la necesidad de adecuar sus procesos 
internos, modificar las relaciones entre su militancia, promover la igualdad de 
género y comprometerse con combatir la violencia política contra las mujeres en 
razón de género. Finalmente, les obligó a realizar adecuaciones a sus estatutos 
para crear mecanismos específicos e idóneos para cumplir con estos objetivos. 

Sin embargo, este marco robusto que delimitó nuevas e importantes obli-
gaciones para los partidos políticos fue debilitado por no incluir un plazo 
en el cual aquellas instituciones debieran realizar las adecuaciones normati-
vas correspondientes. Esta ausencia de un plazo forzoso debilitó la exigencia 
normativa, de modo que dejó abierta la posibilidad de que los partidos no 
atendieran el mandato legal antes del arranque de las elecciones intermedias 
de 2021 (es decir, antes de septiembre de 2020). 
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3.2. ¿Cómo analizar la armonización?

La reforma en la materia de violencia política en razón de género impuso a los 
partidos políticos una serie de obligaciones relacionadas con las acciones y los 
mecanismos que estos deben implementar para erradicar este fenómeno. Para 
cumplir los objetivos de erradicar la violencia política contra las mujeres en 
razón de género y lograr la igualdad plena de mujeres y hombres en el ejercicio 
de los derechos políticos, la reforma obligó a los partidos a implementar una 
serie de modificaciones a su vida interna y también a modificar sus documen-
tos básicos. A partir de abril de 2020, los partidos políticos fueron obligados 
a incorporar en sus estatutos nuevos elementos necesarios para armonizar su 
normativa interna con los mandatos legales, y así establecer mecanismos efec-
tivos para atender los casos de violencia política en razón de género y promo-
ver la paridad. 

El análisis del contenido de la legislación apunta a que estas obligaciones 
derivan en la necesidad de que los partidos políticos incluyan en sus estatutos 
y otros documentos internos modificaciones relativas a por lo menos tres ele-
mentos necesarios para erradicar el fenómeno de violencia política en razón de 
género: 1) el reconocimiento de la existencia de la violencia política en razón 
de género y la necesidad de su erradicación; 2) que este reconocimiento se lleve 
a cabo en los estatutos o, por lo menos, en un protocolo especial; 3) los meca-
nismos adecuados para prevenir, atender y sancionar los actos de violencia 
política de género al interior de cada instituto político y 4) los mecanismos 
que contribuyan a revertir las relaciones sexuadas de poder, construir la igual-
dad de género y generar las condiciones necesarias para el ejercicio pleno de 
los derechos de las mujeres, sin exponerlas a la violencia política. En este sen-
tido, las exigencias normativas hacen eco de los factores que identifica la teoría 
y la literatura académica, que apunta a que los partidos políticos tienen una 
responsabilidad en la reproducción de las violencias contra las mujeres y que, 
para revertir esa situación, se requiere no solo reconocer y atender la violencia, 
sino también deconstruir las relaciones de género al interior de los partidos 
(Childs y Kittilson 2016, 4; Verge 2015; Lovenduski 2005). 

A un año de la reforma es el momento idóneo para analizar si los partidos 
políticos mexicanos han cumplido con las nuevas exigencias normativas. Ideal-
mente se esperaría observar un cambio sustancial en las relaciones de género 
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al interior de los partidos, con una disminución de las denuncias por violencia 
política contra las mujeres y un mayor acceso de las mujeres a las candidaturas, 
a los espacios de decisión y a los recursos de los partidos políticos. Sin embargo, 
la generación de este tipo de cambios profundos toma tiempo y difícilmente 
estaría visible al poco tiempo de la aprobación de la reforma. Por ello, el pri-
mer paso para la evaluación, que permite advertir si se cumplen las condiciones 
necesarias para generar cambios profundos, es analizar el grado de cumpli-
miento con las exigencias normativas. 

Estudiar el nivel de cumplimiento por parte de los partidos con el mandato 
de la ley implica identificar las obligaciones específicas con las que se debe cum-
plir y, después, contrastar los contenidos de los estatutos con estos parámetros 
establecidos por las normas. De esta manera se puede observar en qué medida 
los partidos políticos han reaccionado ante las obligaciones legislativas. Para 
ello, a continuación, se propone una herramienta metodológica diseñada para 
evaluar la armonización normativa en materia de violencia política en razón de 
género en los partidos políticos. 

Conforme a la normativa mexicana relativa al reconocimiento de la violen-
cia política en razón de género, los estatutos partidistas deben nombrar este 
fenómeno para lograr su visibilización y reconocimiento formal. Este recono-
cimiento debe materializarse a través de la inclusión en los estatutos de una 
definición de la violencia política en razón de género. Aquella definición puede 
ser extensa, debe abarcar un catálogo amplio de posibles conductas que consti-
tuyan este fenómeno, conforme a lo que señala la LGAMVLV y la LGIPE, y lo 
que es necesario para constituir un marco normativo robusto. 

El reconocimiento del fenómeno de violencia política en razón de género 
y de la responsabilidad del partido en su erradicación, así como el estableci-
miento de los mecanismos, sanciones y órganos dedicados a su atención debe 
darse conforme lo establece la legislación, desde los estatutos de los partidos 
políticos. Es fundamental incluir estos elementos en los estatutos, pues son los 
documentos de mayor jerarquía que moldean la vida interna de los partidos 
y que, además, evidencian los compromisos y prioridades de los partidos. Sin 
embargo, como la reforma no estableció un plazo para el cumplimiento de esta 
obligación, se dejó abierta la posibilidad de que los partidos elijan otra vía para 
reconocer y atender el fenómeno, como la adopción de los protocolos específicos. 
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Respecto a los mecanismos para la atención de la violencia política en razón 
de género, los partidos políticos están obligados a reconocer su responsabilidad 
para prevenirla, así como incorporar las reglas para la prevención, atención y 
sanción de casos de violencia. Las reglas para la prevención deben incorpo-
rar, en primer lugar, un compromiso del partido con la necesidad de prevenir. 
En segundo lugar, deben introducir mecanismos específicos para ello, como 
proponer medidas para verificar que las personas que pretenden postularse a 
cargos de elección popular no hayan sido sancionadas por los actos de violencia 
política o comprometerse a evitar reproducir elementos de violencia en su pro-
paganda. Las obligaciones relativas a la atención de casos de violencia requie-
ren que los partidos políticos determinen la existencia de un procedimiento y 
de un órgano interno que serán encargados de investigar y, en su caso, imponer 
sanciones a quienes incurran en actos de violencia política en razón de género. 
Idealmente, los partidos deben proponer procedimientos especiales para la 
atención de los casos de violencia (distinguiéndolos de otros procedimientos 
de justicia interna), y también deberían establecer a un órgano específico para 
la atención de estos casos; con esta medida se podría lograr una mayor sensi-
bilidad y capacidad de responder a las denuncias. Los partidos también deben 
instaurar sanciones que se impongan a las personas responsables por actos de 
violencia; estas sanciones pueden ir desde la suspensión de los derechos de mili-
tancia, limitaciones de derechos a integrar los órganos internos o ser postula-
dos a cargos de elección popular, hasta la expulsión del partido. 

Finalmente, los partidos tienen la obligación de erradicar la violencia polí-
tica contra las mujeres, por lo que deben incluir en su normativa interna meca-
nismos que contribuyan a la construcción de una real igualdad de mujeres y 
hombres. Conforme a la legislación relativa a la igualdad de género,7 entre estos 
mecanismos deberían encontrarse las reglas para garantizar la paridad en la 
integración de los órganos internos, para la postulación paritaria de las can-
didaturas y para la distribución equilibrada de los recursos para las campañas. 
Este catálogo no es limitativo, por lo que los partidos pueden adoptar mecanis-
mos adicionales a fin de promover la igualdad de género. 

7	 Estas obligaciones se construyen a partir del contenido de dos reformas: la de 14 de abril de 2020 en la materia de 
violencia de género y la de 6 de junio de 2019 que estableció la “paridad en todo”.
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Evaluar la cercanía de las regulaciones relativas a cada uno de estos ele-
mentos, adoptadas en los estatutos partidistas, con la exigencia marcada por 
la legislación, permite obtener una ponderación que refleje el nivel global de 
cumplimiento para cada partido. Para hacerlo, se le asignan los valores en un 
rango de 0 a 1. El valor 0 indica incumplimiento con la exigencia, mientras que 
el valor 1 refleja que el partido cumplió adecuadamente con armonización de 
cada elemento. El valor global de esta medición, resultante de la sumatoria de 
los valores obtenidos para cada elemento, oscila de 0 (incumplimiento con la 
armonización) a 15 (cumplimiento pleno con la armonización).
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4.	Evaluando la armonización normativa en los partidos 
mexicanos 

El análisis de los estatutos de los partidos mexicanos evidencia que, a un año de 
la aprobación de las reformas, la mayoría de estos no han avanzado en la armo-
nización normativa. De todos los partidos, únicamente tres han realizado ade-
cuaciones que cumplen con lo exigido, de modo que alcanzaron 13  puntos del 
máximo de 15. Se trata del Partido Acción Nacional (PAN), del Partido Revo-
lucionario Institucional (PRI) y del partido Redes Sociales Progresistas (RSP), 
que cumplen con prácticamente todas las exigencias. Otros tres partidos están 
en un nivel medio de cumplimiento: Partido de la Revolución Democrática 
(PRD) y Morena con 10,5 puntos, y Movimiento Ciudadano (MC) con 8 
puntos. Los cuatro restantes —Partido Verde Ecologista de México (PVEM), 
del Trabajo, Partido Encuentro Solidario (PES) y Fuerza Social por México 
(FSP)— tienen cumplimiento insatisfactorio y todos obtuvieron menos de 5 
puntos en el índice de armonización normativa. 

El estudio del primer elemento, el de reconocimiento, evidencia que única-
mente dos estatutos (del PRI y del RSP) incluyeron un reconocimiento expreso 
del fenómeno de violencia política contra las mujeres en razón de género y lo 
definieron de manera amplia, para lo cual siguen los estándares incorporados 
por la reforma. Entre los partidos que reconocieron este fenómeno en los pro-
tocolos, solo PRD y Morena adoptaron una definición amplia, con un catá-
logo exhaustivo de las posibles conductas que constituyen violencia política en 
razón de género. El PAN y MC optaron por una conceptualización del rango 
medio, en general carentes de un catálogo amplio de conductas. Mientras 
tanto, los protocolos adoptados por el PVEM y PT ni siquiera contemplan 
una definición de violencia política en razón de género.  

La jerarquía normativa, el segundo elemento de análisis, implica evaluar si 
los partidos han llevado a cabo las adecuaciones pertinentes en sus estatutos o 
si han pretendido atender el fenómeno de violencia política en razón de género 
a través de las herramientas de un nivel inferior. Solamente dos partidos (el 
PRI y RSP) han realizado las adecuaciones estatutarias, mientras que seis par-
tidos han adoptado protocolos especiales para atender la violencia política de 
género (PAN, PRD, PVEM, PT, MC y Morena). Dos partidos (PES y FSP) no 
han elaborado ninguna reforma o acción. 
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El tercer elemento, de mecanismos para la atención, exige que los estatutos 
partidistas deben incluir tres elementos para garantizar la adecuada atención 
a los casos de violencia: mecanismos de prevención, de atención y de sanción. 
En cuanto a la prevención, ocho partidos reconocen que es su obligación desa-
rrollar las acciones preventivas (PAN, PRI, PRD, PVEM, MC, Morena, RSP 
y FSP), mientras que solo seis establecen más de dos mecanismos para lograrlo 
(PAN, PRI, PRD, PVEM, MC y RSP). En la mayoría de los casos, los meca-
nismos adoptados se refieren a la capacitación de la militancia y realización de 
las campañas de difusión y no discriminación. Entre los mecanismos para la 
prevención, destacan el evitar que su propaganda incluya elementos de violen-
cia y de verificar que aspirantes a las candidaturas no estén sancionados por los 
actos de violencia (PRI), además, evitar reproducir elementos basados en roles 
o estereotipos que puedan configurar violencia política contra las mujeres en 
razón de género (RSP). 

En cuanto a los mecanismos de atención, se destaca que únicamente el PAN 
ha creado un órgano especializado para la recepción de las denuncias, investi-
gación e integración de un expediente para los casos de violencia (se trata de 
la Comisión Especial de Atención a la Violencia Política en razón de Género 
contra las Mujeres Militantes del PAN), aunque la decisión final sobre la exis-
tencia de los hechos y la imposición de las sanciones correspondientes queda en 
manos de la Comisión del Orden del Comité Ejecutivo Nacional. Otros cinco 
partidos (PRI, PRD, MC, Morena y RSP) prevén que sean los órganos inter-
nos, encargados de solucionar conflictos, los que se responsabilicen de conocer 
las denuncias en la materia. 

Solamente tres partidos prevén en sus estatutos las sanciones para sus mili-
tantes cuando sean responsables de actos de violencia política en razón de 
género. El PRI y RSP incluyen, entre las posibles sanciones, la inhabilitación 
temporal y expulsión del partido cuando exista sentencia firme e inatacable, 
así como la inelegibilidad para los cargos directivos internos y la exclusión de 
las postulaciones a cargos de elección popular de las personas sancionadas por 
actos de violencia política en razón de género, mientras que el PES prevé la 
expulsión de los militantes responsables por los actos de violencia política con-
tra las mujeres por razón de género.
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El resto de los partidos que prevén las sanciones en los protocolos (solo PAN, 
PRD y Morena) establecen sanciones fuertes, incluida la expulsión del partido 
y la inelegibilidad para los cargos internos y para los puestos de elección popu-
lar. El PVEM y el PT no prevén ningún tipo de sanción en sus protocolos, 
mientras que el MC remite al catálogo de sanciones previsto en su estatuto. De 
esta manera, únicamente cuatro partidos (PAN, PRI, PRD y el RSP) cumplen 
con todas las exigencias establecidas por la legislación en cuanto a los meca-
nismos para la prevención, sanción y erradicación del fenómeno de violencia 
política contra las mujeres en razón de género.

El cuarto elemento a analizar abarca las reglas y los mecanismos encamina-
dos a lograr la igualdad de género y, con ello, contribuir a la erradicación de la 
violencia política contra las mujeres en razón de género. El análisis de los datos 
evidencia que todos los partidos incluyen al menos dos mecanismos de este 
tipo: todos han introducido en sus estatutos las obligaciones relativas a la pari-
dad en la integración de los órganos internos y a la paridad en las postulaciones 
para los cargos de elección popular. Sin embargo, solamente algunos de ellos 
prevén mecanismos que garanticen el uso equitativo de recursos o bien otras 
reglas o programas que pudieran contribuir a este objetivo. 

Solamente dos partidos se comprometen, a nivel de sus estatutos, a realizar 
una distribución paritaria de los recursos para las campañas. El PRI se com-
promete a la distribución equitativa de los recursos financieros y al acceso a los 
medios durante las campañas entre las candidatas y candidatos, y el RSP señala 
que las mujeres deberán recibir al menos un 40% de los recursos financieros 
para las campañas. 

Varios partidos incluyen en su normativa algunos otros mecanismos o pro-
gramas para contribuir a la igualdad y la erradicación de la violencia de género. 
Así, el PAN se compromete a implementar acciones afirmativas adicionales; el 
PRI, a promover el empoderamiento económico de las mujeres; Morena, a pro-
mover el conocimiento y la lucha por los derechos de las mujeres; el PES, a formar 
el Observatorio de Participación Política de las Mujeres orientado a la investiga-
ción, al estudio, al análisis y a la promoción y evaluación de los derechos político-
electorales de las mujeres; y el RSP, a realizar campañas internas y talleres de 
sensibilización para promover la igualdad de género y erradicar la violencia.
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Resulta un hecho positivo que los partidos hayan adoptado protocolos para 
atender los casos de violencia política contra las mujeres en razón de género. 
Sin embargo, lo han hecho en distintos momentos y a partir de diversas con-
ceptualizaciones de este fenómeno. Ello implica que los mecanismos estableci-
dos tienen distintos niveles de protección hacia las mujeres militantes y que no 
cumplen con los estándares establecidos por las reformas de 2020. 

¿Qué explica las diferencias en los niveles de cumplimiento con las exi-
gencias de las reformas? En primer lugar, la coyuntura electoral pudo haber 
jugado un papel importante como un factor que desincentivó la realización de 
las adecuaciones a los estatutos. Para algunos partidos políticos, el iniciar las 
reformas de sus normas internas pocos meses antes del arranque del proceso 
electoral pudo implicar un riesgo de conflictos internos o pudo haber modifi-
cado algunas otras reglas, por ejemplo, para la selección de candidaturas. Ante 
ese escenario, es viable que las cúpulas partidistas prefirieran postergar las ade-
cuaciones para después del proceso electoral; quizá esperan un cambio en la 
distribución de las fuerzas internas. Este parece ser el caso de Morena, que no 
ha realizado modificaciones estatuarias desde su fundación en 2014.

En segundo lugar, la fuerza del movimiento de las mujeres pudo haber sido 
determinante para aprobar las adecuaciones. Dos de los partidos con los más 
altos niveles de exigencia normativa (el PAN y el PRI) cuentan con fuertes 
secciones de mujeres, y también tienen en sus filas a mujeres con importante 
liderazgo político a nivel nacional y al interior de los propios partidos. Es de 
esperarse que su influencia a favor de la realización de las adecuaciones estatua-
rias y, más en general, de que sus partidos avanzaran en la articulación de reglas 
internas más incluyentes, haya sido importante. 

En tercer lugar, está la temporalidad de los cambios realizados. Algunos 
partidos han llevado a cabo las reformas a sus estatutos antes de la aprobación 
de la reforma de abril de 2020, y han introducido en sus normas internas algu-
nas reglas relativas a la violencia política contra las mujeres, como fue el caso 
del PRD. Ello implicó que evitaran volver a abrir el proceso de adecuación nor-
mativa, incluso cuando sus normas resultaron ser deficientes frente a las nuevas 
exigencias, y que el PRD optara por la adopción de un protocolo. 
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Otros casos requieren una especial atención, como el PES y el FSP. Estos 
dos partidos realizaron las adecuaciones estatuarias en septiembre y noviembre 
de 2020, respectivamente, medio año después de la aprobación de la reforma. 
Sin embargo, ninguno de los dos articuló un marco interno que cumpliera 
a cabalidad con las nuevas exigencias normativas. Las resistencias por parte 
de estos dos partidos obedecen, probablemente, a sus posturas ideológicas: el 
PES es un partido conservador, afín a las ideologías de la derecha cristiana; el 
FSP, si bien se describe como un partido de centroizquierda, respalda la agenda 
conservadora en el ámbito social articulada por el presidente López Obrador. 

Finalmente, destaca también el hecho de que los partidos han logrado un 
mayor nivel de exigencia normativa en relación con los elementos que contri-
buyen a la erradicación de violencia política en razón de género, en especial con 
la paridad en la postulación de las candidaturas y para la paridad en la integra-
ción de los órganos internos. Estos mecanismos se vinculan no solamente con 
la última reforma en la materia de violencia política, sino también con otros 
cambios normativos ocurridos desde la adopción del principio de la paridad 
para la postulación de las candidaturas en 2014 y que, a lo largo de los años, 
fueron asimilados por los partidos políticos. Las normas más recientes, como 
la necesidad de distribuir los recursos de manera igualitaria o articular los 
mecanismos específicos para la atención de los casos de violencia, siguen espe-
rando este proceso de institucionalización de las normas y prácticas internas.

5.	Conclusiones: frenar la violencia política no es la 
prioridad

Los hallazgos de este trabajo respaldan la evidencia aportada por los estudios 
previos sobre los partidos políticos como organizaciones generizadas, res-
ponsables por la producción y reproducción de la violencia contra las mujeres 
(Childs y Kittilson 2016; Lovenduski y Norris 1993; Bjarnegård 
y Zetterberg 2016; Bjarnegård y Kenny 2016; Bjarnegård 2013; 
Hinojosa 2012). Asimismo, apuntan a las limitaciones de la ley como una 
fuerza transformadora de las relaciones sociales y políticas, especialmente 
cuando los actores que deben deconstruir su manera de articular las relaciones 
de género son quienes aprueban las normas. Para romper con las resistencias 
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partidistas se requerirá de tiempo y actuación firme por parte de las mujeres 
militantes y las autoridades electorales, de manera similar que ha ocurrido 
con la implementación de las cuotas y la paridad de género (Freidenberg 
y Gilas 2020a; Hinojosa y Vázquez Correa 2018; Caminotti y 
Freidenberg 2016; Caminotti 2016; Bareiro y Soto 2015; Palma y 
Chimal 2012). 

El análisis de las normas estatutarias vigentes en los partidos políticos mexi-
canos evidencia que la atención a la violencia política en razón de género no es 
la prioridad para la mayoría de ellos. De la misma manera que durante ocho 
años los partidos mexicanos no legislaron sobre esta materia y evitaron crear 
mecanismos adecuados para erradicar este fenómeno, ahora tampoco adecúan 
sus normas internas a las obligaciones que ellos mismos aceptaron. 

Únicamente dos partidos incluyeron en sus estatutos las regulaciones y los 
mecanismos exigidos por la legislación en la materia, y que tan solo tres parti-
dos logran un alto grado de armonización normativa frente a las medidas que 
exige la ley (PAN, PRI, RSP). Si bien algunos otros cuentan con protocolos 
para atender los casos de violencia, estos poseen un menor nivel jerárquico y, 
además, en muchos casos no aseguran la inclusión de los estándares de protec-
ción más altos y, por tanto, no son suficientes para garantizar que las relaciones 
al interior de los partidos cambien, y que las mujeres estén en condiciones de 
ejercer su militancia y participar en la política en condiciones de plena libertad 
e igualdad. 

La mayoría de los partidos están en deuda respecto al reconocimiento del 
fenómeno de violencia política contra las mujeres en razón de género y en 
cuanto al establecimiento de mecanismos para atender y sancionar los casos, 
así como en la construcción de la igualdad de género. A seis años del reconoci-
miento del principio constitucional de la paridad de género, si bien los parti-
dos recuerdan la integración paritaria de los órganos internos y la postulación 
paritaria a los cargos de elección popular, solo dos institutos políticos (PRI y 
RSP) garantizan la distribución equitativa de los recursos para las campañas. 
El resto no prevé mecanismos para erradicar la violencia ni tampoco garantías 
adicionales para fortalecer la igualdad de género en la participación política. 
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Los partidos incumplen con las normas que ellos mismos aprueban porque 
pueden y porque así lo dictan sus intereses inmediatos. Las coyunturas polí-
tico-electorales desincentivan la apertura a las reformas estatuarias, los com-
promisos ideológicos no están del lado de la igualdad de género, las relaciones 
internas siguen privilegiando el ejercicio del poder por los varones, y la ausen-
cia de sanciones —por parte de las autoridades y de la sociedad— parecen ser 
las causas de las resistencias.  

A esto se suma que la reforma en materia de violencia de género no estable-
ció plazos en los cuales los partidos debieran cumplir con la adecuación estatu-
taria, por lo que, desde la perspectiva legal-formal, ocho de los diez partidos no 
están incurriendo en la violación de las normas generales, al menos no en un 
sentido literal. Sin embargo, tomando en cuenta que, durante los cinco meses 
previos al inicio del proceso electoral y en un contexto de brutal incremento de 
violencia —de todo tipo— en contra de las mujeres que se observa en los últi-
mos dos años, los partidos no han cumplido con el mandato legal, lo que evi-
dencia una cruda realidad: las mujeres, su seguridad y sus derechos no son sus 
prioridades. Simplemente, a los partidos políticos mexicanos no les importa, 
en hechos, cambiar las estructuras internas, cambiar la manera de hacer la polí-
tica, y abrir sus filas y sus espacios a la participación de las mujeres.
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1.	 Introducción

Las elecciones municipales de 2020 en Brasil inauguraron una nueva regla que 
será válida para todas las elecciones futuras: el fin de las coaliciones en las dis-
putas por el Legislativo en todos los niveles de la federación. Hasta entonces, los 
partidos tenían la prerrogativa de unirse en coaliciones electorales para presen-
tarse a los cargos de concejal o concejala, y diputado o diputada (federal y estatal). 
A los efectos de los resultados electorales, cada coalición electoral equivalía a un 
partido, para que los votos recibidos por cada partido miembro de la coalición 
—leyendas y candidaturas— se sumaran para repartir los escaños legislativos. 
Sin embargo, con la promulgación de la Enmienda Constitucional 97/2017 (EC 
97/2017), se vetó esta posibilidad (Presidência da República 2017). Esta 
enmienda estableció el fin de las coaliciones de partidos en las elecciones para 
cargos proporcionales a partir de las elecciones municipales de 2020 y estable-
ció una cláusula de barrera, que crecerá hasta 2030, cuando se fije en el 3%. La 
propuesta de enmienda es de la autoría del diputado federal Duarte Nogueira 
(PSDB-SP). Para defender el fin de las coaliciones, argumentó que, tras las elec-
ciones, los partidos que formaban parte de ellas no seguían necesariamente las 
mismas orientaciones políticas, lo que provocaba conflictos. 

Las coaliciones electorales en las elecciones proporcionales plantearon 
algunos problemas desde el punto de vista de la representación: (1) varios par-
tidos de distinto signo ideológico se unieron en una misma coalición electoral; 
(2) la candidatura (del partido A) con mayor número de votos podría ayudar 
en la elección de otras candidaturas de otros partidos en la misma coalición, 
aunque su partido no hubiera obtenido un gran número de votos; (3) las coa-
liciones electorales en elecciones proporcionales permitieron el surgimiento 
de una hiperfragmentación partidista, que elevó los costes de gobernabilidad.  
El cambio solo fue posible porque es menos perjudicial para los partidos más 
grandes, que pueden lanzar candidaturas en los 5.570 municipios brasileños, 
frente a los partidos más pequeños, que disponen de menos recursos para pro-
mover candidaturas y, por tanto, dependen de las coaliciones electorales para 
poder participar en las elecciones.

Con el fin de las coaliciones en las elecciones proporcionales, se espera que 
se reduzca el número de partidos con acceso a los escaños legislativos. Según 
Kinzo (2004), la posibilidad de formar coaliciones electorales con grandes 
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partidos, a cambio de la asignación de tiempo en la radio y la televisión, per-
mitió a los partidos pequeños elegir pocas candidaturas y, así, mantenerse en el 
sistema político representativo.

Por otro lado, el nuevo formato de disputa se estrena precisamente en las 
elecciones municipales, que siempre ocurren con dos años de diferencia respecto 
a las nacionales, en las que se elige al presidente o presidenta de la República, a 
senadores y senadoras, a gobernadores y gobernadoras, diputados y diputadas 
federales y estatales. Debido a que se llevan a cabo en contextos separados de 
las elecciones nacionales, las disputas locales a veces involucran temas especí-
ficos sobre cada localidad. Desde esta perspectiva, las elecciones municipales 
están tan desconectadas del debate nacional que retratan realidades particula-
res, impulsadas por dos “racionalidades políticas contextuales” (Lima Júnior 
1983; 1997), en las que los actores políticos subnacionales eligen y designan 
a las candidaturas y las alianzas electorales en función del contexto estatal y 
local. Como consecuencia, se establece una relación más personalista entre el 
o la votante y los candidatos y candidatas, que relega a un segundo plano el 
protagonismo de las partes en estas disputas.

Que la nueva norma electoral comience a implementarse en el ámbito local 
nos lleva, por tanto, a dos cuestiones: (1) Desde el punto de vista del número de 
partidos con acceso a los escaños legislativos, ¿cuáles fueron los efectos inme-
diatos del fin de la coalición electoral en las disputas proporcionales en Brasil? 
(2) ¿En qué medida este efecto influyó en estas primeras elecciones bajo la apli-
cación de la EC 97/2017 que se llevaron a cabo en los municipios brasileños? 
La hipótesis de este estudio es que el nuevo texto constitucional ya ha provo-
cado una disminución del número de competidores y competidoras viables en 
las elecciones legislativas. Aunque haya idiosincrasia en las disputas locales, se 
acentúa la conexión personalista en la relación candidato o candidata-votante. 
Varios estudios ya han demostrado la importancia de la coordinación par-
tidista en estas elecciones y que los partidos más exitosos en los municipios 
se correlacionan con los exitosos a nivel nacional y estadual (Carneiro y 
Almeida 2008; Kerbauy 2009; Vasquez 2016).

Los resultados ratifican la hipótesis, los cuales muestran que el número de 
partidos con una candidatura concejal elegida en 2020 es, en general, menor 
que en años anteriores (2012 y 2016). Lo mismo ocurre con relación al número 
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efectivo de partidos legislativos (NEPL). Esto sucede a pesar del aumento del 
número total de las candidaturas por escaño en los municipios.1 

Cabe señalar que el efecto de la norma es más pronunciado en los muni-
cipios de menor magnitud. Por un lado, estas cámaras municipales represen-
tan las ciudades más pequeñas del país en cuanto a número de habitantes; por 
otro lado, constituyen la gran mayoría de las cámaras legislativas municipales 
de Brasil. Así, el artículo presenta tres aportes principales: (1) Demuestra el 
impacto que un cambio institucional puede causar en el sistema político, más 
concretamente, en el sistema de partidos. (2) Ratifica el patrón ya demostrado 
en otras investigaciones sobre la importancia de los partidos, incluso a nivel 
local. (3) Confirma la magnitud del distrito como una variable de importante 
impacto en las decisiones partidarias (Duverger 1970; Nicolau 1996; 
Cox 1997).

El artículo se divide en cuatro secciones más, además de esta. En la siguiente 
sección, se discute brevemente sobre las elecciones. A continuación, se debaten 
teóricamente los posibles efectos de la nueva regla, es decir, el fin de las coali-
ciones en las elecciones proporcionales. Luego, se presentan los datos, resulta-
dos y sus interpretaciones. Por último, se aportan las consideraciones finales, 
para lo cual se señalan los frentes de investigación, así como algunos límites 
de la misma.

2.	 Estudios sobre las elecciones a nivel local

Aunque la ciencia política brasileña se centra principalmente en la esfera nacio-
nal, los estudios sobre la política local se han ampliado con el tiempo. Este 
esfuerzo es importante porque el arreglo federativo brasileño organiza la polí-
tica institucional del país en múltiples niveles (federal, estatal y municipal), y 
cada uno de estos niveles tiene elecciones nacionales y estatales para elegir a 
sus representantes. Actualmente, Brasil cuenta con 5.570 municipios y estos 
tienen elecciones locales para elegir a sus alcaldes y alcaldesas, concejales y 
concejalas, en disputas que se dan con una diferencia de dos años respecto a 
las elecciones nacionales, en las que se elige al presidente o presidenta de la 

1	 Todos los datos utilizados en el artículo fueron extraídos del repositorio de datos electorales del Tribunal Superior 
Electoral (TSE). Consultado el 07 abril de 2021, en: https://www.tse.jus.br/eleicoes/estatisticas/repositorio-de-
dados-eleitorais-1.
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República, senadores y senadoras, gobernadores y gobernadoras, diputados y 
diputadas federales y estatales. 

Las elecciones municipales, por lo tanto, no se producen en la misma 
coyuntura que las nacionales, por lo que a menudo se consideran elecciones 
que solo abordan cuestiones locales específicas sobre cada lugar. Las elecciones 
municipales estarían tan dislocadas del debate nacional que solo representa-
rían realidades específicas impulsadas por “racionalidades políticas contextua-
les” (Lima Júnior 1983 y 1997). Así, las y los actores políticos subnacionales 
elegirían y decidirían las candidaturas y alianzas electorales de forma descen-
tralizada en relación con una coordinación nacional de partidos, basada única-
mente en el contexto estadual y local. En este sentido, los partidos brasileños, 
a nivel local, tendrían poca relevancia en la vida política, gracias al carácter 
clientelista y personalista de las relaciones entre las y los ciudadanos, y las y los 
políticos, tanto por razones culturales (estructura patrimonialista) como por 
cuestiones institucionales (sistema proporcional de listas abiertas).

 Sin embargo, los análisis más recientes sobre los partidos políticos a nivel 
local en Brasil han señalado una actividad partidista intensa y coordinada. 
Según Arquer (2015), aunque las características contextuales pueden tener un 
impacto en los votos recibidos por los partidos en las disputas para concejal o 
concejala, el perfil de volatilidad electoral en los municipios muestra una ten-
dencia similar a la observada en otros ámbitos. Vasquez (2016), por su parte, 
muestra que, aunque la carrera por la alcaldía se concentra en dos o tres candi-
daturas en la mayoría de los municipios brasileños, los principales partidos del 
país disputan estas elecciones en municipios repartidos por todos los estados 
de la federación. Es decir, hay coordinación partidaria dentro de los munici-
pios (pocas candidaturas por alcaldía en elecciones que se deciden en una sola 
vuelta), pero con amplia dispersión territorial de los partidos. 

Esto puede ser incluso un resultado de la actual legislación de partidos, ya 
que a diferencia de otros países (como el caso de Alemania), que permiten par-
tidos regionales, y del Brasil de la Antigua República (1891-1930), el Brasil de 
la Nueva República (posterior a 1988) solo permite partidos de carácter nacio-
nal. Así, contrariamente al argumento del ultrapersonalismo de las organiza-
ciones partidarias, el argumento que se defiende en este trabajo es que los par-
tidos políticos brasileños trazan estrategias nacionales, aunque permitan que 
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sus secciones estatales y municipales tengan autonomía para establecer pactos 
electorales en línea con las estrategias nacionales de los partidos.

En esta línea, los partidos políticos brasileños responden a los incentivos 
institucionales nacionales y, a partir de ellos, establecen estrategias y se adap-
tan a las particularidades locales. Recientemente, hubo un cambio en las reglas 
electorales que generó modificaciones en las estrategias de los partidos, a saber: 
el fin de las coaliciones proporcionales, implementadas por primera vez en las 
elecciones municipales de 2020, que afecta a la disputa por el concejal o conce-
jala. En consecuencia, se prohibió a los partidos establecer alianzas electorales 
formales con otros partidos. Este cambio afectó por igual a todos los partidos 
que pretendían desarrollar estrategias para lanzar las candidaturas a concejal o 
concejala en todo el país.

Si el argumento sobre el personalismo de los partidos políticos es correcto, 
no hubo ningún patrón, ya que los políticos simplemente no dependerían de 
los partidos, podrían presentarse por cualquier sigla de partido. Por lo tanto, 
el nuevo incentivo institucional no tendría ningún efecto en las disputas loca-
les. Sin embargo, los políticos no pueden presentarse sin una sigla organizada 
a nivel nacional, ya que piensan la política a nivel nacional y necesitan un 
buen desempeño local para proyectarse en las elecciones estaduales y naciona-
les. En otras palabras, las elecciones municipales son fundamentales para pen-
sar en la dinámica nacional de los partidos (Carneiro y Almeida 2008; 
Kerbauy 2009).

3.	 Teoría de las coaliciones y los posibles efectos del fin de 
las coaliciones

En Brasil, cada municipio representa su propio distrito. Por lo tanto, la mag-
nitud electoral en la disputa por el cargo de concejal o concejala es el número 
total de escaños disponibles en cada Cámara Municipal.2 Estos escaños se dis-
tribuyen por lista abierta, y las candidaturas más votadas asumen un número 
de escaños proporcional al total de votos que recibió su partido. Así, si un par-
tido ha recibido suficientes votos para cubrir cinco puestos en un municipio, 
sus cinco candidaturas más votadas asumirán esos puestos. 

2	 Del mismo modo, las elecciones a diputadas y diputados estatales y federales se basan en el número de escaños de 
la Asamblea Legislativa de la unidad federativa y en el número total de escaños de los que dispone el Estado en la 
Cámara de Representantes, respectivamente.
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Hasta la promulgación de la EC 97/2017, el sistema electoral brasileño 
permitía a los partidos unirse en coaliciones para competir en las elecciones 
legislativas. Al establecer este tipo de acuerdo preelectoral, los partidos de la 
coalición, a efectos del recuento de votos, funcionaron como un único partido. 
En consecuencia, la misma regla de distribución proporcional de escaños por 
partido que acabamos de mencionar se aplica a las coaliciones. Sin embargo, la 
mencionada modificación de la Constitución, que entró en vigor a partir de 
las elecciones municipales de 2020, prohíbe las coaliciones para las elecciones 
proporcionales.

La Propuesta de Enmienda a la Constitución (PEC) que, una vez aprobada, 
acaba con las coaliciones en las disputas proporcionales es la 282/2016.  
Sin embargo, esta propuesta aparece ya en 2011, en la PEC 84/20113 del 
diputado federal Duarte Nogueira (PSDB-SP). Es importante retomar este 
texto original porque contiene las principales justificaciones para cambiar el 
texto constitucional. Básicamente, había dos preocupaciones sobre aspectos 
que contribuían a que la imagen de los partidos fuera negativa a los ojos de 
los votantes. En primer lugar, que los partidos que celebraron el acuerdo 
preelectoral no necesariamente actuaron juntos durante el periodo de gobierno. 
En segundo lugar, como las coaliciones funcionaban como un solo partido a 
efectos de la distribución de escaños, el voto a las candidaturas de un partido 
ayudaba a otros partidos a ganar escaños.

Para este artículo, la segunda justificación es importante. Si las coaliciones 
ayudan a los partidos a ganar escaños que, sin este recurso, no habrían ganado, 
uno de sus efectos es aumentar el número de partidos con acceso a escaños 
en la legislatura. En otras palabras, si el argumento de Duarte Nogueira es 
correcto, las coaliciones aumentaron la fragmentación de los partidos en 
el país. Pero, ¿por qué los partidos que cedieron estos escaños siguieron 
formando coaliciones? Si solo tuvieran pérdidas con esta estrategia electoral, 
podrían renunciar a las coaliciones y actuar por sí solos. Para responder a esta 
pregunta, es necesario comprender los incentivos y obstáculos que se ofrecen a 
los partidos para formar coaliciones en las elecciones proporcionales.

3	 Disponible en: https://www.camara.leg.br/proposicoesWeb/prop_mostrarintegra;jsessionid=node01lvhntfqopg
gktvj4w16elbpm9147305.node0?codteor=922394&filename=Tramitacao-PEC+282/2016
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Dado que cada coalición electoral funcionaba como un único partido 
a efectos del reparto de escaños, los partidos pequeños que, actuando solos, 
no podían alcanzar el cociente electoral, podían elegir parlamentarios y 
parlamentarias por medio de las coaliciones, ya que contaban con los votos 
de sus aliados y aliadas. Esto contribuyó a aumentar la fragmentación de los 
partidos, puesto que permitió que partidos poco competitivos electoralmente 
ganaran escaños legislativos (Nicolau 1996; Kinzo 2004). En este sentido, 
cuanto más pequeño es el partido, mayor es el incentivo para formar alianzas, 
ya que la posibilidad de elegir un diputado o diputada sería mayor.

La contrapartida ofrecida por los partidos pequeños para formar alianzas 
en las elecciones legislativas consistía en la participación en coaliciones para las 
elecciones mayoritarias, de modo que ofrecían tiempo de radio y televisión a los 
partidos más grandes (Nicolau 1996; Kinzo 2004). Según Speck y Cervi 
(2016), este recurso afecta positivamente a las posibilidades de las candidaturas 
a la alcaldía de ser elegidas, aunque la magnitud del impacto varía en función del 
tamaño del municipio. Además, las elecciones a la alcaldía en la mayoría de los 
municipios brasileños se limitan a dos candidaturas posibles (Guarnieri 2015; 
Vasquez 2016). En otras palabras, un partido grande que renuncia a su coalición 
electoral con un partido pequeño en elecciones mayoritarias permite que ese 
mismo partido se alíe con su principal oponente electoral (Nicolau 1996). 

En suma, las elecciones municipales combinan un sistema mayoritario 
para el alcalde o alcaldesa y un sistema proporcional para las concejalas y 
los concejales. En los municipios con menos de 200.000 votantes, la disputa 
mayoritaria se produce en una sola vuelta, y en los demás existe la posibilidad 
de dos vueltas. La posibilidad de formar coaliciones electorales con grandes 
partidos, a cambio de la asignación de tiempo en la radio y la televisión, permitió 
a los partidos pequeños elegir unas pocas candidaturas y, así, mantenerlas en 
el sistema político representativo. Por otro lado, incluyen a los partidos más 
pequeños en sus coaliciones para las elecciones proporcionales, de modo que 
ceden las vacantes legislativas a sus compañeros y compañeras en la disputa 
por el Ejecutivo. Esto tiende a ser aún más evidente en los municipios con 
menos de 200.000 votantes, ya que la disputa de la mayoría en una sola vuelta 
reduce considerablemente el número de las candidaturas (Duverger 1970; 
Cox 1997; Guarnieri 2015; Vasquez 2016). En este acuerdo, los partidos 
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grandes y pequeños se beneficiaron: los primeros con recursos electorales, los 
segundos con escaños legislativos. 

De este modo, el fin de las coaliciones electorales en los sistemas proporcio-
nales acaba con esta moneda de cambio que los grandes partidos tenían que 
ofrecer a los más pequeños. Como resultado, la EC 97/2017 tuvo que reducir, 
de hecho, el número de partidos en las cámaras legislativas brasileñas, para lo 
cual tuvo que empezar por los municipios, especialmente los más pequeños, en 
los que los incentivos para intercambiar recursos electorales por escaños legis-
lativos eran mayores. Además, como señala Nicolau (1996), cuanto mayor es la 
magnitud del distrito, mayor es la posibilidad de que un partido pequeño gane 
algún escaño en la disputa. Por lo tanto, tiene menos incentivos para formar 
coaliciones. En Brasil, la magnitud electoral de los municipios varía en función 
del número de habitantes, es decir, cuanto más pequeño es el municipio, menor 
es su magnitud. Y, según Nicolau (1996), mayor es el incentivo para formar 
coaliciones. Esto constituye otro factor para suponer que los efectos de la EC 
97/2017 serán más agudos en los municipios más pequeños.

4.	 Fin de las coaliciones proporcionales y reducción de la 
fragmentación partidaria

Para llevar a cabo el análisis empírico, se utilizó una base de datos inédita que 
contiene información sobre las elecciones de los concejales y las concejalas de 
2020. Los datos se extrajeron del repositorio electoral del Tribunal Superior 
Electoral (TSE) y se trataron con estadísticas descriptivas e inferenciales. Tam-
bién se utilizó información de las elecciones municipales de 2012 y 2016 para 
demostrar que el perfil, que había sido relativamente estable en los años ante-
riores, realmente cambió en 2020 tras la implementación de la EC 97/2017.

Los primeros análisis se refieren al impacto del nuevo texto constitucional 
en la oferta de candidaturas, ya que las reglas electorales afectan no solo al 
resultado, sino también a las decisiones de los partidos de lanzar candidaturas 
(Duverger 1970; Cox 1997; Vasselai 2015). Inicialmente, se analizó la 
variación del número total de las candidaturas por escaño en los municipios 
brasileños entre 2012 y 2020, y luego se investigó el número de partidos que 
postularon alguna candidatura a concejal y concejala en los municipios entre 
2012 y 2020.
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Teniendo en cuenta los resultados presentados en el Gráfico 1, se observa que 
el 2020 sigue una tendencia ya observada en 2016, de aumento del número 
de candidaturas por escaño para el cargo de concejal o concejala. En este sen-
tido, el fin de las coaliciones en las disputas proporcionales no parece haber 
tenido un impacto en el número de las candidaturas, independientemente del 
partido, que se presentaron a las elecciones legislativas locales. Sin embargo, el 
hecho de que el número total de las candidaturas por escaño haya aumentado 
no significa que el número total de partidos que se presentó en cada munici-
pio también haya aumentado. Para verificar esta información, se preparó el 
siguiente gráfico:

Fuente: Elaboración propia a partir de la información del TSE.

Gráfico  1

Boxplot - Número de candidaturas a concejal o concejala por escaño y por 
municipio (2012-2020)
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El Gráfico 2 muestra un ligero aumento del número de partidos con las can-
didaturas a concejal o concejala por municipio en la comparación de los años 
2016 y 2012. Esta tendencia fue destacada por Vasquez, Curi y Silva (2021), 
quienes mostraron que este aumento se produjo elección tras elección desde 
2000 hasta 2016. Sin embargo, al comparar 2020 con 2016 (e incluso con el 
2012), destacamos un descenso considerable en el número total de partidos 
que lanzan candidaturas a concejal o concejala en los municipios. El primer 
cuartil en 2020 se recorta entre uno y cuatro partidos, frente a los dos y nueve 
de 2012 y 2016. La mediana cayó a seis partidos en 2020, frente a los 12 de 
2012 y los 13 de 2016. Por último, se señala que mientras en 2020 el último 
cuartil estaba entre nueve y 16 partidos, en 2012 estaba entre 16 y 26, y en 2016 
entre 18 y 31. Es decir, incluso con el aumento del número de las candidaturas 
por escaño de concejal o concejala en los municipios brasileños observado en 

Gráfico  2

Boxplot - Número de partidos con candidaturas a concejal o concejala por 
municipio (2012-2020)

Fuente: Elaboración propia a partir de la información del TSE.

37

34

31 

28

25

22

19

16

13

10

7

4

1

2012		                       2016	              2020

Libro 1.indb   88 30/07/2021   12:50:20



89Los efectos del fin de las coaliciones electorales de Brasil en 2020

www.onpe.gob.pe Elecciones 20 (21), 2021

el Gráfico 1, el Gráfico 2 señala una sensible reducción del número de partidos 
que ofrecen estas candidaturas. Se trata de un primer indicio de que la EC 
97/2017 impactó en las decisiones de los partidos en las elecciones municipa-
les, incluso en lo que respecta a la oferta electoral.

Para analizar los resultados electorales, se investigó el número total de par-
tidos que eligieron concejales y concejalas en cada municipio y el número efec-
tivo de partidos legislativos (NEPL) por municipio. Mientras que la primera 
información es bruta, es decir, considera todos y cada uno de los partidos que 
han elegido al menos un concejal o concejala en el municipio; la segunda está 
ponderada por el número de escaños en disputa —magnitud del distrito— y el 
número de escaños ganados por el partido, y se calcula así:

Donde pe es el porcentaje de escaños legislativos obtenidos por cada partido 
que ha elegido un concejal o concejala en el municipio.
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Luego de comparar el 2020 con las elecciones anteriores, se observa cómo ha 
descendido el número de partidos que han elegido al menos un concejal o 
concejala en cada municipio. Así, lo observado en términos de oferta electo-
ral (Gráfico 2) se refleja también en términos de resultados electorales. Esta 
información proporciona una fuerte evidencia de que el fin de las coaliciones 
electorales en las disputas proporcionales impactó en la decisión de los parti-
dos de lanzar una candidatura y, en consecuencia, en el abanico de opciones 
disponibles para los votantes, lo cual redujo el número de partidos en las cáma-
ras municipales.

Para afinar los resultados mostrados en el Gráfico 3, se realizó la misma 
distribución que antes, pero esta vez utilizando el NEPL. En este caso, se ate-
nuaron las discrepancias de los partidos que obtuvieron muchos escaños en 
relación con otros que obtuvieron pocos o solo uno.

Gráfico  3

Boxplot - Número de partidos que eligieron concejal o concejala por 
municipio (2012-2020)

Fuente: Elaboración propia a partir de la información del TSE.
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Nuevamente se observa el mismo comportamiento anterior: hay una reduc-
ción del primer cuartil, de la mediana, del tercer cuartil y el máximo del NEPL 
en 2020 en comparación con los años anteriores. Por lo tanto, no solo se redujo 
el número total de partidos que obtuvieron al menos un escaño de concejal o 
concejala en el municipio, sino también el NEPL, que considera el logro de 
los partidos ponderado por el número de escaños obtenidos en relación con la 
magnitud del distrito.

Hasta ahora se ha demostrado, en conjunto, que la EC 97/2017 disminuye 
el número de partidos que ofrecen las candidaturas a concejal o concejala por 
municipio y ganan escaños legislativos. Sin embargo, todavía no se sabe si esta 
dinámica afecta a todos los municipios con la misma fuerza o si varía en función 

Gráfico  4

Boxplot - Número efectivo de partidos legislativos (NEPL) por municipio 
(2012-2020)

Fuente: Elaboración propia a partir de la información del TSE.
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de las características institucionales. Uno de los factores que debe considerarse 
a este respecto es el número de escaños en disputa, es decir, la magnitud elec-
toral de cada municipio.

En Brasil, la magnitud varía según el tamaño electoral del municipio 
(Presidência da República 1988), de modo que oscila entre nueve esca-
ños (hasta 15.000 habitantes) y 55 concejales y concejalas (más de 8 millones 
de habitantes). Cuanto mayor sea la magnitud del distrito, mayor será la pro-
babilidad de que un partido gane un escaño en la Cámara, en función de la 
cantidad de escaños en disputa (Nicolau 1996; Cox 1997). Por lo tanto, es 
necesario verificar hasta qué punto este incentivo para ganar escaños legislati-
vos se vio afectado por el cambio legal en cuestión.               

Para ello, se elaboró una regresión discontinua para evaluar el efecto del 
cambio institucional en el NEPL, para lo cual se consideró la variación de 
la magnitud electoral de los municipios cuyos resultados se presentan en el 
siguiente gráfico. El eje X aumenta de izquierda a derecha, de las magnitudes 
más pequeñas a las más grandes. En el centro, marcado por la línea vertical 
discontinua, la interrupción se produce desde 2016 hasta 2020, cuando se pro-
duce el fin de las coaliciones en las elecciones proporcionales. Las líneas sólidas 
—izquierda y derecha— representan las curvas estimadas con polinomio de 
orden 4 y los puntos grises son las medias del NEPL en intervalos de 225 muni-
cipios en 2016 (5.560 observaciones) y 308 en 2020 (5.469 observaciones). 

Libro 1.indb   92 30/07/2021   12:50:20



93Los efectos del fin de las coaliciones electorales de Brasil en 2020

www.onpe.gob.pe Elecciones 20 (21), 2021

Del Gráfico 5 se desprende que el efecto del aumento del NEPL fue más sensible 
en los municipios de menor magnitud que en los de mayor. La curva estimada 
fluctúa entre 4,5 y 5,5 en las magnitudes más pequeñas en 2016 y, en 2020, el 
valor se concentra en torno a 3,5. Por lo tanto, hay una reducción del NEPL 
que oscila entre 1 y 2. Sin embargo, luego de comparar las partes inclinadas de 
las curvas sólidas, es decir, en los municipios con las mayores magnitudes, se 
observan valores cercanos a NEPL en 2016 y 2020, lo que sugiere que el efecto 
del cambio institucional fue más sensible en los municipios más pequeños.

Para comprobar cuánto disminuye el efecto de la nueva regla de magnitud 
en magnitud y si en algún tamaño de municipio cesa, se elaboró una regre-
sión lineal simple, en la que varía la NEPL si se compara el municipio entre 

Gráfico  5

Regresión discontinua - NEPL antes y después del fin de las coaliciones (2016 
y 2020). Distribución de izquierda a derecha, de menor a mayor magnitud

Fuente: Elaboración propia a partir de la información del TSE.
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2016 y 2020. Se analizó la variación de las diferencias en función de la magni-
tud del distrito. A continuación, se presentan las variables utilizadas, una tabla 
con los principales resultados de la regresión y un gráfico elaborado a partir de 
los valores predichos del modelo.

Variable dependiente: D NEPL (NEPL en el municipio i en 2016 - NEPL 
en el municipio i en 2020).

Variable independiente: Magnitud del distrito (número de escaños para 
concejal o concejala en disputa en el municipio i en 2020). Se espera que su 
coeficiente sea negativo, es decir que los valores de D NEPL disminuyan a 
medida que aumentan las magnitudes de los distritos. 

Tabla  1

Regresión lineal simple - D NEPL

Fuente: Elaboración propia a partir de la información del TSE.

D NEPL Coeficiente Error-estándar 95% Intervalo de confianza

Magnitud -0,034*** (0,009) -0,051 -0,016

Constante 1,882*** (0,097) 1,692 2,072

N 5.476

R2 ajustado 0,0024

Obs.: ***p<0,001.
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Antes de analizar los resultados del modelo, es necesario hacer algunas conside-
raciones sobre el comportamiento de la variable independiente. Inicialmente, 
cabe destacar que el 50% de los municipios brasileños tienen una magnitud 
igual a nueve (hasta 15 mil habitantes), que representa la menor entre todas las 
magnitudes observadas. El tercer cuartil está marcado por una magnitud igual 
a 11 (de 15 a 30 mil habitantes), el percentil 90, por una magnitud igual a 13 
(de 30 a 50 mil habitantes) y el percentil 95, por una magnitud igual a 15 (de 
50 a 80 mil habitantes). Es decir, la gran mayoría de los municipios brasileños 
se ubican entre los valores más bajos de magnitud de distrito, de modo que, con 
probabilidad de segunda vuelta en las disputas por la alcaldía (más de 200 mil 
electores), solo aparecen en el percentil 99, con magnitud igual a 21 (de 160 a 
300 mil habitantes).

Gráfico  6

Valores predichos - D NEPL vs. Magnitud del distrito

Fuente: Elaboración propia a partir de la información del TSE.

1,7

1,4

1,1 

0,8

0,5

0,2

-0,1

-0,4

-0,7

5	 8	 11	 14	 17	 20	 23	 26	 29	 32	 35	 38	 41	 44	 47	 50	 53	 56

95% IC Valores predichos

Libro 1.indb   95 30/07/2021   12:50:21



Luciana Santana, Vitor Vasquez y Vítor Eduardo Veras de Sandes-Freitas

© Oficina Nacional de Procesos Electorales

96

Elecciones 20 (21), 2021

Los resultados de la regresión confirman las expectativas y evidencias 
señaladas anteriormente. Manteniendo los valores de la magnitud fijados en 
la media, los valores del NEPL en los municipios brasileños en 2016 fueron 
1,882 (constante), más altos que los encontrados en 2020. Esto confirma que 
el fin de las coaliciones en las disputas proporcionales generó una reducción 
de la fragmentación de los partidos, incluso cuando se trata del nivel muni-
cipal. Además, el efecto del cambio legal se reduce gradualmente a medida 
que aumenta la magnitud del distrito y, al mismo tiempo, el modelo pierde 
en términos de significación estadística. En este sentido, hay que subrayar 
que el resultado pierde significación estadística considerando un intervalo de 
confianza del 95% a partir de la magnitud de distrito igual a 41 (de 1 millón 
y 800 mil a 2 millones y 400 mil habitantes), aunque los valores predichos 
siguen siendo positivos para toda la regresión. Por un lado, esto representa solo 
ocho de los 5.570 municipios brasileños; por otro lado, es precisamente en 
estos grandes centros donde vive buena parte de la población.

5.	 Conclusiones

El fin de las coaliciones electorales no ha reducido el número de las candidatu-
ras a concejal o concejala en Brasil, sino que se ha mantenido el mismo patrón 
que en las elecciones anteriores. Eso era lo esperado por los legisladores, dado 
que el cambio constitucional tiene por objetivo reducir el número de partidos 
relevantes en la legislatura y no necesariamente el número de las candidaturas 
en la elección. Así, el sistema político seguiría abierto a las candidaturas, pero 
estos recibirían un fuerte incentivo para presentarse por partidos competitivos 
capaces de cumplir la cuota electoral.

Se observó el efecto esperado: hubo reducción en el número de partidos que 
ocupan puestos de concejal o concejala, así como una reducción del NEPL en 
los municipios brasileños. Este efecto, sin embargo, se observó con mayor énfa-
sis en los municipios de baja magnitud electoral, debido al obstáculo que la EC 
97/2017 impone a los partidos con menor capacidad de lanzar listas de las can-
didaturas en los municipios. Así, había claros incentivos para que las y los pre-
candidatos buscaran partidos capaces de alcanzar la cuota electoral, y también 
para que los partidos lanzaran candidaturas con las que creyeran que tenían más 
posibilidades de obtener escaños. Los municipios con menos escaños en disputa 
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se volvieron menos atractivos. En Brasil, los municipios de baja magnitud elec-
toral constituyen la mayoría de los casos, por lo que el efecto fue tan evidente 
en los resultados encontrados.

Cabe destacar que, considerando los resultados electorales en las elecciones 
municipales de 2020 y proyectando la aplicación de la nueva regla en las elec-
ciones nacionales y estaduales de 2022, es posible que el efecto de reducción 
de la fragmentación partidaria se mantenga, y que los actores políticos bus-
quen afiliaciones partidarias que tengan mejores condiciones para alcanzar el 
cociente electoral y aumentar sus posibilidades de éxito también en los demás 
ámbitos de la federación. Corresponde a los partidos crear las condiciones para 
hacerlas atractivas a las candidaturas y, por tanto, ser capaces de lanzar candi-
daturas con posibilidades de ganar. Es posible que la nueva regla se presente 
como un momento crítico para cambiar la trayectoria de aumento continuo de 
la fragmentación de los partidos y generar una tendencia de reducción gradual 
del número efectivo de partidos en Brasil.
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1.	 Introducción

El Acuerdo de Paz firmado entre la extinta guerrilla de las Fuerzas Arma-
das y Revolucionarias de Colombia —Ejército del Pueblo (FARC-EP)— y el 
gobierno de Colombia —en cabeza del presidente Juan Manuel Santos— se 
constituyó en un hito político en el país, en parte por su apuesta amplia que 
no solo se agotaba en la dejación de armas y desmovilización de la guerrilla. Al 
contrario, también pretendía abarcar temas estructurales y pendientes desde 
hace mucho tiempo en el sistema político colombiano, como una reforma rural 
integral, una verdadera ampliación de la democracia, atacar el negocio del nar-
cotráfico, un proceso profundo de justicia transicional, entre otros objetivos, 
que permitiera cicatrizar heridas del pasado que habían servido de combustible 
para prolongar y recrudecer el conflicto interno. 

Es posible que esta perspectiva amplia fuera su principal obstáculo, en la 
medida en que generó mayores resistencias en sectores políticos que estaban 
acomodados a un statu quo que favorecía la reproducción de sus intereses y 
se verían amenazados por los cambios propuestos. Por esta razón, propone-
mos una evaluación de los procesos de reforma política (exitosos y fallidos) 
teniendo como punto de inflexión la implementación del Acuerdo de Paz; 
desde allí se establece un antes y un después en términos de cambio institu-
cional y tareas que aún están pendientes, y temas en los que se han generado 
mayores resistencias.

Generalmente, cuando se estudian las reformas políticas, el enfoque y la 
unidad de análisis son aquellas que se han concretado institucionalmente 
(legal o normativamente), otro objeto de estudio de interés son aquellos inten-
tos que no se lograron concretar, pero, en ocasiones, la dificultad de conse-
guir la información y sistematizarla de manera comparada dificulta esta tarea. 
Para el caso de Colombia, este artículo se centrará en el segundo aspecto, en 
la medida en que después del Acuerdo de Paz, no se ha logrado concretar nin-
guna de las reformas políticas proyectadas y hasta el momento son temas en los 
que nos encontramos en mora, que se puede explicar de alguna manera por un 
contexto político adverso a los acuerdos de paz.

De este modo, el presente artículo tiene por objetivo analizar las propuestas 
de reforma electoral discutidas en Colombia tras la firma del Acuerdo para la 
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Terminación Definitiva del Conflicto Armado del 24 de noviembre de 2016; 
para ello, se partió de las recomendaciones dadas por la Misión Electoral Espe-
cial como parte de los compromisos adquiridos para implementar el punto 2 
del Acuerdo Final. Así, se examinan las tensiones, los avances y las tareas pen-
dientes frente a la modernización del sistema electoral colombiano entre 2016 
y 2020. El análisis emplea como evidencia empírica los documentos oficiales 
de la Presidencia de la República, la Misión Electoral Especial, el Consejo 
Nacional Electoral y la Registraduría Nacional del Estado Civil. 

El artículo se organiza de la siguiente manera: una primera sección que 
establece un marco conceptual respecto al cambio institucional y las reformas 
político-electorales, y tiene como enfoque los desarrollos conceptuales, empí-
ricos en América Latina y un breve recuento de los procesos de reforma en 
Colombia antes de 2016. En la segunda sección se elabora un recuento de las 
propuestas discutidas por la Misión Electoral Especial con distintos actores 
políticos y la sociedad civil durante el primer semestre de 2017. En la tercera 
sección se presenta una cronología de los intentos fallidos de reforma electoral 
entre 2016 y 2020, lo que involucra los ajustes normativos e institucionales de 
la Misión Electoral Especial y la reforma al Código Electoral de 2020. Luego, 
se hace un breve análisis de los efectos que tuvieron las reformas constituciona-
les en materia electoral derivadas del Acuerdo de Paz en las elecciones generales 
y subnacionales de 2018 y 2019, respectivamente. Al final, se plantean algunos 
comentarios y reflexiones provisionales.

2.	 Reformas políticas en América Latina y Colombia

Los sistemas electorales son instituciones fundamentales para los regímenes 
democráticos en cuanto que establecen las reglas del juego que orientan el com-
portamiento de los actores políticos, la formación de voluntades y la transferen-
cia del poder; sin embargo, estas reglas de juego pueden volverse obsoletas con 
el tiempo o producir efectos no deseados, de modo que ponen en riesgo la legiti-
midad o estabilidad del sistema político. En este contexto, suele abrirse el debate 
sobre la necesidad de una reforma electoral, la cual ha tenido una particular 
resonancia en América Latina desde la década de 1980 a raíz de los procesos 
de redemocratización de los sistemas políticos y de las crisis de representación 
democrática que han atravesado varios países de la región (Nohlen 1993, 9).
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De esta manera, América Latina se ha convertido en la región del mundo 
que más reformas político-electorales ha realizado en las últimas cuatro déca-
das. A diferencia de los países industrializados de Occidente donde las élites 
han sido reticentes al cambio institucional (Nohlen 1993, 9-10), los países 
latinoamericanos aprobaron al menos 265 reformas en diferentes dimensiones 
de sus sistemas electorales durante el periodo comprendido entre 1978 y 2018 
(Freidenberg y Uribe Mendoza 2019, 193). 

Estas reformas han sido dirigidas tanto a componentes que hacen parte 
del “corazón del sistema electoral” como el principio de representación, la fór-
mula electoral, la magnitud de la circunscripción, el umbral y el tamaño de las 
cámaras legislativas (Lijphart 1995); como a otros componentes del sistema 
electoral en sentido amplio: la selección de candidaturas, los organismos elec-
torales, el financiamiento político, el voto en el extranjero y la introducción 
de medidas de acción afirmativa para fortalecer la representación de grupos 
subrepresentados (Freidenberg y Uribe Mendoza 2019, 197-98).

De ahí la importancia de reconceptualizar la noción de reforma electoral. 
La literatura comparada ha llamado la atención sobre la importancia de otros 
elementos del sistema electoral que, si bien no hacen parte del corazón del sis-
tema, también deben ser considerados en el análisis de las reformas electorales, 
pues afectan el comportamiento de los actores y el funcionamiento del sistema 
democrático en general (Freidenberg y Došek 2016; Freidenberg y 
Uribe Mendoza 2019; Leyenaar y Hazan 2011). Por lo tanto, en este 
trabajo se adopta una definición amplia de reforma electoral entendida como 
cualquier cambio en alguna de las dimensiones del sistema electoral propues-
tas por el Observatorio de Reformas Políticas en América Latina (2020).1 

Ahora bien, no todos los países latinoamericanos han seguido los mismos 
patrones de activismo reformista. Freidenberg y Došek (2016) clasifican 
metafóricamente los casos en tres grupos según el número de reformas 
electorales aprobadas en las últimas cuatro décadas: 1) sistemas hiperactivos 
(veinte o más reformas), 2) sistemas moderados (entre seis y diecinueve 
reformas) y 3) sistemas pasivos (menos de cinco reformas). Así, la mayoría de los 

1	 Los temas de reforma electoral propuestos por el #ObservatorioRefpol son selección de candidaturas, 
candidaturas independientes, democracia directa, financiación, género y política, gobernanza electoral, medios y 
campañas electorales, partidos políticos, presidencias y congresos, sistema electoral y voto. Disponible en: https://
reformaspoliticas.org/
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países pueden clasificarse como moderados: Argentina (13), Bolivia (15), Brasil 
(10), Chile (15), Colombia (11), Costa Rica (10), El Salvador (10), Guatemala 
(11), Honduras (16), Nicaragua (18), Panamá (11) y Venezuela (10); cuatro 
países como hiperactivos: Ecuador (38), Perú (24), México (24) y República 
Dominicana (20); y solo dos países pueden clasificarse como pasivos: Uruguay 
(5) y Paraguay (5) (Freidenberg y Uribe Mendoza 2019, 211-12).

En el caso particular de Colombia, que es considerado un sistema mode-
rado según la clasificación que se ofreció previamente, si bien ha habido rela-
tivamente pocas reformas electorales, estas han involucrado cambios sustanti-
vos en áreas neurálgicas del sistema electoral, como la fórmula electoral (1991 
y 2003), la reelección del ejecutivo (2005 y 2015), el tamaño de las cámaras 
legislativas (2015 y 2016), la estructura del voto (1994), el umbral (2003), la 
selección de candidaturas (1994) y las leyes de cuotas (2011) (Observatorio 
de Reformas Políticas en América Latina 2020).

2.1	 Dinámica reformista en Colombia previa al Acuerdo 
de Paz de 2016

Colombia forma parte del grupo de países que ha realizado reformas político-
electorales de manera moderada, con once reformas. Sin embargo, allí se con-
tabilizan las reformas que se podrían considerar exitosas en la medida en que 
se llegó a su reglamentación; el número de intentos de reformas que no se con-
cretaron es mayor, y en este artículo la atención estará concentrada en estos dos 
aspectos: intentos exitosos y fallidos.

En este sentido, la elección popular de alcaldes (1988) y la promulgación 
de la actual Constitución (1991) buscaron superar el tradicional bipartidismo 
excluyente, al que algunos le atribuían la opción de las armas para algunos 
sectores como autoexcluidos (Pizarro 1997); algunos intentos de reforma 
fallidos2 procuraban generar recomendaciones para superar este sistema exclu-
yente. Con todo, el bipartidismo persistió hasta 2002; en esta elección se con-
cretó el fenómeno que Gutiérrez (2007) ha denominado como el “deshielo del 
sistema político” debido a que hasta antes de la elección de 2002 los que efecti-
vamente lograban representación a nivel nacional eran básicamente las fuerzas 

2	 Entre ellos, se cuentan las reformas producto de la Comisión para la reforma de los partidos políticos (Pizarro 1995) 
y los intentos de reforma de iniciativa presidencial entre 1998 y 2002 (Gutiérrez et al. 2014; Roll 2001).
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tradicionales (Partidos Liberal y Conservador) y sus derivados, pero luego de 
2002, las cifras incrementaron y nunca más se acercaron al bipartidismo en la 
competencia por el Congreso nacional,3 y, para la presidencia, el bipartidismo 
perdió el protagonismo de otrora, ahora acompaña a candidatos en coalición 
(Barrero et al. 2019, 86).

La atomización que encontró un punto más alto en 2002 motivó al Con-
greso a recoger distintas iniciativas frustradas de reforma a través del Acto 
Legislativo 01 de 2003 que introduce una serie de medidas como establecer un 
umbral electoral para acceder a la repartición de las curules en corporaciones 
públicas y la personería jurídica como colectividad, lista única por partido o 
movimiento limitada con el número de curules a proveer, prohibición a la doble 
militancia, cambio de la fórmula electoral que pasó de la cuota Hare a la cuota 
D´Hondt, entre otras, con la intención de hacer frente a esta fragmentación 
del sistema político (Gutiérrez et al. 2014; Puyana 2012; Pérez 2011). 

Pocos años después y ante la influencia política que alcanzaron grupos 
armados al margen de la ley (especialmente los paramilitares) se planteó una 
nueva reforma política en 2009 con el fin de castigar a las agrupaciones polí-
ticas, y las y los dirigentes que comulgaran con estos apoyos. En esta reforma 
también se incrementó el umbral de participación que debían superar las orga-
nizaciones políticas, que pasó del 2% en 2003 al 3% como es en la actualidad. 
En 2011 tuvo lugar un nuevo régimen de partidos en Colombia a través de 
la ley 1475, que se constituyó en un compendio actualizado de regulaciones 
para los partidos y su organización interna, y reglamentó algunos aspectos que 
venían desde la reforma de 2009. 

En esta dinámica reciente de cambio institucional en Colombia se han 
llevado a cabo procesos de reforma y contrarreforma; el mejor ejemplo es 
aquella reforma que permitió la reelección inmediata que favoreció al presi-
dente Álvaro Uribe4 y su posterior eliminación en la “Reforma de equilibrio 
de poderes”5 (Acuña 2015).

3	 Mientras que en las elecciones del Congreso de 1998, el número de partidos en disputa era 58 y el número efectivo 
de partidos 3,9; para 2002, 74 partidos en disputa y un NEP de 9,2; en 2006, 20 partidos en disputa y un NEP de 
7,1; en 2010, 17 partidos y un NEP de 5,8; en 2014, 16 partidos y un NEP de 6,5, y en la última elección nacional 
que hemos tenido, 2018, compitieron 18 partidos y un NEP de 8,4 (Barrero et al. 2019, 86).

4	 Acto Legislativo 02 de 2004.
5	 Acto Legislativo 02 de 2015.
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Muchas de estas reformas han buscado incluir nuevos actores al sistema 
político o corregir los efectos no deseados de reformas previas. Por lo tanto, los 
cambios a las reglas del juego electoral que han sido aprobados en este país son 
el resultado de fuertes debates nacionales en torno a la legitimidad del sistema 
democrático y a la incorporación de sectores sociales y políticos que se hallaban 
subrepresentados o excluidos de la política electoral, como ocurrió reciente-
mente con la firma del Acuerdo de Paz entre el gobierno del expresidente Juan 
Manuel Santos y la guerrilla de las FARC-EP.  

3.		 Reforma política en el acuerdo de paz y las 
recomendaciones de la Misión Electoral Especial

La Constitución de 1991 consolida el proceso de participación política de las 
guerrillas que se desmovilizaron a principios de los años noventa buscando 
reemplazar las armas por la política (Peñaranda et al. 1999). Algo simi-
lar se buscaba con el Acuerdo de Paz entre el gobierno y las FARC-EP al 
tener importantes implicaciones en el ámbito de la competencia partidista y 
el acceso a los cargos de representación popular. Así, el punto dos relativo a la 
participación política fue incluido en el Acuerdo Final para subsanar una de las 
causas del conflicto armado, esto es, la falta de pluralismo y de representación 
de las diferentes visiones e intereses de la sociedad. Los temas mencionados en 
este punto son los siguientes: 1) garantías plenas para el ejercicio de la oposi-
ción política; 2) mecanismos democráticos de participación ciudadana; y 3) 
medidas efectivas para promover una mayor participación política de todos 
los sectores sociales. 

Un compromiso en mora desde la Constitución de 1991 y que el punto 
dos del acuerdo había contemplado era las garantías al ejercicio de la oposición 
política en Colombia; luego de once intentos fallidos se aprobó en el Congreso 
el estatuto de oposición,6 con el fin de brindarle una serie de garantías a las 
organizaciones políticas que se declararan en oposición al gobierno nacional. 
Esta aprobación se logró por medio del procedimiento fast track.7 En el estatuto 

6	 Ley 1909 de 2018.
7	 El fast track fue un mecanismo adoptado de manera excepcional para implementar las reformas producto del 

Acuerdo de Paz con la guerrilla de las FARC en Colombia, que en su mayoría tardarían un año por tratarse de 
reformas constitucionales o de leyes estatutarias, las cuales tienen un trámite legislativo más lento. Este se adoptó 
durante la primera y segunda legislatura de 2017.
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se contempla como garantías, la posibilidad que las agrupaciones que se 
declaren en oposición tengan acceso a medios de comunicación e información, 
opción de réplica al ejecutivo, participación en las mesas directivas de las 
corporaciones públicas, entre otros (Acuña et al. 2020).

Sin embargo, no todo lo acordado en el punto 2 ha sido implementado exi-
tosamente. Una de las tareas pendientes tiene que ver con la modernización del 
sistema electoral con el fin de asegurar una mayor autonomía e independencia 
de la organización electoral y brindar mayores garantías para la participación 
política, según lo establecido en el punto 2.3.4 del Acuerdo de Paz, con el man-
dato especial de 1) Asegurar una mayor autonomía e independencia de la auto-
ridad electoral. 2) Modernizar y hacer más transparente el sistema electoral. 
3) Mayores garantías para la participación política con iguales condiciones y el 
mejoramiento de la democracia. 

3.1	 Recomendaciones de la Misión Electoral Especial 

La reforma propuesta por la Misión se centró en cinco ejes fundamentales: la 
organización electoral, la financiación de partidos y de campañas, los procesos 
de selección de candidatos, la participación de las mujeres y el sistema electoral, 
particularmente lo referido a las circunscripciones electorales y a las listas a 
cargos plurinominales, entre otros.

En torno a la organización electoral, la propuesta era cambiar la arquitec-
tura institucional de dos instituciones (bicéfalo) —la Registraduría Nacional 
del Estado Civil (RNEC) y el Consejo Nacional Electoral (CNE)— a una 
con tres instituciones, y así procurar mayor eficacia y mejor división de fun-
ciones. La RNEC quedaría con su función de registro e identificación de per-
sonas; pero se reemplaza el CNE cuestionado por su composición política, 
por el Consejo Electoral Colombiano (CEC) que se encargaría de la vigilancia 
y del control del proceso electoral y una Corte Electoral que se encargaría 
de la jurisdicción electoral, resolución de controversias y sanciones (Misión 
Electoral Especial 2017, 16).

Respecto a la financiación de organizaciones políticas, se propone un finan-
ciamiento mixto (como ocurre en la actualidad), aunque preponderantemente 
estatal y con mayores controles a los apoyos privados (Misión Electoral 
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Especial 2017, 94), con la intención de apoyar a las agrupaciones más peque-
ñas y generar incentivos para reducir la dependencia del apoyo privado y la 
financiación de terceros, sobre todo, en la etapa de campaña electoral. En la 
actualidad, la estructura de la financiación tiene tres criterios principalmente: 
a) criterio de igualdad, relacionado con tener personería jurídica (10% de 
financiación), este criterio aplica a todas las colectividades por igual; b) crite-
rio de inclusión a sectores subrepresentados como mujeres, jóvenes y la imple-
mentación de mecanismos de democracia interna (10% de financiación) con la 
intención de buenas prácticas al interior de las organizaciones; pero el criterio 
que propicia mayor desigualdad es c) fuerza electoral, que representa el 80% 
de la financiación a los partidos, lo cual favorece a las agrupaciones grandes y a 
las que congregan mayor cantidad de votos. La propuesta de la Misión Electo-
ral Especial pretendió cambiar la proporción de la financiación para favorecer 
los criterios de igualdad (25% de la financiación) e inclusión (20%), y reducir 
el peso de la fuerza electoral a 55% de la financiación (Misión Electoral 
Especial 2017, 98-99).

La democracia interna de las organizaciones políticas y los procesos de 
selección de sus candidaturas fue otro tema en el que la Misión Electoral Espe-
cial presentó recomendaciones. En Colombia, los partidos políticos pueden 
seleccionar a sus candidatas o candidatos de diferente forma: por mecanismos 
discrecionales en los que las directivas designan a quienes les representarán, 
también por mecanismos democráticos a través de convenciones territoriales o 
nacionales de las colectividades o abriendo la opción de decidir las candidatu-
ras a la militancia de sus partidos (consultas internas) o al electorado en general 
(consultas abiertas o populares). Las consultas abiertas han sido cuestionadas 
por costosas en la medida en que el organismo electoral despliega toda la logís-
tica de una elección general y el resultado reciente ha sido bajos niveles de par-
ticipación, por lo cual la Misión Electoral Especial propuso que los procesos de 
selección de candidaturas fueran cerrados a la militancia, lo cual obliga a esta-
blecer un régimen de afiliación y militancia en cada colectividad garantizando 
la participación y representación a grupos subrepresentados, como mujeres, 
jóvenes y grupos étnicos (Misión Electoral Especial 2017, 217). 

En esta dirección, la equidad de género se constituye en un tema transversal 
en la propuesta de reforma de la Misión Electoral Especial, basado en principios 
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de progresividad de la paridad, alternancia y universalidad (Misión Electo-
ral Especial 2017, 88), por lo cual genera recomendaciones e incentivos de 
financiación (específica y controlada) para promover espacios efectivos para 
la participación; la estructura interna de los partidos, en cargos directivos; las 
candidaturas en el nivel nacional y subnacional, en formación política y órga-
nos (secretarías u oficinas), específicas al interior de los partidos que se encar-
guen de asuntos de equidad de género.   

Otro aspecto importante en el que la Misión propuso una reforma amplia 
fue en el sistema electoral, en el que se elimina la posibilidad a las organiza-
ciones políticas de presentar listas con voto preferente (bloqueadas y abier-
tas) en las corporaciones públicas a nivel nacional (senado y Cámara) como 
a nivel subnacional (Asamblea, Concejos Municipales y Juntas Adminis-
tradoras Locales), con la intención de promover al electorado una oferta de 
partidos más cohesionados, programáticos, menos personalistas, que permita 
un control a la financiación y rendición de cuentas de manera más efectiva 
(Misión Electoral Especial 2017, 71-72). Lo anterior con un sistema de 
circunscripciones mixtas en la Cámara de Representantes para brindarle una 
mejor representación territorial a través de circunscripciones plurinominales 
y distritos uninominales; esto requeriría un nuevo diseño de los distritos y un 
incremento en el tamaño de la representación de la cámara baja, debido a que 
ningún departamento podría tener menos de tres representantes (Misión 
Electoral Especial 2017, 78-80).  

Finalmente, y en consonancia a lo que se había iniciado con la reforma polí-
tica de 2009, se propone un régimen de responsabilidad de las organizaciones 
políticas frente a las personas que avalan para sus candidaturas con la inten-
ción de cerrarle la puerta a la financiación y los apoyos políticos provenientes 
de grupos al margen de la ley.

La Misión Electoral Especial era una misión de expertas y expertos que 
tenían como encargo formular una serie de recomendaciones de reforma polí-
tica amplia.8 En Colombia es frecuente apelar a este tipo de comisiones de carác-
ter consultivo, que reúne a expertos académicos nacionales e internacionales, y 

8	 En su naturaleza, la Misión Electoral Especial es similar a la Comisión de Alto Nivel para la Reforma Política de 
Perú (2018) liderada por el doctor Fernando Tuesta, y los especialistas, en temas político-electorales, Paula Valeria 
Muñoz Chirinos, Milagros Campos Ramos, Jessica Violeta Bensa Morales y Ricardo Martin Tanaka Dongo.
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en ocasiones la composición ha sido mixta, ya que suma a representantes de los 
partidos políticos.9 Londoño Osorio hace un interesante análisis comparativo 
de los objetivos, resultados y recomendaciones de las diferentes Comisiones 
para Reformas Políticas en Colombia y, desde su perspectiva, la independencia 
que brinda la experticia académica “parece ser la desconexión con la realidad 
política, pues a mayor hegemonía de los académicos, menor impacto sobre las 
iniciativas del gobierno en materia política” (2018, 117).

El resultado de la Misión fue un documento amplio y ambicioso de reco-
mendaciones de reformas político-electorales que, debido a las resistencias que 
generaron en sectores políticos, no fueron recogidas integralmente en el pro-
yecto de reforma presentado por el gobierno a trámite legislativo, pero como 
se mencionará en la siguiente sección, en diferentes iniciativas de reforma con 
frecuencia se recurre a diferentes puntos temáticos que propuso la Misión 
Electoral Especial.

4.	 De la Misión Electoral Especial al Código Electoral: 
propuestas e intentos de reforma electoral en Colombia

La reforma integral por parte de la Misión Electoral Especial, que tenía como 
objetivo materializar vía reforma constitucional lo acordado en el punto dos 
sobre participación política del Acuerdo Final para la Terminación del Con-
flicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera se centró en cinco ejes 
fundamentales: la organización electoral, la financiación de partidos y de cam-
pañas, los procesos de selección de candidatos, la participación de las mujeres y 
el sistema electoral, particularmente lo referido a las circunscripciones electo-
rales y a las listas a cargos plurinominales.

El compromiso por parte del gobierno nacional, después de recibir las pro-
puestas de la Misión Electoral Especial, era tramitar la reforma política en el 
Congreso de la República en el marco del procedimiento del fast track. Sin 
embargo, por falta de tiempo, la cantidad de proyectos y por el fuerte debate, 
muchas de ellas no lograron llegar a feliz término, por lo que fue necesario 

9	 Comisión para las Reformas de los Partidos Políticos (1995) en el gobierno de Ernesto Samper; la Comisión In-
ternacional de la Universidad de Georgetown para la Reforma Política en el gobierno de Andrés Pastrana (1999); 
la Comisión de Ajuste Institucional en los gobiernos de Álvaro Uribe (2008) y, finalmente, con ocasión de la 
implementación del Acuerdo de Paz de la Habana, la Misión Electoral Especial, en el gobierno de Juan Manuel 
Santos (2017).
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enviar un mensaje de urgencia por parte del Gobierno del entonces presi-
dente Juan Manuel Santos para que algunas de ellas alcanzaran a entrar en 
la agenda del legislativo que se preparaba para la campaña correspondiente al 
periodo 2018-2022.  

Así, el gobierno en cabeza del Ministerio del Interior radicó tres actos legisla-
tivos en el mes atendiendo a lo pactado en el Acuerdo: el primero que tenía como 
objetivo regular la reincorporación política de los excombatientes de las FARC 
que fue aprobado; el segundo, que diseñaba nuevas circunscripciones especiales 
para la representación de organizaciones de víctimas del conflicto armado y otros 
grupos sociales históricamente subrepresentados; y, el tercero, el de plantear una 
reforma política integral y de apertura democrática para la construcción de una 
paz estable y duradera. Hasta la fecha solo se ha logrado aprobar el proyecto de 
reincorporación política de la extinta guerrilla de las FARC, mientras que los 
otros dos han terminado archivados en el debate en el Congreso.  

Particularmente, en lo que respecta a la reforma político-electoral, objeto 
de análisis en este artículo, desde la publicación de las propuestas de Reforma 
de la Misión Electoral Especial se pueden contar varios intentos de reformas 
fracasadas por el timing político al que se enfrentaba el gobierno de Santos 
al encontrarse su mandato en el ocaso; por la victoria del uribismo en la Pre-
sidencia de la República, principal opositor al acuerdo y también porque los 
temas propuestos implican un cambio sustancial no solo en las reglas del juego, 
sino también en el comportamiento de los actores, principalmente los partidos 
políticos, quienes son finalmente los que aprueban las reformas.

Esto explica también que incluso la propuesta del gobierno de Santos no 
acogiera integralmente las propuestas de la Misión Electoral Especial y que, 
por consiguiente, las futuras propuestas tampoco lo hicieran. A continuación, 
se describen los intentos de reforma desde la firma del Acuerdo de Paz y sus 
principales temas de discusión.

4.1	 Los intentos de reforma en la era Santos

El 17 de mayo de 2017, un mes después de la entrega de las propuestas de la 
Misión Electoral, el gobierno nacional en cabeza del Ministerio del Interior 
radicó, en la Cámara de Representantes, el proyecto de Acto Legislativo 012 
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de 2017, el cual tenía por objetivo adoptar una reforma político-electoral que 
permita la apertura democrática para la construcción de una paz estable y 
duradera. Lo anterior implicaba implementar medidas que permitieran incluir 
sectores históricamente excluidos del juego político en Colombia (no solo las 
FARC), como las mujeres, los jóvenes y las organizaciones sociales, así como 
también fortalecer en términos de transparencia el ejercicio de la política. Así, 
el proyecto planteó reformas relacionadas con la organización electoral, la 
financiación de las campañas y el sistema electoral.

En cuanto a la organización electoral, se propuso crear un Consejo Electo-
ral Colombiano (CEC), que reemplace al actual Consejo Nacional Electoral 
(CNE), el cual ha sido objeto de varias críticas por su falta de independencia y 
poco alcance administrativo, sobre todo, por la forma de elegir a sus magistra-
dos.10 Con el fin de combatir su alta politización, se propuso su elección a par-
tir de ternas propuestas por las altas cortes y por el presidente de la República; 
sin embargo, a medida que avanzaron los debates se incorporó la realización 
de una convocatoria pública por parte de los decanos de Derecho de universi-
dades públicas y privadas, quienes conformarán ternas para cada vacante, las 
cuales son presentadas al Congreso en pleno para que elija con voto favorable 
de dos terceras partes.

Como se había anotado en el apartado anterior, la Misión Electoral Espe-
cial frente a este tema había propuesto un modelo tripartito de la organiza-
ción electoral conformado por la Registraduría Nacional del Estado Civil, el 
Consejo Electoral Colombiano y una Jurisdicción Electoral que contiene una 
Corte Electoral como máxima autoridad Electoral, cada uno de ellos con inde-
pendencia administrativa y presupuestal, y elegidos de ternas presentados por 
altas cortes y solo uno de sus miembros por el presidente de la República. Lo 
anterior muestra que incluso el gobierno promotor del Acuerdo de Paz y el que 
convocó a la Misión Electoral Especial como parte de este no acogió de manera 
integral las propuestas.

10	 Según el Artículo 264 de la Constitución Política de 1991, el CNE está compuesto por nueve miembros elegidos 
por el Congreso de la República en pleno, mediante el Sistema de Cifra Repartidora, previa postulación de los 
partidos o movimientos políticos con Personería Jurídica o por coaliciones entre ellos.

Libro 1.indb   114 30/07/2021   12:50:23



115Reforma electoral y posconflicto en Colombia: tensiones, avances 
y tareas pendientes tras la firma del Acuerdo de Paz (2016-2020) 

www.onpe.gob.pe Elecciones 20 (21), 2021

Por su parte, sobre la financiación de organizaciones, la Misión Electoral 
Especial recomendó mantener el modelo de financiamiento mixto que existe 
actualmente en Colombia, pero garantizando un mayor porcentaje de finan-
ciación pública (directa e indirecta) para el funcionamiento de las organizacio-
nes políticas y para las campañas electorales, y así reducir —a la vez— la finan-
ciación de origen privado. Se propone modificar las reglas de redistribución 
correspondientes al artículo 17 de la ley 1475 de 2011 de la siguiente manera: 
25% en partidos o movimientos con personería jurídica; 17,5% en proporción 
al número de curules obtenidas en el Senado; 17,5% en proporción al número 
de curules obtenidas en la Cámara; 10% en proporción al número de curules 
obtenidas para asambleas departamentales; 10% en proporción al número de 
curules obtenidas para concejos municipales; 10% en proporción al porcen-
taje de mujeres de cada partido elegidas en el Congreso; 5% en proporción al 
número de jóvenes elegidos en el Congreso y 5% en democracia interna.

Finalmente, en cuanto al sistema electoral, el proyecto acogió la propuesta 
de la Misión Electoral Especial de adoptar las listas cerradas para fortalecer la 
democracia interna de los partidos y garantizar el aumento de la participación 
de las mujeres en las listas a cargos plurinominales bajo los principios de la 
Paridad, Alternancia y Universalidad (PAU).

También se propuso un cambio en las reglas para la adquisición de derechos 
políticos por parte de las organizaciones políticas. En Colombia desde 2003, el 
umbral o barrera electoral tiene dos funciones específicas: la primera es otor-
gar derechos políticos a los partidos y movimientos a través de las personerías 
jurídicas y, la segunda, como mecanismo para obtener representación en las 
corporaciones públicas con el fin de reorganizar el sistema de partidos y dismi-
nuir su hiperfragmentación (Pérez Guevara 2011).

Así, el proyecto de reforma planteó un cambio sustancial en lo relacionado 
con la adquisición de derechos políticos para los partidos y movimientos polí-
ticos. Lo que se buscaba, en consonancia con el Acuerdo y lo propuesto con la 
Misión Electoral Especial, era fortalecer las organizaciones partidistas a través 
de la militancia y organización, no como hasta ahora, en que el incentivo era 
electoral, pues los partidos, para cumplir con los requisitos del umbral electoral, 
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sacrificaban sus ejercicios de organización y fortalecimiento de vida partidista 
para no perder su personería jurídica.

No obstante, la reforma bajo el principio de la adquisición progresiva de 
derechos proponía reglas de juego para reconocer dos tipos de organización 
política dentro de la competencia electoral. La primera, denominada movi-
miento político, que sería reconocida cuando demostrase tener una base de 
afiliados de al menos el 0,2% del censo electoral nacional,11 y que tendría dere-
cho a presentar listas y candidaturas a cargos de elección popular. La segunda, 
como partido político, cuyo reconocimiento obtendría cuando haya conse-
guido una votación no menor al 3% de los votos emitidos en las elecciones del 
Senado y de la Cámara de Representantes, lo que le daría el derecho de acceder 
a la financiación pública y a los medios de comunicación.  

En resumen, lo que se esperaba fuera un proyecto de reforma integral y 
robusta, se resumió en una reforma con poca fuerza y alcance que tuvo en 
cuenta el momento político y su objetivo, pero terminó hundiéndose en el 
cuarto debate en la Cámara de Representantes.

4.2	 Las reformas en la presidencia Duque

Iván Duque, candidato del partido Centro Democrático, se alza con la victoria 
en las presidenciales de 2018 con una agenda basada en la ya conocida segu-
ridad democrática, en que la implementación del Acuerdo de Paz no era su 
prioridad, por lo que muchos de los temas que estaban en el foco de la agenda 
política y que rodeaban el Acuerdo y el discurso de la paz quedaron en un 
segundo plano. Sin embargo, la discusión sobre la necesidad de la reforma elec-
toral logró mantenerse en el país, por eso, en la primera legislatura de 2018, la 
bancada del Partido Liberal radicó, en el inicio de la primera legislatura del 
cuatrienio 2018-2022, el proyecto de Acto Legislativo 008 de 201812 en el 
Senado de la República; este proyecto tuvo en cuenta algunas de las propuestas 
de la Misión Electoral. 

Este tenía como principal objetivo disminuir la edad de votación desde los 
16 años, la financiación estatal de las campañas mediante anticipos distribuidos 

11	 Lo que implicaría más de 70.000 ciudadanos de acuerdo al censo electoral.
12	 Gaceta del Congreso N° 574 del 3 de agosto de 2018.
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en un 50% en la totalidad de los partidos de manera equitativa y el otro 50% de 
acuerdo con el número de mujeres inscritas en sus listas (10%), a los resultados 
de las elecciones inmediatamente anteriores (30%) y al número de jóvenes ins-
critos (10%) y la garantía en el funcionamiento gratuito del transporte público 
el día de elecciones. También proponían las listas cerradas y bloqueadas, con 
los procesos de selección de candidatos ya dispuestos por la ley y cumpliendo 
con los principios de paridad, alternancia y universalidad (listas paritarias). 
Otro aspecto importante contemplado en este proyecto era la prohibición de 
la reelección de todos los cargos de elección popular en el país y la implemen-
tación del voto electrónico.     

Por su parte, desde la Presidencia se anunció la radicación de un proyecto de 
Acto Legislativo en cabeza de la entonces ministra Nancy Patricia Gutiérrez, 
solo que esta vez sin tener en cuenta las propuestas de la Misión Electoral Espe-
cial. El 8 de agosto de 2018, un día después de posesionado el actual presidente, 
se radicó, en el Senado, el Proyecto de Acto Legislativo 09 de 201813 a través 
del Ministerio del Interior. En este proyecto, sobre todo, se buscaba eliminar 
el voto preferente para así cerrar las listas a cargos plurinominales y fortalecer 
la democracia interna de los partidos, y obligarlos a tener procesos de selección 
de candidatos en elecciones obligatorias y simultáneas de carácter vinculante. 
La lista cerrada y las primarias para seleccionar candidatos, según se hace con 
el fin de garantizar la participación del 50% de cada uno de los géneros, y así 
inscribir a quienes obtengan la votación más alta. Otra de las propuestas del 
gobierno era dotar de mayor independencia al Consejo Nacional Electoral, y 
así otorgarle autonomía financiera y administrativa, y de esta manera mante-
ner la elección de sus miembros por el Congreso. 

Como es usual, los proyectos de Acto Legislativo se acumularon en un texto 
conciliado que fue previamente discutido por los ponentes de los proyectos en 
la comisión primera del Senado, cuya versión final se publicó para su debate en 
el plenario en diciembre de 2018. El texto debatido incluyó de nuevo el 3% de 
umbral para la obtención de personería jurídica por parte de los partidos polí-
ticos, la financiación preponderadamente estatal (sin más especificaciones), 
los mecanismos de democracia interna para seleccionar candidatos según lo 

13	 Gaceta del Congreso N° 594 del 10 de agosto de 2018.
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dispuesto por la ley en elecciones simultáneas en las que solo pueden participar 
la militancia de los partidos (sin definir tampoco el estatus de militante). Tam-
bién limitó la reelección a cargos de elección popular en corporaciones públicas 
a tres periodos consecutivos. El proyecto alcanzó el quinto debate en abril de 
2019,14 pero fue archivado por vencimiento de términos debido a que agotó 
los dos periodos dispuestos para su debate, de acuerdo con el artículo 224 del 
reglamento del Congreso de la República.15

En 2018 y 2019, otros partidos y bancadas radicaron algunas reformas rela-
cionadas con lo electoral como la obligatoriedad del voto16 para promover la 
participación electoral en el país, que ronda el 50%; la limitación de la reelec-
ción de representantes en corporaciones públicas;17 la creación de una curul 
(escaño) para las y los jóvenes18 y otra que modificaba el calendario electoral 
para unificar las elecciones, lo cual implicaba ampliar el mandato de las y los 
alcaldes y gobernadores.19

Es necesario destacar la reforma política propuesta por los partidos de opo-
sición20 al gobierno de Duque, ya que retoma las intenciones y los principios 
para la búsqueda de la apertura democrática para la construcción de una paz 
estable y duradera. El proyecto de Acto Legislativo 06 de 2019 contempló 
varios temas, como la reducción de la edad de la votación a los 17 años a partir 
de 2022 y desde los 16 a partir del 2023, el uso de medios digitales para la 
participación ciudadana, las consultas internas para la selección con carácter 
vinculante y la conformación de listas mínimo con el 50% de mujeres inscritas 
en cremallera, y de esa manera responder al principio de Paridad, Alternancia 
y Universalidad (PAU).

14	 Los actos legislativos en Colombia requieren de nueve debates en cada una de las cámaras para su aprobación.
15	 Congreso de la República, Ley 5 de 1992.
16	 Iniciativa multipartidista por parte del Partido Liberal y algunos miembros del partido FARC, La U, Cambio 

Radical, Partido Conservador y Centro Democrático.
17	 Iniciativa del Partido Alianza Verde y algunos miembros de los partidos FARC y Liberal.
18	 Presentado por el Partido de la U.
19	 Este proyecto, avalado por varios partidos como el Conservador y Cambio Radical, desató varias polémicas al 

considerarse una afrenta en contra de principios constitucionales como el de la descentralización.
20	 La denominada bancada alternativa está conformada por el movimiento Decentes y los partidos FARC, MAIS y 

la Alianza Verde (en este proyecto solo participó como autor Antonio Sanguino). Gaceta del Congreso 681, 2 de 
agosto de 2019. 
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En este proyecto se retoma la discusión sobre la adquisición progresiva de 
derechos políticos que, a diferencia del proyecto presentado en el gobierno 
anterior, se planteó el reconocimiento a distintos tipos de organizaciones polí-
ticas: los grupos significativos de ciudadanos, quienes serán reconocidos por 
alcanzar el 1% de los votos emitidos en las elecciones a Congreso de la Repú-
blica; los movimientos políticos que serán reconocidos si obtienen el 2%, lo 
que les permitirá acceder a la financiación política estatal; y a los medios de 
comunicación y los partidos políticos,  reconocidos al obtener más del 3% con 
personería jurídica. Este reconocimiento permite a todas estas organizaciones 
presentar candidatos con unos requisitos complementarios a los ya estipulados 
en el actual régimen de inhabilidades e incompatibilidades; se incorporó el 
tiempo mínimo de 6 meses de pertenencia (afiliación) a las colectividades para 
tener el derecho a ser candidato.

Finalmente, se plantea la creación de una jurisdicción electoral compuesta 
por un tribunal electoral de carácter nacional y otros tribunales electorales 
creados de acuerdo con lo que dictamine la ley y según la necesidad. Este tri-
bunal electoral estaría conformado por siete magistrados, que tendrán como 
funciones resolver procesos de nulidad electoral, pérdida de investidura, pér-
dida de personería jurídica y la privación de presentar candidatos. Este tribu-
nal se acompaña de la creación del Instituto Electoral de la Nación en reem-
plazo del Consejo Nacional Electoral, compuesto también por siete miembros 
ciudadanos en ejercicio elegidos por cooptación de los ternados por las altas 
cortes y el presidente de la República, que se encargará de ejercer la vigilancia 
y el control de las elecciones, realizar el escrutinio, coordinar las comisiones de 
seguimiento electoral, reconocer la personería jurídica de las organizaciones 
políticas, administrar y distribuir  los aportes para el funcionamiento de las 
organizaciones y de las campañas, auditar el censo electoral, promover los valo-
res democráticos, entre otros.

El proyecto alcanzó a ser discutido en primer debate del Senado, pero ter-
minó archivado por vencimiento de términos al finalizar 2019. En 2020, esta 
misma bancada volvió a radicar el Proyecto de Acto Legislativo 07 de 2020, 
en el que se hacen algunas modificaciones al proyecto anterior, pues todo el 
sistema de adquisición progresiva de derechos lo deja para ser desarrollado por 
una nueva ley de partidos y contempla la creación de tribunales electorales de 
carácter territorial.
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Este último proyecto se acumuló con otro presentado por la bancada del 
Partido Liberal en julio de 2020,21 que proponía financiar las campañas polí-
ticas con recursos preponderantemente públicos, la gratuidad del servicio 
público de transporte el día de las elecciones, la rendición pública de cuentas 
por parte de los partidos políticos y el acceso equitativo a medios de comu-
nicación. Todos estos aspectos sin mayor detalle, cuyo desarrollo normativo 
se dejó a la ley y con el proyecto de Acto Legislativo 15 de 2020, proponían 
limitar la reelección de representantes a corporaciones públicas a tres periodos 
constitucionales.

El proyecto planteó también implementar una alternancia entre la lista 
cerrada y la lista con voto preferente desde 2022, en que la elección de los can-
didatos será mediante los mecanismos de democracia interna dispuestos ya en 
la ley, para lo cual se implementaría de manera progresiva el principio Paridad, 
Alternancia y Universalidad (PAU).

La creación de un Tribunal Electoral con sus miembros elegidos en un con-
curso de méritos se propuso con las siguientes funciones: revocar de la ins-
cripción de candidatos a corporaciones públicas o cargos de elección popular, 
resolver las demandas de nulidad electoral y, por solicitud del Consejo Nacio-
nal Electoral, declarar la pérdida y suspensión de la personería jurídica a los 
partidos políticos. 

Este proyecto llegó hasta la publicación de ponencias para el segundo 
debate en el Senado, pero terminó el 16 de diciembre de 2020 archivado por 
vencimiento de términos.

A la vez, en la Cámara de Representantes, se discutió otro proyecto de 
reforma política que incluía cerrar y bloquear las listas para las elecciones a 
todas las corporaciones públicas a partir de 2026; la selección de los candidatos 
de los partidos mediante mecanismos de democracia interna de conformidad 
con la ley y la promoción de la participación política y electoral de jóvenes, 
mujeres y población rural, incluido el recambio generacional al principio de 
Paridad, Alternancia y Universalidad a partir del 2026 a fin de garantizar la 
participación de un candidato menor de 35 años en sus listas por cada tres en 

21	 Gaceta del Congreso 577 del 31 de julio de 2020.
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cada lista. El proyecto llegó también solo a segundo debate y fue archivado en 
diciembre de 2020 por vencimiento de términos.22  

La Tabla 1 resume los proyectos de reforma político-electoral que se presen-
taron después de la firma del Acuerdo de Paz. Lo que muestran los diferentes 
intentos de reforma en los últimos años es que existe una posición generali-
zada por parte de los partidos políticos sobre la necesidad de cambiar las reglas 
del juego electoral, que permitan democratizar las organizaciones políticas y 
equilibrar la competencia política a través de la adopción de las listas cerradas; 
también fortalecer las autoridades electorales. No obstante, esto no se traduce 
en el quehacer político de los representantes; el archivo de los proyectos por 
vencimiento de términos es una muestra de ello; en la práctica, el tema no está 
en la agenda política del Congreso.

22	 Gaceta del Congreso 697 del 12 de agosto de 2020.

Tabla 1

Resumen de los proyectos de reforma político-electoral después de la firma del Acuerdo de Paz

Proyecto de Reforma Temas principales Estado

Acto Legislativo 003 de 
2017 Reincorporación de las FARC a la vida civil. Aprobado

Proyecto de Acto 
Legislativo 012 de 2017

Reforma electoral para la apertura democrática.
Reforma a la organización electoral.
Adquisición progresiva de derechos políticos.

Hundido en debate

Proyecto de Acto 
Legislativo 008 de 2018

Disminución de la edad de votación.
Financiación de partidos y campañas.
Listas cerradas y bloqueadas.
Prohibición de la reelección a todos los cargos.
Reforma a la organización electoral.

Hundido en debate

Proyecto de Acto 
Legislativo 09 de 2018

Listas cerradas.
Reforma a la organización electoral.
Financiación de partidos y campañas.
PAU
Democracia interna obligatoria y simultánea.

Hundido en debate
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4.3	 Los efectos del Acuerdo de Paz en las elecciones 
nacionales y regionales (2018-2019)

Pese a las dificultades para implementar la reforma política establecida en el 
Acuerdo de Paz, los cambios constitucionales y normativos derivados de este 
acuerdo tuvieron importantes implicaciones en el ámbito de la competencia 
partidista y el acceso a los cargos de representación popular. Como se men-
cionó previamente, la participación política fue un tema clave en las negocia-
ciones de La Habana, puesto que durante mucho tiempo las organizaciones 
políticas de izquierda habían sido estigmatizadas y/o excluidas del sistema de 
partidos, razón por la cual ciertos líderes y sectores políticos vieron en la lucha 
armada la única manera de disputar el poder de las élites políticas tradicionales 
(Saffon Sanín y Güiza Gómez 2019, 222).

Uno de los mayores logros de la implementación del Acuerdo de Paz fue 
precisamente que las FARC-EP hayan abandonado el uso de la violencia como 
método de acción política y transitado hacia los escenarios democráticos de 
participación. El punto 2 del Acuerdo permitió crear una nueva organización 
política que busca representar los intereses políticos de la extinta guerrilla con 
unas condiciones favorables para su participación en la arena electoral durante 
dos periodos constitucionales (2018-2022 y 2022-2026), como el acceso a 
medios, la financiación y asistencia técnica del Estado, el mantenimiento de 
la personería jurídica —incluso si no se supera el umbral establecido— y la 

Proyecto de Acto 
Legislativo 06 de 2019

Adquisición progresiva de derechos políticos.
Jurisdicción electoral.
Reforma a la organización electoral.

Archivado por 
vencimiento de 
términos

Proyecto de Acto 
Legislativo 07 de 2020

Creación de tribunales electorales de carácter 
territorial.
Financiación de campañas preponderantemente 
públicas.
Acceso equitativo a medios de comunicación.

Archivado por 
vencimiento de 
términos

Proyecto de Acto 
Legislativo 15 de 2020

Limitación de la reelección de representantes a 
corporaciones públicas.
PAU
Creación de un tribunal electoral.

Archivado por 
vencimiento de 
términos

Fuente: Elaboración propia a partir de información de la Gaceta del Congreso de la República de Colombia.
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asignación directa de diez curules en el Congreso (cinco en Senado y cinco en 
Cámara de Representantes), lo que modifica transitoriamente el tamaño de la 
Cámara legislativa (Barrero Escobar et al. 2019, 80; Uribe Mendoza 
2020). Lo anterior con la condición de cumplir sus compromisos con la ver-
dad, la reparación a las víctimas, la justicia transicional y dejar definitivamente 
el negocio del narcotráfico.

De esta manera, las FARC-EP se transformaron en el partido Fuerza Alter-
nativa Revolucionaria del Común (FARC). El congreso fundacional del partido 
FARC fue realizado entre el 28 y el 31 de agosto de 2017 con la participación de 
alrededor de 1200 excombatientes y milicianos. Entre las decisiones más impor-
tantes tomadas durante este congreso cabe destacar: la creación de un órgano 
directivo colegiado conformado por 111 integrantes, la definición del nombre 
y del logo del partido político, la conformación de listas para Senado y Cámara 
de Representantes y la elección del excomandante Rodrigo Londoño como can-
didato presidencial (Acuña Villarraga y Pérez Guevara 2019).

Las aspiraciones presidenciales de Rodrigo Londoño se esfumaron rápida-
mente luego de abandonar la campaña electoral dos meses después del lanza-
miento aduciendo razones de salud, ya que, en efecto, el excomandante guerri-
llero tuvo que someterse a una cirugía de corazón. No obstante, esta decisión 
se produjo un mes después de que el partido FARC suspendiera todos los actos 
de campaña debido a las amenazas y los ataques violentos recibidos en dife-
rentes ciudades del país. Las y los excombatientes culparon de los ataques a 
los partidos de derecha, mientras que estos argumentaron que se trataba de 
una reacción de un electorado indignado ante las atrocidades cometidas en el 
pasado por el extinto grupo guerrillero (Casey 2018).

En las elecciones legislativas celebradas el 11 de marzo de 2018, el partido 
FARC presentó listas cerradas y bloqueadas en ambas cámaras. Los primeros 
cinco lugares de cada lista correspondieron a las curules que tenían garanti-
zadas gracias al Acuerdo de Paz. En las listas para Senado, los primeros cinco 
lugares fueron reservados para Iván Márquez, Pablo Catatumbo, Victoria San-
dino y Griselda Lobo. Por su parte, los primeros cinco lugares de la lista para 
Cámara serían ocupados por Byron Yepes (Bogotá), Olmedo Ruiz (Antio-
quia), Marcos Calarcá (Valle del Cauca), Jesús Santrich (Atlántico) y Jairo 
Quintero (Santander) (Acuña Villarraga y Pérez Guevara 2019).
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La votación obtenida por el partido FARC en las elecciones legislativas 
estuvo muy por debajo de sus expectativas, ya que obtuvo tan solo 52.532 
(0,34%) votos en la lista para Senado y 32.636 (0,21%) en la cámara baja. Ade-
más, tuvo una participación inferior a 100 votos en el 90% de municipios del 
país y no consiguió ser la primera opción del voto en ningún municipio, inclui-
dos los territorios donde la agrupación había hecho presencia históricamente, 
como los departamentos de Caquetá o Putumayo (Cruz Merchán 2019, 97). 

Las elecciones regionales del 27 de octubre de 2019 fueron las primeras de 
su tipo, celebradas después de la firma del Acuerdo de Paz. La jornada electoral 
sirvió para medir —por primera vez en el ámbito subnacional— la opinión 
ciudadana respecto al partido político creado por los exguerrilleros, FARC, 
que presentó un total de 248 candidaturas en trece alcaldías, asambleas, conce-
jos y Juntas Administradoras Locales (JAL). Finalmente, la Fuerza Alternativa 
Revolucionaria del Común ganó dos curules en la JAL (Bogotá) y la alcaldía 
del municipio de Guapi (Cauca). Además, el excombatiente Guillermo Enri-
que Torres, también conocido como “el cantante de las FARC”, fue electo 
como alcalde del municipio de Turbaco (Bolívar) en coalición con el movi-
miento Colombia Humana. 

Pese a que estos resultados parecen bastante modestos, no deja de ser sig-
nificativo que este partido político derivado del proceso de paz haya logrado 
competir en elecciones y obtener de manera directa o en coalición cuatro car-
gos de representación por voto popular, más aún si se tiene en cuenta la fuerte 
estigmatización y la violencia política de la que han sido objeto los miembros 
de esa colectividad tras su reintegración a la vida civil. Aun así, estos resulta-
dos plantean importantes retos para la participación política de la FARC en 
futuros procesos electorales con el fin de atraer un mayor apoyo de la pobla-
ción, lo que implica garantizar la seguridad de sus militantes, tomar distancia 
de los grupos disidentes e, incluso, replantear su nombre, cuyas siglas —en el 
imaginario colectivo— están relacionadas con las acciones bélicas del grupo 
guerrillero (Uribe Mendoza 2020). 

5.	 Conclusiones: tensiones, avances y tareas pendientes

En términos político-electorales, la firma del Acuerdo de Paz creó mecanis-
mos que permitieron que las FARC compitan electoralmente en condiciones 
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de igualdad, y con la garantía de acceder al poder legislativo hasta 2026; no 
obstante, los resultados obtenidos por este partido de reciente creación en las 
elecciones de 2018 fueron muy bajos (menores a 1%). A pesar de ello, su par-
ticipación electoral es una buena señal, puesto que debe considerarse que en 
todo régimen democrático es necesaria la participación de todas las opciones 
políticas para resolver los problemas de manera pacífica. 

Aunque las elecciones de 2018 se caracterizaron por ser altamente polariza-
das, en las que participó el mayor número de ciudadanos de los últimos veinte 
años, cuyo tema principal fue resolver el conflicto armado, se demostró que 
en el país existe un cambio ideológico importante. No solo porque la candida-
tura de Gustavo Petro fue la primera de izquierda en llegar a la segunda vuelta 
electoral, sino también porque la evaluación del primer tramo del gobierno de 
Iván Duque ha sido valorada negativamente por la ciudadanía, lo cual puede 
anticipar un declive de los partidos y líderes políticos de derecha en las eleccio-
nes presidenciales de 2022. 

En 2019, la ciudadanía expresó su descontento con el gobierno de distintas 
formas. Por un lado, desde distintos sectores de la sociedad se convocó a un 
paro nacional para manifestar el rechazo a las medidas económicas neolibe-
rales; por otro lado, las elecciones locales arrojaron el triunfo de candidaturas 
alternas en distritos considerados como “bastiones del uribismo” (el departa-
mento de Antioquia y la ciudad de Medellín, por ejemplo), así como de can-
didaturas con una agenda progresista muy clara, de modo que el triunfo de 
Claudia López en Bogotá fue el más significativo. 

Estos resultados evidencian un cambio importante en la sociedad colom-
biana. Si bien esta sigue estando muy polarizada, el conflicto armado y los 
Acuerdos de Paz continúan en el centro del debate, y las y los principales 
líderes enarbolan posiciones ideológicas de derecha e izquierda muy marca-
das (Álvaro Uribe y Gustavo Petro, respectivamente). El paro nacional y las 
elecciones locales de 2019 reflejan que la ciudadanía no solo se preocupa por 
el tema de los Acuerdos de Paz, sino que también se mantiene vigilante con el 
gobierno y es capaz de castigar o premiar con su voto su desempeño.

Particularmente, sobre las reformas fracasadas, se puede afirmar que la nece-
sidad de reformar las reglas del juego político electoral existe y se encuentra en 
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la agenda política, sin embargo, no hay voluntad política para plantearse una 
de carácter integral. Tal y como se describió fueron pocos los proyectos que 
se atrevieron a plantear una reforma robusta y a largo plazo, la mayoría apun-
taban hacia la lista cerrada (que tenía un apoyo en la mayoría de las fuerzas 
políticas), que se convirtió en un caballito de batalla para ciertos sectores que 
le otorgaban el poder de cambiar muchas de las prácticas de las organizaciones 
políticas, pues esto requiere una profundización de los mecanismos existentes 
para la democracia interna de los partidos, entre ellos, la paridad de género, que 
se aprobó en el nuevo Código Electoral colombiano. 

La financiación es otro tema álgido que en la mayoría de los casos queda 
plasmado en las reformas como una declaración de principios sin un mayor 
desarrollo, siempre se justifica la necesidad de que la financiación transite hacia 
una financiación pública, pero son muy pocas las propuestas que ahondan en 
este aspecto. 

Esto último se debe al recurrente rechazo a la transformación del poder 
electoral que por su naturaleza está enquistado en las fuerzas políticas tradicio-
nales del país. La herencia bipartidista en organizaciones como el CNE resulta 
muy difícil de transformar, ya que es una institución que sirve como trampolín 
político a unos y como refugio a otros con una carrera política en decadencia. 
Y, por otra parte, la crispación política que no permite analizar la necesidad 
de contar con una justicia electoral más robusta, tal y como la tienen la gran 
mayoría de países de la región.

Lo que muestran los diferentes intentos de reforma en los últimos años es 
que existe una posición generalizada por parte de los partidos políticos sobre la 
necesidad de cambiar las reglas del juego electoral, que permitan democratizar 
las organizaciones políticas y equilibrar la competencia política a través de la 
adopción de las listas cerradas en Colombia, también la de fortalecer las auto-
ridades electorales. No obstante, esto no se traduce en el quehacer político de 
los representantes, el archivo de los proyectos por vencimiento de términos es 
una muestra de ello; en la práctica, el tema no está dentro de la agenda política 
del Congreso.
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1.	 Introducción 

El porcentaje de jóvenes en América Latina y el Caribe asciende a 25,6%, lo 
que equivale a que una de cuatro personas en la región es joven (Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe 2020).1 En términos 
de sexo, del total de la población un 49,4% son hombres y 50,6% mujeres. Si 
se cruza esta variable con la edad, se encuentra que el 25% de los hombres y las 
mujeres son jóvenes. A pesar de estas cifras, la representación política de las y 
los jóvenes sigue siendo muy marginal al igual que la de las mujeres.

En los procesos electorales en Latinoamérica, la situación que enfrentan las 
mujeres jóvenes es la exclusión política. Una de las discriminaciones más fuer-
tes que deben afrontar las mujeres es la etaria. Es más, la participación política 
de las jóvenes en la región no es un tema de estudio. A esto se le suma la escasa 
información y datos disponibles sobre su participación política en la esfera 
pública lo que dificulta la investigación en este apartado. 

Por su parte, las prácticas políticas de las jóvenes latinoamericanas y sus 
múltiples formas de organización y de acción en el ámbito público —no nece-
sariamente ligada al Estado— las constituye como sujetas políticas con voz y 
acción para la transformación democrática. Esta presencia de las mujeres jóve-
nes como actoras políticas todavía no se traduce en una representación política 
en los puestos de toma de decisiones.

En la mayoría de países de América Latina, existe una brecha entre la edad 
en que la persona se encuentra habilitada para ejercer el derecho político del 
voto y la edad en que puede ser electa a un cargo público. Tal como muestra la 
Tabla 1, de los países estudiados la edad promedio para acceder a diputaciones es 
de 25, mientras que para senadurías esta aumenta hasta los 30 años. Estos datos 
dan cuenta de la desconfianza política hacia las juventudes y sus capacidades.

1	 Información disponible en: https://oig.cepal.org/es/indicadores
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Es más, estas brechas son mayores si se tiene en cuenta el tiempo de espera 
para que las personas jóvenes logren acceder a los parlamentos. Según los datos 
reportados por el informe de la Unión Interparlamentaria (UIP), la edad pro-
medio de legisladores y legisladoras en el mundo oscila entre los 41 y 70 años, y 
tan solo el 2,2% de personas en el Parlamento son menores de 30 años (Unión 
Interparlamentaria 2018). Si se focaliza en América, los datos son relati-
vamente parecidos, apenas el 3,8% de representantes son menores de 30. 

En esta línea, siguiendo a la Unión Interparlamentaria (2020), si se analiza 
teniendo en cuenta el género, las cohortes más jóvenes (31-40) y (21-30), hay 
aproximadamente el doble de hombres que de mujeres. A nivel mundial, si se 
focaliza en los porcentajes de parlamentarios y parlamentarias, en la cámara 
única y en la baja, las mujeres menores de 40 años todavía ocupan solo el 5% de 
los escaños. Estas disparidades disminuyen un poco, a medida que se reduce la 
edad. Entre los diputados y diputadas menores de 30 años, los hombres jóvenes 
(1,2%) superan ligeramente en número a las mujeres jóvenes (0,9%).

Todo lo anterior evidencia que la igualdad efectiva en la representación 
legislativa a favor de las juventudes no es una tarea urgente para los Estados, y 
sigue estando la agenda juvenil y de género como pendiente. 

En relación a las reformas electorales de género, estas han posibilitado el 
acceso de las mujeres a las candidaturas para cargos de representación popular 
y de esta manera se ha logrado el aumento del número de escaños ocupados por 
mujeres en el poder legislativo (Llanos 2019). 

Argentina Chile Uruguay Colombia México

Edad de la Cámara 
de Diputados y 
Diputadas

25 21 25 25 21

Edad Senado 30 35 30 30 28

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos disponibles en cada uno de los países.

Tabla 1

Edad para ser electo o electa en sistemas bicamerales
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En la Declaración de Brasilia2 se incluyó la promoción de la participación 
juvenil en la conformación de las listas electorales, y se enfatizó especialmente 
en la identidad de género, las poblaciones indígenas, y las y los afrodescendien-
tes. Sin embargo, las jóvenes de la región siguen reclamando escaños reservados 
para la diversidad de mujeres y denuncian que su participación política es prác-
ticamente nula (Generación Igualdad 2020).

En este sentido, en algunos países se han tratado de impulsar leyes de juven-
tudes que también pretendían mejorar la representación juvenil en los espacios 
de toma de decisiones. A diferencia de las cuotas de género, estas cuotas juveni-
les quedaron a discreción de los partidos políticos. Como señala Mario Isaías 
Tórrez (2021), las autoridades electorales correspondientes nunca sentencia-
ron cumplir con los estatutos internos partidarios ni obligaron a postular en 
sus candidaturas a un mayor porcentaje de personas jóvenes. 

Por todo lo anterior, este estudio pretende demostrar que los países selec-
cionados que han avanzado en leyes de paridad y presentan mayor partici-
pación de mujeres como legisladoras también ostentan más mujeres jóvenes 
como parlamentarias; mientras que en los países que tienen menores avances 
en cuotas de género la participación de las mujeres jóvenes también será en 
menor proporción.

2.	 Discusión teórica 

Este apartado consiste en un breve análisis de las juventudes que parte de la 
perspectiva de género. Esto implica incorporar a las juventudes a los trabajos 
feministas. Además, se relaciona lo anterior con la compresión de las juven-
tudes como factor de cambio social. Y, de esta forma, se puede materializar 
el empoderamiento de las mujeres que servirá, a su vez, de preámbulo para 
referirse a la participación política de las mujeres en general y focalizarse en 
las jóvenes.

En este estudio se entienden las juventudes como una categoría relacional 
(Chaves 2006), lo cual implica comprender la heterogeneidad de las juventu-
des como una construcción histórica y cultural –en nuestro caso, en América 

2	 Disponible en: https://www.cepal.org/es/publicaciones/21505-declaracion-brasilia-segunda-conferencia-regio-
nal-intergubernamental
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Latina– a partir de la diversidad de trayectorias (Balardini 2005). Las 
juventudes como categoría relacional representan el espacio de resistencias y 
luchas en la distribución del poder (Quijano 2007). 

En este sentido, el uso del concepto de juventudes es funcional a la puesta en 
evidencia de esta diversidad de trayectorias biográficas juveniles de mujeres en 
distintas circunstancias, las cuales se encuentran atravesadas por su identidad 
de género y/o sexual, sus condiciones socioeconómicas, la etnia, la generación, 
entre otras. Esto implica entender a las juventudes como marcos estructurales 
no reductibles a un conjunto homogéneo (Duarte 2000).

Una vez contextualizada la heterogeneidad del término juventudes, es nece-
sario retomar la socialización diferencial de género. De esta manera, las trayec-
torias y formas de expresión de chicas y chicos se van construyendo sobre la 
base del aprendizaje dicotómico de lo que se considera femenino y masculino. 
De acuerdo con Izquierdo (1998, 16), “lo que les ocurre a las mujeres lo es 
en relación a lo que les ocurre a los hombres”. Además, estas vivencias están 
mediadas por la “compleja interacción de un amplio espectro de instituciones 
económicas, sociales, políticas, religiosas, educativas, etc.” (Alvarado et al. 
2012, 36).  

Relacionado con lo anterior, Sánchez (citado en Alvarado et al. 
2012) afirma que la perspectiva de género en juventudes permite evidenciar las 
relaciones de poder desiguales, concretamente el modo en el que se perpetúan 
los estereotipos sexistas, los mecanismos de poder, la dominación y discrimi-
nación que condicionan y limitan lo que se entiende por ser hombre o mujer. 

La propuesta de reflexión de las juventudes de las mujeres se entiende como 
la estrategia de impulsar el empoderamiento de las mujeres jóvenes como agen-
tes de cambio dentro de sus propias comunidades.

Tradicionalmente desde los estudios de sociología de la juventud, y también 
desde la práctica en el ámbito político, se asociaron las juventudes con las posi-
bilidades de cambio social (Allerbeck y Rosenmayr 1979; Cembrano 
1986; Feixa 1998; Martín Criado 1998). Justamente, en los países de Amé-
rica Latina y el Caribe, las juventudes fueron protagonistas desde el siglo XX 
de la construcción de alternativas de cambio en los contextos socioculturales, 
políticos, económicos y de las lógicas hegemónicas de los respectivos países. En 
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este sentido, las prácticas políticas de las y los jóvenes latinoamericanos -que su 
vez eran estudiantes, campesinos y campesinas, indígenas, afrodescendientes y 
trabajadores o trabajadoras- y sus múltiples formas de organización y de acción 
en el ámbito público los y las constituyen como sujetos históricos y políticos 
con voz y acción (Alvarado y Vommaro 2010). 

Si se focaliza en la participación política de las jóvenes, primero es necesario 
reflexionar sobre los orígenes de la participación política desigual de mujeres y 
hombres en el ámbito público. En este sentido, estas desigualdades de género 
tienen que ver con las relaciones estructurales de poder, de dominación mascu-
lina heteronormativa y privilegios masculinos: colectivos de varones que osten-
tan otros privilegios de clase y raza, entre otros. 

De forma que el espacio público y político, históricamente, ha sido el esce-
nario privilegiado del hombre. Dicho de otra forma, la esfera de las institu-
ciones públicas y organizaciones políticas -sus dinámicas de funcionamiento, 
códigos, lenguajes y normas- fueron creadas bajo la omnipresencia de los varo-
nes. Por tanto, tal como constata Maffía (s.f. 73), estos problemas estructurales 
de desigualdad deben ser abordados rechazando las causas individuales que 
responsabilizan a las sujetas víctimas de esta injusticia como si fueran desajus-
tes personales los que impiden que las mujeres y los colectivos subalternizados 
participen en la política en condiciones de igualdad.

Siguiendo a Vega y Tello (2009, 16-17), la incursión femenina en el espacio 
público estuvo originada por la necesidad de lucha por la protección y desarro-
llo colectivo de sus derechos civiles, y las relaciones de las mujeres y el Estado. 

La participación política de las mujeres en la región cuenta con avances sig-
nificativos, aunque estos son desiguales, heterogéneos e insuficientes. En los 
últimos 30 años se han realizado más de 40 reformas electorales inclusivas en 
materia de género en 17 países latinoamericanos (Observatorio de Refor-
mas Políticas en América Latina 2020). Si se analiza por etapas, estos 
procesos reformistas pueden sistematizarse en diferentes olas de cambio ins-
titucional: 1) primera ola: los mecanismos de acción afirmativa para sugerir u 
obligar a los partidos políticos a incluir mujeres en las candidaturas; 2) segunda 
ola: reformas encaminadas a obtener una representación paritaria y 3) tercera 
ola: la paridad como una manera de alcanzar la igualdad sustantiva indispen-
sable para llegar a democracias paritarias. Estas reformas han obligado a los 
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partidos políticos a incluir mujeres en sus listas (Freidenberg y Lajas Gar-
cía 2015). Tal como indica ONU Mujeres (2020), la paridad ha representado 
la política más exitosa para incrementar el número de mujeres en los parlamen-
tos latinoamericanos.

De los países que se focalizan en este estudio, Argentina (1991) fue pionera 
en implementar las cuotas de género; y le sigue México3 en 2014. En la actua-
lidad, México y Argentina han adoptado la paridad vertical4 para conformar 
las listas legislativas plurinominales, y México aprobó la paridad horizontal5 
en las candidaturas uninominales. En Chile, la ley está en un 40% en obliga-
toriedad de representación de mujeres y Colombia en el 30%. En el caso de 
Uruguay, a fines de 2017 se aprobaron modificaciones de la legislación sobre 
cuotas de 2009 (del 33%) que regula la participación de hombres y mujeres en 
todos los cargos electos de forma indefinida. 

Siguiendo la temática de las cuotas, estudios como los de Freidenberg y 
Caminotti (2016, 15-16) indican que se necesita un diseño de “cuotas de género 
fuertes”, lo cual implica: un porcentaje alto de umbral (el 30% que debería ser 
el piso se convierte en el techo; intermedio 40% y 50% paritario) y aplicar la 
fórmula a todas las candidaturas (titularidad y suplencia). A su vez, según las 
autoras, la posición en las listas debe ser explícita y clara, y se debe considerar 
la aplicación de instrumentos de enforcement: formas de evaluación, monito-
reo, control, sanciones importantes por incumplimiento de cuotas, además de 
eliminar las facilidades para eludir el cumplimiento de la ley; por ejemplo, la 
celebración de primarias para seleccionar las candidaturas.

Según datos del “Mapa Mujeres en Política: 2020” de la Unión Interparla-
mentaria (UIP) y ONU Mujeres, el número de mujeres en cargos electos a tra-
vés de partidos políticos en América Latina y el Caribe se ha estancado, con una 
caída drástica de las mujeres jefas de Estado/Gobierno, luego de finalizados los 

3	 En México la paridad se estableció también como obligatoria para las estructuras de los partidos políticos en su 
artículo 25.1 y 37 de la Ley General de Partidos Políticos. Disponible en: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBi-
blio/pdf/LGPP_130815.pdf

4	 La paridad vertical hace referencia a listas electorales intercaladas: una mujer, un hombre, una mujer, un hombre, 
o viceversa. Sin embargo, con esta fórmula no es posible garantizar el 50% de mujeres y 50% de hombres en los 
parlamentos, y mucho menos en los cargos unipersonales.

5	 La paridad horizontal refiere a la misma cantidad de mujeres y hombres encabezando las listas electorales o, si se 
trata de elecciones uninominales, la presencia del mismo porcentaje de candidatas y candidatos por territorio o por 
sector político que presente candidaturas.
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gobiernos de Mireya Moscoso en Panamá (1999-2004), Cristina Fernández en 
Argentina (2007-2015), Laura Chinchilla en Costa Rica (2010-2014), Dilma 
Rousseff en Brasil 2011-2016) y Michelle Bachelet en Chile (2006-2010 y 
2014-2018). En 2018 asumió Paula-Mae Weekes como presidenta de Trinidad 
y Tobago, de manera que solo queda una mujer, tras una década insólita con 
cuatro mujeres como presidentas -al mismo tiempo- que tuvieron que romper 
techos de vidrio en la región. Desde ese mismo año, en Costa Rica se encuentra 
Epsy Campbell Barr, mujer afrodescendiente, como Vicepresidenta. 

Si bien es cierto que la política continúa siendo “cosa de hombres” en Amé-
rica Latina (Freidenberg 2015a); la región sigue manteniéndose a la cabeza del 
camino a la paridad en los parlamentos nacionales a nivel mundial y a fines de 
2020 alcanzaba un promedio de casi el 33%. A diciembre de 2020, de los países 
estudiados, México y Argentina superan el 40% de la representación de muje-
res en sus parlamentos, mientras que Uruguay no alcanza el 30%. Colombia 
se encuentra por debajo del 20% de representación femenina (Unión Inter-
parlamentaria 2018).6

De esta manera, a pesar de la igualdad formal ante la ley y la introducción 
de mecanismos de acción afirmativa (como las leyes de cuota de género y de 
paridad), las mujeres todavía hoy se encuentran con restricciones e impedi-
mentos tanto para acceder a la política como para la continuidad de dicha par-
ticipación. Las situaciones de discriminación y violencia política se sustentan 
sobre la base de este orden patriarcal que justifica la presencia, por excelencia, 
masculina como ámbito de actuación propio de los varones y naturaliza esta 
exclusión de más del 50% de la población: las mujeres. 

Así, en el ámbito político, y concretamente en los partidos políticos, se 
reproduce la lógica de funcionamiento patriarcal de discriminaciones de 
género, estereotipos sexistas, actos y actitudes de menosprecio cotidianos por 
sus pares varones bajo el supuesto disfraz de relaciones naturales entre hom-
bres y mujeres. De modo que, tal como rescatan Arroyo y Girón (2008, 80), 
la exclusión de las mujeres en el interior de los partidos es parte de la cultura 
ideológica de la sociedad y es por ello que ellas se encuentran con un “techo de 
cristal” para llegar a los puestos de toma de decisiones.

6	 Disponible en: https://oig.cepal.org/es/indicadores/poder-legislativo-porcentaje-mujeres-organo-legislativo-
nacional-camara-baja-o-unica
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El concepto de empoderamiento se ha utilizado extensamente, y en este 
marco teórico se quiere evitar uno de los riesgos que advierte Sartori (1970): el 
estiramiento de los conceptos, en donde se amplía un concepto de forma que 
este va perdiendo su contenido. 

En este sentido, en este trabajo se entiende como necesaria la autonomía 
y el fortalecimiento de las mujeres para asegurar la efectiva participación de 
las mujeres. Así, para fortalecer su ciudadanía y ampliar su participación en 
los procesos de toma de decisiones y en las esferas de poder, es necesario el 
empoderamiento. Este empoderamiento debe erigirse como el elemento fun-
damental para la participación política de las mujeres, y se comprende como 
la capacidad de generar el desarrollo de una conciencia crítica como factor de 
autoemancipación. En esta línea, Flavia Freindenberg (2019) afirma que las 
mujeres ya están empoderadas, el problema es de representación, ya que no 
están ocupando los cargos de toma de decisiones políticas y públicas. En esta 
misma línea se encuentran las juventudes que comparten la misma situación. 

Finalmente, si se focaliza en la participación de las mujeres jóvenes, la 
participación se analiza como derecho y ejercicio de ciudadanía. Por tanto, 
se entiende que las habilidades de la práctica democrática no se adquieren al 
nacer, sino que se aprenden, y en la medida que las jóvenes se involucren en 
procesos de participación, se constituyen como un motor multiplicador de 
construcción de ciudadanía juvenil. 

3.  	Metodología 

Este documento es una investigación comparada empírica retrospectiva, de 
tipo no experimental transversal, fundamentalmente de carácter descriptivo. 
En esta publicación la comparación constituye el método de control del alcance 
de las hipótesis (Panebianco 1994; Sartori 1994).

En esta pretensión de delimitar el método comparado, la unidad de análisis 
del estudio propuesto son países. Los países seleccionados son cinco que tienen 
sistemas parlamentarios bicamerales: Argentina, Chile, Uruguay, Colombia y 
México. Dicha selección es discrecional, teniendo en cuenta que abarca países 
con paridad vertical y horizontal, con cuotas de género y países con imple-
mentación tardía de medidas de acción afirmativa. Además, se tuvo en cuenta 
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la disponibilidad de información estadística de legisladores y legisladoras por 
edad. La fuente de información es el análisis de datos y de documentos.

4.	 Análisis de datos

Este estudio se focalizará en cada uno de los cinco países seleccionados para 
dar cuenta del avance de las reformas electorales por razón de género y de algu-
nos de los hitos contemporáneos del movimiento de mujeres para relacionarlo 
con el análisis de la presencia de mujeres jóvenes en las Cámaras. 

4.1	 Argentina

Argentina fue pionera en el mundo al aprobar las cuotas de género en 1991, 
que obligó a los partidos políticos a incluir un 30% de mujeres en sus listas. En 
el marco de la tercera ola de las reformas electorales de género, en Argentina 
se aprobó la ley de paridad de género en las listas legislativas en noviembre de 
2017. Concretamente la paridad vertical en las candidaturas para los distritos 
plurinominales. 

En este marco, es necesario resaltar que los movimientos de mujeres en 
Argentina han procurado dotar a las políticas públicas de una perspectiva de 
género. Tal como indica Dora Barrancos (2019), el amplio movimiento de muje-
res es único en el mundo, tanto por su forma de construcción como su constan-
cia y su historia de 35 años de Encuentros Nacionales de Mujeres (ENM). 

El Ni Una Menos de 2015 significó la ampliación de los feminismos, con 
la entrada masiva de muchas jóvenes y adolescentes que habitaban el espacio 
público con sus cuerpos. Dora Barrancos hace alusión a este fenómeno de 
masividad utilizando la metáfora de romper la capilla sixtina del feminismo. 
Y, además, las jóvenes muestran nuevas formas de ocupar las calles que trans-
greden con lo tradicional; Diana Maffía lo define como una nueva manera 
de habitar el espacio público y lo ve como una “disrupción generacional” 
(Ruiz Tena y D’Alessandro 2019). 

En 2018 se gestó la agenda transversal por el aborto legal, seguro y gratuito, 
más allá de ideologías políticas, clases sociales e intergeneracional que conta-
gió gran parte de Latinoamérica y otras latitudes. Las autoras lo consideran 
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como un caso de innovación política feminista, no solo por el enorme poten-
cial político de las mujeres para ampliar la agenda feminista, sino también por 
incidir en la transformación del ejercicio de la democracia y así, mostrar nuevas 
formas de hacer política. Fue en diciembre de 2020 cuando se alcanzó el hito 
histórico de aprobación de la interrupción voluntaria del embarazo (IVE). 

Después de la primera elección con paridad en el país y de la incidencia 
política de los movimientos feministas; en las diputaciones, las mujeres repre-
sentan el 41,2% estableciéndose un incremento de casi tres puntos en com-
paración con la legislatura anterior (2017-2019). Por su parte, en el Senado se 
registra una participación de mujeres del 40,3%, prácticamente igual a la com-
posición del bienio anterior.7  

Si se focaliza en los datos sobre la edad, el promedio de las y los legisladores 
es de casi 52 años. En general, el porcentaje de mujeres menores de 40 no llega 
al 10%, y de menos de 30 no alcanza el 2% de las legisladoras. 

En la Cámara de Diputados, el porcentaje de menores de 40 años es poco 
representativa con 24 diputadas que representan el 22% (Gráfico 1) y en las 
menores de 30 este número se reduce a 3 mujeres jóvenes (Tabla 2). En parte, 
estos números se deben a las restricciones en la Constitución Nacional para 
acceso a los cargos, Tabla 1, 25 años para diputadas y diputados. En este sen-
tido, en el Senado, los números son mucho menores —tan solo 4 jóvenes 
senadoras—, y no hay menores de 30 porque la edad mínima para el acceso al 
Senado es de 30. 

 

7	 Datos extraídos de: https://www.argentina.gob.ar/interior/observatorioelectoral/analisis/mujeres
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Sin embargo, si se compara el número de legisladoras jóvenes versus sus pares 
varones en menores de 40, los porcentajes son los mismos. E incluso en meno-
res de 30, las mujeres representan un porcentaje ligeramente mayor: 1,17% ver-
sus 0,78%. Esta representación equilibrada entre mujeres y hombres jóvenes 
responde a la ley de paridad implementada desde 2019.

4.2	 Chile

Chile es uno de los países de incorporación tardía de las cuotas para las elec-
ciones legislativas nacionales. Así, se suma a la tercera ola de las reformas elec-
torales de género con la ley de 2015.  En esta se establece una cuota del 40% de 
obligatoriedad de candidatas mujeres para los partidos políticos en cada dis-
trito electoral, y así mantener el voto por candidatura individual; a partir de 
las elecciones de 2017 hasta las de 2029. Además, se determina que en la con-
formación de las listas de candidaturas ningún sexo puede estar representado 
por sobre un 60%. 

Gráfico 1

Argentina: Diputadas según edad

Diputadas menores de 40
22,0%

Diputadas de 41 en adelante
78,0%

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos disponibles de la UIP.
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El estallido social chileno de octubre de 2019 puso en el foco las condicio-
nes estructurales de desigualdad. Suárez-Cao (2021a) recuerda que las protes-
tas surgen de las movilizaciones estudiantiles de 2006 y 2011. En 2018 fueron 
las adolescentes y las jóvenes estudiantes quienes tomaron las calles y las uni-
versidades ya no solo por una educación gratuita y de calidad, sino también 
por los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres, y una vida libre de 
violencias, específicamente las sexuales. 

Las movilizaciones de 2019 trataron de reducirse por medio de la represión 
y criminalización de las protestas por parte del gobierno. Sin embargo, conti-
nuó el desafío de los y las jóvenes, y el hecho de mostrar que no tenían miedo 
frente la declaración del estado de emergencia, las fuerzas militares en las calles 
y el toque de queda en varias regiones del país. 

Después de las históricas elecciones de mayo de este año, Chile tendrá la 
primera Constitución paritaria del mundo con 78 hombres y 77 mujeres. 
Este logro fue posible debido a la protesta social y la incapacidad de las ins-
tituciones por canalizar las demandas ciudadanas, sumado al impulso de las 
organizaciones de mujeres entre las que jugó un papel fundamental la Red de 
Politólogas de Chile. 

Es necesario resaltar que la performance artística del “violador en tu camino” 
de Las Tesis fue clave para articular las demandas feministas de 2018 con las 
actuales. Así como para mostrar el alcance de la denuncia de las violencias de 
género y sexuales sufridas por parte de las instituciones policiales, permear en 
toda Latinoamericana y otras latitudes; y finalmente, conectar con experien-
cias latinoamericanas de construcción de agendas feministas desde los Sures 
(Ruiz Tena 2020). 

Siguiendo con la representación política, tal como indica Julieta Suárez-
Cao (2021b), en 2017 la cuota del 40% se tradujo en menos del 23% de incor-
poración de mujeres a las cámaras legislativas. Las elecciones constituyentes 
de ese año fueron simultáneas con las municipales y regionales. Arce-Riffo 
y Suárez-Cao (2021) afirman que se puso en evidencia que “cuando no hay 
medidas de acción afirmativa: no llegan mujeres a las listas”, pues las mujeres 
solo alcanzaron una representación de 22,6% y 39% para concejales. Došek et 
al. (2021) también alerta que la presencia de mujeres en las gobernaciones se 
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redujo al 18,75%. Por ello, los y las autoras afirman que sería necesario “acom-
pañar la paridad en la Convención Constituyente con la paridad en las listas 
electorales para los cargos ejecutivos regionales y locales” (Došek et al 2021).

Si se centra el análisis sobre la edad, la media de las personas legisladoras 
es de casi 50 años. En general, el porcentaje de mujeres menores de 40 es del 
8% frente al 18% de varones. Mientras que las menores de 30 solo representan 
4,5% y los varones no llegan al 4%. 

En la Cámara de Diputadas y Diputados, las menores de 40 representan el 
37,1% del total de las diputadas (Gráfico 2). Siguiendo la Tabla 2, las menores 
de 40 son 13 diputadas jóvenes frente a los 28 varones jóvenes. En menores de 
30 años, se reduce a 7 diputadas. En el Senado no hay representación de muje-
res menores de 40, pero tampoco de varones (Tabla 2). Esto en parte responde 
a que la edad mínima de acceso a la Cámara es de 35 años (Tabla 1), mientras 
que en la Cámara de Diputadas y Diputados es de 21.

Estas disparidades entre la representación de varones y mujeres en las cáma-
ras responden a que Chile fue uno de los últimos países de la región en avanzar 
en cuotas de género. 

 
Gráfico 2

Chile: Diputadas según edad

Diputadas menores de 40
37,1%

Diputadas de 41 en adelante
62,9%

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos disponibles de la UIP.
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4.3	 Uruguay

Uruguay ostenta una larga tradición democrática. Su peculiar sistema de par-
tidos contuvo la fragmentación partidaria mediante el sistema de fracciones 
que representan distintos grupos dentro de un mismo partido. Esta pluralidad 
—propia de los gobiernos de coalición— permitió que entrara en escena un 
tercer partido (Frente Amplio) y se consolide un sistema pluralista moderado 
(Chasquetti y Buquet 2004; Chasquetti 2015). 

Este país registra grandes avances en su agenda de derechos de las mujeres. 
De hecho, Uruguay fue de los primeros en el mundo (1932) en otorgar la ciu-
dadanía política a las mujeres sin restricciones. Además, el Parlamento uru-
guayo presenta una bancada feminista bicameral desde 2010, que sirve como 
un espacio de articulación entre legisladoras de distintos partidos (Johnson 
2015). Sin embargo, Uruguay no ha regulado constitucionalmente el princi-
pio de igualdad entre hombres y mujeres ni el de paridad. En relación con el 
movimiento de mujeres en Uruguay, este se encuentra muy institucionalizado. 
En 2012 fueron pioneras en la región con la promulgación de la despenaliza-
ción del aborto (Johnson 2015). Tras 10 años de intenso debate, además del 
veto del presidente Tabaré Vázquez al proyecto de despenalización del aborto 
aprobado por el Parlamento en 2008, quien luego de ejercerlo dimitió, dicha 
despenalización fue efectiva (Johnson 2011).

En relación a la legislación sobre las cuotas9 del 33,3%, se establece la obli-
gación de incluir personas de ambos sexos en cada terna (tres lugares sucesivos) 
de candidaturas (titulares y suplentes) en las listas presentadas en elecciones 
nacionales y subnacionales (Garrido 2021). Es por ello, tal como indica el 
PNUD (2020), el porcentaje de mujeres que ocupan escaños en el Parlamento 
(26,2%) es inferior al promedio de la región (31,4%) y también al de los países 
de muy alto desarrollo humano (28,3%).10

Si se hace referencia al análisis de la edad, el promedio de edad de las per-
sonas legisladoras es de 48,68 años. Solamente el 5,05% de las legisladoras son 

9	 Leyes N° 18.476 y N° 18.487, aprobadas en 2009 y Ley N° 19.555, votada en 2017.
10	 Los datos fueron extraídos de: http://hdr.undp.org/en/content/download-data.
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menores de 40, mientras que los jóvenes menores de 40 representan el 26% de 
la totalidad de varones.

En la Cámara de Diputados, hay 5 mujeres menores de 40 años, y ninguna 
menor de 30 (Tabla 2). El Gráfico 3 muestra que el 25% de las diputadas son 
jóvenes (menores de 40), frente al 75% que tienen 41 en adelante. En el Senado 
no hay representación de mujeres menores de 40, y de varones tan solo hay 1 
representante. Siguiendo la Tabla 1, Uruguay, como en el caso de Argentina, la 
edad de acceso a diputaciones es de 25 años y de 30 para el Senado; hecho que 
explica en parte la poca participación de juventudes en ambas Cámaras.

Esta baja representación de mujeres jóvenes, y las desigualdades de género 
en acceso al poder corresponden a que Uruguay presenta avances tardíos en 
acciones afirmativas. Por su parte, tal como apunta Yanina Welp, no hay una 
correlación entre riqueza o institucionalización de la democracia y representa-
ción de las mujeres en cargos políticos. Uruguay representa uno de los países de 
la región con mayor estabilidad democrática y menor representación de muje-
res (García 2018).

 
Gráfico 3

Uruguay: Diputadas según edad

Diputadas menores de 40
25,0%

Diputadas de 41 en adelante
75,0%

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos disponibles de la UIP.
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4.4	 Colombia

Colombia es uno de los países más tardíos en la incorporación de acciones 
afirmativas. Desde 2011 el país tiene ley de cuotas en un 30% de obligatorie-
dad de representación de mujeres en listas cerradas (Freidenberg y Lajas 
2015). En diciembre de 2020, Colombia aprobó el nuevo Código Electoral en 
el que se incluye la paridad de género para las listas del Congreso, las asam-
bleas departamentales y los concejos municipales. Sin embargo, la ley no se 
encuentra vigente y sigue en proceso de revisión por la Corte Constitucional 
(Misión de Observación Electoral 2021). 

Este logro histórico se produjo gracias al movimiento de mujeres. En 
este punto, han surgido movimientos políticos feministas en Colombia 
como Estamos Listas11 en Medellín, conformado por más de 2.000 mujeres 
que obtuvieron un curul en el Concejo mediante la candidatura colectiva 
(Espinal Solano 2019). 

Es preciso enmarcar los feminismos colombianos en el contexto del con-
flicto armado más largo de la región. Tal es así, que la determinación del pro-
ceso de paz es una agenda asumida por el movimiento de mujeres como prota-
gonistas de las movilizaciones de paz evidenciando problemáticas que la guerra 
invisibilizó. En este sentido, las mujeres operan en un escenario de recrudeci-
miento de la violencia y la reconfiguración en la presencia de grupos armados 
ilegales (Sinisterra-Ossa et al. 2020). 

Un efecto del accionar de los movimientos feministas fue la obtención de 
alcaldías y gobernaciones de importancia nacional por parte de mujeres, como 
Claudia López en Bogotá. En relación a la participación política parlamentaria 
de las mujeres, la cuota del 30% tuvo un impacto directo en el aumento del 
porcentaje de candidatas. Así, se pasó del 20,5% de candidaturas femeninas 
en 2010 a un 32,4% de mujeres en 2014 y un 34,5% en 2018. Entre 2010 y 
2014, la representación parlamentaria saltó de un 14,2% a un 20,9% en 2014. 
Sin embargo, en 2018 se estancó con el 19,7% de participación femenina en el 
Congreso (ONU Mujeres 2020). El Congreso sigue lejos de la cuota del 30% 
establecida por el propio país. Según el estudio de Batlle et al. (2021) sobre las 
trayectorias políticas de las mujeres en los países andinos, en Colombia el 40% 

11	 Para saber más consulte http://estamoslistas.co/

Libro 1.indb   148 30/07/2021   12:50:27



149Las invisibles: las jóvenes y la representación política parlamentaria

www.onpe.gob.pe Elecciones 20 (21), 2021

de las mujeres iniciaron sus carreras en el nivel nacional lo cual se relaciona con 
las cuotas de género. 

En referencia al análisis de las edades, las mujeres representan el 6% del 
total de parlamentarias menores de 40 años frente al casi 27% de sus pares 
varones. Sobre las menores de 30, estas no llegan al 2% y los jóvenes menores 
de 30 suman tan solo un 5%. En el Gráfico 4 se muestra que las diputadas 
menores de 40 representan el 32,3%, es decir, corresponde a 10 diputadas, de 
las cuales 3 son menores de 30. Las senadoras menores de 40 representan un 
27% (6 de 22) del total de senadoras (Tabla 2). En este punto, Colombia pre-
senta las mismas restricciones de edad para acceder a los cargos que Argentina 
y Uruguay, 25 en Congreso y 35 en Senado. Sin embargo, su tardía y laxa apli-
cación de las cuotas de género da cuenta de la baja participación de mujeres, y 
con ello, de las jóvenes. 

 

Gráfico 4

Colombia: Diputadas según edad

Diputadas menores de 40
32,3%

Diputadas de 41 en adelante
67,7%

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos disponibles de la UIP.
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4.5	 México

México es uno de los países que aprobaron una recomendación a los partidos 
en 1996 de incluir a mujeres en las candidaturas. Sin embargo, no fue hasta 
2002 que se pasó de la recomendación a la obligación en la legislación electo-
ral de un porcentaje de representación de mujeres del 30% (Freidenberg y 
Lajas 2015). En 2011, el país pasó del 30% al 40% aumentando el porcentaje 
de cuotas. Debido a las resistencias por parte de los partidos para aplicar estos 
porcentajes, se establecieron una serie de medidas para fortalecer el diseño 
electoral de género. Este fenómeno para frenar la competitividad de las candi-
daturas femeninas se conoce como las “juanitas” (2009). 

Entre estas medidas, se estableció el impulso del mandato de posición, la 
exigencia del cumplimiento de sanciones fuertes por no cumplir la cuota y la 
eliminación de las válvulas de escape a los partidos por el incumplimiento de 
la ley, así como la obligación de que la cuota sea exigida para la fórmula de can-
didaturas titulares y suplentes. Todas estas medidas fueron sancionadas con el 
objetivo de enfrentar los obstáculos que se encontraban las mujeres en el acceso 
a la política (Freidenberg 2018). 

En 2014 México reemplazó las cuotas de género por leyes de paridad de 
género en candidaturas a legisladoras y legisladores federales y locales. Así, 
aprobaron la “paridad vertical” en las candidaturas para los distritos plurino-
minales en el Senado en 2017. También la “paridad horizontal” para distritos 
uninominales nacionales y locales. En este punto, el país avanzó en el camino 
para una composición paritaria de las listas electorales en el momento de la 
inscripción. Incluso, se incorporó una medida de monitoreo que responde al 
principio de competitividad: incluir mujeres en distritos poco competitivos. 
Muñoz-Pogossian (2016) subraya que entre los países que presentan buenas 
prácticas para adoptar la paridad de género se encuentra México.

La articulación de las mujeres tiene un largo recorrido que estaba en 
la agenda del movimiento de mujeres y de la sociedad civil desde la década 
de 1990. Entre algunos hitos recientes, el Ni Una Menos argentino en 2015 
hasta al Vivas Nos Queremos mexicano de 2016 se presentan como puntos de 
inflexión ofreciendo respuestas políticas colectivas frente a las violencias de 
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género. También el #MeToo (Yo También) de Hollywood en Estados Unidos 
tuvo sus réplicas en México permeando en distintas colectivas de profesiona-
les, entre las cuales, el periodismo, el cine, el teatro, la política, la academia, la 
publicidad y la programación. En 2019, el #NoMeCuidanMeViolan reunió a 
mujeres en las calles para protestar contra la violencia policial.

También fue en 2019 que la lucha de las mujeres en México hizo historia 
con la incorporación de la paridad en todos los niveles estatales. Paridad de 
género vertical (legislativa, ejecutiva y judicial) y también horizontal (a nivel 
comunitario, municipal, estatal y federal). Asimismo, es un logro contemporá-
neo el reconocimiento de la violencia política en razón de género como delito. 
Esta lucha histórica tomó mucha relevancia a partir de las elecciones de 2015, 
cuando las organizaciones de la sociedad civil documentaron casos de violen-
cia (Freidenberg 2015b). 

De esta manera, las elecciones de junio de 2021 fueron las de la aplicación 
de la paridad, pero también se encontraron marcadas por altos niveles de vio-
lencias políticas durante la campaña. Freidenberg (2021) pone el foco a nivel 
subnacional “11 entidades serán gobernadas por mujeres, un hito en un país 
que solo ha tenido siete gobernadoras en toda su historia”. 

Si se centra el análisis en las edades, el promedio de edad de las y los repre-
sentantes en las Cámaras es de 48 años. El porcentaje de mujeres parlamenta-
rias de 40 años o menos es del 16%, y en menores de 30 se alcanza el 4%. Sin 
embargo, estos conforman una representación menor en jóvenes, casi el 13% y 
no llega al 2%, respectivamente. Siguiendo la Tabla 2, en la Cámara Baja, las 
mujeres menores de 40 años son 80, y las que tienen 30 años o menos son 18. El 
Gráfico 5 da cuenta que el 33% del total de diputadas son jóvenes (de 40 años 
o menos). En el Senado, la cifra se reduce, 10 menores de 40 años y tan solo 2 
menores de 30 años. 

En este punto, se afirma que la representación de las mujeres jóvenes es 
considerable y que representa, de los países estudiados, el que más avanzó en 
medidas de reformas electorales de género. También es cierto que es el caso que 
presenta una edad más baja para acceder a diputaciones con un límite de 21 
años para esta Cámara y 28 para el Senado (Tabla 1). 
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5.	 Conclusiones

Retomando la hipótesis inicial planteada, esta investigación pretendía verifi-
car si los países de análisis que han avanzado en la igualdad sustantiva con la 
aprobación de leyes de paridad y que tienen mayores cuotas de participación 
de mujeres como legisladoras, también presentan más mujeres jóvenes como 
parlamentarias. Mientras que, en los países donde hay menores avances en 
medidas de acción afirmativa, la participación de las jóvenes también será en 
menor proporción.

Es importante tener en cuenta que todavía hoy no se cuenta con instru-
mentos jurídicos interamericanos para impulsar los derechos de las juventu-
des, y específicamente sobre participación política en las Américas, por lo que 
sus derechos se inscriben en las convenciones de derechos humanos a nivel 
global. Es más, en los países estudiados que presentan cuotas juveniles, a dife-
rencia de las cuotas de género, la presencia de jóvenes queda a discreción de los 
partidos políticos. 

Gráfico 5

México: Diputadas según edad

Diputadas menores de 40
33,2%

Diputadas de 41 en adelante
66,8%

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos disponibles de la UIP.
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Para recapitular, de los cinco países analizados, en Argentina y México de 
forma expresa se contempla un 50% de paridad de género exigible a los parti-
dos y movimientos políticos en sus listas presentadas en los diferentes proce-
sos electorales. Argentina cuenta con alternancia en las listas, y en México se 
aprobó la paridad en todo. Por su parte, en Colombia la ley de paridad de fines 
de 2020 sigue en la Corte Constitucional y está en vigencia la cuota del 30%. 
Chile presenta avances en medidas de acción afirmativa tardías, se establece 
una cuota del 40% de obligatoriedad y ningún sexo puede superar el 60%. 
Mientras que, Uruguay solo avanzó en legislación de cuotas del 33,3% en 2009 
prorrogada en 2017 indefinidamente. 

En este punto, México y Argentina, que contemplan leyes de paridad, tie-
nen una representación de mujeres mayor superando la barrera del 40% en sus 
parlamentos. Por su parte Colombia se sitúa por debajo del 20% sin cumplir 
el 30% de la ley de cuotas vigente. De igual forma en Chile, la cuota del 40% 
se traduce en menos de 23% de incorporación de mujeres en las cámaras legis-
lativas. Uruguay presenta una cuota del 33,3%, pero la representación de las 
mujeres no llega al 30%. 

Si se compara la participación de las mujeres jóvenes (de 40 o menos años) 
en las cámaras legislativas en los cinco países, se evidencia una participación 
muy baja que no llega al 10%, exceptuando México que alcanza el 16%. Con-
cretamente, en Argentina la representación es menor del 10%, en Chile del 
8%, en Colombia del 6% y, por último, Uruguay del 5%. En este punto, los 
países que tienen mayor porcentaje de representación de mujeres jóvenes son 
los que presentan mayores avances en reformas electorales de género (México 
y Argentina). 

Al analizar los datos comparados con sus pares varones en cada uno de los 
países, coincide que los países que más avanzaron hacia la igualdad sustantiva 
(México y Argentina) presentan unos porcentajes de participación de mujeres 
jóvenes (menores de 40) ligeramente mayores o iguales que sus pares varones 
jóvenes. En México es casi el 13% en varones versus el 16% en mujeres y en 
Argentina es del 10% en ambos géneros. 

En referencia a las diputaciones, la cantidad de jóvenes legisladoras (de 40 
años o menos), en comparación con la totalidad de diputadas en cada uno 
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de los países, presenta porcentajes relativamente parecidos que oscilan entre 
30-40%, a excepción de Argentina que es la menos representativa con un 22% 
de jóvenes mujeres de todas las diputadas (Gráfico 1). A Argentina le sigue 
Uruguay con el 25% (Gráfico 2), mientras que Chile es del 37% (Gráfico 3), 
México del 33% (Gráfico 4) y Colombia del 32% (Gráfico 5).

Sobre el Senado, todos los países presentan porcentajes muy bajos, en gran 
parte se explica por las restricciones de acceso a dicha Cámara. Tal como mues-
tra la Tabla 1, en Chile se establece la edad más alta de 35 años seguido por 
Argentina, Uruguay y Colombia que es de 30 y México de 28. Si se cruzan 
estos datos con los de la Tabla 2, coincide que México tiene un porcentaje nota-
ble de representación de mujeres menores de 40 años, casi el 23% de la totali-
dad de senadoras. Sin embargo, Colombia despunta con casi el 27% seguido 
por Argentina con el 14%, mientras que Uruguay y Chile no tienen represen-
tación de jóvenes senadoras. 

Finalmente, en este trabajo se puede afirmar que los países analizados que 
tienen mayor recorrido hacia la igualdad sustantiva, también ostentan una 
mayor representación de mujeres jóvenes como legisladoras. Sin embargo, de 
los países estudiados los que siguen con obligatoriedad de cuotas con un por-
centaje del 30-40% o que todavía no han aprobado medidas de acción afirma-
tiva, presentan una menor representación de mujeres jóvenes en sus cámaras de 
representantes. 
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1.	 Introducción

Aún en el siglo XXI, la participación política de las mujeres enfrenta una 
diversidad de obstáculos asociados a ciertas reglas formales e informales que 
configuran una lógica patriarcal del quehacer político (Machicao 2011; 
Archenti y Albaine 2018) sustentada principalmente sobre asimetrías de 
las relaciones de poder en términos de género (Cerva 2014) que restringen o 
anulan el ejercicio de sus derechos políticos y electorales. 

Así, las mujeres que deciden participar en forma activa en la competencia 
político-electoral tienden a sufrir diversas prácticas de discriminación y otras 
formas de violencia por motivos de género que no se condicen con los avances 
legales alcanzados en el plano nacional y compromisos internacionales asumidos 
por los Estados que propugnan por la igualdad y justicia entre varones y mujeres; 
y en especial su deber de garantizar una vida libre de toda forma de violencia. 

Este hecho incide sobre las posibilidades del ejercicio de la ciudadanía polí-
tica de más de la mitad de la población mundial y, por ende, sobre la calidad 
de las democracias que manifiestan cierta ineficacia en efectivizar los logros 
formales alcanzados en términos de género. En consecuencia, la violencia polí-
tica contra las mujeres por motivos de género configura una dinámica demo-
crática desigual e injusta, hecho que constituye un obstáculo para promover 
su participación política (Krook 2020; Freidenberg 2017; Piscopo 2017; 
Albaine 2015), y, en consecuencia, avanzar hacia la igualdad sustantiva1  
(capaz de conciliar el plano formal y el ejercicio real de sus derechos políticos 
y electorales) y el desarrollo sostenible en América Latina, así como en otras 
regiones del mundo.  

Esta problemática ha sido naturalizada, minimizada e invisibilizada a lo 
largo de la historia como el modo común de hacer política asociada a la persis-
tencia del sistema patriarcal (Machicao 2011; Torres Garcia 2017) dise-
minado a nivel social y político institucional. Así, resulta posible identificar un 
tipo de violencia política contra las mujeres por motivos de género en la sociedad 
y uno específico de carácter institucional que se plasma en la dinámica formal e 
informal de ciertas instituciones políticas (Archenti y Albaine 2018) como 

1	 La igualdad sustantiva refiere a la igualdad de resultados, es decir, el equilibrio entre mujeres y varones en instancias 
de decisión colectiva (Bareiro y Soto 2015).
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los partidos políticos. Estos últimos, durante los procesos electorales, tienden 
a condicionar la trayectoria política de las mujeres en su rol de aspirantes, pre-
candidatas, candidatas; así como una vez que resultan electas.

Iniciado este milenio, esta problemática ha cobrado relevancia principal-
mente a través de la emergencia de un nuevo paradigma asociado a la partici-
pación política de las mujeres que instaló la necesidad de promover su acceso a 
cargos de representación ciudadana y espacios de toma de decisión política; y 
abordar institucionalmente la violencia política contra las mujeres por motivos 
de género. Es decir, se suscitó el debate sobre la necesidad de acelerar el acceso 
de las mujeres a los espacios de toma de decisión pública y política; a la vez 
de garantizar el ejercicio de sus derechos políticos y electorales libres de toda 
forma de violencia con el fin último de avanzar hacia la construcción de demo-
cracias sustentadas sobre la igualdad sustantiva. Así, se comenzó a reflexionar 
en forma cuasi conjunta sobre la importancia de adoptar marcos normativos 
sobre paridad y violencia política contra las mujeres por motivos de género: 
hecho que resultó en la región en ciertas reformas legislativas en la materia y la 
promoción de la génesis de una nueva configuración de la dinámica electoral 
en términos de género. En especial, se reconoció la violencia política contra las 
mujeres por motivos de género como el principal obstáculo para promover la 
efectividad de la paridad electoral y restringir o anular sus derechos humanos.

En este escenario, algunos países de América Latina adoptaron marcos 
legales y otros tipos de regulaciones en materia de violencia política contra las 
mujeres por motivos de género, como protocolos interinstitucionales, rutas 
de atención, protocolos al interior de los partidos políticos y en las Asambleas 
Nacionales, entre otros. Estos fueron diseñados sobre leyes preexistentes y com-
promisos internacionales asumidos por los Estados aplicables tal como la “Con-
vención de Belém do Pará” y la “Convención Internacional sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer” (Albaine 2021). 

Estos avances han sido promovidos principalmente a través de los consensos 
regionales adoptados iniciados este milenio (Quito en 2007, Brasilia en 2010 
y República Dominicana en 2014), la Conferencia de Población y Desarrollo 
de Montevideo (2013 y 2016) y, especialmente, por la confluencia, en 2015, de 
tres instrumentos normativos que aceleraron este proceso: la Norma Marco 
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para consolidar la Democracia Paritaria (ONU Mujeres/Parlatino), la Decla-
ración sobre la Violencia y el Acoso Político contra las Mujeres (OEA/CIM) 
—primer acuerdo regional en la materia— y la adopción de la Agenda 2030 
para el Desarrollo Sostenible. Esta última estableció la igualdad de género y el 
empoderamiento de las mujeres y las niñas como meta para los 193 Estados 
firmantes. A esto se le suma el activismo de los movimientos de mujeres que 
contribuyeron a la desnaturalización y visibilización de la violencia política 
contra las mujeres por motivos de género.

Asimismo, cobra particular relevancia la adopción de la “Ley Modelo Inte-
ramericana sobre Violencia Política contra las mujeres” (2017) y el “Protocolo 
Modelo para Partidos Políticos para prevenir, atender, sancionar y erradicar 
la violencia contra las mujeres en la vida política” (2019). Ambos son instru-
mentos de carácter referencial cuyo propósito es orientar a los Estados y partidos 
políticos sobre las posibilidades institucionales para prevenir, atender, sancio-
nar y erradicar esta expresión de violencia de género en diversas instancias de la 
competencia político y electoral. En el interludio de este proceso es de destacar 
la experiencia pionera a nivel mundial de Bolivia en adoptar la “Ley N° 243 
Contra el acoso y/o violencia política contra las mujeres” (2012) y el andamiaje 
normativo y otros tipos de regulaciones que prosiguieron en ese país para abor-
dar esta problemática, especialmente en la instancia electoral. Todo esto a pesar 
de que su existencia aún no ha garantizado su eficacia, dado que desde su pro-
mulgación ningún agresor ha recibido una sanción (El País 2020). Este hecho 
se asocia particularmente a que la violencia contra las mujeres en política por 
motivos de género tiende a ser tolerada o minimizada por los actores políticos 
responsables de aplicar la ley —u otro tipo de instrumento regulatorio— prin-
cipalmente debido a su naturalización histórica (Albaine 2021).  

Dentro de este marco, este trabajo se orienta a abordar las reformas legales 
en materia de violencia política contra las mujeres por motivos de género adop-
tadas en América Latina. A tal efecto son abordados el universo de países que 
han adoptado algún tipo de marco legal sobre esta problemática y se reflexiona 
sobre la importancia de establecer desde el plano formal una dinámica insti-
tucional de acción para su prevención, atención, sanción y erradicación. En 
particular, se enfatiza sobre la necesidad de facultar a los organismos electora-
les a través de los marcos legales para actuar en forma expedita, especialmente 
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frente a la violencia política contra las mujeres por motivos de género suscitada 
en la instancia electoral. A tal efecto, el primer acápite aborda el concepto de la 
violencia política contra las mujeres por motivos de género en términos genera-
les y luego identifica ciertas manifestaciones propias que adquiere en la instan-
cia electoral. El segundo describe las estrategias legales adoptadas en la región 
y reflexiona sobre ciertas fortalezas y debilidades que estas representan para 
abordar institucionalmente la violencia política contra las mujeres por motivos 
de género. El tercero enfatiza sobre el rol clave de los organismos electorales a 
fin de actuar frente a esta problemática a través de algunos ejemplos a partir 
de la legislación comparada adoptada en la región. Por último, se presentan 
algunas reflexiones a modo de conclusión.

2.	 Violencia política contra las mujeres por motivos de 
género. Una aproximación sobre sus manifestaciones en 
la instancia electoral

El incremento del acceso de las mujeres a cargos de representación y espacios de 
toma de decisión política –promovido por las cuotas de género y más recien-
temente por la paridad– ha incrementado y visibilizado formas de violencia 
contra las mujeres por motivos de género (Alanis 2020; Albaine 2015) 
preexistentes. Asimismo, se han evidenciado nuevas modalidades asociadas a 
especificidades de estas reglas, tal como el principio de alternancia (que suele 
acompañar las normas paritarias) como un ejercicio compartido del cargo de 
las mujeres en beneficio de los varones.

No obstante, esta problemática no debe ser pensada solo como una conse-
cuencia del empoderamiento político de este grupo social vinculado a la imple-
mentación de ambas medidas, sino también que debe ser asociada a la compleja 
realidad de precarización social y económica que atraviesan las sociedades lati-
noamericanas (Segato 2017). Es decir que no se trata de cuestionar la efecti-
vidad de la paridad política en relación con su incidencia sobre el ejercicio de 
la violencia de género, sino de promover la adopción de marcos legales u otros 
tipos de regulaciones capaces de abordar institucionalmente la violencia polí-
tica contra las mujeres por motivos de género (Archenti y Albaine 2018) 
de carácter estructural. Violencia que muchas mujeres sufren y otras no logran 
percibir aún por falta de mecanismos para identificar esta problemática. 
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La violencia política contra las mujeres por motivos de género constituye 
un problema de derechos humanos (Ferrajoli 1999; Facio 2009; Torres 
García 2010 y 2017) que acucia la calidad de las democracias en su conjunto. 
Como afirma Alanis Figueroa (2017), esta problemática debe entenderse como 
una modalidad específica de violencia de género por el solo hecho de ser mujer, 
que resulta en la violación de sus derechos políticos y electorales de 1. votar, 2. 
ser electa, 3. de asociación política y 4. de desempeño de cargos públicos. 

En términos generales, la violencia política contra las mujeres por motivos 
de género es concebida socialmente como el costo que las mujeres deben aca-
rrear para participar en la vida pública y política (Bardall 2015; Krook 
y Restrepo 2016), lo cual constituye una forma de cuestionar el statu quo 
de género establecido (Otálora Malassis 2020; Archenti y Albaine 
2013; Biroli 2018). 

A nivel regional, existe una conceptualización al respecto de carácter refe-
rencial a través de la Ley Modelo Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra las Mujeres en la Vida Política definida como: 

cualquier acción, conducta u omisión, realizada en forma directa o a través de ter-
ceros que, basada en su género, cause daño o sufrimiento a una o a varias mujeres, y 
que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce 
o ejercicio de sus derechos políticos. La violencia política contra las mujeres puede 
incluir, entre otras, violencia física, sexual, psicológica, moral, económica o simbó-
lica (Comisión Interamericana de Mujeres 2017 artículo 3).

De este modo, se establecen los aspectos constitutivos de esta problemática, a 
saber: 

•	 El tipo de acción: cualquier acción, conducta u omisión.

•	 El modo de ejercicio: en forma directa o a través de terceros.

•	 La causa motivacional (la variable de género): por ser mujer y cómo 
afecta de manera desproporcionada.

•	 Sus consecuencias: daño o sufrimiento a una o varias mujeres.

•	 Su objeto: menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de 
sus derechos políticos.
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•	 Los tipos de violencia: violencia física, sexual, psicológica, moral, econó-
mica o simbólica, entre otros. 

En especial, durante la instancia electoral, la violencia política contra las 
mujeres por motivos de género tiende a incrementarse precisamente por estar 
en juego la distribución del poder político en el nivel intrapartidario e inter-
partidario. En términos generales, es posible afirmar que el poder político se 
sustenta principalmente sobre: 

•	 La capacidad de obtener votos del electorado y el acceso a cargos de toma 
de decisión política.

•	 La capacidad de influenciar sobre la dinámica interna de la organización 
partidaria y adquirir disciplina partidaria.

•	 La posibilidad de influenciar en el proceso de selección de candidatos y 
confección de las listas.

•	 La disponibilidad de contar con recursos económicos, acceso a los 
medios de comunicación y uso de las redes sociales, sobre todo, en el 
desarrollo de las campañas electorales (Archenti y Albaine 2018). 

Estas instancias son atravesadas por la variable de género plasmada en reglas 
formales e informales que tienden a acompañar la configuración del poder 
político. Como afirma el Informe de la Relatora Especial de Naciones Unidas, 
Dubravka Šimonović:

las elecciones son un momento clave en el que se establece el poder y se hace reali-
dad el derecho de voto, la violencia contra la mujer en las elecciones sigue siendo un 
obstáculo importante para que las mujeres ejerzan su derecho a participar en la vida 
política y pública y constituye una categoría específica de violencia contra la mujer 
en la política (Šimonović 2018, 9-10).

En América Latina, se han realizado algunas investigaciones al respecto que 
corroboran la magnitud y el carácter generalizado de esta problemática en la 
instancia asociada a los comicios y sus etapas constitutivas. A modo de ejem-
plo, en Argentina, según un monitoreo realizado por el Foro Violencia Política 
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Contra las Mujeres y Disidencias2 durante las elecciones 2019 demostró que 
un 85% de las políticas mujeres sufren violencia de género a través de sus perfi-
les en Twitter, Facebook e Instagram. En México, la consultora Etellekt en su 
reporte “Violencia Política contra Mujeres en México 2018” constató una cifra 
de 106 mujeres políticas, candidatas o precandidatas agredidas, de las cuales 43 
de ellas fueron actos de intimidación o amenazas, cometidas principalmente 
de manera anónima (26), por comandos armados (20) o grupos opositores (11) 
(Molina 2018). En el Perú, el Jurado Nacional de Elecciones, junto con orga-
nizaciones de la sociedad civil, registraron situaciones de acoso político por 
motivos de género en las elecciones regionales y municipales del 2018, de modo 
que detectaron que 4 de cada 10 candidatas sufrieron este tipo de situaciones 
(Jurado Nacional de Elecciones 2018). En tanto, en las elecciones con-
gresales extraordinarias del 2020, el 52% de las candidatas manifestaron haber 
sufrido alguna manifestación de este tipo de violencia.3  

En particular, la violencia política contra las mujeres por motivos de género 
en la instancia electoral tiende a ser acompañada por manifestaciones específi-
cas asociadas a sus diversas etapas constitutivas, a saber: a. preelectoral, b. elec-
toral y c. poselectoral; hecho que afecta la integridad de los comicios (Alanis 
Figueroa 2020). Este escenario incide sobre los roles y el desempeño de las 
mujeres como 1. aspirantes, 2. precandidatas, 3. candidatas y 4. en la emisión 
del voto. Como consecuencia, suele evidenciarse principalmente a. temor de las 
mujeres de candidatearse, b. renuncia a precandidaturas y candidaturas, c. meno-
res recursos para llevar adelante una campaña electoral, d. menor cantidad de 
mujeres en la oferta electoral, e. menor cantidad de mujeres electas; y f. emisión 
del voto en forma no autónoma; entre muchas otros.

Dentro de este marco, el Informe de la Relatora Especial de las Naciones 
Unidas, Dubravka Šimonović, alerta que la violencia política en la instancia 
electoral que tienden a sufrir las mujeres difiere de la que experimentan los 
hombres. Esto a causa de la dimensión de género de las violaciones, la violencia 

2	 El Foro estuvo conformado por la Asociación Nacional de Politólogos (ANAP), el Observatorio Electoral de la 
Conferencia Permanente de Partidos Políticos de América Latina y el Caribe (COPPPAL), el Equipo Latinoa-
mericano de Justicia y Género (ELA) y el Observatorio de violencia contra las mujeres y disidencias en política 
“Julieta Lanteri” de las Fundaciones Fundeco y Fiedrich Ebert (FES).

3	 Información brindada por Parwa Oblitas ( JNE) en el webinar internacional Elecciones generales 2021 con pari-
dad y alternancia: ¿Cuál es la agenda sobre acoso político en Perú? Organizado por el Instituto de Investigación en 
Ciencias Sociales (NOR).
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sexual, los ataques a su integridad moral, y la manera en que son denigradas de 
manera sexualizada, entre otros tipos de prácticas; más aún por aspectos aso-
ciados a la interseccionalidad, tal como su origen étnico, identidad de género, 
condición etaria, entre otros (Šimonović 2018). 

Algunas manifestaciones de violencia política contra las mujeres por moti-
vos de género en la instancia electoral son mensajes misóginos en propaganda 
electoral, ataques en redes sociales o la obstaculización del ejercicio de un 
cargo de elección. Se rechaza de manera expresa y pública que las mujeres com-
pitan por las candidaturas a través del argumento que no están capacitadas 
(Freidenberg y Gilas 2020); en el proceso de selección y nominación de 
candidaturas, las mujeres tienden a ser nominadas en distritos considerados 
perdedores mientras que los varones son postulados en distritos donde, his-
tóricamente, el partido político cuenta con altas probabilidades de ganar la 
elección (Langston y Aparicio 2011); la conformación estratégica en tér-
minos de género de las listas de candidaturas se rige por una lógica patriarcal 
que tiende a privilegiar la ubicación de varones en las posiciones con mayores 
posibilidades de elección, como los encabezamientos de las nóminas (Llanos 
y Rozas 2015); en el proceso de inscripción y registro de candidaturas ante 
el organismo electoral competente se suelen brindar datos falsos o incomple-
tos acerca de la identidad o sexo de la candidata o persona designada, con el 
propósito de que sea rechazada (Albaine 2015 y 2018a). Una vez que la lista 
es registrada, algunas candidatas suelen ser obligadas a renunciar para que las 
reemplace un varón, práctica también frecuente una vez que las mujeres resul-
tan electas (Baldez y Brañez 2005).

Asimismo, durante el desarrollo de la campaña electoral se producen hechos 
como la destrucción de las piezas de campaña de las mujeres, agresiones sexua-
les y actos de difamación, tanto de su vida pública como privada. Estos hechos 
son capaces de afectar tanto su imagen política como su reputación personal, 
especialmente a través de las redes sociales. A esto se le suma el financiamiento 
desigual en términos de género y acceso diferenciado a otras instancias asocia-
das a este proceso, como los medios de comunicación.

Estas manifestaciones de violencia política de género requieren ser abor-
dadas a través del diseño de estrategias legales u otros tipos de regulaciones 
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(protocolos de actuación institucional)4 con el propósito de que sean preve-
nidas, atendidas, sancionadas y erradicadas; y, en consecuencia, sean capaces 
de garantizar condiciones de equidad en la contienda electoral en términos de 
género. En especial, la adopción de marcos legales constituye oportunidades 
institucionales para que las víctimas puedan identificar y denunciar esta pro-
blemática —al ser reconocida esta expresión de violencia de género desde el 
plano formal—, así como para que las autoridades competentes sean capaces 
de actuar al respecto (Albaine 2020). En este sentido, las estrategias lega-
les adoptadas en América Latina representan un escenario diverso a través 
del diseño del texto normativo para que los Estados actúen al respecto —más 
allá de la existencia de normas y compromisos internacionales aplicables en la 
materia—, con el fin último de que estos hechos no queden en la impunidad. 

3.	 Estrategias legales sobre violencia política contra las 
mujeres por motivos de género 

En América Latina se ha suscitado principalmente un impulso orientado a 
adoptar marcos legales sobre violencia política contra las mujeres por motivos 
de género (Albaine 2015; Freidenberg 2017; Restrepo Sanín 2020) de 
carácter gradual, y disímil, según su tipo y alcance. En términos generales, los 
avances legales adoptados para abordar la violencia política contra las mujeres 
por motivos de género pueden ser clasificados a saber, en:

•	 La adopción de leyes específicas: Bolivia (2012), Panamá (2020) y Perú 
(2021).

•	 La incorporación de su conceptualización en las leyes de violencia de 
género: Argentina (2019), Bolivia (2013), Ecuador (2018), El Salvador 
(2021), México (2020), Panamá (2013), Paraguay (2016) y Uruguay 
(2018).

•	 Su incorporación en diversas normas que regulan la competencia polí-
tico-electoral, la violencia de género y otros tipos de leyes asociadas a 

4	 Es de destacar el caso mexicano que ante las dificultades para adoptar un marco legal se estableció un Protocolo de 
acción interestatal para atender los casos de violencia contra las mujeres en política (2016) sustentado sobre normas 
preexistentes del ámbito nacional y compromisos internacionales asumidos capaces de abordar esta problemática. 
En México, la adopción de un marco legal nacional sobre violencia contra las mujeres en política se logró a través 
del Decreto Nº 142 (13 de abril de 2020).
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instituciones con facultad de acción en materia de violencia política con-
tra las mujeres por motivos de género, tal como las reformas y adiciones 
legislativas adoptadas en México (2020).

•	 Su incorporación en el Código Electoral, tal como en Colombia (2020) 
y Ecuador (2020).

Cabe destacar que estas reformas legales poseen carácter no excluyente; es 
decir, pueden coexistir y constituyen mecanismos de refuerzo y perfecciona-
miento de la ley —tal como son sus reglamentaciones— y otros mecanismos 
regulatorios especialmente en la instancia electoral. A modo de ejemplo en 
Bolivia, además de la Ley N° 243 (2012) y la Ley N° 348, Ley integral para 
garantizar una vida libre de violencia (2013), se adoptó el Decreto Supremo 
2935/2016 —regulatorio de la primera de estas normas—, el Reglamento para 
el trámite de denuncias y renuncias emitido por el Tribunal Supremo Electoral 
(2017), la Ley de Organizaciones Políticas (2018) y el Reglamento que regula el 
proceso y procedimientos para la inscripción y registro de candidaturas en el pro-
ceso electoral de Elecciones Generales 2020.  Es decir, la violencia política con-
tra las mujeres es abordada desde el plano formal en forma transversal a nivel 
social y político institucional capaz de establecer competencias institucionales 
de acción para su prevención, atención, sanción y erradicación. 

En igual sentido, en México, la reforma legal en materia de violencia polí-
tica contra las mujeres por motivos de género adoptada a través del Decreto 
Nº 142 (13 de abril de 2020) modificó y adicionó diversas disposiciones para 
garantizar que el Estado aborde esta problemática en forma transversal. Esto a 
través de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, 
la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, la Ley General del 
Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, la Ley General de Par-
tidos Políticos, la Ley General en Materia de Delitos Electorales, la Ley Orgánica 
de la Fiscalía General de la República, la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación y la Ley General de Responsabilidades Administrativas. Dentro de 
este marco, cabe destacar que el Instituto Nacional Electoral aprobó modifica-
ciones a su Reglamento de Elecciones (2020) para adecuarlo a aquellas reformas. 

En tanto, el análisis de la incorporación de la violencia política contra las 
mujeres por motivos de género a través de las leyes integrales de violencia de 
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género —tal como en Argentina (Ley N° 27.533, 2019), Ecuador (Ley para 
prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres, 2018), Panamá (Ley N° 82, 
2013), Paraguay (Ley N° 5.777, 2016) y Uruguay (Ley N° 19.580, 2018)— 
tienden a presentar un vacío principalmente respecto a sus manifestaciones 
asociadas y la dinámica institucional de actuación frente a esta expresión de 
violencia de género. 

En términos generales, los marcos legales adoptados en América Latina 
varían especialmente en cuanto a:

•	 La conceptualización de la violencia política contra las mujeres por 
motivos de género. En este aspecto, resulta especialmente dificultoso 
establecer en el diseño del texto legal el género como variable impulsora 
de estos tipos de actos en el ámbito político y electoral, más aún en con-
textos de violencia política generalizada. 

•	 La existencia o no de una nómina de manifestaciones constitutivas de 
esta expresión de violencia de género, clasificadas según su gravedad y 
tipos (faltas o delitos). 

•	 Las vías de denuncia administrativa, electoral y penal, en caso que sean 
especificadas.

•	 La enunciación explícita de las sanciones a aplicar según la gravedad de 
los actos y su temporalidad, en la cotidianeidad del quehacer político 
o en una instancia electoral. En este sentido, existen diversos tipos de 
sanciones: administrativas, electorales y penales.

•	 Las prescripciones establecidas o no para partidos políticos —y otros tipos 
de organización política—, medios de comunicación y redes sociales. 

•	 La existencia o no de instancias institucionales de acción orientadas a la 
prevención, a la denuncia y a la atención, al acompañamiento, a la san-
ción y a la protección de las víctimas.

En particular, resulta clave que los marcos legales sean capaces de establecer 
competencias institucionales e interinstitucionales de acción —a través de ins-
tituciones existentes o evalúen la creación de instancias específicas— a fin de 
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delimitar el respectivo procedimiento mediante mecanismos de celeridad de 
actuación y con un enfoque de interseccionalidad —si el caso lo requiriese— 
capaz de promover su efectiva resolución.

Es decir, resulta imprescindible que la violencia política contra las mujeres 
por motivos de género sea atendida en forma expedita a través de la definición 
de un entramado institucional de acción, especialmente durante los comicios 
que requieren una resolución inmediata de los casos. Esto conlleva a reflexio-
nar sobre las posibles facultades que deben adoptar los organismos electorales 
a través del diseño del texto legal en pos de prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia política contra las mujeres por motivos de género en esta etapa clave 
de la dinámica democrática.

Tabla 1

América Latina. Marcos legales sobre violencia política contra las mujeres 
por motivos de género

País Marcos legales

Argentina Ley N° 26.485 (2009)

Decreto N° 1011/2010

Ley N° 27.533 (2019)

Bolivia Ley N° 243 (2012)

Ley N° 348 (2013)

Decreto Supremo N° 2935/2016

Ley de Organizaciones Políticas (2018)

Colombia Código Electoral (2020)

Ecuador Ley para prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres (2018) 

Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas, Código de la Democracia (2020)

El Salvador Decreto N° 520 (2011) 

Reforma a la Ley Especial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (2021)
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4.	 El rol de los organismos electorales

Los organismos electorales constituyen instituciones clave para abordar la 
violencia política contra las mujeres por motivos de género, especialmente en 
la instancia electoral. A tal efecto, los marcos legales, en esta materia, deben 
facultar a estas instituciones para recibir las denuncias de esta índole con el 
propósito de proceder de manera inmediata a reparar los derechos restringidos 
o anulados de las mujeres suscitados en los comicios. Asimismo, estos deben 
tener competencia para acompañar este procedimiento a través de la aplicación 
o solicitud de medidas cautelares o de mecanismos de protección y ejecutar 
medidas de reparación inmediata. Precisamente, las víctimas no pueden estar 
sujetas a un proceso legal que se resolverá una vez finalizada la contienda elec-
toral para reparar sus derechos electorales, en especial, su derecho a ser elegidas 
en condiciones de equidad (Albaine 2018b y 2020).

En este sentido, la Ley Modelo Interamericana sobre Violencia Política 
contra las Mujeres (2017) establece, en su artículo 32, que el órgano electo-
ral administrativo o jurisdiccional debe proteger a la mujer candidata durante 
la campaña electoral. Para esto, se dispone que este tome todas las medidas 
necesarias para que la situación de violencia política cese y no incida sobre la 
competencia político-electoral.

México Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General de 
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, de la Ley General de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 
Electoral, de la Ley General de Partidos Políticos, de la Ley General en Materia de Delitos 
Electorales, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República, de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación y de la Ley General de Responsabilidades Administrativas 
(2020).

Panamá Ley N° 82 Tipifica el feminicidio y la violencia contra las mujeres (2013)

Ley N° 184 (2020)

Paraguay Ley N° 5777 De Protección Integral a las Mujeres contra Toda Forma de Violencia (2016)

Decreto Reglamentario N° 6973 (2017)

Perú Ley N° 31155 Que previene y sanciona el acoso contra las mujeres en la vida política (2021)

Uruguay Ley N° 19.580 Violencia hacia las Mujeres Basada en Género (2018) 

Fuente: Elaboración propia a partir de la información de las Asambleas Nacionales de cada país.
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En América Latina, ciertos marcos legales adoptados para abordar la vio-
lencia política contra las mujeres por motivos de género han incorporado pres-
cripciones que pueden ser replicadas por otros Estados de la región de acuerdo 
a especificidades de su propio contexto político institucional. A modo de ejem-
plo, en Bolivia la Ley N° 243 -Contra el acoso y/o violencia política hacia las 
mujeres (2012)- establece: “(Renuncia) A efectos de aplicación de la presente 
ley, las candidatas electas y/o en el ejercicio de la función político-pública debe-
rán presentar renuncia a su candidatura o titularidad del cargo que ejercen en 
primera instancia al Órgano Electoral Plurinacional” (Asamblea Legisla-
tiva Plurinacional 2012 artículo 24). Asimismo, con el propósito de 
establecer un procedimiento, en el artículo 25 prescribe que: “Las autoridades 
y/o servidores o servidoras públicas del Órgano Electoral que tengan conoci-
miento de la comisión de actos de acoso y violencia política, remitirán los ante-
cedentes, bajo responsabilidad, al Ministerio Público” (Asamblea Legisla-
tiva Plurinacional 2012 artículo 25). De este modo, se establece al 
Órgano Electoral Plurinacional como institución receptora de renuncias a una 
candidatura o un cargo. En tanto, se especifica que, el órgano electoral detecta 
la efectiva asociación de la renuncia con actos de acoso y violencia política por 
motivos de género, el caso será remitido al Ministerio Público con sus respec-
tivos antecedentes. 

Con el propósito de efectivizar este procedimiento en ese país, se han adop-
tado diversos reglamentos en la instancia electoral. Un ejemplo de ello ha sido el 
Reglamento para el trámite de denuncias y renuncias por acoso y/o violencia polí-
tica de mujeres candidatas, electas o en la función pública (2017), el Reglamento 
que regula el proceso y procedimientos para la inscripción y registro de candidatu-
ras en el proceso electoral de Elecciones Generales 2020 (2020) y el Reglamento 
de Faltas y Sanciones (2020)—que comprende esta expresión de violencia de 
género—; todos estos emitidos por el Tribunal Supremo de Elecciones.

En tanto, en Ecuador, el Registro Oficial N°134 modificatorio de la Ley 
Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas, Código de la Democracia 
(2020) dispone que el Tribunal Contencioso Electoral es el órgano de la fun-
ción electoral encargado de resolver las denuncias sobre afectaciones de vio-
lencia política de género (Asamblea Nacional 2020 artículo 61). A 
tal efecto, esta institución es la encargada de sancionar el incumplimiento de 
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las normas sobre violencia política de género (Asamblea Nacional 2020 
artículo 70 inciso 5). 

En México, el Decreto de reforma (13 de abril de 2020) establece vías de 
denuncia e impugnación en materia electoral; a saber: 

•	 El Procedimiento Especial Sancionador según lo dispone la Ley General 
de Instituciones y Procedimientos Electorales (artículo 442).

•	 El juicio para la protección de los derechos político-electorales de la ciu-
dadanía a través de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación 
en Materia Electoral (artículo 80 inciso h). 

En el primero de los casos se especifica que cuando se presenten denuncias 
o de oficio por hechos relacionados con violencia política contra las mujeres en 
razón de género, la Secretaría Ejecutiva por conducto de la Unidad Técnica de 
lo Contencioso Electoral del Instituto Nacional Electoral, instruirá el procedi-
miento especial (artículo 470 inciso II). Se establece que esta institución es la 
encargada de ordenar en forma sucesiva y de iniciar el procedimiento, así como 
de resolver sobre las medidas cautelares y de protección que fueren necesarias. 
En particular, se especifica que cuando las medidas de protección sean compe-
tencia de otra autoridad, la Secretaría Ejecutiva dará vista de inmediato para 
que proceda a otorgarlas conforme a sus facultades y competencias (Art. 474 
Bis inciso I).5 En tanto, en lo que respecta a la reforma a la Ley General del 
Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral (2020) se establece 
que el juicio puede ser promovido por la ciudadana o el ciudadano cuando:

Considere que se actualiza algún supuesto de violencia política contra las mujeres 
en razón de género, en los términos establecidos en la Ley General de Acceso de las 
Mujeres a una Vida Libre de Violencia y en la Ley General de Instituciones y Proce-
dimientos Electorales (Cámara de Diputados del Honorable Congreso 
de la Unión artículo 80 inciso h).

5	 Asimismo, se establece que: 1. En caso que la conducta infractora sea del conocimiento de las autoridades electo-
rales administrativas distritales o locales, de inmediato la remitirán, a la Secretaría Ejecutiva del Instituto Nacional 
Electoral para que ordene iniciar el procedimiento correspondiente (artículo 474 Bis inciso II); y 2. Cuando las 
denuncias presentadas sean en contra de algún servidor o servidora pública, la Secretaría Ejecutiva del Instituto 
Nacional Electoral dará vista de las actuaciones, así como de su resolución, a las autoridades competentes en mate-
ria de responsabilidades administrativas, para que en su caso apliquen las sanciones que correspondan en términos 
de la Ley General de Responsabilidades Administrativas (artículo 474 Bis inciso III).
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En síntesis, estos son algunos ejemplos incorporados en ciertos marcos legales 
para abordar la violencia política contra las mujeres a través de competencias de 
los organismos electorales. Un aspecto clave que debe acompañar el proceso de 
resolución de los casos es la implementación de medidas de protección, medi-
das cautelares y medidas de reparación; capaces de resguardar y garantizar los 
derechos electorales de las mujeres en forma inmediata.

4.1 Medidas de protección, medidas cautelares y medidas 
de reparación 

La Ley Modelo Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violen-
cia contra las Mujeres en la Vida Política (Comisión Interamericana de 
Mujeres 2017) establece que los órganos competentes, entre ellos el órgano 
electoral jurisdiccional, ante el riesgo inminente de un daño grave están 
facultados para implementar “medidas de protección y medidas cautelares” 
(Comisión Interamericana de Mujeres 2017 artículo 37). Asi-
mismo, se dispone de medidas de reparación integral orientadas a garantizar 
la plena satisfacción de los derechos de las víctimas, de sus familiares y de su 
comunidad; y garantizar la no repetición de los actos (Comisión Interame-
ricana de Mujeres 2017 artículo 47).

A modo de ejemplo, en Ecuador, el Código de la Democracia (2020) esta-
blece que el Tribunal Contencioso Electoral determinará las medidas de repa-
ración integral de conformidad con la Ley y de acuerdo a la naturaleza de las 
infracciones o incumplimientos en materia electoral. A tal efecto, se esta-
blece que sus fallos y resoluciones constituyen jurisprudencia electoral, son de 
última instancia e inmediato cumplimiento y no serán susceptibles de revisión 
(Asamblea Nacional 2020 artículo 70).

En el caso de México, el Decreto de Reforma (13 de abril de 2020), a través 
de la modificación a la Ley General de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre 
de Violencia, prevé mediante el capítulo VI, “De las órdenes de protección”, 
implementar estos tipos de medidas. En materia de violencia política contra 
las mujeres en razón de género se establece que el Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, el Instituto Nacional Electoral, los Organismos 
Públicos Locales Electorales y los órganos jurisdiccionales electorales locales 
pueden solicitar a las autoridades competentes el otorgamiento de órdenes de 
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protección (Cámara de Diputados del Honorable Congreso de 
la Unión 2015 artículo 27). Asimismo, en relación con la Ley General 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, establece en el capítulo II, “De 
las medidas cautelares y de reparación”, la posibilidad de ordenar medidas 
cautelares por infracciones que constituyan violencia política contra las muje-
res por motivos de género (Cámara de Diputados del Honorable 
Congreso de la Unión 2014 artículo 463 Bis.) a través de las cuales se 
especifican las siguientes acciones:

•	 Analizar los riesgos y proponer un plan de seguridad.

•	 Retirar la campaña violenta contra la víctima, para lo cual se hacen 
públicas las razones.

•	 Cuando la conducta sea reiterada por lo menos en una ocasión, suspen-
der el uso de las prerrogativas asignadas a la persona agresora.

•	 Ordenar la suspensión del cargo partidista, de la persona agresora.

•	 Cualquier otra requerida para la protección de la mujer víctima o quien 
ella solicite. 

Por otro lado, se establece que, en la resolución de los procedimientos san-
cionadores por violencia política en contra de las mujeres por razón de género, 
la autoridad resolutora debe evaluar la posibilidad de ordenar las medidas de 
reparación integral que correspondan considerando al menos las siguientes 
(Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión 
2014 artículo 463 Ter.): a. Indemnización de la víctima; b. Restitución 
inmediata en el cargo al que fue obligada a renunciar por motivos de violencia; 
c. Disculpa pública; y d. Medidas de no repetición.

Lo anteriormente expuesto pone de manifiesto ciertas funciones posibles a 
adoptar por el órgano electoral, administrativo o jurisdiccional, así como otras 
instituciones que conozcan actos de gravedad de acoso o violencia política por 
motivos de género con el objeto de proteger a las mujeres en el ejercicio de sus 
derechos políticos y electorales.
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5.  Algunas reflexiones finales

Como se ha dicho en este trabajo, la violencia política contra las mujeres por 
motivos de género —en la cotidianeidad del quehacer político y durante los 
procesos electorales— es un problema de derechos humanos que incide sobre 
la calidad de las democracias. De ningún modo, la dinámica político-electoral 
puede ser concebida a través de prácticas violentas en términos generales, y 
especialmente hacia grupos históricamente oprimidos y vulnerados, tal como 
son las mujeres en su diversidad.

En América Latina, la visibilización y desnaturalización de esta proble-
mática —junto al debate suscitado sobre la paridad electoral— promovió 
la adopción en ciertos casos de diversos tipos de estrategias legales u otros 
tipos de regulaciones para abordar institucionalmente la violencia política 
contra las mujeres por motivos de género, hecho que sitúa a la región a la 
vanguardia mundial.

Los logros alcanzados en materia legal para abordar la violencia política 
contra las mujeres por motivos de género en la región son disímiles no solo en 
cuanto al tipo de estrategia, sino también a una multiplicidad de aspectos que 
configuran el diseño del texto legal; hecho que incide sobre la posibilidad de su 
abordaje institucional a través de su prevención, sanción y erradicación; y, en 
consecuencia, sobre la impunidad o no de los actos. Dentro de este marco, los 
organismos electorales son instituciones clave que deben ser contemplados y 
facultados en el diseño del texto legal a efectos de abordar esta tareas, en ciertos 
casos con coordinación interinstitucional; y, en especial, actuar en forma expe-
dita ante las manifestaciones de violencia política contra las mujeres por moti-
vos de género suscitadas en la instancia electoral con el fin último de garantizar 
condiciones de equidad en la contienda electoral y su desarrollo libre de todo 
tipo de violencia de género.  

En síntesis, el principal desafío en la región es legislar sobre esta problemá-
tica y establecer competencias institucionales de acción con el propósito de 
que la violencia política de género no quede en la impunidad.  En sí se trata 
de desnaturalizar, a través de la adopción de marcos legales, formas políti-
cas patriarcales que tienden a acompañar la dinámica política cotidiana y, en 
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especial, el desarrollo de los comicios. A tal efecto, las leyes son un instrumento 
clave para impulsar la génesis de una nueva cultura política capaz de conciliar 
el plano formal y real de los derechos políticos y electorales de las mujeres en su 
diversidad; y, en consecuencia, avanzar hacia la igualdad sustantiva.
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1.	 Introducción

La literatura sobre cultura política plantea que la persistencia y evolución de 
un sistema democrático descansa en la existencia de una población que desa-
rrolle nociones, valores, actitudes y comportamientos —un tejido cultural— 
que les sirva de soporte a la democracia (Peschard 2019, 58). En el marco 
teórico clásico de Gabriel Almond y Sidney Verba, para mantener a un sistema 
democrático, se requiere de una cultura política cívica con rasgos específicos en 
hábitos y actitudes de la población (1963, 62). Entre estos elementos se incluye 
la participación para el ejercicio y defensa de los derechos, el respeto por la 
legalidad, la tolerancia a la pluralidad y la cooperación basada en la confianza 
mutua, entre otros aspectos (Almond y Verba 1963, 44-53).

Uno de los retos de la cultura cívica es revertir sus principales rasgos cuando 
estos no corresponden al tipo cívico o democrático. Esta es una problemática 
especialmente patente en regiones como América Latina, donde la mayoría de 
los países fueron gobernados bajo sistemas autoritarios hasta hace unas pocas 
décadas (Huntington 1993). De acuerdo con Jacqueline Peschard, común-
mente se asume que los códigos valorativos en una comunidad se modifican 
muy lentamente y se basan en inercias (2019, 56). No obstante, Silvia Conde 
destaca que la vida cotidiana puede ser fuente de conocimientos y dotar de sen-
tido a leyes, procedimientos y valores para que se conviertan en recursos para 
solucionar problemas en beneficio de la convivencia diaria (Conde citada 
en Caballero 2016, 79). Las instituciones en el ámbito político-electoral, 
al ser responsables en buena medida de la consolidación democrática, tienen 
un rol en el desarrollo de acciones en el campo de la educación cívica. No obs-
tante, aquellas instituciones están sujetas al constreñimiento y a las faculta-
des de las normas e instituciones electorales, así como a la modificación de 
los sistemas de integración de los órganos representativos (Córdova 2008). 
A partir de los cambios, las instituciones en este ámbito cuentan con distin-
tos márgenes de oportunidad para implementar programas que concreten la 
difusión de mensajes y socialización de prácticas de educación cívica. Para el 
caso de estudio de este artículo, vale la pena mencionar que el sistema electo-
ral mexicano se ha construido a partir de periódicas reformas a las leyes y a 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. De acuerdo con 
Sáenz, Castillo y Guillén, estas reformas han tenido un carácter evolutivo, y 
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han sido, en su mayoría, una respuesta a la necesidad de mayor confianza y 
credibilidad por parte de la ciudadanía (2007, 1-2). 

Durante los últimos 30 años, el Instituto Nacional Electoral (INE) de 
México, antes Instituto Federal Electoral (IFE), se convirtió en un reducto para 
la continuación de los esfuerzos por definir el rumbo de la educación cívica 
(Cardiel y Morales 2017, 121). Dada la importancia de estos esfuerzos, 
hay espacio para aportar a la literatura sobre el rol del Instituto en las tareas 
de educación cívica. El presente artículo busca señalar aquella contribución a 
través de una revisión crítica del impacto de los procesos de reforma electoral en 
esta función que ha sido asignada al INE desde su fundación. Se explora cuál 
ha sido el rol de estos cambios normativos, pero también cómo la institución 
ha operado dentro de los espacios de acción permitidos por el marco legal. La 
hipótesis central es que no solo las reformas electorales contribuyen en la evolu-
ción de estas tareas, sino que también el aprendizaje institucional y la experien-
cia en la implementación pueden fortalecer los programas de educación cívica. 

El artículo se divide en cinco apartados. En primer lugar, se presenta un 
marco conceptual acerca de la educación cívica y los conceptos relacionados. 
Los tres apartados siguientes presentan una síntesis de los cambios legales y 
programáticos en las tareas de educación cívica realizadas por el INE en perio-
dos de diez años cada uno. El quinto, y último apartado, discute las conclusio-
nes del estudio.

2.	 Marco conceptual

Una revisión histórica del impacto de las reformas electorales en la educación 
cívica debe comenzar con las definiciones de los términos pertinentes. La cul-
tura política se orienta a los valores, concepciones y actitudes que configuran 
la percepción subjetiva que tiene una población respecto al poder y su ejercicio; 
es decir, acerca de las relaciones de dominación y sujeción (Peschard 2019, 
20-21).  En un contexto democrático, la cultura política se caracteriza por aspi-
rar a ser una cultura cívica. En este escenario, se “concibe al gobierno demo-
crático como aquel [sic] en el que pesan las demandas de la población pero que 
también debe garantizar el ejercicio pacífico y estable del poder, vale decir, su 
funcionamiento efectivo o gobernabilidad” (Peschard 2019, 38). 
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Al determinar la percepción subjetiva que se tiene frente al poder, la cultura 
política implica una concepción específica del ejercicio de la ciudadanía. Para 
el caso de la cultura cívica, esta plantea una ciudadanía integral en la que las 
y los ciudadanos son titulares de distintos tipos de derechos que protegen su 
seguridad y le permiten ser autónomos y autónomas frente al Estado (civiles); 
le permiten tener la capacidad de elegir a sus gobernantes (políticos), y garanti-
zan las condiciones mínimas de supervivencia y dignidad, para todos, en con-
diciones (sociales) de igualdad (Olvera 2019, 39; Marshall 1997). 

Es un error pensar que una vez alcanzado un alto grado de democracia for-
mal —como método para la designación de representantes y gobernantes— 
los individuos adquieren automáticamente un amplio nivel formativo en ciu-
dadanía (Caballero 2016, 18). En la aspiración para transitar a la cultura 
política cívica se requiere de un esfuerzo deliberado de educación cívica. De 
acuerdo con la Estrategia Nacional de Cultura Cívica 2017-2023 del INE, “la 
educación cívica es un proceso orientado a construir valores y prácticas en una 
sociedad” (Instituto Nacional Electoral 2016, 89). Un proceso edu-
cativo como el antes mencionado tiene características particulares: no se esta-
blece asimetría entre las partes involucradas, pues se asume que ambas alternan 
posiciones de receptor y emisor. Asimismo, las disposiciones, actitudes y com-
portamientos en un proceso educativo son susceptibles de una modificación 
voluntaria (Cardiel y Morales 2017, 128).

Como se presenta más adelante, el enfoque y las estrategias de la educa-
ción cívica no son estáticos y pueden ser alterados por el proceso de reforma 
electoral, así como por cambios programáticos y estratégicos al interior de las 
instituciones. Esto se explica por el hecho de que los órganos y actores político-
electorales en varios países tienen atribuciones en términos de la educación 
cívica1 sujetas a las modificaciones acordadas por las mayorías-simples o califi-
cadas-en los órganos legislativos, además tienen espacios para el diseño propio 
dentro de los márgenes brindados por el marco legal. Para el caso particular de 
estudio de este artículo, en México, los órganos electorales han aprovechado 

1	 Este es el caso, por citar un ejemplo, de la Oficina Nacional de Procesos Electorales (ONPE) de Perú que, entre 
sus objetivos, inscribe promover la cultura electoral democrática a través de capacitaciones de educación electoral 
y, como parte de ello, el respeto de los derechos políticos de la mujer en cumplimiento a la política de igualdad de 
oportunidades entre hombres y mujeres, y otras señaladas en las leyes. Véase https://www.onpe.gob.pe/nosotros/
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las oportunidades que las múltiples reformas electorales han brindado a través 
de definiciones concretas de enfoque y de actividades para los programas de 
educación cívica.

El inicio: 1990-2000

En este apartado se ofrece una revisión de las reformas ocurridas en la década de 
1990 con relación a la educación cívica. Se trata de un periodo seminal en el que 
se van estableciendo las bases del proyecto educativo que hoy promueve el INE, 
sujetas a las transformaciones políticas que tienen su expresión en la reforma a 
las normas electorales y las definiciones propias realizadas por el Instituto.

La reforma de 1990

Es la reforma electoral con la que se inicia el proceso de apertura en las con-
diciones de competencia. Antes, las elecciones en México eran organizadas 
por un organismo que dependía del propio gobierno, y las tareas de educación 
cívica se asignaban a los partidos políticos, a la Secretaría de Educación Pública 
(SEP), que es la autoridad en el tema, y a la Secretaría de Gobernación (Segob).

En la nueva redacción del artículo 41 de la Constitución se estableció la 
existencia del IFE, “aun cuando en ese momento no era citado con nombre 
propio, sino que se le denominaba ‘organismo público’” (Sáenz et al. 2007, 
3). Se dotó a este organismo de personalidad jurídica y patrimonio propios, y 
se establecieron sus principios rectores: certeza, legalidad, imparcialidad, obje-
tividad y profesionalismo. 

La permanencia de los principios rectores hasta la actualidad en la Consti-
tución resalta la importancia que tienen para su misión: organizar elecciones 
con apego a esos principios rectores. Esa es la tarea central que se le enco-
mendó al organismo y fue uno de los elementos más importantes de una aper-
tura democrática. 

Para el caso de la educación cívica se trató de la reforma inaugural que faculta 
al IFE llevar a cabo estas tareas. La reforma de 1990 le asigna a este organismo la 
tarea de contribuir al desarrollo de la vida democrática, y coadyuvar a la promo-
ción y difusión de la cultura democrática (Cardiel y Morales 2017, 123). 
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Es decir, además de organizar elecciones, se le encomienda incidir en la cultura 
política de las y los mexicanos. 

Desde su creación, el INE tiene dos tareas sustantivas: organizar elecciones 
e incidir en la cultura política, ambas tareas están definidas desde la reforma 
de 1990, la que fue el primer espacio para la educación cívica desde el ámbito 
electoral. Los inicios formales de la educación cívica en el Instituto se registran 
hasta el segundo semestre de 1991, al concluir el primer proceso electoral orga-
nizado por el IFE (Peschard 2010, 347).

El enfoque adoptado durante esta primera etapa “[S]e centró en la difusión 
de mensajes y textos sobre la democracia: historia de las instituciones políticas 
de México, procedimientos y prácticas de la democracia, valores democráticos” 
(Instituto Federal Electoral 2011, 11). Los esfuerzos de difusión se 
centraron en personajes y momentos de la historia nacional, lo que describe un 
enfoque particular respecto a la educación cívica: un conjunto de valores vin-
culados al fortalecimiento de la identidad y del orgullo nacional (Instituto 
Federal Electoral 2011, 11). 

La reforma de 1993-1994

Este par de reformas supusieron algunos cambios importantes para la compe-
tencia electoral, entre ellos, el establecimiento de las reglas a las que se sujetaría 
el financiamiento de los partidos políticos y las campañas electorales. Otro 
cambio fue que se le asignó al organismo la facultad de calificar las elecciones 
para diputados y senadores (Sáenz et al. 2007, 3). 

Por primera vez se estableció un límite en cuanto a la cantidad de recursos 
que los partidos políticos podían gastar en las campañas electorales. Esta dis-
posición sentó las bases para una mayor equidad en la competencia. Se consi-
dera que, de manera indirecta, esto ha contribuido a afianzar uno de los aspec-
tos clave de la democracia promovidos por la educación cívica: la pluralidad. 

A partir de 1993, el Instituto incorpora un nuevo eje temático a sus accio-
nes de educación cívica, que continuaron centradas en la difusión de valores 
y prácticas de la democracia a las que se ha hecho referencia. De este nuevo 
eje derivaron cuatro líneas de acción: a) divulgación de la cultura democrá-
tica; b) información y servicios bibliográficos; c) promoción del voto, y 
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d) educación cívica para población infantil y juvenil (Instituto Federal 
Electoral 2011, 11).

A partir de ello se inicia la colaboración con las Secretarías de Educación 
Pública a nivel federal y estatal. Para ello, se elaboró un prototipo de Jornadas 
Cívicas, un programa que impartía conocimientos a niñas y niños de primaria 
y secundaria a través de la elaboración de dibujos y exposición de periódicos 
murales, foros de debate, grupos de lectura comentada, juegos escénicos y simu-
lacros electorales (Morales y Martínez 2014, 9). Esta colaboración tuvo un 
carácter extracurricular, ya que la autoridad educativa no validó las propuestas 
como parte de la currícula oficial. Entonces, cada delegado y delegada, en las 32 
entidades de la República y en los 300 distritos electorales federales, debía bus-
car y persuadir las bondades del programa a directores y directoras de escuela y 
supervisores y supervisoras de zona (Morales y Martínez 2014, 9).

En la norma, el organismo tenía atribuciones para promover la cultura 
democrática, pero no para incidir en las tareas que realizaban las autoridades 
educativas ni en las que realizaban los partidos políticos. Sin embargo, con este 
margen de acción, fue posible realizar diversas labores de divulgación y promo-
ción de la educación cívica y la capacitación electoral. 

En ese rubro de capacitación electoral, las elecciones de 1994 implica-
ron una alta movilización de recursos y una importante inversión en capital 
humano para organizar las elecciones. De acuerdo con la estrategia de capaci-
tación electoral de 1994, se incluyeron acciones de capacitación para mil 660 
vocales,10 mil 584 coordinadores y coordinadoras de centros de capacitación, 
mil 35 supervisores y supervisoras de capacitación, 81 mil 620 funcionarios y 
funcionarias de casilla, 934 visitantes extranjeros y extranjeras y 2 millones 
231 mil 329 ciudadanos y ciudadanas insaculados (Pérez 2019, 30).

La reforma de 1996

Esta reforma se reconoce como un avance hacia la justicia y equidad del sistema 
electoral mexicano. Entre otros cambios, se le dieron al Instituto controles que se 
aplicarían a los partidos políticos en lo relativo a los gastos de campaña, de modo 
que en su búsqueda prevaleciera el financiamiento público y se disminuyera el 
riesgo de que los partidos comprometieran sus fines (Sáenz et al. 2007, 13).
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Otra modificación importante es la nueva integración del Consejo General 
del IFE, que al suprimir al representante de Segob e incluir a un consejero 
o consejera presidente o presidenta, un secretario o secretaria técnico y ocho 
consejeros o consejeras electorales (además de las y los consejeros del Poder 
Legislativo y las y los representantes de los partidos políticos, que no tendrían 
voto) condujo a lo que se conocería como la ciudadanización del Instituto 
(Sáenz et al. 2007, 14); es decir, se estableció al IFE como un organismo 
completamente independiente del gobierno federal. 

Tal ciudadanización incluyó también la organización del proceso electo-
ral. Ciudadanos y ciudadanas se encargarían de integrar las mesas directivas 
de casilla en donde se recibiría y contaría la votación (Woldenberg 2010, 
161). Esta situación requirió de acciones en materia de capacitación electoral 
y educación cívica, un insumo necesario para la organización de los procesos 
electorales que ya había sido utilizado en la elección de 1994.

Adicionalmente, la base V del artículo 41 de la Constitución estableció que 
el Instituto tendría a su cargo las actividades relativas a la capacitación electoral 
y educación cívica (Cardiel y Morales 2017, 122). Con este mandato, las 
atribuciones del Instituto en la materia se fortalecieron y esta reforma electoral 
significó un respaldo a las labores del Instituto en materia de educación cívica.

La reforma también introdujo un cambio significativo en la operación y distribu-
ción de competencias del IFE, al determinar facultades de supervisión y vigilancia 
de los consejeros electorales sobre las tareas operativas del Instituto. Se preveía la 
existencia de diferentes comisiones de consejeros electorales para que éstos se man-
tuvieran informados y pudieran establecer las directrices fundamentales de la ope-
ración cotidiana (Peschard 2010, 349).

Esta nueva estructura organizativa del IFE tuvo al menos tres consecuencias 
positivas: 1) la conformación de un espacio institucional para el análisis, la 
reflexión y deliberación de las ideas y los proyectos entre consejeros y conse-
jeras electorales; 2) el seguimiento y la vigilancia sobre las áreas ejecutivas del 
Instituto; y 3) la posibilidad de concebir el trabajo institucional dentro de una 
perspectiva de largo alcance (Peschard 2010, 349).

Sin estos tres elementos derivados de la existencia de comisiones permanentes al 
seno del Consejo General, resulta difícil comprender el desarrollo que tuvieron los 
trabajos institucionales en los años por venir, y una buena muestra de ello puede 
apreciarse precisamente en las tareas de educación cívica emprendidas por el Insti-
tuto a partir de entonces (Peschard 2010, 349).
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Adicionalmente, la reforma de 1996 es la primera que añade a la Constitu-
ción la función de “capacitación electoral y educación cívica” como una de las 
responsabilidades directas del IFE (Diario Oficial de la Federación 
1996), tarea que a la fecha supone un esfuerzo en el cual miles de mexicanos 
y mexicanas se preparan para ejercer de manera responsable sus derechos polí-
ticos y realizar las actividades que la ley electoral les asigna, ya sea como fun-
cionarios y funcionarias de casilla, observadores y observadoras electorales o 
promotores y promotoras del voto. 

En el actual proceso electoral, cuya jornada de votación será celebrada el 
6 de junio de 2021, se contrataron para hacerse cargo de la capacitación elec-
toral a 48.080 personas, de las cuales 6.992 corresponden a la figura de las y 
los supervisores electorales y 41 mil 88 a la de capacitadores y capacitadoras 
asistentes electorales, quienes se encargan de visitar a más de 12 millones 200 
mil personas para invitarlas a integrar las mesas directivas de casilla, y capa-
citar a quienes aceptan participar en esta función (Instituto Nacional 
Electoral 2021b).

En resumen

Esta década implicó cambios respecto a las atribuciones que las diversas refor-
mas políticas le dieron al INE en materia de educación cívica. En 1990, al 
momento de su creación, ya se le asignaban tareas, aunque de una forma impre-
cisa; en las reformas de 1993 y 1994 no hubo cambios formales, pero el proceso 
de ensayo y error continuaba dando lugar a proyectos que se mantienen. Con 
la reforma de 1996 quedaron establecidas con claridad sus atribuciones y se 
posibilitó una reflexión colegiada para adoptar una mirada de largo plazo.

En esa tarea, luego de un proceso de reflexión y evaluación, se mantuvieron 
esfuerzos como la serie de Cuadernos de Divulgación de la Cultura Democrá-
tica, que, aún en la actualidad, sigue sumando nuevos títulos; y las Jornadas 
Cívicas, que, con otros nombres y con diferentes actividades, también se man-
tienen como estrategia para incidir en la formación de niñas y niños de prima-
ria y secundaria.

Las conferencias magistrales, que comenzaron a publicarse a partir de 1995, 
se convirtieron en una de las caras más visibles de la educación cívica entre el 
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público informado en todo el país, al igual que los talleres de educación ciuda-
dana, que iniciaron en 1998 y que buscaron fomentar la participación de las 
personas adultas en los asuntos públicos y políticos del país. 

En 1997, además, iniciaron los ejercicios de las Elecciones Infantiles, ante-
cedente directo de la Consulta Infantil y Juvenil, llevada a cabo hasta la fecha. 
En esos ejercicios, participa un gran porcentaje de la población en esas edades, 
quienes a través de formularios que asemejan una boleta electoral que depositan 
en una urna, opinan sobre temas que les preocupan. Posteriormente, los resul-
tados se entregan a las y los representantes electos a cargos públicos. Tan solo 
en las Elecciones Infantiles de 1997 participaron 3 millones 709 mil 704 niños 
y niñas mexicanos (Instituto Nacional Electoral - Unicef 1998). En 
el conjunto de los ejercicios de Elecciones Infantiles y Consultas Infantiles y 
Juveniles han sido emitidas más de 27 millones y medio de opiniones por per-
sonas menores de edad (Instituto Nacional Electoral 2019, 18).  

Las diversas reformas electorales dieron forma a una tarea que inició en 
1990, con la creación del Instituto, y que ha sufrido algunos cambios posterio-
res. En ello se incluye el propio aprendizaje del INE que, a partir de esta pri-
mera etapa, cambió de una mirada centrada en la promoción, con resultados 
inmediatos, a otra donde se privilegiaba la posibilidad de incidir en la forma-
ción, para lo cual se plantearon objetivos a mediano y largo plazo.

3.	 La primera década de los años 2000 (2001-2010)

La década que inaugura el siglo XXI comenzó con la primera alternancia, 
como producto del voto ciudadano, de partido político en la Presidencia en 
más de 70 años. Este contexto constituyó el escenario en el que el IFE for-
taleció su presencia a través de los programas y acciones que tuvieron como 
sustento y eje articulador a las competencias cívicas y éticas.

En el Plan Trianual correspondiente al 2001-2003 se tenía como prioridad 
desarrollar programas de capacitación electoral y educación cívica que se orien-
taran a grupos de ciudadanos y ciudadanas con capacidades diferentes, con el 
propósito de incorporarlos e incorporarlas al ejercicio de sus derechos político-
electorales. También fue el primer programa dirigido a la incidencia directa 
en la formación ciudadana (Instituto Nacional Electoral 2016, 50). 
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Como parte de las acciones desarrolladas en el marco del Plan Trianual, 
se contó con la colaboración de la Subsecretaría de Educación Básica y Nor-
mal de la SEP para diseñar Cursos Generales de Actualización dirigidos al 
desarrollo de competencias para la vida democrática. Estos cursos formaron 
parte del Catálogo de Actualización docente para educación preescolar, pri-
maria y secundaria, por lo que atendieron los criterios definidos en el esquema 
de carrera magisterial (Instituto Nacional Electoral 2004). A través 
del Plan Trianual se logró atender a 18 millones de personas mediante diversas 
actividades culturales y de divulgación: concursos, cursos y talleres; se capacitó 
a alrededor de 281 mil personas como multiplicadoras de los diversos progra-
mas, proyectos y estrategias (Instituto Nacional Electoral 2016, 51).

La experiencia del Plan Trianual permitió diseñar programas de más largo 
plazo. El primero de ellos fue el Programa Estratégico de Educación Cívica 
(PEEC) 2005-2010. Para el PEEC se instruyó a la Dirección Ejecutiva de 
Capacitación Electoral y Educación Cívica (DECEyEC) para que elaborara 
y presentara una propuesta de plan y programas de educación cívica para 
desarrollarse en el corto y mediano plazo. El PEEC buscó crear espacios que 
propiciaran la participación ciudadana y la exigibilidad de derechos. Destaca-
ban entre las temáticas incluidas la equidad de género y la pluriculturalidad 
(Cardiel y Morales 2017, 126). 

Los fines de la educación ciudadana que orientaron al PEEC plantean con-
tribuir a la formación de personas y no solo a la difusión de conocimiento como 
en la década anterior. Se advierte un trabajo colaborativo con la SEP tanto en 
procesos de consulta como en los contenidos de la asignatura de Formación 
Cívica y Ética que regresó a la currícula a partir de 2008. Mediante los pro-
gramas y proyectos desarrollados por el PEEC se involucró a más de 17 millo-
nes de personas en actividades de educación cívica (Instituto Nacional 
Electoral 2016, 52). 

La reforma político-electoral más importante de la década de 2000 en 
México fue realizada en 20072 y es uno de los resultados del contexto político-
electoral del 2006. Lorenzo Córdova la define como: 

2	 La legislación secundaria —el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales (Cofipe)— fue pro-
mulgada en enero de 2008.
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[U]na ambiciosa reforma constitucional y legal que se hizo cargo de muchos de los 
problemas y faltantes que se habían presentado o evidenciado en la última década 
y que se presentaron conjuntamente con una alta dosis disruptiva en los comicios 
presidenciales de 2006 (2008, 675).

Córdova enfatiza que “la realidad política rebasó a las normas y abrió un deli-
cado flanco que podía repercutir seriamente en la confianza y en la credibilidad 
de las elecciones y de las instituciones encargadas de organizarlas y validarlas” 
(2008, 676). 

La reforma del 2007 enfatiza en la “calidad de la contienda política”; los ejes 
de esta reforma fueron: 

a)	 Nuevas reglas en las condiciones de la competencia. Se define una nueva 
fórmula para el financiamiento público de los partidos políticos. 

b)	 Nueva regulación del acceso de los partidos a la radio y la televisión. Se 
prohíbe comprar publicidad electoral en los medios electrónicos de 
comunicación.

c)	 Reducción de los tiempos de campaña y regulación de las “precampañas”. 
Ello implica una reducción de su duración a 90 días. Con ello favorecen 
condiciones para la equidad en la competencia. 

d)	 Nueva integración y facultades para las autoridades electorales. Tanto 
el IFE como el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
sufren modificaciones en los tiempos de duración del encargo de sus 
integrantes (consejeros y consejeras electorales, y magistrados y magis-
tradas, respectivamente). 

El acceso a medios electrónicos de comunicación como prerrogativa de los 
partidos políticos cambió con la reforma constitucional de 2007; este aspecto 
constituye la parte medular de esta reforma. En esta serie de cambios consti-
tucionales se incluye que, en periodos fuera de campaña, el entonces IFE dis-
pondría del 12% de los tiempos del Estado y que de estos correspondían el 50% 
al Instituto y el restante 50% a los partidos políticos (Córdova 2008, 696). 
La reglamentación de los tiempos en radio y televisión ha sido aprovechada a 
partir de entonces para ofrecer mensajes institucionales de muy diverso tipo, 
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algunos de ellos dedicados a promover la participación ciudadana y a difundir 
contenidos de educación cívica.

Otro de los ejes centrales de la reforma de 2007 es la modificación de las 
reglas y el financiamiento público a los partidos políticos. Los tipos de finan-
ciamiento público se catalogan en tres grupos: a) para actividades ordinarias 
permanentes, b) para las actividades de campaña, c) para actividades especí-
ficas. El financiamiento para actividades específicas se refiere a prerrogativas 
entregadas a los partidos políticos para fomentar actividades de educación, 
capacitación e investigación, entre otras, y equivale en conjunto al 3% del 
financiamiento para actividades ordinarias. Las implicaciones de este cambio 
fueron las siguientes: se hizo a los partidos políticos, en alguna medida, partí-
cipes de una tarea relacionada con la educación cívica y se les brinda un presu-
puesto etiquetado para concretar con este propósito. 

Resulta interesante identificar que la reforma del 2007 fue elaborada de 
manera simultánea a la implementación del programa de acción PEEC 2005-
2010, definido previamente por la DECEyEC. Ello no fue un impedimento 
para que el IFE atendiera y cumpliera con lo mandatado por el programa. Lo 
anterior muestra que no necesariamente las reformas político-electorales con-
llevan cambios inmediatos en el diseño de programas de educación cívica. En 
buena medida, esto obedece a que la reforma, a pesar de los múltiples cam-
bios que significó, no alteró las atribuciones en el área de educación cívica. El 
IFE, a través de la DECEyEC, mantuvo después de 2007 la responsabilidad 
de elaborar y proponer los programas de educación cívica y capacitación elec-
toral que desarrollarían las Juntas Locales y Distritales Ejecutivas, coordinar y 
vigilar el cumplimento de aquellos programas, preparar el material didáctico y 
los instructivos electorales, así como orientar a las y los ciudadanos para el ejer-
cicio de sus derechos y cumplimiento de sus obligaciones político-electorales 
(Cofipe reformado artículo 132 incisos a al d). De igual manera, en el código 
electoral reformado permaneció la atribución de los órganos desconcentrados 
—las Vocalías Ejecutivas Locales y Distritales— de ejecutar los programas de 
capacitación electoral y educación cívica (artículo 137 inciso h), así como de las 
Juntas Distritales de llevar a cabo, en forma permanente, cursos de educación 
cívica y capacitación electoral dirigidos a las y los ciudadanos residentes en su 
distrito (artículo 155 párrafo 2). Por su parte, la Comisión de Capacitación 
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Electoral y Educación Cívica del Consejo General mantuvo las funciones des-
critas en el apartado anterior correspondiente a la década de 1990. 

En resumen

Durante la primera década del siglo XXI, la instrumentación de programas de 
educación cívica estuvo fincada principalmente en el Plan Trianual 2001-2003 
y en el PEEC 2005-2010. Estos programas lograron establecer una colabora-
ción más estrecha con las autoridades educativas, lo que permitió al IFE pro-
mover por primera vez una educación dentro de los espacios escolares. Tam-
bién se incorporaron a las actividades de educación cívica nuevos contenidos, 
entre los que se destaca la equidad de género y la pluriculturalidad. 

Lo anterior fue producto más allá de la modificación o adición de nuevas 
facultades legales, pues las atribuciones de educación cívica en la Constitución 
y en el Cofipe no sufrieron grandes cambios durante esta década; algo que con-
trastó con otras atribuciones del IFE. Por tanto, en esta década se reafirma un 
avance en la profundidad y articulación de las actividades de educación cívica 
a partir, principalmente, de la experiencia adquirida en la implementación de 
los programas. 

Ahora bien, algunos de los cambios en el marco constitucional y legal tuvie-
ron un impacto tangencial o indirecto en las labores de la educación cívica. 
Uno de los más importantes fue determinar que el IFE sea el encargado de 
administrar los tiempos de radio y televisión. Si bien esta reforma constitu-
cional no tiene una relación directa con la educación cívica, los tiempos del 
Estado, que a partir de entonces fueron asignados al IFE, han sido aprovecha-
dos para difundir mensajes y actividades relacionados con los valores demo-
cráticos. Otro aspecto que vale la pena destacar es que, a partir de la reforma 
constitucional de 2007, los partidos políticos comienzan a recibir un financia-
miento por actividades específicas (3% de su financiamiento total por activida-
des ordinarias), que incluye las tareas de educación, capacitación, investigación 
socioeconómica y política, así como las tareas editoriales. Si bien no se estable-
cen mecanismos explícitos para la colaboración con el IFE, esto provee un área 
de oportunidad para la confluencia en tareas de educación cívica. 
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4.	 Los últimos cambios: la segunda década del siglo XXI

La reforma constitucional de 2012

La primera reforma político-electoral de la década significó que en 2012 fuera 
aprobado un mecanismo de democracia directa en México: la consulta popu-
lar. Este mecanismo fue establecido a partir de la modificación de los artículos 
constitucionales 35 y 36. Posteriormente, en marzo de 2014, fue emitida la Ley 
Federal de Consulta Popular que reglamenta aquellos cambios constitucionales.   

Como otras democracias en el mundo, México ha incluido mecanismos de 
democracia directa complementarios a los arreglos institucionales democráti-
cos “tradicionales” para hacer la participación ciudadana menos intermitente, 
acercar a la ciudadanía a los centros de decisión y reducir la excesiva libertad 
de los representantes en el ejercicio de su mandato (Prud’homme 2019, 16). 
Este cambio no implicó una modificación directa en lo relacionado a la edu-
cación cívica, aunque sí abrió un espacio de participación con precedentes 
muy remotos.3  

La reforma constitucional definió el procedimiento y a las y los actores 
facultados para convocar a una consulta popular cuya organización, desarro-
llo, cómputo y declaración de resultados se le atribuyeron al entonces IFE. Con 
la aprobación de la primera consulta popular nacional a realizarse en agosto de 
2021,4 el INE desarrolla un acompañamiento en términos de educación cívica 
inédito como el que la novedad del instrumento exige. Con ello se plantea 
explicar a la ciudadanía en qué consiste la consulta popular, cómo informarse 
para emitir un voto razonado y cuáles son los requisitos para que los resulta-
dos de la consulta sean vinculatorios.5 A partir de este enfoque, la ciudadanía 
podrá ejercer un voto libre en este y otros procesos, para lo cual debe reconocer 
los objetivos y especificidades de la consulta popular.

3	 En el pasado se han realizado dos consultas populares a nivel nacional. La primera de ellas fue para una reforma 
a la Constitución en 1867 y la segunda para regular el referéndum y la iniciativa popular en el entonces Distrito 
Federal (1977). Véase Alacio García (2017, 5).

4	 La pregunta que será realizada a la ciudadanía el próximo primero de agosto versa sobre el esclarecimiento de 
decisiones políticas tomadas en años pasados.

5	 De acuerdo con el artículo 64 de la Ley Federal de Consulta Popular, la participación debe ser al menos del 40% de 
la ciudadanía inscrita en la lista nominal de electores para que los resultados sean vinculatorios con efectos en los 
tres años siguientes a la declaratoria de validez.
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La reforma constitucional de 2014

La reforma constitucional de 2014 amplió sustantivamente las atribuciones del 
IFE en el plano de procesos electorales locales. Por consecuencia, esta institu-
ción cambió de nombre a Instituto Nacional Electoral. En términos de educa-
ción cívica, la reforma de 2014 estableció en el artículo 41 de la Constitución 
que la atribución de educación cívica pasaría a ser responsabilidad de los Orga-
nismos Públicos Locales (OPL).6 De acuerdo con Roberto Cardiel y Víctor 
Morales, este cambio representó un retroceso al reducir la educación cívica a 
los procesos electorales de carácter local —pasando por alto los procesos de 
carácter federal— y al fragmentar los avances de más de dos décadas del Insti-
tuto Federal y los institutos locales (2017, 121).  

No obstante, esta deficiencia se subsanó en la ley secundaria derivada de 
la misma reforma constitucional de 2014: la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales (LGIPE).7 La LGIPE establece hasta la fecha que, 
entre los fines del INE, se encuentra el contribuir al desarrollo de la vida demo-
crática, así como llevar a cabo la promoción del voto y coadyuvar a la difusión 
de la educación cívica y la cultura democrática.8 Estas atribuciones ya estaban 
contenidas en el artículo 105 inciso g) del Cofipe sobre los fines del IFE. Adi-
cionalmente, la LGIPE detalla los mecanismos de colaboración entre el INE 
y los OPL al otorgarle a la DECEyEC la atribución de suscribir convenios en 
materia de educación cívica, paridad de género y respeto a los derechos huma-
nos de las mujeres en el ámbito político, con los OPL.9 De manera similar, la 
LGIPE establece que para el diseño y propuesta de campañas de educación 
cívica se realizarán actividades de coordinación con la Fiscalía Especializada 
de Delitos Electorales (FEDE).10 Este enfoque y los mecanismos de coordina-
ción son elementos que no estaban presentes en el Cofipe. 

A pesar de los cambios en sus atribuciones, una vez ocurrida la reforma, 
el INE continuó con la implementación del programa de educación cívica 

6	 Como parte del arreglo federal mexicano, los Organismos Públicos Locales Electorales desempeñan funciones de 
institutos electorales locales para las 32 entidades federativas en las que el país se divide. 

7	 A partir de la publicación de la LGIPE, el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales que regía 
la materia político electoral antes de mayo de 2014 fue derogado. Las entidades federativas, en tanto, mantuvieron 
sus propios códigos electorales locales. 

8	 Artículo 30 incisos a y g de la LGIPE.
9	 Artículo 58 inciso b de la LGIPE.
10	 Artículo 58 inciso j de la LGIPE.
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comenzado años atrás: la Estrategia Nacional de Educación Cívica (ENEC) 
2011-2015. La ENEC fue la primera estrategia del entonces IFE, en la que se 
adoptó la conceptualización de ciudadanía integral descrita en el marco con-
ceptual de este texto. A partir de la ENEC se realizaron investigaciones rele-
vantes como el Informe País de 2014, el primer estudio sobre calidad de la 
ciudadanía en México. También se desarrollaron las dos primeras ediciones de 
Juventud ActúaMX, un proyecto para capacitar y formar a jóvenes en procesos 
de incidencia en el espacio público, así como un modelo educativo en colabora-
ción con organizaciones de la sociedad civil para atender problemas que limi-
tan la participación social y política de las mujeres en condiciones de igualdad.

Una vez concluida la ENEC, los cambios introducidos por la LGIPE se 
aprovecharon para diseñar y poner en marcha la Estrategia Nacional de Cul-
tura Cívica (ENCCÍVICA) 2017-2023, la cual privilegia la coordinación con 
distintas instituciones públicas y sociales, entre ellas los OPL. De acuerdo con 
Roberto Cardiel y Víctor Morales, la ENCCÍVICA se distingue por dos ele-
mentos: su visión holística y su sistema de gobernanza. La Estrategia es holís-
tica porque se dirige a múltiples grupos sociales y reconoce que, para garantizar 
ese alcance, se deberá acceder a espacios institucionales, como los escolares, las 
familias, las comunidades y los medios de comunicación (Cardiel y Mora-
les 2017, 133). En tanto, el sistema de gobernanza se origina en el hecho de 
que la ENCCÍVICA sea una política pública de Estado pensada para el largo 
plazo. En este marco, se diseñó un Mecanismo de Seguimiento y Gobernanza 
como un espacio de alto nivel político para monitorear y evaluar las acciones 
de la Estrategia en la que se incorporen las opiniones de los actores clave: INE, 
OPLE y partidos políticos (Instituto Nacional Electoral 2016, 331). 

En este marco, proyectos de la ENEC como Juventud ActúaMX y el 
Informe País han celebrado nuevas ediciones en la que se privilegia la cola-
boración con instituciones aliadas. También se da continuidad a proyectos de 
larga trayectoria, como los Cuadernos de Divulgación de la Cultura Democrá-
tica (que acumulan 41 números a la fecha), en los que se discute actualmente 
algunos de los grandes retos de la democracia contemporánea.11 Otro proyecto 

11	 Véase, por ejemplo, el Cuaderno #40: “Democracia y género. Historia del debate público en torno al sufragio feme-
nino en México” de Gabriela Cano y el Cuaderno #41: “Democracia, privacidad y protección de datos personales” 
de María Solange Maqueo Ramírez y Alessandra Barzizza Vignau.
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insignia que sigue realizándose desde 1997 y continúa en el marco de la ENC-
CÍVICA es la Consulta Infantil y Juvenil. Como se comprueba en los datos 
de participación de la Consulta presentados anteriormente, esta representa el 
proyecto de educación cívica con mayor alcance llevado a cabo por el INE y 
sigue siendo la primera aproximación al ejercicio de derechos políticos para 
millones de niños, niñas y jóvenes. A la continuación de proyectos de progra-
mas de educación cívica previos, se han sumado diez12 nuevas iniciativas rea-
lizadas en el marco de la Estrategia. De acuerdo con el Informe Anual 2020 
sobre las actividades de implementación de la ENCCÍVICA, durante los cua-
tro primeros años de vigencia (2017-2020) se ha alcanzado a una población de 
aproximadamente 6 millones 671 mil 724 personas (Instituto Nacional 
Electoral 2021a, 69), cifra lograda en parte por la difusión de actividades 
a través de medios virtuales. 

Otra de las áreas más importantes que mantienen su continuidad es la Pro-
moción del Voto, que desde la reforma electoral de 1996 es una de las atribu-
ciones de educación cívica del INE directamente señaladas en la legislación 
electoral. Durante la década de 2010, la Promoción del Voto ha sufrido cam-
bios importantes de enfoque. A partir del Estudio censal sobre la participación 
ciudadana en elecciones federales en 2009, y sus ediciones subsecuentes cada 
tres años, ha podido identificarse a uno de los grupos demográficos que ejer-
cen en menor medida el derecho al sufragio: las y los jóvenes entre los 18 y 
los 30 años. La reiteración de este hallazgo en cada estudio censal ha buscado 
ser atendido a través de acciones focalizadas que se describen en el Programa 
de Promoción de la Participación Ciudadana en el Proceso Electoral Concu-
rrente 2020-2021 (Instituto Nacional Electoral 2020). El programa 
es sumamente ambicioso. Su objetivo es alcanzar, por medio de distintas accio-
nes, a 310.520 jóvenes en edad de votar de manera directa y obtener una tasa de 
alcance de 82 por cada 10.000 habitantes entre los 18 y 30 años (Instituto 
Nacional Electoral 2020, 23). Esto se hace principalmente a través de 
herramientas digitales, las cuales son las más empleadas por las y los jóvenes, así 
como las que reducen en mayor medida el riesgo de contagio provocado por la 

12	 1) “Cátedra Internacional ENCCÍVICA” de Francisco I. Madero, 2) Jornadas de democracia y derechos humanos, 
3) Ciudadanía digital, 4) Faro democrático, 5) Diálogo “Los retos de la democratización en el siglo XXI”, 6) Mé-
xico Debate, 7) Charlas de personas mayores sobre su experiencia de participación, 8) Cultura cívica para niñas, 
niños y adolescentes en entornos escolares, 9) Escuela de la Buena Política y 10) Red Ciudadana.
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COVID-19. La reforma electoral de 2014 ha sido el detonante de una promo-
ción del voto más coordinada y un intercambio más fluido de materiales entre 
el INE y los OPL. Asimismo, en línea con la visión de ciudadanía integral 
adoptada por el INE se ha buscado no limitarse a la promoción del ejercicio del 
voto, sino socializar información dirigida a abonar en el desarrollo de actitu-
des, valores y pensamiento crítico en torno al proceso electoral, así como abrir 
espacios de diálogo y exigencia una vez elegidas las autoridades. 

En resumen

Durante la década hubo dos procesos de reforma con un impacto sobre las 
tareas de educación cívica.  En primer lugar, la aprobación de la consulta popu-
lar en 2012 abrió un espacio para promover la participación política a través de 
nuevos canales institucionales. La promoción de la participación en la primera 
consulta popular a nivel nacional, programada para agosto de 2021, constituye 
un primer acercamiento del INE a este mecanismo desde una perspectiva de 
educación cívica. Para ello, se buscará brindar la información para el ejercicio 
de un voto razonado con las particularidades de un evento novedoso como este. 

La segunda reforma que se destaca es la de 2014, que transformó al IFE en 
INE a partir de la redistribución de competencias en el plano electoral local. 
A nivel constitucional, la función de educación cívica pasó a ser una respon-
sabilidad de los OPL, lo que, en un principio, se planteó que desatendía las 
actividades de educación ciudadana a nivel federal y dañaba las relaciones de 
coordinación ya establecidas. No obstante, en la legislación secundaria, en la 
LGIPE, se retomaron e incluso ampliaron facultades que el INE ya tenía en el 
campo de la educación cívica derivadas de reformas electorales anteriores. 

Durante la década correspondiente a este apartado estuvieron vigentes la 
ENEC 2011-2015 y la ENCCÍVICA 2017-2023. A partir de estos programas 
pudieron desarrollarse proyectos innovadores que han demostrado su perti-
nencia y de los que se ha logrado realizar ediciones subsecuentes. Asimismo, en 
el marco de la ENCCÍVICA, actualmente vigente, han continuado proyectos 
de larga data llevados a cabo por el INE desde la década de 1990. 

Libro 1.indb   207 30/07/2021   12:50:35



Roberto Heycher Cardiel Soto

© Oficina Nacional de Procesos Electorales

208

Elecciones 20 (21), 2021

5.	 Conclusiones

Durante los treinta años desde la fundación del INE de México, antes IFE, ha 
habido cambios importantes en el sistema político en México generados, en 
buena medida, por las reformas constitucionales y legales en el ámbito político-
electoral. El Instituto ha modificado sus funciones, de forma importante, agre-
gando nuevas tareas conforme fue aprobada cada reforma político-electoral. 
Ahora bien, como se plantea en la hipótesis incluida al inicio de este texto, los 
cambios y avances propios del área de educación cívica han obedecido más a la 
experiencia en la implementación adquirida por el propio Instituto electoral y, 
en menor medida, a los cambios producto de reformas electorales. En general, 
las atribuciones de educación cívica han sufrido cambios menos profundos y 
constantes que otras áreas del Instituto. Desde 1996, muchas de las funciones 
establecidas que el Cofipe atribuyó al área especializada del INE, la DECE-
yEC, han permanecido constantes. Esto parecía cambiar cuando en 2014 se 
estableció a nivel constitucional que exclusivamente los OPL se encargarían de 
las funciones de educación cívica, lo que, desde la visión del Instituto, hubiera 
representado un retroceso importante. No obstante, la legislación secundaria, 
la LGIPE, reculó acertadamente para dotar al INE de un rol importante en la 
difusión de la educación cívica y la cultura democrática articulado en buena 
medida a través de sus órganos desconcentrados. 

A pesar de que las funciones de educación cívica no se hayan ampliado 
como otras realizadas por el INE, esto no quiere decir que las acciones lleva-
das a cabo no hayan sido relevantes ni que la conceptualización, el diseño y la 
implementación de sus programas no hayan avanzado. El Instituto ha contri-
buido a enriquecer la formación cívica y ética, y el desarrollo de competencias 
en clave democrática, y ha tenido un alcance en millones de ciudadanos y ciu-
dadanas, y población infantil y juvenil. Para ello, cada programa ha hecho una 
contribución puntual que debe ser valorada. El Plan Trianual de 2001 a 2003 
fue el primer programa multianual y el primero dirigido a la incidencia directa 
en la formación de ciudadanas y ciudadanos. El PEEC, por su parte, “amplió 
los contenidos asignados a la educación cívica; planeó, ejecutó y evaluó proyec-
tos educativos en contraste con la orientación centrada en la transmisión de 
conocimientos; [así] como aplicó un enfoque de desarrollo de competencias en 
los procesos educativos al desplazar su interés de la población infantil y juvenil 
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a la adulta” (Instituto Nacional Electoral 2016, 52). Los contenidos 
de educación cívica continuaron siendo profundizados con la ENEC, al adop-
tarse un concepto de ciudadanía integral del que se desprende la promoción 
del ejercicio de libertades para defender derechos civiles, políticos y sociales. 

La aportación específica y sello particular de cada uno de los programas 
multianuales no quiere decir que el INE haya olvidado dar continuidad a los 
proyectos que mejores resultados han dado desde el principio de las tareas de 
educación cívica. Los proyectos que han contado con más de una edición, sin 
embargo, están lejos de haber permanecido estáticos. Con el paso de los años 
se han incorporado innovaciones, ampliado temáticas, articulado más alianzas 
y empleado mejor evidencia científica y más recursos tecnológicos para imple-
mentar las acciones. Actualmente, el INE tiene claro que se requiere de una 
visión de Estado para consolidar el impacto de la educación cívica, y busca pro-
mover la coordinación entre distintos actores políticos a través del Mecanismo 
de Seguimiento y de la Gobernanza de la ENCCÍVICA. 

Los esfuerzos deben continuar y ampliarse en un contexto incierto para la 
democracia. En la actualidad, principios básicos de la cultura cívica —el mejor 
soporte para la democracia— se han visto lastimados incluso en regímenes 
consolidados. La desconfianza hacia las instituciones y entre las personas, la 
manipulación de la participación política a través de instrumentos como las 
redes sociales y el debilitamiento de la eficacia política son síntomas de esta 
tendencia que se experimenta en muchos países, incluidos varios de América 
Latina. Para combatir estos grandes retos, la educación cívica es una alternativa 
que debe ser tomada en cuenta en mayor medida. Dado el liderazgo e interés 
del INE y de otras autoridades electorales del mundo en este campo, se pone a 
disposición la experiencia y el trabajo en la materia a fin de intercambiar mejo-
res prácticas que contribuyan en la consolidación democrática de la región.
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1.	 Primeras ideas  

“El Estado está al servicio de los ciudadanos y no los ciudadanos al servicio del 
Estado” (Sartori 1993, 24). Lo anterior se puede traducir en que sin ciudada-
nía no hay democracia. Aunque a veces se pierde de vista que cualquier reforma 
electoral, así como todo el trabajo de las autoridades electorales y la estructura 
del sistema electoral, deberá enfocarse en las y los ciudadanos de un país. Luego 
de tener presente que todo el sistema democrático de un país está construido 
alrededor de la ciudadanía, nace la inquietud de las siguientes líneas, que des-
criben el rol de la ciudadanía en los cambios en un sistema electoral. 

El objetivo de la presente investigación es analizar la manera en que la ciu-
dadanía puede incidir en los cambios y reformas de un sistema electoral. En 
este sentido, se estudiarán algunos mecanismos que tiene la ciudadanía para 
ello; en un primer lugar se tratará el tema de las iniciativas ciudadanas con un 
estudio comparado a nivel regional y su impacto y los obstáculos para hacer 
cambios electorales. En un segundo momento y como centro del presente tra-
bajo de investigación, se busca brindar un panorama general de cómo la ciuda-
danía ha incidido en un sistema electoral a través de la justicia electoral. Para 
ello se desarrollan los temas de la regla de la mayoría y sus límites, así como el 
rol de los jueces en el entorno democrático.  Por último, se hace un análisis de 
cómo la justicia electoral que la ciudadanía ha aplicado garantiza el ejercicio de 
sus derechos políticos, cuyo aporte e incidencia han generado cambios en un 
sistema electoral. 

El alcance de la presente investigación es proporcionar un panorama general 
de cómo el binomio ciudadanía-justicia electoral ha logrado generar cambios 
positivos a un sistema electoral, de modo que lo hace más incluyente y abierto. 
Es un trabajo que pone en el centro de la democracia electoral a las y los ciu-
dadanos, que han fortalecido la democracia en la región de América Latina a 
través de la justicia electoral. En las próximas líneas se plantean algunas ideas 
sobre la hipótesis central del trabajo que consiste en que la ciudadanía tiene 
más posibilidades de incidir en los cambios en un sistema electoral a través del 
litigio y de la justicia electoral que por la vía legislativa y de las mayorías.
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2.	 Acercamiento conceptual

2.1.	 La iniciativa popular y su alcance

La primera pregunta de investigación que se plantea es: ¿cómo puede incidir 
la ciudadanía en el proceso de reformas electorales? En este caso, en algunas 
ocasiones, las legislaciones de nuestros países han incorporado la figura de la 
iniciativa ciudadana como un mecanismo de democracia directa, definida 
“como el derecho de los ciudadanos a presentar un proyecto de ley para su 
necesario tratamiento en el Parlamento, y/o exigir una consulta popular para 
aprobar o rechazar cuestiones legislativas determinadas” (Hevia 2010, 158). 
Las iniciativas populares generalmente se activan a partir de la consecución de 
un número determinado de firmas de apoyo, con las que un grupo de ciuda-
danas y ciudadanos puede presentar una propuesta de reforma de ley ante el 
Poder Legislativo.

En cuanto a la región de América Latina, se tiene que, de acuerdo con la 
Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal), dieciséis países 
han reconocido a la iniciativa legislativa popular (ILP) en su ordenamiento 
jurídico mientras que tres (El Salvador, Panamá y Chile) no lo han hecho. 

La figura de la ILP ha sido adoptada en la gran mayoría de los países de 
la región, sin embargo, existen diferencias entre las legislaciones. Por ejemplo, 
en Uruguay se necesita la firma del 10% de las y los ciudadanos inscritos en el 
Registro Cívico Nacional, mientras que en Ecuador solo el 0,25% de las per-
sonas inscritas en el Registro Electoral para la reforma legislativa y el 1% para 
la reforma electoral. En Guatemala solo se necesitan 5.000 firmas de las y los 
empadronados en el Registro de Ciudadanos; mientras que, en Perú, el 0,30% 
de la población electoral nacional; en México, el 0,13% del Padrón Electoral. 
Con esto se puede observar que en algunos países es muy flexible y posible la 
consecución de las firmas para presentar una iniciativa popular, mientras que 
en otros se pide un mayor número o porcentaje de firmas para poder presen-
tarlas. De acuerdo con Marco Marco (2009), el porcentaje ideal se sitúa en 1%, 
pues eso evita limitar a la ciudadanía, pero también que se reciba un número 
excesivo de ILP y la figura pierda fuerza.
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Además de lo anterior, también en algunos países se han impuesto límites 
materiales sobre los temas que pueden versar o no las iniciativas populares. 
Por ejemplo, en Colombia, Paraguay, Argentina y República Dominicana, no 
pueden ser iniciativas referentes a políticas o relaciones internacionales; mien-
tras que, en Colombia, Perú, Argentina, Costa Rica y República Dominicana 
están excluidos los temas presupuestarios. En otros casos se limitan los temas 
tributarios y también las reformas constitucionales, como en Argentina, Nica-
ragua y República Dominicana de manera expresa, y en Cuba, México y Hon-
duras de manera implícita. (Guzmán 2019, 47-49). En consecuencia, la ILP 
tiene algunos requisitos mayores que dificultan su realización.

De acuerdo con Welp y Suárez Antón (2017, 92), la experiencia de las ILP 
en América Latina ha sido muy escasa pues hasta 2019 solamente existían 

Tabla 1
Regulación de Iniciativa Legislativa Popular en América Latina

País Iniciativa Legislativa Popular Firmas necesarias

Argentina Sí 3%

Bolivia Sí 20%

Brasil Sí 1%

Chile No -

Costa Rica Sí 5%

Cuba Sí 10.000

El Salvador No -

Guatemala Sí 5.000 

Honduras Sí 3.000 

México Sí 0,13%

Nicaragua Sí 5.000 

Panamá No -

Paraguay Sí 2%

Perú Sí 0,3%

República Dominicana Sí 2%

Uruguay Sí 10%

Venezuela Sí 0,1%

Fuente: Elaboración propia basada en información del Observatorio del Principio 10 de la Cepal y normativa vigente

Libro 1.indb   218 30/07/2021   12:50:36



219El binomio ciudadanía y justicia electoral como fuente 
de cambios electorales

www.onpe.gob.pe Elecciones 20 (21), 2021

alrededor de 120 iniciativas populares presentadas en toda la región, de las 
cuales solo 53 fueron admitidas a trámite en el Poder Legislativo y de estas 
veinticinco fueron aprobadas. Esta escasa eficacia de las ILP puede derivarse 
de la cantidad de trabas y dificultades, tanto procedimentales como materia-
les, que se tiene para presentar estas iniciativas, lo cual reduce las posibilidades 
para canalizar demandas ciudadanas a través de este mecanismo. Asimismo, 
otras debilidades que se han encontrado en la región han sido la falta de apoyo 
técnico y formal, así como un exceso en la dilación de los tiempos legislativos. 

Ahora bien, derivado de este análisis, se tiene que no basta presentar la ini-
ciativa popular y lograr un cambio, pues si la ciudadanía decide tomar este 
camino, esto implicará varios pasos como: la creación de la iniciativa de ley, la 
consecución de firmas necesarias para poderla presentar ante el Poder Legisla-
tivo y la verificación por parte de la autoridad de la autenticidad de las firmas. 
Después se tendrá que llevar a cabo todo el proceso legislativo, es decir que 
necesitará de discusión en una o dos cámaras y la aprobación por parte de las 
mayorías legislativas, las cuales dependen de cuestiones políticas. 

Por todo lo anterior, se concluye que las iniciativas populares pueden impul-
sar el debate público y empoderar a la ciudadanía, pero requieren capacidad de 
movilización y recursos humanos, por lo que existe el riesgo latente de utili-
zarse como herramienta de un grupo de interés con capacidad de presionar e 
influir en el resultado (Lissidini 2014). En este sentido, se tiene que las ILP, 
hasta hoy, no han generado la eficacia deseada para que la ciudadanía incida en 
la agenda legislativa y, por lo tanto, tampoco en las reformas electorales.

Sin embargo, existe otro medio o camino para que la ciudadanía empuje 
cambios en nuestro sistema electoral con el objetivo de hacerlo más inclusivo, 
abierto y democrático; este es, el camino de la justicia electoral o, en otras pala-
bras, la democratización vía las cortes. De esta manera, se plantea la hipóte-
sis de que las reformas electorales son consecuencia de largos procesos políti-
cos y legislativos que en muchas ocasiones son cerrados y no necesariamente 
cuentan con la participación ciudadana directa pues tienen como resultado la 
promulgación de leyes electorales enfocadas a los partidos políticos y no pre-
cisamente a la ciudadanía, por lo que la incidencia ciudadana en el proceso 
legislativo es menor.
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Ante esta situación, se considera que la ciudadanía puede lograr tener 
mayor incidencia en el sistema electoral y hacer del proceso democrático uno 
más inclusivo, en la etapa de su implementación, a través de las autoridades 
electorales y no en la etapa legislativa. Durante la implementación de la nor-
mativa electoral, las oportunidades para mejorar el sistema salen a relucir por 
lo que a través de criterios de las autoridades se podrán enmendar desaciertos 
y, por lo tanto, la ciudadanía tendrá en la autoridad electoral un aliado para 
garantizar el ejercicio pleno de sus derechos políticos. 

2.2.	 Democracia y los límites de la regla de mayoría

La vía legislativa para realizar cambios al sistema electoral requiere cumplir un 
proceso que se rige por acuerdos políticos que se traducen en mayorías. Depen-
diendo si se busca una reforma constitucional o a nivel legal, se necesitarían 
mayorías en algunos casos calificadas. Ahora bien, es importante hacer algu-
nos apuntes conceptuales sobre la regla de la mayoría y sus implicaciones en la 
democracia que en algunos casos podría traer consecuencias negativas. 

De acuerdo con Bobbio (1984, 14), la regla fundamental de la democracia 
es la regla de la mayoría, es decir, “la regla con base en la cual se consideran 
decisiones colectivas y, por tanto, obligatorias para todo el grupo, las decisio-
nes aprobadas al menos por la mayoría de quienes deben de tomar la decisión”. 
Las decisiones públicas en un sistema democrático representativo se toman 
con base a la mayoría, y las mayorías se construyen a través del sufragio activo 
traducido en la voluntad ciudadana, que elige a quienes los representarán en los 
órganos legislativo y ejecutivo. 

Por lo tanto, las decisiones fundamentales de un país se toman en el centro 
del poder público, y cuando se habla de creación o reformas constitucionales y 
legislativas, estas se toman construyendo mayorías legislativas. En otras pala-
bras, para legislar o reformar se necesita el voto de la mayoría (simple o califi-
cada) de las y los legisladores, generalmente con ideologías partidistas, que son 
producto de la voluntad ciudadana. 

En este mismo sentido, el mismo Bobbio (2009, 381) establece que la regla 
de la mayoría no es la única del juego democrático, sino que se necesitan cum-
plir otras reglas como condiciones necesarias para que un sistema sea una 
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democracia real. Se conocen como las “universales procedimentales” o prin-
cipios base de cualquier democracia, que “fijan y establecen, precisamente, las 
condiciones de la igualdad y de la libertad democráticas, y del funcionamiento 
de una democracia que sea compatible y coherente con su función esencial” 
(Bovero 2013, 14).

Al discutir sobre estas “universales procedimentales”, Bovero establece que 
las primeras dos reglas se refieren al voto universal e igualitario, conocidas 
como las condiciones de la igualdad en un sistema democrático, ya que bus-
can la inclusión de toda la ciudadanía en el voto y una equivalencia en el peso 
igualitario del mismo. Las reglas tres y cuatro son las condiciones de la libertad 
democrática, esto es que exista un pluralismo de información para poder deci-
dir en libertad sobre qué propuesta política elegir, sin presión ni manipulación 
y un pluralismo político mediante el cual la ciudadanía pueda elegir entre una 
diversidad de alternativas políticas (Bovero 2013, 33). 

La quinta regla sostiene la existencia de una regla fundamental para la 
democracia que es la de la mayoría, la cual consiste en una condición de efi-
ciencia de la democracia, ya que es la que posibilita tomar decisiones en una 
colectividad de manera legítima. Sin embargo, esta regla no puede ser absoluta, 
ya que tendría el peligro que las mayorías aplasten a las minorías, lo cual no 
debe permitirse. 

Por lo anterior, existe la sexta regla de la democracia que busca limitar el 
poder de las mayorías para darle voz y condiciones a las minorías, y ser parte 
de la toma de decisiones. Esta sexta regla, para Bobbio, consiste en que nin-
guna decisión tomada por la mayoría debe limitar los derechos de la minoría, 
y que las minorías, jugando bajo las reglas de juego, podrían llegar a ser la 
mayoría en algún momento. Se le conoce como la condición de salvaguardia 
o de supervivencia de la democracia, pues busca el respeto a la equidad en el 
juego democrático. 

A su vez, Sartori menciona la diferencia entre elegir y decidir respecto a 
la regla mayoritaria (1993, 17). El pueblo elige al cuerpo que lo representa a 
través del voto, y es este cuerpo que representa al pueblo, quien decide y que 
refleja, en gran parte, a la mayoría que lo elige. Kelsen establece que el o la 
ciudadana que “haya votado por la mayoría no está sometido únicamente a su 
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voluntad” (1966, 12), es decir que puede cambiar de opinión y eso tendrá que 
respetarse.  En este sentido, señala Sartori, que la regla de la mayoría debe tener 
límites y, por eso, habla de la mayoría moderada: “la mayoría tiene el derecho 
de hacer prevalecer los límites, es decir, respetando los derechos y libertades de 
las minorías”.

Luigi Ferrajoli ha establecido que la visión que se tenía de la democracia 
como la forma de gobierno de la mayoría cambió a una multidimensional, en 
la que no serían suficientes los principios de sufragio universal y mayoría, así 
como la validez formal o procedimental de las leyes, sino que se requiere ade-
más “que su contenido sea congruente con los principios y reglas que constitu-
yen las ‘normas sustanciales de la democracia’, que constriñen los poderes de la 
mayoría, mediante ‘límites’ o ‘vínculos’ en cuanto al contenido” (Ferrajoli 
1999, 21). Por lo tanto, la regla de la mayoría en una democracia no es abso-
luta, sino que tiene límites, y que, si esos límites se rebasan, entonces no se 
puede hablar de una democracia real sino aparente o, como lo señala el propio 
Sartori, una “tiranía de las mayorías”, la cual consiste en violar, legislando o 
gobernando, los derechos de las minorías por la aplicación absoluta del prin-
cipio mayoritario. Para cualquier democracia es necesario que existan límites 
a la regla de las mayorías, los cuales fundamentalmente se encuentran en los 
derechos humanos y en el respeto de las minorías. 

De esta manera, una primera conclusión es que para que exista una reforma 
electoral en sede legislativa, es necesario contar con mayorías legislativas, algo 
difícil de conseguir para cualquier ciudadano o ciudadana. Sin embargo, tam-
bién se llega a la conclusión de que esas mayorías tienen límites y precisamente 
es el respeto de los derechos y de las minorías. 

Por otro lado, también es relevante hablar de la teoría de representación, es 
decir que en una democracia representativa la ciudadanía, a través de sus repre-
sentantes, tiene voz en las decisiones públicas. En ese sentido, la vía de inciden-
cia de la ciudadanía en las reformas electorales debería ocurrir por medio de su 
voto y posteriormente de sus representantes, sin embargo, tampoco se puede 
decir que las y los legisladores representen cabalmente el sentir ciudadano, ya 
que generalmente sus posturas dependerán de los criterios del partido. En este 
sentido, tampoco se podría afirmar una incidencia directa de la ciudadanía en 
las reformas por vía de sus representantes. 

Libro 1.indb   222 30/07/2021   12:50:37



223El binomio ciudadanía y justicia electoral como fuente 
de cambios electorales

www.onpe.gob.pe Elecciones 20 (21), 2021

Ahora bien, si no es por la vía legislativa, ¿cómo pueden las y los ciudadanos 
incidir en los cambios a un sistema electoral?, y a su vez surgen las siguientes 
preguntas: ¿quién puede limitar a las mayorías? ¿El ciudadano tiene la posibili-
dad de limitar a las mayorías? 

2.3.	 El rol de la justicia en la democracia

Para responder las preguntas anteriores es necesario hacer un recuento sobre 
el sistema de pesos y contrapesos que representa la división de poderes y que 
busca limitar al poder. Montesquieu (1845), en Espíritu de las leyes, desarrolla 
toda una teoría de la separación de poderes, para lo cual se basa en la idea de 
que el poder mismo limita al poder. Por tanto, había que fragmentar el poder y 
distribuirlo en órganos distintos: “Los poderes que se atemperan los unos a los 
otros, que se contrapesan los unos a los otros, con sus respectivos contrapesos”.

Los padres fundadores estadounidenses tomaron la teoría de la separación 
de poderes de Montesquieu como base para redactar su propia Constitución. 
Thomas Jefferson (Dumbauld 1955, 103) estableció que era necesario contar 
con un sistema de pesos y contrapesos para que ninguno pudiera “sobrepasar sus 
límites legales sin ser efectivamente controlado y limitado por los otros”. Den-
tro del sistema de contrapesos, el Poder Judicial jugaría un papel fundamental.

Sobre el Poder Judicial en EUA en 1835, Alexis de Tocqueville (1996, 
110), en su obra La democracia en América, ya había vislumbrado el “gran 
poder político” que las y los norteamericanos habían dotado al Poder Judicial, 
al realizar un control de constitucionalidad a las leyes emitidas por el legis-
lador. En el siglo XX, con la corriente del garantismo judicial instaurada en 
Europa, principalmente en Italia, la democracia constitucional triunfa, y trae 
consigo un papel preponderante del juez en la protección eficaz de la Consti-
tución, de los derechos fundamentales y de las minorías contra las invasiones 
de la mayoría. 

De lo anterior, se puede decir que es el Poder Judicial el encargado de limi-
tar la regla de la mayoría a través del control de constitucionalidad y de la 
garantía de los derechos humanos. Las minorías, los grupos en situación de 
vulnerabilidad y en general cualquier persona agravada, han encontrado en 
la judicatura la vía para proteger el ejercicio de sus derechos. “Los procesos de 
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reinstauración democrática también fueron marcados por un creciente papel 
del Poder Judicial como contrapeso a los otros poderes y como agentes claves 
en la ampliación de derechos” (Freidenberg y Gilas 2020, 3).

Sin embargo, el rol de los tribunales ha encontrado ciertas resistencias en 
el mundo jurídico académico, y argumenta que las decisiones se deben tomar 
por las mayorías y no por las y los jueces que no gozan de legitimidad demo-
crática. Entre estas resistencias, se pueden mencionar la discusión entre Kelsen 
y Schmitt sobre quién debería ser el guardián de la Constitución; así como el 
argumento contramayoritario en el que se establece que las y los jueces carecen 
de legitimidad democrática y, por lo tanto, no deberían estar autorizados para 
hacer un control de constitucionalidad. 

También existen argumentos contemporáneos como los de Jeremy Wal-
dron, basados en la tesis de las circunstancias de la política, que señala que la 
existencia de desacuerdos sustantivos profundos en la sociedad hace que el par-
lamento esté políticamente legitimado para tomar decisiones mayoritarias. Es 
decir, rechaza los mecanismos de un control judicial de las leyes porque lo con-
sidera una institución ilegítima para tomar decisiones en una sociedad inmersa 
en estas circunstancias políticas. 

Para combatir estos argumentos, se encuentran las ideas de Alexander Bic-
kel, quien argumenta sobre las “virtudes pasivas” del juzgador, así como de la 
función educadora de las Cortes. También John Hart Ely (1980), en su libro 
Democracy and Distrust, propone una solución democrática a esta dificultad 
contramayoritaria. Establece que las y los jueces son los controladores del pro-
ceso democrático, es decir, aquellos referees que están obligados a determinar si 
se han dado las condiciones epistémicas del proceso democrático. Ely sostiene 
que la función del juez o jueza no es ir en contra de la voluntad popular, sino 
velar porque las minorías no se encuentren en situación de desventaja ante 
la mayoría, y, por lo tanto, carezcan de cualquier representatividad. Por otro 
lado, Ronald Dworkin (1984, 72) también establece que son las y los jueces 
los encargados de garantizar las precondiciones democráticas en un orden jurí-
dico, por lo que gozan de legitimidad para anular aquellas leyes emanadas del 
legislativo que vayan en contra de estos principios. 
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Si bien es cierto, existen posiciones en contra del papel preponderante de 
los tribunales en una democracia, también existen posturas que argumentan 
que el triunfo del estado constitucional democrático se debe en gran parte al 
papel fundamental que han tenido las y los jueces al ser los guardianes y guar-
dianas de la Constitución, de sus principios y de garantizar el ejercicio de los 
derechos humanos y la protección de las minorías. El juzgador Barak, de la 
Suprema Corte de Israel, nos establece que el juez tiene la función de prote-
ger la Constitución y la democracia. Esta función es relevante para un Estado 
constitucional democrático que pone al juez como pieza clave de la garantía 
de la Constitución y del ejercicio de los derechos humanos (Barak 2008, 1).

Por lo tanto, para responder a una de las preguntas sobre ¿quién puede limi-
tar a las mayorías?, la respuesta es que son las y los juzgadores los encargados, a 
través de sus sentencias, de limitar aquellos intentos de la mayoría que pudie-
sen afectar los derechos de las minorías y trastocar la democracia. 

3.   Incidencia ciudadana en los cambios electorales 

Hasta este momento se concluye lo siguiente: 

•	 El camino legislativo para que la ciudadanía incida en cambios al sistema 
electoral es complicado, ya que es necesario encontrar mayorías políticas.

•	 La regla de la mayoría como fundamento de un sistema democrático no 
es absoluta, sino que tiene límites. 

•	 Los tribunales, al ser los guardianes de la Constitución y garantes de 
derechos humanos, tienen la facultad de limitar a las mayorías. 

•	 El papel que juegan las y los jueces en una democracia debe ser prepon-
derante, ya que es un contrapeso de las mayorías. 

Establecido lo anterior, y llevando la función de los jueces a la arena electo-
ral, hoy se habla de la “judicialización de la política”, la cual ha permitido que 
sean órganos jurisdiccionales los encargados de garantizar que las elecciones se 
lleven de manera libre, auténtica y periódica, así como de proteger y asegurar 
el ejercicio de los derechos políticos de la ciudadanía. Con la justicia electoral, 
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la democracia en distintas partes del mundo se ha visto fortalecida y consoli-
dada, ya que los actores políticos y la ciudadanía cuentan con órganos jurisdic-
cionales (especializados, ordinarios o constitucionales) capaces de intervenir 
en caso de que exista algún conflicto electoral o una merma al ejercicio de los 
derechos políticos de la ciudadanía. A partir de ello, los órganos de justicia 
electoral han adoptado distintos criterios que han hecho a los sistemas electo-
rales más democráticos, más inclusivos y equitativos.

Entonces las siguientes preguntas serían: ¿qué papel juega la ciudadanía en 
la justicia electoral? y ¿cómo se puede incidir en los cambios electorales a través 
de aquella?

Respecto a la primera pregunta, se podría responder de la siguiente manera: 
los órganos jurisdiccionales solo pueden actuar a instancia de parte, es decir, 
solo pueden actuar cuando algún justiciable presente un medio de impugna-
ción. Los jueces no pueden actuar de oficio ni buscar los casos que quieran 
resolver; es necesario que alguien le solicite su intervención para resolver un 
caso en particular. 

Si se lleva esto al campo electoral, se puede decir que los órganos encar-
gados de resolver los conflictos electorales no pueden actuar sin que alguien 
lo solicite. Es aquí donde entra a tallar la ciudadanía, pues es a través de ella 
que pueden llegar casos de relevancia ante las instancias jurisdiccionales y 
sentar precedentes. 

Así se responde la segunda pregunta: 

1)	 Las y los ciudadanos de un país cuentan con derechos políticos (votar, 
ser votado, asociación, entre otros) que son considerados como derechos 
humanos y que deberán ser garantizados por el Estado.

2)	 En caso de que exista alguna violación a alguno de ellos, tendrán un 
medio de defensa para que, en su caso, restituya el derecho político mer-
mado a través de la emisión de una sentencia.

3)	 A través de estas sentencias, las autoridades electorales han sentado cri-
terios que buscan democratizar y hacer más inclusivo el sistema electo-
ral, de modo que maximizan los derechos políticos.
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4)	 Se hace un cambio al sistema electoral derivado de un caso particular 
que presentó un o una ciudadana. 

5)	 La ciudadanía incidió en el cambio del sistema electoral llevando a la 
justicia electoral un caso particular. 

Bajo esta modalidad, la ciudadanía incide en los cambios en el sistema elec-
toral. A través de un caso real, que se presenta ante las instancias jurisdicciona-
les competentes, puede lograrse la maximización de los derechos políticos, así 
como la democratización del sistema electoral. 

En este sentido cobra relevancia una forma de litigar que ha tomado fuerza 
en la materia electoral, la cual ha permitido llevar casos particulares a las cor-
tes, de modo que ha originado criterios democratizadores: el litigio estratégico. 
El litigio estratégico es un litigio de interés público, que permite defender a un 
cliente o clienta en específico para obtener un resultado favorable a esa persona, 
o con la finalidad de obtener un impacto más allá del caso en concreto. “El liti-
gio estratégico es concebido como una herramienta para que, a partir de un 
caso común y corriente, una simple pretensión, una litis cotidiana, pueda con-
vertirse en un caso ideal para transformar el Derecho” (Luna Ramos 2016). 
La finalidad va mucho más allá del caso concreto, es decir, bajo esta modalidad 
se busca impactar en la formación del sistema jurídico. Generar un precedente 
que incline la balanza a favor de un criterio jurisprudencial (Obiter dicta). 

En materia electoral, diversas clínicas de defensa jurídica han obligado a 
que se analicen y atiendan casos concretos por las autoridades electorales 
administrativas o jurisdiccionales con el fin de “el establecimiento de prece-
dentes jurídicos, la investigación académica, la visibilización y erradicación de 
disposiciones legislativas, políticas públicas o prácticas partidistas tendentes 
a la obstaculización del ejercicio pleno de los derechos políticos y electorales 
de grupos sociales determinados” (Strategia Electoral 2020). En este 
sentido, el litigio estratégico que, además tiene a la gratuidad como una carac-
terística, ha logrado llevar casos que implican el ejercicio de derechos políticos 
de la ciudadanía a las instancias electorales competentes para generar un pre-
cedente judicial o administrativo, que, a su vez, represente un cambio en el 
sistema electoral. 
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En conclusión, la ciudadanía, luego de llevar su caso a las instancias judicia-
les, ya sea a nombre propio o por vía del litigio estratégico, puede lograr sen-
tar precedentes judiciales o administrativos que generen cambios en el sistema 
electoral, sin necesidad de mayorías legislativas. Es decir, el binomio ciudada-
nía-justicia electoral ha logrado que se generen criterios que hacen un sistema 
electoral más incluyente y democrático. 

3.1.	 Análisis de casos

Para sostener la conclusión anterior, es necesario analizar algunos casos exito-
sos en los que las y los ciudadanos han logrado incidir de manera positiva en 
el sistema electoral a través de la justicia electoral. Los casos se seleccionaron 
de acuerdo con los diferentes temas que han logrado llegar a instancias juris-
diccionales nacionales y regionales, y que han tenido un impacto en el sistema 
electoral del país, de modo que lo hicieron más abierto e incluyente. En los 
casos se ha buscado sentar ejemplos de cómo, a través del impulso de la ciu-
dadanía y de la actuación de las autoridades jurisdiccionales, se han logrado 
definir criterios progresivos y maximizadores de derechos políticos.

3.1.1	 El caso mexicano. Paridad en gubernaturas.

En México se cuenta con un sistema de justicia electoral a nivel federal encar-
gado a un tribunal especializado perteneciente al Poder Judicial, el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF), el cual es la máxima 
autoridad jurisdiccional en materia electoral en el país. Los criterios del TEPJF, 
en la participación política de las mujeres, han permitido que hoy se cuente con 
un sistema electoral más inclusivo y democrático. 

Ahora bien, estos criterios jurisdiccionales han sido resultado de casos pre-
sentados por ciudadanas y ciudadanos que han acudido al TEPJF en búsqueda 
de la garantía de sus derechos políticos. Por ejemplo, recientemente para el pro-
ceso electoral 2021 (en el que, entre otros cargos, se renovaron quince guberna-
turas), una ciudadana, asesorada por dos clínicas de litigio estratégico, solicitó 
a la autoridad electoral administrativa, el Instituto Nacional Electoral (INE), 
que emitiera lineamientos para garantizar el principio de paridad de género 
en la postulación de candidaturas para las quince gubernaturas a renovarse, 
basándose en la paridad total que establece la Constitución. 
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De esa solicitud, se derivaron diversos medios de impugnación ante el 
TEPJF, que tuvieron como consecuencia que el INE emitiera un acuerdo por 
el que obligaba a los partidos políticos nacionales a postular al menos ocho 
mujeres candidatas para las quince gubernaturas a renovarse. Aquel acuerdo 
fue impugnado ante el TEPJF (SUP-RAP-116/2020), el cual resolvió revocar 
el acuerdo del INE por falta de competencia de la autoridad para “legislar” 
sobre el tema. Pero, a su vez, vinculó a los partidos políticos nacionales para 
que, en la postulación de sus candidaturas a las gubernaturas del presente pro-
ceso electoral hicieran efectivo el principio de paridad y permitan postular a 
por lo menos siete mujeres candidatas para las gubernaturas. 

De esta manera, se logró hacer efectivo el principio de paridad total esta-
blecido en la Constitución para las elecciones de gubernaturas, sin necesi-
dad de una reforma legislativa, sino a través de una sentencia del TEPJF que 
derivó de una consulta presentada por una ciudadana asesorada por clínicas 
de litigio estratégico. 

3.1.2		 El caso de Costa Rica. La democratización de los 
partidos.

La Reforma Constitucional de 1997 estableció que los partidos políticos en 
Costa Rica deberían funcionar de manera democrática, sin embargo, no se 
reformó el Código Electoral, por lo que no tenía una regulación secundaria 
sobre cómo se garantizaría lo anterior. Existía una laguna jurídica respecto a la 
forma en que las autoridades electorales debían garantizar que un partido polí-
tico fuera democrático. Ante ello, un ciudadano miembro del Partido Libera-
ción Nacional impugnó ante el Tribunal Supremo de Elecciones (TSE) que la 
reglamentación de ese partido para postular candidaturas era inconstitucio-
nal, pues requería el pago para poder participar en ese proceso. 

Al no existir, en ese momento, un medio de impugnación para controvertir 
los actos u omisiones de las dirigencias partidistas, el TSE aplicó de manera ana-
lógica las reglas de procedimiento del recurso de amparo general que establece la 
Ley de la Jurisdicción Constitucional. Así, se declaró competente para conocer 
sobre este caso y colmar la laguna normativa. En ese sentido, a través de la juris-
prudencia, “resultó habilitada esa vía para que los miembros de los partidos polí-
ticos puedan acudir al Tribunal Supremo de Elecciones para combatir actos u 
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omisiones de sus respectivas dirigencias, que quebranten o amenacen quebran-
tar sus derechos políticos fundamentales” (Sobrado González 2009, 15).

Una vez más, a través de un caso presentado por un ciudadano, se logró 
un cambio fundamental en la justicia electoral de Costa Rica, de esa manera 
colma una laguna legislativa y hace integral el sistema de medios de impug-
nación en materia electoral, sin necesidad, en un primer momento, de una 
reforma legislativa. La justicia electoral ha abonado a la democratización de los 
partidos políticos.

3.1.3 	 El caso peruano. La eliminación de restricciones a 
los derechos políticos.

El caso deriva de la negativa de registro de una candidata para competir por el 
Congreso de la República debido a que su documento nacional de identidad 
(DNI) se encontraba vencido o caducado. Ante esta negativa, la ciudadana 
apeló la decisión de la autoridad administrativa electoral local ante el Jurado 
Nacional de Elecciones. 

En la resolución 0241-2019-JNE, la autoridad electoral estableció que el 
vencimiento de la fecha de vigencia del DNI no constituye impedimento para 
la participación de la ciudadana. Ello debido a que no existe un impedimento 
en la normatividad y porque resulta necesario privilegiar el ejercicio del dere-
cho constitucional al sufragio y a la participación ciudadana contenidos en la 
Constitución. Con esta resolución se quitan trabas y obstáculos para que la 
ciudadanía ejerza sus derechos políticos sin restricciones desproporcionales, 
por lo que se maximiza y garantiza el derecho al sufragio pasivo de una ciu-
dadana, lo cual hace que el sistema electoral peruano sea más democrático e 
incluyente a través de la justicia electoral. 

3.1.4		 El caso de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH)

La Corte Interamericana de Derechos Humanos también ha tenido algunos 
casos que han llevado ciudadanas y ciudadanos a su competencia y que han 
resultado en criterios que buscan hacer más democráticos los sistemas electora-
les de los países de la región. Por ejemplo, el caso Castañeda Gutman vs. México 
sentó un precedente relevante para el tema de candidaturas independientes 
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en México. A partir de la negativa de registro como candidato independiente 
o sin partido a la presidencia de la República del ciudadano Jorge Castañeda 
Gutman en 2006, el actor impugnó esa negativa ante la justicia federal y la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, las cuales desecharon todos los recur-
sos por improcedencia. En ese sentido, el ciudadano no contaba con una vía 
idónea para impugnar la negativa de registro por parte de la autoridad electoral 
para competir sin partido en las elecciones. 

El caso fue llevado por el ciudadano hasta la CIDH, la cual resolvió que 
efectivamente se había violado su derecho a acceso a la justica, de modo que 
ordenó al Estado mexicano que hiciera las reformas necesarias para que el jui-
cio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano (JDC) 
fuera procedente para garantizar a las y los ciudadanos de forma efectiva el 
cuestionamiento de la constitucionalidad de la regulación legal del derecho a 
ser elegido. Hoy, el JDC es un medio efectivo para cualquier violación a dere-
chos políticos de la ciudadanía y, además, ya se cuenta con la figura de can-
didatura independiente en la legislación electoral mexicana. Un precedente 
judicial regional llevado por un ciudadano logró generar cambios en el sistema 
electoral mexicano.

Los casos analizados se refieren a instancias jurisdiccionales nacionales y 
regionales, y tienen en común que han sido ciudadanas y ciudadanos u orga-
nizaciones ciudadanas quienes han llevado a la justicia la controversia y han 
obtenido una solución favorable que trasciende no solo más allá del caso en 
concreto, sino también en todo el sistema electoral. No pretenden ser los úni-
cos, sino solo una muestra de cómo, a través de casos concretos llevados a la 
justicia electoral, pueden generar cambios al sistema electoral sin necesidad de 
un procedimiento legislativo regulado por mayorías.

4.	 A manera de conclusión

A través de casos en concreto y de la justicia electoral, la ciudadanía ha tenido 
incidencia directa en un sistema electoral. Ello derivado a que ha sido por la vía 
jurisdiccional que se han logrado hacer cambios sustantivos y procedimentales 
a los sistemas electorales sin necesidad, en un primer momento, de una reforma 
electoral en sede legislativa. 
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Por lo tanto, se considera relevante que la ciudadanía vea a las autorida-
des electorales como aliados para garantizar el ejercicio pleno de sus derechos 
políticos. Una de las formas que han generado criterios democratizadores por 
parte de las autoridades ha sido el litigio estratégico de casos en concreto, que 
sientan precedentes relevantes y fomentan cambios positivos en el sistema elec-
toral de un país. 

Ahora bien, los sistemas de justicia electoral en la región no son iguales; 
contamos con ejemplos de tribunales especializados de última instancia en 
materia electoral (México, Perú, Chile, Ecuador), tribunales administrativos 
que revisan la actuación de las autoridades electorales (Colombia) o sistemas 
en los que las sentencias de los tribunales electorales pueden ser revisadas por 
las Cortes Supremas (Honduras, El Salvador, Brasil, Panamá), entre otros 
sistemas. Sin embargo y derivado de criterios de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, algo que comparten todos los sistemas es que, para que 
exista un acceso efectivo a la justicia, es necesario que se cuente con un recurso 
o medio de impugnación a disposición de la ciudadanía para que, en caso de 
violación de sus derechos políticos, puedan acudir a un tribunal que los escu-
che y los ampare. El acceso a la justicia electoral como un derecho humano es 
una garantía que tiene la ciudadanía eficaz, pues será una solución de un tri-
bunal basada en derecho y no en mayorías; expedita, pues los tiempos de reso-
lución en materia electoral generalmente son cortos; y amplia, pues cualquier 
ciudadano o ciudadana que considere se haya vulnerado sus derechos políticos 
puede acudir a la justicia electoral. 

En este sentido, se pone a la ciudadanía como el centro de cualquier demo-
cracia, para lo cual debe tener incidencia en su sistema electoral. Por ello, se 
considera la vía de la justicia electoral idónea para que las necesidades ciudada-
nas en materia electoral se vean reflejadas en el ejercicio pleno de sus derechos 
políticos sin necesidad de las grandes mayorías que se requieren para realizar 
una reforma legislativa. Por lo anterior, es fundamental contar con autoridades 
electorales confiables y abiertas para escuchar a la ciudadanía, y así garantizar 
su participación política plena en un sistema electoral democrático. 

El binomio ciudadanía-justica electoral ha servido para hacer a los sistemas 
electorales más inclusivos y, por lo tanto, más democráticos. De ahí deriva la 
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necesidad de seguir por el camino de la consolidación y del fortalecimiento de 
las autoridades electorales, y de la construcción de una ciudadanía interesada e 
involucrada en la vida pública de un país.
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por Alicia Lissidini, Yanina Welp y Daniel Zovatto, 71-105. México DF: UNAM, 
IDEA Internacional.

Luna Ramos, Margarita. 2016. “¿Qué es el litigio estratégico?”. El Universal, Abril 19. 
https://www.eluniversal.com.mx/entrada-de-opinion/articulo/margarita-luna-
ramos/nacion/2016/04/19/que-es-el-litigio-estrategico

Marco Marco, Joaquín. 2009. “La iniciativa legislativa popular en España (o el mito de 
Sísifo)”. Revista general de derecho constitucional, (8): 2.

Libro 1.indb   234 30/07/2021   12:50:38



235El binomio ciudadanía y justicia electoral como fuente 
de cambios electorales

www.onpe.gob.pe Elecciones 20 (21), 2021

Montesquieu, Charles Louis. 1845. Espíritu de las leyes. Madrid: Imprenta Marcos 
Bueno.

Sartori, Giovanni. 1993. Qué es la democracia. México: Editorial Patria. 

Sobrado González, Luis Antonio. 2009. “La jurisprudencia electoral como factor de 
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[Resumen] La reforma electoral de 2014 en México es probablemente la que mayor impacto ha tenido en 
el sistema electoral, asimismo, es la reforma que ha tenido una repercusión importante en la designación 
de autoridades electorales subnacionales y en sus atribuciones. Antes de la reforma, la designación de 
consejerías y magistraturas electorales recaían en los congresos locales. La reforma electoral modificó 
ese mecanismo de designación para que fuera la autoridad electoral nacional la encargada de designar a 
las consejerías locales, y el Senado de la República, a las magistraturas, y buscar con ello menor injerencia 
de las élites políticas locales en las decisiones de las autoridades. El presente trabajo busca comparar en 
qué institución electoral subnacional se dio el mayor número de destituciones de 2015 a 2020, y sus 
posibles causas.
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I.	 Introducción

A lo largo de la historia constitucional y legal mexicana es clara una tendencia 
a reformar las reglas político-electorales del juego luego de cada elección. A 
partir de 1977 es posible definir un proceso de cambio político en el que las 
reformas electorales han sido constantes y paulatinas (Córdova 2008, 654; 
Gilas y Soriano 2018). La configuración actual del sistema político y elec-
toral mexicano ha sido el resultado de negociaciones políticas, de conflictos 
poselectorales, y de una necesidad de los actores políticos por regular amplia-
mente cada uno de los procesos para robustecer el diseño institucional y dotar 
de legalidad y legitimidad a las elecciones. De esta manera, la reforma electoral 
de 2014 implicó diversos cambios en procesos que fueron regulados de manera 
profunda anteriormente, pero también en aspectos que fueron reformados de 
manera tangencial.

Durante todo el proceso de reformas, los aspectos regulatorios subnaciona-
les habían sido poco discutidos y, en ocasiones, incluso, se evadía la posibilidad 
real de modificar las constituciones estatales, pues se esperaba que fueran las 
élites locales las que realizaran los ajustes correspondientes ante los cambios 
federales (Vargas 2011, 119). No fue sino hasta la reforma electoral de 2007 
cuando se tuvo una injerencia directa en las constituciones locales, incorpo-
rando explícitamente que éstas deberían garantizar a plenitud la adecuación de 
su contenido al de la reforma. Vargas (2011) incluso concluye que este proceso 
lento de modificación normativa y aplicación paulatina frenaba la posibilidad 
institucional de avance democrático en el país. En ese sentido, las alternancias 
que se generaron a nivel subnacional fueron más el “resultado de negociacio-
nes informales y de la correlación de fuerzas nacionales y regionales que una 
tendencia hacia la democratización en el ámbito local” (Vargas 2011, 123).

Si bien desde la reforma de 2007 se discutía sobre la necesidad de tener orga-
nismos administrativos electorales locales de la misma calidad e independencia 
que el entonces Instituto Federal Electoral (IFE), en aquel momento no se reguló 
su conformación o funcionamiento. Tampoco sucedió para la impartición de 
justicia electoral local, la cual permanecía igualmente en estructuras diversas, 
ya fuera como parte del Poder Judicial estatal o como organismos autónomos. 
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Una de las cuestiones más relevantes de la reforma de 2014 es que buscó 
solventar uno de los grandes problemas de la democracia local que era la inje-
rencia de las élites políticas. Las autoridades administrativas y jurisdiccionales 
electorales eran designadas, en la mayoría de los casos, por los congresos locales 
y la reforma electoral modificó ese mecanismo de designación para homologar 
que en todo el país fuera la autoridad electoral nacional la encargada de desig-
nar a las consejerías locales y, el Senado de la República, a las magistraturas. 
También se regularon sus atribuciones, el número de integrantes, la duración 
de sus encargos, así como los mecanismos de destitución. 

Este trabajo busca describir los mecanismos de designación y destitución de 
las autoridades electorales administrativas y jurisdiccionales locales, a partir 
de la reforma político-electoral de 2014, encontrar sus diferencias sustantivas 
y, explicar, con base en el número de destituciones (2015-2020) las posibles 
causas por las cuales existe un mayor número de destituciones de consejerías 
electorales que magistraturas electorales. 

2.		 La reforma electoral de 2014 y la designación de 
autoridades electorales locales

2.1 Organismos Públicos Locales Electorales

La conformación de instituciones electorales locales, atribuciones, mecanismos 
de designación y destitución de autoridades, fueron algunos de los elementos 
que la reforma de 2014 modificó de forma significativa, en un intento por eli-
minar la injerencia de actores partidistas locales. En el caso de las autoridades 
electorales administrativas, la reforma homologó el número de integrantes que 
componen cada autoridad. La integración previa oscilaba entre 5 y 9 conseje-
rías y la reforma estableció que cada autoridad se conformaría por 6 integran-
tes más la consejería que ostenta la presidencia. De igual forma, la duración de 
los encargos era variable, teniendo un promedio de cinco años (Rivera 2014, 
411). La reforma homologó esa característica para que cada el encargo tuviera 
una duración de siete años (LGIPE artículo 100).1 

1	 Algunos de los requisitos para aspirar a una consejería, de conformidad con el artículo 100 de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, son: ser mexicano por nacimiento sin adquirir otra nacionalidad; estar 
en pleno goce de sus derechos civiles y políticos; tener más de 30 años de edad al día de la designación;  poseer al 
día de la designación, con antigüedad mínima de cinco años, título profesional de nivel licenciatura; ser originario 
de la entidad federativa correspondiente o contar con una residencia efectiva de por lo menos cinco años anteriores 
a su designación, salvo el caso de ausencia por servicio público, educativo o de investigación por un tiempo menor 
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Uno de los cambios más importantes se centró en el mecanismo de desig-
nación de cada uno de los órganos electorales locales. Previo a la reforma, esta 
facultad estaba conferida a los congresos locales; sin embargo, en el ánimo 
de dotar de autonomía a los órganos electorales locales administrativos, la 
reforma de 2014 previó un cambio sustancial, dejando esta tarea en manos 
del Instituto Nacional Electoral (INE, antes IFE). La exposición de motivos 
de la reforma fue clara en el objetivo perseguido en este aspecto, al determi-
nar que el cambio fortalecería “las normas preventivas de la intromisión de 
otros poderes en las decisiones y actuar de los órganos locales, con miras a su 
fortalecimiento” (Senado de la República 2012, 124). De esa manera se 
homologó el procedimiento para la designación de autoridades de los llamados 
OPLE (Organismos Públicos Locales Electorales).

Previo a la reforma, en 15 institutos electorales no se empleó convocato-
rias abiertas para seleccionar a sus autoridades, en 14 se usó una convocato-
ria abierta, en uno se emitió una convocatoria abierta y, además, se desarro-
lló audiencias públicas, y en dos se usó una convocatoria abierta, exámenes y 
audiencias públicas (Rivera 2014, 411). La reforma modificó esa heteroge-
neidad para incorporar un procedimiento, a cargo del INE, en el que se inclu-
yera una convocatoria abierta con claridad en los cargos a ocupar, periodos de 
gestión, plazos en el proceso de designación, requisitos y documentación nece-
saria. La convocatoria debía tener una serie de etapas que incluyera un examen 
de conocimientos generales, la redacción de un ensayo, así como audiencias 
públicas con las y los integrantes del Consejo General del INE. 

En cuanto a las atribuciones de los órganos administrativos electorales, la 
reforma estableció la posibilidad de que el INE pudiera asumir procesos que 
la legislación había conferido a los OPLE, asimismo, la posibilidad de delegar 
procesos y actividades que fueran atribución del INE. Estos ajustes generaron 
un nuevo mecanismo de coordinación entre los órganos locales y la autoridad 
electoral nacional que, para algunas posiciones, limita la autonomía de los órga-
nos locales, pero para otras robustece y homologa el sistema nacional electoral. 

de seis meses; no haber sido registrado como candidato ni haber desempeñado cargo alguno de elección popular 
en los cuatro años anteriores a la designación; no desempeñar ni haber desempeñado cargo de dirección nacional, 
estatal o municipal en algún partido político en los cuatro años anteriores a la designación, ni titularidades del 
gabinete en el gobierno federal o local; y no ser ni haber sido miembro del Servicio Profesional Electoral Nacional 
durante el último proceso electoral en la entidad.
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Estas modificaciones constituyeron un paso muy importante en el camino 
a consolidar la independencia electoral local. Existe una amplia discusión en 
la literatura especializada en administración electoral que afirma que la inde-
pendencia de los órganos electorales “está basada en el número de órganos que 
intervienen en el proceso de designación y la duración en el cargo tanto de las 
consejerías como de los que los designan” (Méndez 2015, 1). Entre mayor 
sea el número de actores que intervienen en el proceso de designación mayor 
independencia habrá de un control partidario (Méndez 2015, 1). En este 
caso, haber eliminado a un órgano partidista como es el congreso local del 
proceso de designación de los OPLE permitió brindar legitimidad a los perfi-
les seleccionados. El que sea el INE el encargado de organizar la convocatoria 
y el procedimiento de selección, en donde intervienen, además, algunas otras 
instituciones académicas, presupone una mayor legitimidad al proceso y, desde 
luego, el fortalecimiento de la independencia.

2.2  Órganos jurisdiccionales

La reforma de 2007 es un parteaguas en la regulación subnacional de la jus-
ticia electoral local. Como se ha mencionado, el proceso de cambio político 
mexicano corría por arenas diferentes a nivel federal y a nivel local. A nivel 
federal había reformas que no repercutían de manera significativa sino hasta 
que las élites locales tenían su propio proceso de negociación y necesidad de 
cambio. Uno de los mandatos establecidos a nivel federal para la repercusión 
local se dio, por ejemplo, en el artículo 116 constitucional que expresa que en 
las constituciones y leyes locales se deberá establecer un sistema de medios de 
impugnación para que todos los actos y resoluciones electorales se sujeten inva-
riablemente al principio de legalidad. No obstante, los cambios significativos 
a nivel local se establecieron con la reforma de 2014, al igual que para la admi-
nistración electoral. 

El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF), máxima 
autoridad en materia electoral, incrementó de cinco a siete salas regionales 
y una especializada en resolver el Procedimiento Especial Sancionador.2 El 

2	 “Tras un análisis de las necesidades reales, las cargas de trabajo permanentes y bajo los principios de austeridad y 
disciplina presupuestaria, se determinó que no era necesaria la instalación de dos Salas Regionales nuevas previstas 
por la reforma electoral de 2014, y que el eventual incremento de las cargas de trabajo se podría atender optando por 
un crecimiento temporal, acotado a las necesidades efectivas de las coyunturas derivadas de los procesos electorales 
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incremento en el número de salas regionales obedeció también a la posibili-
dad de que los impugnantes acudieran a la jurisdicción federal sin agotar la 
instancia local o la interna de los partidos políticos. Esta figura se denominó 
per saltum (Medina 2015, 272). Por ende, la justicia constitucional local tuvo 
un impacto importante con la reforma. Las competencias de las nuevas auto-
ridades jurisdiccionales quedaron un tanto ambiguas, ya que la ley solamente 
indica que “resolverán los medios de impugnación interpuestos en contra de 
los actos y resoluciones electorales locales” y que “las leyes locales regulan el 
sistema de medios jurisdiccionales” (LGIPE artículos 106.3 y 111). Esto 
significa que no tendrán mayores actividades al estar supeditadas las impugna-
ciones a las acciones de los nuevos organismos públicos locales electorales, y si 
estos tienen pocas funciones, entonces las posibilidades de impugnación dis-
minuirían y los órganos jurisdiccionales locales verán reducidas sus actividades 
(Medina 2015, 272).

En cuanto a la designación de integrantes de los órganos jurisdicciona-
les locales, con la reforma, el artículo 116 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) establece que cada entidad federativa 
contará con autoridades jurisdiccionales electorales que se integrarán por un 
número impar de magistradas y magistrados, quienes serán electos de forma 
escalonada por las dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara 
de Senadores, previa convocatoria pública, en los términos que determine la 
ley. Es decir, ningún órgano político local podrá participar en dicho proceso. 
Este cambio intenta excluir a los poderes políticos locales del proceso, para 
garantizar la independencia en las resoluciones que posteriormente emitirán 
las y los designados.

Antes de la reforma, las constituciones locales establecían diversos proce-
dimientos de designación de magistraturas electorales, las variaciones consis-
tían principalmente en la instancia que hacía la propuesta al Congreso Local. 
Dichos actores podían ser: las fracciones parlamentarias del propio Congreso, 
el Poder Judicial, una combinación del Poder Ejecutivo y Judicial y, en el caso 
del estado de Yucatán, la propuesta era realizada por organizaciones ciudada-
nas (Díaz-Santana 2011,151). 

concurrentes. Por ello, los recursos asignados para tal fin (350 millones de pesos) serán reintegrados en su totalidad 
a la Tesorería de la Federación durante el ejercicio presupuestal 2017” (TEPJF 2017, 105).
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En cuanto a la conformación de los tribunales electorales, antes de la 
reforma cada entidad federativa precisaba en su Constitución la duración de 
sus magistraturas y el rango variaba de entre tres hasta diez años, en algunos 
casos con posibilidad de reelección y en otros con expresa prohibición. Dichos 
tribunales estaban conformados por entre tres y cinco magistraturas.

Por su parte, la reforma legal delimitó la duración de las magistraturas 
en su encargo, la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales 
(LGIPE) establece en su artículo 106 que las magistraturas permanecerán en 
su encargo por un máximo de siete años, de conformidad con lo que establezca 
la Constitución de cada Estado. El mismo ordenamiento señala en su artículo 
108 que el presidente del órgano jurisdiccional será designado por votación 
mayoritaria de sus integrantes y dicha presidencia será rotatoria.

Las vacantes temporales, que no excedan de tres meses, serán resueltas con-
forme al procedimiento que determinen las leyes electorales locales. En caso de 
presentarse una vacante definitiva se deberá comunicar a la Cámara de Sena-
dores a efecto de que se determine el procedimiento de sustitución (LGIPE 
Artículo 109). 

El artículo 105 de la LGIPE establece que, las autoridades electorales juris-
diccionales gozan de autonomía técnica y de gestión en su funcionamiento e 
independencia en sus decisiones; además establece que los tribunales locales no 
podrán pertenecer a los poderes judiciales de las entidades federativas.

Este último ajuste revierte la incorporación de 19 organismos jurisdiccio-
nales electorales locales que habían sido integrados al Poder Judicial de cada 
uno de sus estados: Aguascalientes, Baja California Sur, Campeche, Coahuila, 
Chiapas, Durango, Hidalgo, Jalisco, Morelos, Nayarit, Oaxaca, Querétaro, San 
Luis Potosí, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz y Zacatecas (Félix, Maldonado 
y Cristóbal 2012). 

En tanto los Artículos 106 y 107 de la LGIPE manifiesta que las autoridades 
jurisdiccionales locales serán las encargadas de resolver los medios de impugna-
ción interpuestos en contra de todos los actos y resoluciones electorales locales, 
en términos de las leyes locales. Una vez terminado su encargo, las magistraturas 
electorales no podrán asumir cargo público en los órganos emanados de las elec-
ciones sobre las cuales se hayan pronunciado, ni ser postulados para un cargo de 
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elección popular o asumir cargos de dirigencia partidista por un plazo equiva-
lente a una cuarta parte del tiempo en que hayan ejercido su función.

Para garantizar la independencia y autonomía de las instituciones jurisdic-
cionales locales, la LGIPE establece que las y los magistrados electorales locales 
gozarán de las garantías judiciales que establece la CPEUM, cuyo contenido 
mínimo se integra por la permanencia, la estabilidad en el ejercicio del cargo 
por el tiempo de su duración y la seguridad económica (LGIPE Artículo 
117). En ese sentido, el sueldo de los magistrados electorales locales debe ser 
contemplado por los Congresos Locales en el presupuesto anual y no podrá ser 
disminuido durante el tiempo que dure el encargo, de acuerdo con el Artículo 
116 de la LGIPE. 

En cuanto a la designación de magistraturas electorales mediante el nuevo 
procedimiento, la CPEUM establece en su artículo segundo transitorio que las 
magistraturas que se encuentren en funciones a la entrada en vigor de la legis-
lación secundaria continuarían en su encargo hasta que se realicen los nuevos 
nombramientos. Esos nombramientos tendrían que realizarse con antelación 
al inicio del siguiente proceso electoral local, y en el proceso podrían participar 
las y los magistrados salientes.

Además de la licenciatura en derecho y la acreditación de conocimientos en 
la materia electoral, los requisitos para ser designada magistrada o magistrado 
electoral enfatizan la exclusión de personas con vínculos políticos; es decir, car-
gos directivos al interior de los partidos y cargos de elección popular o de desig-
nación directa del poder ejecutivo ya sea federal o local, por lo menos 4 años 
antes a la designación. Es así puesto que la labor de los órganos jurisdiccionales 
electorales es resolver disputas sobre el poder gubernamental, principalmente, 
y las preferencias partidarias podrían suponer un conflicto de interés para 
juzgar. Incluso, como lo afirma Díaz-Santana “los actores en disputa algunas 
veces utilizan los medios a su alcance para tratar de influir en las decisiones de 
los jueces o realizan juicios de valor que cuestionan sus decisiones y en conse-
cuencia pueden afectar la legitimidad del proceso electoral” (2011,13).

El mecanismo de designación de las magistraturas se establece en las con-
vocatorias respectivas y es la Comisión de Justicia del Senado la encargada de 
determinar la elegibilidad de las y los candidatos, mientras que la Junta de 
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Coordinación Política es la encargada de realizar la propuesta al pleno de la 
Cámara. El hecho de que la designación de las magistraturas electorales loca-
les esté a cargo del Senado de la República elimina el posible sesgo partidista 
local, pero mantiene la decisión final en manos de un colegiado partidista. A 
diferencia del mecanismo de designación de las autoridades de los OPLE, la 
exposición de motivos de la reforma de 2014 no abundó en las razones para 
mantener la designación de estos actores en manos del Senado. Al respecto, 
incluso existen análisis que afirman que el involucramiento del Senado en el 
proceso de designación atenta contra la independencia de los órganos jurisdic-
cionales electorales locales, pues:

(…) no permite la selección exclusivamente por el mérito personal y su capacidad 
profesional, ni tiene en cuenta la singularidad y especificidad de las funciones que 
se van a desempeñar. Por ende, tal procedimiento no satisface las condiciones que 
exige la Convención para la implementación adecuada de un verdadero régimen 
independiente; por el contrario, es un régimen que permite un alto grado de discre-
cionalidad en la selección de los jueces electorales, por medio del cual las personas 
escogidas no serían necesariamente las más idóneas (Montoya 2019, 265).

3.	 Criterios de destitución de consejerías y magistraturas 
electorales subnacionales

Las razones y mecanismos para la destitución de las autoridades electorales 
también son características que deben ser específicas y ser respetadas para lograr 
la independencia de los órganos electorales. La reforma de 2014 estableció con-
sideraciones claras para el procedimiento de remoción de consejerías electorales 
más no para la destitución de magistraturas. La destitución de las autoridades 
electorales locales le corresponde al órgano que las designó, por lo que la desti-
tución de las consejerías electorales está a cargo del INE y la de las magistratu-
ras electorales locales, en principio, a cargo del Senado de la República. 

Las consejerías electorales locales están sujetas al régimen de responsabili-
dades de los servidores públicos previsto en el Título Cuarto de la CPEUM y 
pueden ser removidas por incurrir en alguna de las siguientes faltas, de acuerdo 
con el Artículo 102 de la LGIPE:

a)	 Realizar conductas que atenten contra la independencia e imparcialidad 
de la función electoral, o cualquier acción que genere o implique subor-
dinación respecto de terceros;
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b)	 Tener notoria negligencia, ineptitud o descuido en el desempeño de las 
funciones o labores que deban realizar; 

c)	 Conocer de algún asunto o participar en algún acto para el cual se 
encuentren impedidos; 

d)	 Realizar nombramientos, promociones o ratificaciones infringiendo las 
disposiciones generales correspondientes; 

e)	 Emitir opinión pública que implique prejuzgar sobre un asunto de su 
conocimiento y no haberse excusado del mismo; 

f)	 Dejar de desempeñar injustificadamente las funciones o las labores que 
tenga a su cargo, y 

g)	 Violar de manera grave o reiterada las reglas, lineamientos, criterios y 
formatos que emita el Instituto en términos de la Base V, Apartado B), 
inciso a), numeral 5 del artículo 41 de la Constitución. Para los efectos 
de este inciso se considera violación grave, aquélla que dañe los princi-
pios rectores de la elección de que se trate.

El procedimiento de destitución está regulado en la misma LGIPE, en 
su artículo 103 y establece que la Secretaría Ejecutiva del INE, a través de la 
Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral, notificará a la consejería local 
cuando tenga conocimiento de hechos que actualicen alguna de las causales 
de procedencia de la remoción y cuando considere que existen elementos de 
prueba. En ese momento, notificará los detalles de una audiencia, los actos u 
omisiones que se le imputen, así como las consecuencias y el derecho a compa-
recer asistido por un defensor. La persona consejera deberá ofrecer elementos 
de prueba para la generación del dictamen que es presentado al Consejo Gene-
ral del INE. La remoción requiere ocho votos del Consejo General. 

Las magistraturas electorales estatales gozarán de todas las garantías judi-
ciales previstas en el artículo 17 de la CPEUM a efecto de garantizar su inde-
pendencia y autonomía, cuyo contenido mínimo se integra por la permanen-
cia, la estabilidad en el ejercicio del cargo por el tiempo de su duración y la 
seguridad económica. 
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La destitución de las magistraturas electorales está prevista por la CPEUM 
en su Título Cuarto y considera violaciones a la Constitución y leyes federales, 
así como por el manejo y aplicación indebidos de fondos y recursos federales. 
Las magistraturas electorales también están sujetas al régimen de responsa-
bilidades de las y los servidores públicos previsto en el Título Cuarto de la 
CPEUM. Podrán iniciarse procedimientos de juicio político, sanciones admi-
nistrativas e incluso penales. 

El artículo 117 de la LGIPE establece como causas de responsabilidad, las 
siguientes:

a)	 Realizar conductas que atenten contra la independencia de la función 
jurídico-electoral, o cualquier acción que genere o implique subordina-
ción respecto de terceros; 

b)	 Tener notoria negligencia, ineptitud o descuido en el desempeño de las 
funciones o labores que deban realizar; 

c)	 Conocer de algún asunto o participar en algún acto para el cual se 
encuentren impedidos; 

d)	 Realizar nombramientos, promociones o ratificaciones infringiendo las 
disposiciones correspondientes; 

e)	 Emitir opinión pública que implique prejuzgar sobre un asunto de su 
conocimiento;

f)	 Dejar de desempeñar injustificadamente las funciones o las labores que 
tenga a su cargo; 

g)	 Utilizar en beneficio propio o de terceros la documentación e informa-
ción confidencial en los términos de la presente Ley y de la demás legis-
lación de la materia;

h)	 Sustraer, destruir, ocultar o utilizar indebidamente la documentación 
e información que por razón de su cargo tenga a su cuidado o custodia, 
con motivo del ejercicio de sus atribuciones, y 

Libro 1.indb   247 30/07/2021   12:50:39



Cecilia Aida Hernández Cruz

© Oficina Nacional de Procesos Electorales

248

Elecciones 20 (21), 2021

i)	 Las demás que determinen las Constituciones Locales o las leyes que 
resulten aplicables.

No obstante, la LGIPE no es clara en el procedimiento que se deberá seguir 
para poder solicitar la remoción de una magistratura electoral. 

Para el desarrollo de la investigación se realizó una búsqueda en los acuer-
dos de Consejo General del INE en los que se aprobara la remoción de alguna 
consejería electoral, así como en los datos presentados por la Unidad Técnica 
de lo Contencioso Electoral respecto a los procedimientos de remoción inicia-
dos en contra de consejerías electorales de los Organismos Públicos Locales. 
Tales datos muestran que, a partir de la reforma constitucional de 2014, se 
han instaurado 153 procedimientos, con motivo de la presentación de vistas o 
denuncias contra las consejerías. De estos, seis fueron presentados en 2014, 24 
en 2015, 33 correspondientes a 2016,3 22 del 2017, 36, en 2018,4 15 en 2019 y 
17 respecto al 2020 (corte al 14 de diciembre de 2020) (Instituto Nacio-
nal Electoral 2020, 3).

En cuanto a los procedimientos concluidos, el informe de la Unidad Téc-
nica de lo Contencioso presenta que, al 14 de diciembre de 2020 se habían 
resuelto “132 procedimientos de remoción, de los que: 44 se desecharon (por 
incompetencia o improcedencia), cuatro fueron sobreseídos; dos de ellos en 
virtud de que los actores se desistieron de la acción y dos toda vez que el Con-
sejero denunciado renunció a su cargo; 23 se tuvieron por no presentados,5 en 

3	 Se registraron 34 quejas en 2016; sin embargo, se precisa que el expediente identificado como UT/SCG/PRCE/
PRI/CG/17/2016 no se cuenta en la estadística, toda vez que versa sobre un Consejero Electoral Local del INE y 
no sobre Consejeros de OPLE (inicialmente fue tramitado como PO, pero la Sala Superior del TEPJF lo reencau-
zó a remoción). Aquel fue resuelto mediante la resolución INE/CG552/2017 aprobada en la sesión del CG del 
INE celebrada el 22 de noviembre de 2017 (Instituto Nacional Electoral 2020, 3).

4	 Se registraron 42 quejas en 2018; sin embargo, se precisa que los expedientes identificados como UT/SCG/ 
PRCE/MORENA/JD08/MEX/5/2018, UT/SCG/PRCE/SMI/JL/OAX/6/2018, UT/SCG/PRCE/SRE/
CG/10/2018, UT/SCG/PRCE/PAN/JL/PUE/13/2018, UT/SCG/PRCE/DMCV/CG/25/2018 y UT/
SCG/PRCE/MELC/JL/GTO/27/2018 no se cuentan en la estadística toda vez que los mismos versan sobre los 
consejeros Electorales Distrital o Locales del INE y no sobre consejeros de OPLE (6) (Instituto Nacional 
Electoral 2020, 3).

5	 Se tuvieron por no presentados en 2015, 2 asuntos (UT/SCG/PRCE/PRI/CG/14/2015 y UT/SCG/PRCE/ 
PSM/CG/22/2015), en 2016, 5 asuntos (UT/SCG/PRCE/CJVS/JL/JAL/6/2016, UT/SCG/PRCE/MC/ 
JL/VER/7/2016, UT/SCG/PRCE/MRCR/CG/14/2016, UT/SCG/PRCE/JAR/CG/22/2016 y UT/ 
SCG/PRCE/PSDI/JL/COAH/26/ 2016); en 2017, 3 asuntos (UT/SCG/PRCE/PAN/CG/13/2017, UT/ 
SCG/PRCE/GAFM/JL/COAH/15/2017 y UT/SCG/PRCE/GCV/JL/ZAC/20/2017); en 2018, 9 asun-
tos (UT/SCG/PRCE/SSH/CG/2/2018 y UT/SCG/PRCE/LRG/JL/HGO/3/2018, UT/SCG/PRCE/
RRR/CG/4/2018, UT/SCG/PRCE/GGI/CG/11/2018, UT/SCG/PRCE/MORENA/JL/VER/19/2018, 
UT/SCG/PRCE/MSG/JL/CHIS/22/2018, UT/SCG/PRCE/RFT/JL/GTO/28/2018, UT/SCG/PRCE/
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virtud de que los actores no desahogaron la prevención o bien fue insuficiente; 
dos fueron dados de baja administrativa; 496 fueron declarados infundados y 
10 fueron declarados fundados (cuatro de ellos estaban acumulados)” (Insti-
tuto Nacional Electoral 2020, 5).

En tal sentido, 12 consejerías han sido destituidas, previa interposición de 
medio de impugnación ante el TEPJF, como puede observarse en la Tabla I.

JASD/CG/35/2018, UT/SCG/PRCE/JCSL/CG/40/2018 y UT/SCG/PRCE/ERLM/JL/ZAC/42/2018); 
y, en lo que va del 2020, 2 asuntos (UT/SCG/PRCE/SLZ/JL/NAY/2/2020 y UT/SCG/PRCE/UDT/OPLE/ 
TAB/12/2020) (Instituto Nacional Electoral 2020, 5). 

6	 De los 49 expedientes declarados infundados, en el registrado bajo el número de expediente UT/SCG/PRCE/ 
MORENA/CG/5/2017, mediante resolución de 23 de agosto de 2017, se decretó el sobreseimiento respecto a las 
y los consejeros Leticia Martínez Velázquez, René Vargas Pineda, Felipe Arturo Sánchez Miranda y Marisela Reyes 
Reyes, toda vez que, al momento que se emitió la resolución, ya no ostentaban el carácter de consejeros integrantes 
del IEPCG (la última de las mencionadas por renuncia), y se declaró infundado el asunto respecto a los otros 
denunciados; la Sala Superior revocó esa resolución en el SUP-RAP-715/2017 de 14 de diciembre de 2017; en 
cumplimiento, el 23 de agosto de 2018 se emitió nueva resolución, en la cual se decretó el sobreseimiento respecto 
a la consejera Alma Delia Eugenio Alcaraz derivado de su renuncia al OPLE, y se declaró infundado el asunto 
respecto a los otros denunciados. De igual forma en los expedientes UT/SCG/PRCE/LCTG/JL/NAY/30/2018 
y UT/SCG/PRCE/CZGP/JL/NAY/32/2018 se declaró el sobreseimiento respecto del consejero electoral Celso 
Valderrama Delgado, toda vez que, al momento de emitir la resolución, no ostentaba el cargo de consejero (deriva-
do de su renuncia) (Instituto Nacional Electoral 2020, 5).

Tabla 1
Destitución de Consejerías Electorales Locales

 2015 2016 2017 2018 2019 2020

 Entidad 
federativa

Consejerías 
removidas

Consejerías 
removidas

Consejerías 
removidas

Consejerías 
removidas

Consejerías 
removidas

Consejerías 
removidas

Chiapas 0 7 0 0 0 0

Colima 0 1 0 0 0 0

Morelos 0 0 0 0 0 1

Querétaro 0 0 1 0 0 0

Veracruz 0 0 1 0 0 0

Yucatán 0 0 1 0 0 0

Zacatecas 0 0 0 0 0 0

Total 0 8 3 0 0 1

Fuente: Elaboración propia con datos del INE, Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral (17 de diciembre 
de 2020). INE. Obtenido del repositorio documental: https://repositoriodocumental.ine.mx/xmlui/

handle/123456789/117929.
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Ahora bien, las causas de las destituciones pueden observarse en la Tabla 2 
y se relacionan con negligencia en declaraciones, nepotismo e, incluso, como 
en el caso de Chiapas, por negligencia y descuido en la postulación de candida-
turas y paridad de género. Este último caso resulta interesante porque el INE 
resolvió destituir a tres consejerías por incumplir el registro de candidaturas 
durante el proceso electoral 2014-2015, alterar el listado nominal de votantes 
en el extranjero y otras irregularidades que fueron calificadas como manipu-
lación y fraude. El TEPF confirmó la resolución y solicitó la remoción de las 
cuatro consejerías restantes (Animal Político 2016). 

Tabla 2
Motivos de destitución de Consejerías Electorales Locales

 2016 2017 2020

Entidad 
federativa Motivo de destitución Motivo de destitución Motivo de destitución

Chiapas

Por negligencia, ineptitud 
y descuido en la paridad de 
género en la postulación de 
candidaturas, y por irregula-
ridades en el listado nominal 
del voto en el extranjero.

Colima

Felícitas Alejandra Valladares 
Anguiano, por negligencia, 
ineptitud y descuido en las 
declaraciones realizadas por 
la consejera presidenta en un 
programa radiofónico en el 
que brindó datos incorrectos 
sobre el ganador de la elec-
ción a gobernador.

Morelos  

Ana Isabel León Trueba, por 
negligencia, como consecuen-
cia de la falta de cuidado en el 
desempeño de las funciones 
que legalmente tiene atribui-
das, así como aquellas que no 
ejerció, de modo que con ello 
provocó una afectación a la 
garantía de debido proceso y 
a los principios de certeza y 
profesionalismo.
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En el caso de las magistraturas electorales el procedimiento de remoción, como 
se ha revisado, no es completamente claro. Para la obtención de datos, se revi-
saron notas de prensa y bases de datos de sentencias del TEPJF. No se encon-
traron solicitudes de juicio político interpuestas contra alguna magistratura 
electoral. De los datos obtenidos se encontró que en el periodo de revisión úni-
camente se destituyó a tres magistraturas: Tabasco en 2015, Tamaulipas en 
2016 y Puebla en 2020. Las razones fueron las siguientes:

Querétaro  

Jesús Uribe, por realizar 
conductas que atentaban 
contra la independen-
cia e imparcialidad, y 
realizar acciones que 
implicaron subordina-
ción a terceros luego de 
recibir remuneración 
por actividades docentes.

Veracruz  

Jorge Alberto Hernán-
dez y Hernández, por 
participar en actos para 
los cuales estaba impe-
dido y realizar nom-
bramientos en contra-
vención a la normativa 
aplicable, al participar 
en la contratación de 
su cuñada (entrevistó y 
votó).

Yucatán  

Naybi Janeth Herrera 
Cetina, por partici-
par en actos para los 
cuales estaba impedida, 
y realizar promociones y 
ratificaciones en contra-
vención a la normativa 
aplicable, al participar 
en la contratación de su 
hermana (solicitó una 
bonificación y votó el 
nombramiento).

Fuente: Elaboración propia con datos del INE, Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral (17 de diciembre 
de 2020). INE. Obtenido del repositorio documental: https://repositoriodocumental.ine.mx/xmlui/

handle/123456789/117929.
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•	 Tabasco: enfrentar una denuncia por corrupción (Xicotencatl 2017).

•	 Tamaulipas: incumplir con el requisito de no ocupar un cargo directivo 
partidista seis años inmediatos anteriores a su designación. Se desem-
peñó como secretario Electoral del Comité Directivo Estatal del Partido 
Acción Nacional (Tamaulipas 2016).

•	 Puebla: por no cumplirse el principio de paridad de género (Sánchez 
2021).

Como es posible advertir de la revisión de los datos, el número de magis-
traturas removidas es considerablemente menor al número de consejerías. 
Resulta complejo conocer el número total de procedimientos iniciados en 
contra de magistraturas pues la ruta no es clara en la LGIPE o en alguna nor-
mativa. Asimismo, puede atribuirse a que los tribunales electorales locales 
no forman parte del Poder Judicial Federal o local, lo cual dificulta que una 
autoridad como el Consejo de la Judicatura pueda participar en la revisión de 
posibles irregularidades.

Se ha podido observar que, para ambos tipos de destituciones, los actores 
recurren a la última instancia en materia electoral, que es el TEPJF; en ese sen-
tido, en el caso de la destitución de magistraturas, al carecer de una instancia 
intermedia que permita un mecanismo de presentación de pruebas y defensa, ni 
un procedimiento claro para ello, puede generar un desincentivo para denun-
ciar irregularidades dentro de los órganos jurisdiccionales. De la misma forma, 
al ser una autoridad en la que sus integrantes son designados por un órgano 
político (Senado de la República), puede resultar un desincentivo intentar pre-
sentar alguna denuncia por temor a tener algún tipo de represalia política. 

Ahora bien, tanto la Suprema Corte de Justicia de la Nación como la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos han sostenido, de manera reiterada, 
que la permanencia de las y los juzgadores en su encargo (principio de inamo-
vilidad) y la seguridad económica son condiciones indispensables para lograr 
la independencia judicial de la función jurisdiccional.7 Así, bajo este principio, 

7	 En la sentencia SUP-JDC-921/2017, la Sala Superior del TEPJF analiza la procedencia de la restitución de un 
magistrado electoral del estado de Tabasco, luego de haber seguido juicio de procedencia y desafuero para seguir 
un proceso penal del cual resultó absuelto. En dicha resolución se realiza una reflexión sobre los principios que 
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algunas personas justifican la limitada regulación relativa a los procedimientos 
de destitución de las magistraturas electorales locales.

Asimismo, la Sala Superior del TEPJF ha señalado que: 

(…) los magistrados electorales locales cuentan con el régimen de garantías indivi-
duales previstos en la CPEUM y que al respecto reconoce la LGIPE, por lo que es 
dable que la Sala Superior verifique su cumplimiento ante cualquier acto que pueda 
implicar su vulneración y restituya su observancia en los casos que así lo ameriten. 
(Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 2017) 

Así, la Sala Superior, arribó a las siguientes conclusiones:

•	 Las magistraturas electorales estatales gozan de las garantías judiciales al 
igual que los demás juzgadores. 

•	 Una de las garantías básicas es la independencia. 

•	 La independencia de todo juzgador tiene un contenido mínimo, que se 
integra por el derecho a su inamovilidad en el cargo por el tiempo que 
haya sido designado y por la seguridad económica 

•	 La remoción de un juzgador solo puede darse por causas excepcionales 
y justificadas. 

En ese sentido, si bien el procedimiento de destitución de magistraturas elec-
torales no es claro, lo cierto es que las tres destituciones tienen en común que 
han llegado al TEPJF para resolver en última instancia. En el caso de Tabasco 
el procedimiento comenzó con un proceso de desafuero a cargo del Congreso 
Local, luego de una supuesta irregularidad en la compra del inmueble sede del 
tribunal. El magistrado tuvo que ser restituido en su encargo y, posteriormente, 
lo nombraron titular de la fiscalía local de delitos electorales. En el caso de la 
destitución del magistrado de Tamaulipas, quien había ocupado un cargo en el 
PAN, la demanda fue presentada por un ciudadano ante la Dirección General 
de Asuntos Jurídicos de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión y 
ante el TEPJF (TEPJF 2015, SUP-JDC-5133/2015). Ante la remoción, este 
fue nombrado secretario general del órgano jurisdiccional electoral. 

rigen la permanencia de los magistrados electorales locales. Disponible en https://www.te.gob.mx/colecciones/
sentencias/html/SUP/2017/JDC/SUP-JDC-00921-2017.htm
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Finalmente, en el caso de la destitución del magistrado electoral de Puebla, 
un grupo de mujeres aspirantes a ese cargo interpusieron una demanda ante 
el TEPJF para que se garantizara la paridad de género en la designación de 
esa magistratura. 

Como es posible apreciar, no es el Senado de la República el órgano encar-
gado de resolver, en primera instancia o segunda, respecto de la remoción de 
magistrados electorales locales, a diferencia del INE que sí lo es para los proce-
dimientos de destitución de las consejerías electorales. También es posible dis-
tinguir que dos de los tres procedimientos se presentaron en contra de la desig-
nación y criterios de elegibilidad como el género y antecedentes partidistas y no 
así por responsabilidades administrativas, como sí lo es en caso de consejerías. 

4.	 Conclusiones

La designación de consejerías y magistraturas electorales, a partir de la reforma 
electoral de 2014, tomó caminos diferentes, incluso cuando se buscaba tener 
el mismo efecto de independencia. El INE es la instancia encargada de emi-
tir una convocatoria por etapas claras para el concurso de aspirantes a ocupar 
una consejería electoral y el Senado de la República hace lo condicente para las 
magistraturas electorales. Sin embargo, el proceso de destitución para conseje-
rías se encuentra regulado de forma clara, mientras que para las magistraturas 
se encuentra opacidad regulatoria. 

El hecho de que sea el Senado de la República el órgano encargado de desig-
nar a las magistraturas electorales locales atenta contra la independencia de 
estas al tener un carácter partidista. Si bien hay análisis y justificación sufi-
ciente para que las consejerías sean designadas por el INE, para el caso de las 
magistraturas se carece de explicaciones claras en la exposición de motivos de 
la reforma. De la misma manera, no es clara la autoridad facultada para desti-
tuir a las magistraturas electorales locales ni el procedimiento claro para llevar 
a cabo tal procedimiento.  

La discusión teórica sobre la ausencia de regulación para el procedimiento 
de destitución de magistraturas electorales locales es prácticamente nula. Es 
importante apuntar que una posible reforma electoral debería considerar la 
posibilidad de que las autoridades jurisdiccionales electorales locales pudieran 
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ser designadas por el TEPJF o, incluso, por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, a partir de una convocatoria transparente que privilegie los méritos y 
habilidades de las magistraturas. Con esto último se fortalecería la legitimidad 
de esas autoridades. Asimismo, es indispensable señalar el procedimiento claro 
que se debe seguir para buscar la destitución de una magistratura. 

Como apuntes para futuras investigaciones sería interesante realizar entre-
vistas a las magistraturas electorales locales para conocer las posibles causas de 
un bajo número de demandas para destitución; y las maneras en cómo podrían 
ser reguladas. Es necesario realizar eventos académicos que den pie a docu-
mentos de investigación más profundos, en los que, también, las autoridades 
electorales y legislativas, federal y locales, puedan pronunciarse al respecto.
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1.	 Introducción

El 8 de noviembre de 2020, las autoridades políticas nacionales electas en los 
comicios generales del 18 de octubre tomaban posesión de sus cargos, con lo 
que cerraban ese proceso electoral, pero abrían uno nuevo. Tras los conflictos 
de finales del 2019, la Ley 1269 (Ley Excepcional para la Convocatoria y la Rea-
lización de Elecciones Subnacionales) determinaba que las autoridades políti-
cas departamentales, regionales y municipales debían renovarse en comicios 
convocados hasta dos días después de posesionadas las autoridades políticas 
nacionales electas en la nueva elección del 2020. Así, el 10 de noviembre, el Tri-
bunal Supremo Electoral (TSE) lanzó la convocatoria y un día después aprobó 
el calendario electoral para llevar a cabo la “Elección de Autoridades Políticas 
Departamentales, Regionales y Municipales 2021”1 el domingo 7 de marzo. 

Los comicios se desarrollaron con normalidad y se definieron quiénes asu-
mirían los cargos de los 336 municipios, la única autonomía regional, y los 
9 departamentos; aunque 4 gobernaciones se definieron en segunda vuelta, 
desarrollada el 11 de abril. Además de estos cargos también se definió la elec-
ción de las autoridades de 7 autonomías indígenas escogidas mediante usos 
y costumbres. El presente trabajo desarrolla un objetivo puramente empírico 
de describir el desarrollo de los comicios mencionados enfatizando en los sis-
temas electorales utilizados y sus resultados en términos de representación. 
Para alcanzar esta meta, el artículo primero desarrolla una sección de antece-
dentes, centrada en el contexto institucional, para luego pasar a los resultados. 
Esta segunda parte, que describe el comportamiento de las y los electores en 
estrecha relación con el diseño institucional electoral descrito anteriormente, 
exhibe los resultados de la representación tras procesar aquellas preferencias 
electorales. Por último, el trabajo concluye con algunas reflexiones sobre las 
posibles implicancias de los resultados expuestos. 

2.	 Los sistemas electorales  

En América Latina, las entidades subnacionales gozan de distintas formas de 
autonomía, aunque una de las más comunes es la política, que consiste en 
que las autoridades se eligen directamente y mediante sufragio, además de 

1	 Oficialmente este es el nombre del proceso electoral, sin embargo, a lo largo del trabajo, se utilizará el concepto de 
‘elecciones subnacionales’ como sinónimo intercambiable, salvo aclaraciones expresas.
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separadas de los comicios nacionales. Este desdoblamiento de elecciones entre 
niveles institucionales diferentes sucede en la región principalmente desde 
alrededor de la década de 1990, aunque con algunas excepciones previas y 
posteriores (Romero Ballivián 2020). Los grados de autonomía varían, y 
estas diferencias afectan las reglas electorales de las entidades territoriales en 
tanto su definición por parte del centro, que coincide con una homogeneidad 
de dichas reglas entre unidades del mismo nivel, o como prerrogativa de cada 
gobierno subnacional que termina produciendo distintos sistemas entre las 
unidades de un mismo nivel. 

El caso boliviano cae dentro del primer tipo para los gobiernos municipales 
y en el segundo tipo para los gobiernos departamentales, aunque no extremo, 
como el federalismo electoral argentino (Toppi 2013). Para los 336 gobier-
nos autónomos municipales, el sistema electoral es el mismo desde las elec-
ciones del 2010. Se trata de la elección de una autoridad ejecutiva municipal 
(alcalde o alcaldesa) y un cuerpo colegiado legislativo denominado concejo 
municipal. Todas las alcaldías se eligen mediante mayoría simple, y todos los 
concejos municipales se definen a partir de listas separadas del cargo ejecu-
tivo y mediante fórmula proporcional de divisores simples (método D’Hondt), 
aunque solamente varía la cantidad de miembros del concejo de cada munici-
pio. Son cuatro grupos diferenciados por la cantidad de habitantes que tienen 
según el último Censo Nacional de Población y Vivienda:2 214 municipios 
con menos de 15.000 habitantes tienen 5 concejales; 97 municipios con entre 
15.000 y 50.000 habitantes, 7 concejales; 7 municipios con entre 50.000 y 
75.000 habitantes, 9 concejales; y 18 municipios con más de 75.000 habitan-
tes, 11 concejales.3

A nivel departamental, el diseño institucional es más variado. Aunque todos 
los departamentos eligen a autoridades ejecutivas y legislativas, no lo hacen de 
la misma manera. Todos eligen gobernadores o gobernadoras, pero solamente 
tres eligen vicegobernadores o vicegobernadoras, y otro elige subgobernadores 
o subgobernadoras y corregidores o corregidoras. En la conformación de las 
asambleas legislativas departamentales, la cantidad y forma de elección de los 

2	 El dato más reciente para Bolivia es de 2012.
3	 En este grupo entra el municipio de Cobija por ser capital del departamento de Pando, aunque su población sea de 

46.267 habitantes.
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miembros varía de un departamento a otro. Los casos de Chuquisaca, La Paz, 
Cochabamba, Oruro, Potosí y Santa Cruz tienen una estructura similar, ya 
que una parte de los asambleístas se elige en circunscripciones uninominales 
provinciales (asambleístas por territorio) y la otra parte se elige en circunscrip-
ción plurinominal departamental (asambleístas por población), aunque las 
magnitudes varían de 20 en La Paz a 8 en Santa Cruz. De igual manera, con 
excepción de Potosí, se elige a una cantidad variable de asambleístas indígenas 
directamente mediante usos y costumbres. 

El departamento de Tarija elige a asambleístas por territorio en circuns-
cripciones binominales y los asambleístas por población en circunscripciones 
de magnitud variable desde 1 hasta 6 según la densidad poblacional de cada 
provincia. En Pando, por su parte, se elige a un o una asambleísta por territo-
rio en cada municipio y a 3 asambleístas por población que corresponden a las 
provincias de mayor población. Finalmente, en Beni solamente se elige a asam-
bleístas por territorio, todos en circunscripciones provinciales de magnitud fija 
de 3 cargos por distrito. Como regla general, todos los cargos uninominales se 
definen mediante mayoría simple y todos los cargos plurinominales (sean 2 o 
20) se eligen mediante fórmula D’Hondt. Las listas de asambleístas están entre 
territorio y población, así como la nominación a los cargos ejecutivos. 

3.	 Resultados electorales 

La asistencia a las urnas el 7 de marzo fue bastante elevada, pues alcanzó alrede-
dor del 85% de los electores registrados y habilitados para sufragar, y con pocas 
variaciones en general entre municipios y departamentos (Modica y Ascarrunz 
2021). Más allá de la participación electoral, la separación de listas entre cargos 
ejecutivos y legislativos, que caracteriza a los sistemas electorales subnacionales 
descritos anteriormente, tiende a producir diferencias de comportamiento tanto 
entre partidos como entre votaciones válidas y no válidas.
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Entre los 336 municipios y los 9 departamentos, solamente 2 entidades tuvie-
ron más votos válidos para los cargos legislativos que para los cargos ejecutivos. 
En cambio, en el otro extremo, algunos municipios exhiben variaciones de 
hasta casi 45 puntos porcentuales, como el municipio de Tacacoma en La Paz, 
donde la votación válida por el Ejecutivo fue de 91% y la del Legislativo, 47%. 
La gran mayoría de entidades territoriales (192 de ellas, incluidos 3 departa-
mentos) tiene una diferencia de más de 10 y menos de 20 puntos porcentuales; 
otras 103 entidades, donde están los otros 6 departamentos, tienen más de 20 
puntos porcentuales de diferencia entre la votación válida legislativa y la ejecu-
tiva. Los otros 47 casos están o con más de 30 puntos de diferencia (6 de ellos) 
o con menos de 10 puntos (41 de ellos). 

El gráfico 1 muestra las diferencias estructurales entre las votaciones por tipo 
de cargo. Las razones de tales diferencias no están claras, pero resultan plausi-
bles al menos dos posibilidades. La primera es una fuerte cultura política perso-
nalista que tiende a incrementarse en procesos electorales subnacionales. Esto 
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Porcentaje de votación válida para cargos ejecutivos y legislativos

Nota: los cuadrados en gris representan a los departamentos y los triángulos negros a los municipios.
Fuente: Elaboración propia a partir de información oficial del Órgano Electoral Plurinacional (OEP).
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se apoya en victorias electorales de personalidades políticas que, sin importar 
la sigla con la que participen, lograban hacerse del cargo, como Percy Fernán-
dez, exalcalde de Santa Cruz; o, más recientemente, Eva Copa en El Alto, Iván 
Arias en La Paz, Manfred Reyes en Cochabamba, o algunos gobernadores, 
como José Alejandro Unzueta del Beni. La segunda posible explicación es la 
falta de información respecto de la posibilidad de emisión de más de un voto 
en la papeleta, siempre y cuando no estén dentro de la misma fila que indica el 
tipo de cargo. Esta posibilidad se apoya en las tendencias nacionales e históricas 
de menor votación válida para diputados uninominales que para candidaturas 
presidenciales, así como que las campañas de información y educación cívica 
fueron especialmente escasas para este año en ese tema en particular, tanto por 
parte del organismo electoral, a través de los tribunales departamentales, como 
por parte de las organizaciones políticas en competencia. 

A pesar de estas diferencias, la normativa electoral es clara respecto del 
procedimiento para asignar escaños. En estos procesos, para cada entidad 
territorial, se toman en cuenta las porciones de votación válida de la franja 
correspondiente a los cargos legislativos. 
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Fragmentación parlamentaria en las unidades territoriales

Nota: los cuadrados en gris representan a los departamentos y los triángulos negros a los municipios.
Fuente: Elaboración propia a partir de información oficial del OEP.

Fr
ag

m
en

ta
ci

ón
 p

ar
la

m
en

ta
ria

Chuquisaca	 La Paz	 Cochabamba	 Oruro	 Potosi	 Tarija	 Santa Cruz	 Beni	 Pando	

Libro 1.indb   266 30/07/2021   12:50:41



267Elecciones subnacionales Bolivia 2021: 
resultados en clave de representación política 

www.onpe.gob.pe Elecciones 20 (21), 2021

Una vez procesadas las preferencias electorales por los arreglos institucionales 
de cada entidad, sea de manera mixta en los departamentos o puramente pro-
porcional en los municipios, y con las magnitudes variables en todos los casos, 
los resultados de la representación, en términos estructurales, se miden con 
el Número Efectivo de Partidos (NEP), desarrollado por Laakso y Taagepera 
(1979) en su versión parlamentaria. Esto es, considerando los porcentajes de 
representación (escaños) de cada fuerza política en lugar de sus porciones de 
votos. Esta medida puede entenderse, también, como una simplificación del 
criterio numérico de los sistemas de partidos, que, aunque le falte la variable 
de polarización para su tipificación más extendida (Sartori 2005), resulta 
útil para comparar una gran cantidad de casos, como sucede con las entidades 
territoriales. Cabe aclarar que las mediciones para los municipios se hicieron 
a partir de las estimaciones de conformación de cada concejo municipal con 
base en los datos oficiales del cómputo final. 

A partir del criterio numérico, resulta que los sistemas de partidos muni-
cipales no están tan fragmentados. El caso de mayor atomización es el del 
municipio de Guayaramerín en Beni, que tiene un total de cinco partidos 
y medio que importan según su peso legislativo. Luego de este, otros cinco 
municipios (tres de La Paz, uno de Santa Cruz y uno de Beni) tienen un total 
de cinco partidos efectivos, aunque todos ellos con la peculiaridad de que se 
trata de municipios en los que solamente cinco concejales componen la ins-
tancia legislativa, por lo que se trata de escenarios donde se alcanza la mayor 
fragmentación posible. 

Del resto de entidades territoriales, 46 de ellas tienen entre 3,5 y 4,5 par-
tidos efectivos; en 77 casos, entre los cuales están 4 departamentos, tienen 
entre 2,5 y 3,5 partidos que importan; y 176 entidades (51% del total) pre-
sentan un escenario virtualmente bipartidista con entre 1,5 y 2,5 partidos 
efectivos. Por último, de los restantes 40 casos, 13 tienen 1,32 partidos efec-
tivos y los otros 27 son sistemas de partido único cerrados, ya que solamente 
tienen un partido con representación legislativa. De estos sistemas, 18 muni-
cipios ya presentaban votaciones en las que solamente una opción política 
estaba favorecida con el apoyo electoral, ya que era la única fuerza en compe-
tencia (Modica y Ascarrunz 2021); pero otros 9 municipios pasaron por 
un proceso característico de los sistemas electorales conocido como el efecto 
reductor (Nohlen 2007), ya que su votación daba cuenta de una dispersión 
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de hasta en 1,8 partidos, pero la asignación de escaños terminó concentrada 
en una sola opción. Todos estos casos se tratan de concejos municipales con 
magnitudes de 5 a 7. 

Justamente sobre este efecto reductor, es posible identificar que hay muni-
cipios, como Puerto Acosta en La Paz, donde la reducción fue tal, que la vota-
ción estaba fragmentada en 7,6 partidos y la asignación de escaños solamente 
en 3,6 fuerzas. Aparte de este caso, otros 19 municipios tuvieron una reduc-
ción de más de 2 partidos entre la fragmentación electoral y la fragmentación 
parlamentaria. Estos casos, sin embargo, no representan la generalidad, ya que 
203 municipios (que equivalen al 60%) tuvieron una reducción de menos de un 
partido. Finalmente, llaman la atención los resultados de 27 municipios en los 
que el efecto del sistema electoral fue más bien amplificador en lugar de reduc-
tor, ya que el NEP parlamentario fue mayor que el NEP electoral. Este último 
fenómeno disputa empíricamente este efecto reductor teorizado para los siste-
mas electorales que muchas veces se da como una consecuencia natural y auto-
mática, e incita a la pregunta sobre qué condiciones debe tener una elección 
para que suceda, por más que se considere como un fenómeno poco común. 

4.	 Conclusiones 

A pesar de las cada vez más comunes innovaciones democráticas en términos 
participativos (Welp 2018; Della Porta 2017) y de que el ámbito subna-
cional, en especial el local, tiene características más comúnmente identificadas 
con estas nociones participativas de la democracia (Kemp y Jiménez 2015), las 
elecciones siguen siendo el componente central de las democracias modernas, 
por lo que es necesario prestar atención de manera más detallada a las dinámi-
cas subnacionales y diferenciar entre entidades territoriales. Esta perspectiva 
va en línea con las bondades de la “bajada de escala” del estudio de la política 
subnacional que no solamente sirve para tener más casos de estudio, hacer com-
paraciones más controladas, o clasificar mejor a un país (Snyder 2001), sino 
que también tiene potencialidades para identificar causas o consecuencias de 
los cambios en la política nacional, bajo un enfoque multinivel (Došek 2020).

A lo largo de este trabajo se ha logrado describir el proceso electoral subna-
cional en Bolivia, principalmente a partir de su diseño institucional y de sus 
resultados, con énfasis en la representación producto de la transformación de 
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los votos en escaños como consecuencia de los sistemas electorales. A pesar de 
que se trata de un análisis descriptivo de caso, los resultados llaman la atención 
hacia algunos elementos que se pueden abordar comparativamente. En primer 
lugar, los límites del efecto reductor de los sistemas electorales y las condicio-
nes que debe tener una competencia política para que este efecto se revierta 
hacia uno amplificador. Se ha podido observar que por más pequeña que sea 
esta reversión, es posible, pero queda pendiente su atención sistemática y en 
clave explicativa.

En segunda instancia, la valoración de la competencia electoral para iden-
tificar dinámicas más amplias relacionadas con la democracia misma. Las lec-
ciones del proceso electoral subnacional boliviano en el 2021, a partir de sus 
resultados, incitan a la pregunta sobre el grado de “democraticidad” de una 
entidad en la que participa o gana una sola fuerza política, así como las causas y 
consecuencias de tales fenómenos, y no solamente para cada unidad territorial 
aislada, sino para el conjunto del país.
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[Resumen] El 7 de febrero de 2021 se llevaron a cabo las elecciones para elegir las dignidades de Pre-
sidencia, Vicepresidencia, Asamblea Nacional y Parlamento Andino. Estos comicios se realizaron en 
medio de una situación atípica no solo por la pandemia de la COVID-19, sino también por diferentes 
factores legales e institucionales que marcaron las fases preelectoral, electoral y poselectoral. De acuerdo a 
los resultados oficiales del Consejo Nacional Electoral (CNE), la segunda vuelta del 11 de abril enfrentó a 
los candidatos Andrés Arauz (representante del correísmo) y Guillermo Lasso (de derecha). Esta elección 
se caracterizó por la alta oferta partidista, el hecho de que se evaluaba la implementación de una serie de 
reformas electorales realizadas en febrero de 2020 y por los resultados estrechos entre los contendien-
tes presidenciales por el segundo lugar, lo que supuso incertidumbre, serios conflictos y movilizaciones 
sociales durante los días posteriores a la elección.
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and institutional factors that had an impact in the pre-electoral, electoral, and post electoral stages. 
According to the official results of the National Electoral Council (CNE), the second round took place 
on April 11 between the candidates Andrés Arauz (representative of Correísmo) and Guillermo Lasso 
(of the Right). This election was characterized by a high number of  parties, the fact that it evaluated the 
implementation of a series of electoral reforms carried out in February of 2020 and the narrow results 
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1.	 Introducción

Las elecciones para elegir a las dignidades que ocuparán la Presidencia, la Vice-
presidencia, la Asamblea Nacional (asambleístas nacionales, provinciales y del 
exterior) y el Parlamento Andino se llevaron a cabo el domingo 7 de febrero 
de 2021. El padrón electoral estuvo conformado por 13.099.150 personas, de 
las cuales el 80,1% ejercieron su derecho al voto (Consejo Nacional Elec-
toral 2020a). Por su parte, el presupuesto asignado para estos comicios fue 
de USD 87.439.214 (Ministerio de Finanzas 2020). A esto se suma la 
consulta popular por el agua en el cantón Cuenca, provincia de Azuay, llevada 
a cabo el mismo día, con un padrón electoral de 435.963 personas y un pre-
supuesto de USD 137.411 (Consejo Nacional Electoral 2020b), que 
busca prohibir la explotación minera metálica a gran escala en fuentes hídricas. 

En Ecuador, el sufragio es obligatorio, con altas sanciones por incumpli-
miento y dura tres días. Las personas privadas de la libertad (PPL) sin sentencia 
condenatoria ejecutoriada votaron el 4 de febrero; las personas con una dis-
capacidad física superior al 75% que se acogen al programa de “Voto en casa” 
ejercieron su derecho el 5 de febrero y el resto de personas a nivel nacional y 
en el exterior votaron el 7 de febrero. De acuerdo a los resultados oficiales del 
Consejo Nacional Electoral (CNE), la segunda vuelta del 11 de abril enfrentó 
a los candidatos Andrés Arauz y Guillermo Lasso.

2.	 Antecedentes 

Uno de los aspectos esenciales a destacar de estas elecciones son las reformas 
al Código de la Democracia promulgadas en febrero de 2020. Para Pachano 
(2000, 87), “Ecuador ha vivido un proceso permanente de reformas políticas 
que han revisado reiteradamente las leyes que rigen a las elecciones y a los par-
tidos políticos (…)”. En esta elección se evaluó, por tanto, una serie de reformas 
claves como las siguientes: 

•	 Método de adjudicación de escaños: en el Art. 164 y 165 del Código de la 
Democracia (Asamblea Nacional 2009) se establece que, en las elec-
ciones pluripersonales para la adjudicación de escaños, “la votación total 
de cada lista se determinará por los votos obtenidos por votación de lista” 
y que “la votación total de cada lista se dividirá para la serie de números 
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1, 3, 5, 7, y así sucesivamente en la proporción aritmética de la serie, hasta 
obtener tantos cocientes como número de escaños a asignarse”. Es decir, 
se pasó del método D’Hondt al de Webster.

•	 Cambio del sistema de listas y entre listas por el sistema de listas cerra-
das y bloqueadas: el Art. 120 del Código de la Democracia (Asamblea 
Nacional 2009) determina que “en las elecciones para representantes 
a la Asamblea Nacional y al Parlamento Andino, (…), el voto será en lis-
tas cerradas y bloqueadas. Los electores marcarán la casilla de la lista de 
la organización política o alianza de su preferencia”. Se cambió enton-
ces el sistema de listas y entre listas, instaurado desde el referéndum de 
1997, debido a que “el voto personalizado–múltiple, más las listas abier-
tas dejó consecuencias negativas, tanto para las organizaciones políticas, 
como para el conjunto del sistema electoral” (Cahuasquí & Garzón-
Sherdek 2021, 24).

•	 Encabezamiento de mujeres en las listas cerradas y bloqueadas (pari-
dad transversal): la reforma busca establecer una paridad progresiva 
en el encabezamiento de listas. El Art. 99 del Código de la Democra-
cia (Asamblea Nacional 2009) enuncia que “(…) las organizaciones 
políticas inscribirán las listas para elecciones pluripersonales y uniperso-
nales bajo criterios de paridad e inclusión generacional (…)”. 

Una vez aprobadas las reformas, el Pleno del Consejo Nacional Electoral 
declaró el inicio del proceso electoral para las Elecciones Generales 2021 el 12 
de marzo de 2020. En este sentido, se evidencia el cumplimiento de todos los 
hitos preelectorales, de acuerdo al calendario electoral.

3.	 Candidaturas, partidos políticos y coaliciones 

Uno de los aspectos más importantes de estas elecciones es que la papeleta pre-
sidencial estuvo conformada por 16 candidaturas, lo cual evidenció la crisis 
de partidos y movimientos políticos que para Freidenberg y Pachano (2016, 
155) se explicaría, puesto que estas últimas “han funcionado únicamente como 
componentes electorales y no como factores de agregación en la representación 
política”. Para estas elecciones estaban registrados 8 partidos políticos, 16 movi-
mientos nacionales, 72 movimientos provinciales, 166 movimientos cantonales 
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y 21 movimientos parroquiales, que ascienden a 283 partidos y movimientos 
políticos en el país (Consejo Nacional Electoral 2020a), aunque no 
todos compiten en los mismos distritos ni en los mismos niveles institucio-
nales. La alta oferta partidista da cuenta del impacto que el caos de reformas 
electorales ha producido en el sistema político ecuatoriano. 

En el nivel presidencial participaron 16 candidaturas, que representaban 
diversas opciones del amplio arco ideológico, social y territorial del país (Tabla 1).

Tabla 1

Binomios presidenciales

Binomio Partido Principales propuestas de campaña

Andrés Arauz/Carlos Rabascall   Unión por la Esperanza 
(UNES)

Revertir políticas neoliberales; reactivación 
económica e inversión social; fortalecer las 
relaciones internacionales regionales; otorgar 
USD 1.000 para un millón de personas; entre 
otros. 

Guillermo Lasso/Alfredo Borrero   

Movimiento Creando 
Oportunidades (CREO)/
Partido Social Cristiano 
(PSC)

Bajar impuestos; fortalecer las instituciones 
de seguridad pública; lograr el hambre cero; 
crear puestos de trabajo y construir un sistema 
de salud universal; salud gratuita; tributación 
ágil; conectividad y gobierno digital; entre 
otros.

Yaku Pérez/Virna Cedeño    Movimiento de Unidad 
Plurinacional Pachakutik

Salud y la educación como base de la 
reorganización productiva; combatir el 
desempleo y la violencia de género; regulación 
de la minería; defensa del agua; política agraria 
integral; entre otros.

Xavier Hervas/María Sara Jijón  Izquierda Democrática

Combatir la violencia de género; reactivación 
económica integral; enfoque de Derechos 
Humanos; incentivar el desarrollo 
tecnológico; entre otros.

César Montúfar/Julio Villacreses  
Alianza Concertación/
Partido Socialista 
Ecuatoriano

Lucha anticorrupción; autonomía del Banco 
Central; reforma al sistema de seguridad 
social; protección del ambiente; entre otros.

Ximena Peña/Patricio Barriga  Movimiento Alianza PAIS, 
Patria Altiva i Soberana 

Fortalecer el Estado para la garantía de 
derechos; meritocracia e institucionalidad en 
el sector público; entre otros.

Lucio Gutiérrez/David Norero  Partido Sociedad Patriótica

Bajar el IVA del 12% al 10%; crear 300.000 
empleos por año; autonomía del Banco 
Central; aprobar un nuevo Código Integral 
Penal; entre otros.
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La elección para la Asamblea Nacional contó con la participación de 17 listas 
que alcanzaron 2.146 candidaturas para las 137 curules. Asimismo, existieron 
15 listas a parlamentarios andinos para los cinco puestos disponibles para esa 
dignidad; y 68 candidaturas para las tres zonas del exterior, donde se escoge 
a dos asambleístas por zona (Consejo Nacional Electoral 2021a). En 
el caso de la consulta popular por el agua en el cantón Cuenca, provincia de 
Azuay, existieron cinco preguntas a favor o en contra de la prohibición de la 
explotación minera metálica a gran escala en la zona de recarga hídrica de 
cinco ríos del precitado cantón.

Giovanny Andrade/Katherine 
Mata Unión Ecuatoriana

Dotar de insumos a la Policía; la minería será 
vital para la economía; eliminar la corrupción; 
transparencia; entre otros.

Carlos Sagnay de la Bastida/
Narda Ortiz Partido Fuerza Ecuador

Revisar tributos; permitir la competencia 
internacional; endurecer las penas para reducir 
la delincuencia; entre otros.

Paúl Carrasco/Frank Vargas 
Anda  Juntos Podemos Combatir la delincuencia; libertad a los jueces; 

lograr condiciones de vida digna; entre otros.

Gerson Almeida/Martha 
Villafuerte  Ecuatoriano Unido

Derecho a la vida desde la concepción; ética 
y transparencia; ecosistemas saludables; entre 
otros.

Isidro Romero/Sofía Merino  Avanza Cadena perpetua para los corruptos; pena de 
muerte para asesinos y violadores; entre otros.

Pedro Freile/Byron Solís  
Amigo (Acción Movilizadora 
Independiente Generando 
Oportunidades)

Desarrollar petróleo, liquidez y agroindustria; 
salud como servicio 100% público; trabajo por 
horas; entre otros.

Gustavo Larrea/Alexandra 
Peralta    Democracia Sí

Eliminar ciertos impuestos; reformar la 
Constitución; constituir un Fondo de 
Reactivación Económica; entre otros. 

Guillermo Celi/Verónica Sevilla  Movimiento Sociedad Unida 
Más Acción (SUMA)

Defender la vida desde la concepción; 
renegociar el acuerdo con el Fondo Monetario 
Internacional; bajar el IVA del 12% al 8%; 
entre otros.

Juan Fernando Velasco/Ana 
María Pesantes  Movimiento Construye

Impuestos progresivos, es decir que pague 
el que más tiene; crear una corte de jueces 
nacionales anticorrupción; entre otros.

Fuente: Elaboración propia a partir de información del Consejo Nacional Electoral (2021a).
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Cabe mencionar que todas las candidaturas aceptadas por el CNE cum-
plieron con los requisitos formales y legales para su inscripción, así como con 
el calendario electoral.

4.	 Campaña electoral 

En virtud de la pandemia de la COVID-19, la campaña electoral que empezó 
el 31 de diciembre y terminó el 4 de febrero fue atípica y se caracterizó princi-
palmente por utilizar los medios digitales. Esto no evitó las tradicionales cara-
vanas, los mítines masivos (aunque no estaban permitidos por los protocolos 
de seguridad), los recorridos territoriales de las candidaturas y sus seguidores, 
propagandas en medios de comunicación y entrevistas en prensa escrita, radio 
y televisión. 

El 16 y 17 de enero la ciudadanía tuvo la oportunidad de conocer las pro-
puestas de las candidaturas presidenciales a través de un debate obligatorio orga-
nizado por el Consejo Nacional Electoral y transmitido por cadena nacional. 
Cabe mencionar que con la reforma al Código de la Democracia (Asamblea 
Nacional 2020) se estableció en el artículo 202.2 la obligatoriedad de los 
debates entre los binomios presidenciales tres semanas antes de los comicios. 
Este debate contó con la participación de todas las candidaturas y se caracte-
rizó por ser un espacio para conocer las propuestas en diferentes temáticas.

5.	 Resultados de la elección

A nivel general, estos comicios transcurrieron con normalidad, a pesar de que 
se evidenciaron a nivel nacional retrasos en la apertura de las mesas debido a 
que varios Miembros de la Junta Receptora del Voto (MJRV) no llegaron a 
tiempo a su instalación. A esto se suman las aglomeraciones de personas, quie-
nes prefirieron ejercer su voto en horas de la mañana por la pandemia, lo que 
generó largas filas en la entrada de los recintos.

A las 21 horas de la jornada electoral, el CNE difundió el conteo rápido 
preliminar que ubicaba al candidato Andrés Arauz del partido UNES con el 
31,50%, a Yaku Pérez de Pachakutik con el 20,04% y a Guillermo Lasso de 
la alianza CREO-PSC con el 19,97% de los votos válidos (El Comercio 
2021). Minutos más tarde, el vicepresidente del organismo electoral, Enrique 
Pita, reveló una actualización del muestreo que ubicaba a Guillermo Lasso en 
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segundo lugar. Esto generó confusión en el electorado e inconformidad a las 
diferentes organizaciones políticas. Al tener una diferencia del 0,07% entre los 
candidatos que se disputaban el segundo lugar, porcentaje inferior al margen 
de error de la herramienta, el organismo electoral debió haber anunciado un 
empate técnico con relación al segundo lugar y debió haber esperado los resul-
tados oficiales. 

De igual manera, se conoció que existían 4.385 actas con novedades (incon-
sistencias numéricas, y falta de firmas de la presidencia y secretaría de los MJRV), 
por lo que el CNE tuvo que revisarlas en los días posteriores a la jornada electo-
ral, lo que generó que la diferencia entre los candidatos Pérez y Lasso se empiece 
a acortar, de modo que el candidato Lasso se ubicó en segundo lugar. Esto pro-
vocó el reclamo y la solicitud del recuento de votos por parte del Movimiento 
Pachakutik, el cual indicó supuestas inconsistencias en las actas de escrutinio. 
El 12 de febrero, las dos candidaturas que se disputaban el segundo lugar (Lasso 
y Pérez) se reunieron en las instalaciones del CNE con presencia de la Misión de 
Observación Electoral de la Organización de los Estados Americanos (MOE/
OEA) para dialogar sobre una solicitud de recuento de votos de Pachakutik. Se 
acordó un recuento del 100% de las actas en la provincia del Guayas y del 50% 
de las actas en 16 provincias, cuyo argumento fue la transparencia del proceso y 
la aplicación del artículo 141 del Código de la Democracia (Asamblea Nacio-
nal 2020), el cual establece que el organismo electoral “podrá disponer que se 
realicen las verificaciones o comprobaciones que estime necesarias”. 

El acuerdo duró poco. Luego de que el candidato Pérez enviara al CNE el 
detalle de las Juntas de las 16 provincias donde quería que se realice el recuento 
de votos, el candidato Lasso reveló algunos reparos. El 16 de febrero, el Pleno 
del organismo electoral leyó la resolución del recuento de votos previamente 
acordada, pero aquella no fue aceptada, por lo que no se realizó y así el 21 de 
febrero el CNE proclamó los resultados oficiales que indicaban que habría 
una segunda vuelta entre Andrés Arauz con 3.033.753 votos y Guillermo 
Lasso con 1.830.045 votos (Consejo Nacional Electoral 2021b). 
Frente a esto, el Movimiento Pachakutik denunció supuestas irregularidades 
del sistema informático electoral ante la Fiscalía General del Estado y solicitó 
a la Contraloría General del Estado una auditoría del sistema informático. 
En este sentido, la MOE/OEA anunció en su informe preliminar (Organi-
zación de los Estados Americanos 2021, 15) su preocupación de que 
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“instituciones ajenas a la Función electoral obstaculicen el correcto desarrollo 
del proceso electoral”.

En el plazo de 48 horas como lo manda la ley, Pérez presentó 27.767 actas 
con supuestas inconsistencias, las cuales fueron revisadas por el organismo 
electoral, el cual finalmente resolvió un recuento de 31 actas (10 con inconsis-
tencias numéricas y 21 con falta de firmas) (El Universo 2021). Frente a esto, 
Pachakutik propuso un recurso de apelación ante el Tribunal Contencioso 
Electoral (TCE), el cual fue negado por esta institución que además ratificó la 
decisión del CNE. Con esta sentencia, la segunda vuelta se ratificaba entre las 
candidaturas de Arauz (32,72% votos válidos) y Lasso (19,74% votos válidos).

Por su parte, la elección a la Asamblea Nacional dio como resultado para 2021-
2025 un legislativo fragmentado, conformado por 6 fuerzas políticas de diversas 
raíces ideológicas y regionales. Con estos datos, ningún partido cuenta con la 
mayoría en el legislativo, dado que, para ello, se requieren al menos 70 votos, por 
lo que habrá dos aspectos importantes que deberán primar para la gobernanza 
legislativa: alianzas y agendas mínimas que permitan articular mayorías.

Tabla 2

Integración de la Asamblea Nacional (2021-2025)

Partido Curules

UNES 49

Pachakutik 27

Partido Social Cristiano 18

Izquierda Democrática 18

CREO 12

Concentración-Partido Socialista, Avanza, Construye, Partido Sociedad 
Patriótica, Movimientos locales, Ecuatoriano Unido, Unión Ecuatoriana. 13

Fuente: Elaboración propia a partir de información del CNE.
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En lo concerniente al Parlamento Andino, los resultados oficiales dieron a 
UNES dos curules, a Pachakutik una curul, al Partido Social Cristiano una 
curul y a la Izquierda Democrática una curul. Finalmente, en lo relativo a la 
consulta popular por el agua en el cantón Cuenca, el 80,9% de los 435.963 
electores habrían respaldado el fin de las actividades mineras en esta ciudad 
(Primicias 2021). Cabe mencionar que, al no tener efecto retroactivo, esta 
consulta no afectará a los proyectos mineros que se encuentren en desarrollo.

6.	 Conclusiones

Los comicios del 7 de febrero dejan lecciones técnicas para la función electo-
ral conformada por el Consejo Nacional Electoral y el Tribunal Contencioso 
Electoral a fin de mejorar aspectos de coordinación, funciones y competen-
cias para la segunda vuelta electoral y futuros comicios. En este sentido, será 
de vital importancia revisar las recomendaciones de las Misiones de Obser-
vación Electoral a fin de implementarlas para organizar los procesos, ya que, 
por ejemplo, contar con una papeleta con dos candidaturas reduciría las actas 
con novedades. Asimismo, es imperativo mejorar la comunicación del CNE 
para establecer un único canal con el objetivo de informar adecuadamente a la 
ciudadanía y a los actores políticos, y evitar así las rectificaciones constantes.

Estas elecciones también evidencian elementos que deben considerarse para 
mejorar la gobernanza electoral, entre los que constan el fortalecimiento ins-
titucional y la independencia de la función electoral; una mejor comunicación 
de los resultados con relación a la herramienta del Conteo Rápido; y perfeccio-
nar el monitoreo de las campañas electorales para poder visibilizar y erradicar 
la violencia política de género.

También hay lecciones políticas. De cara a la segunda vuelta electoral del 
11 de abril, se avizora que las alianzas que generen las dos candidaturas (Arauz 
y Lasso) con el resto de partidos y movimientos políticos serán claves en la 
reconfiguración del mapa político nacional frente al clivaje correísmo-antico-
rreísmo (y también a la incapacidad de los partidos tradicionales para generar 
condiciones de gobernabilidad democrática y representativa, ya que brindarán 
respuestas a las demandas de bienestar de la población). 
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En materia de paridad de género para el encabezamiento de las listas, se 
puede hacer una evaluación parcial, puesto que las reformas buscan incre-
mentar el encabezamiento hasta 2025. Al momento, se evidencia el mismo 
número de asambleístas mujeres electas en comparación con el periodo 2017-
2021, es decir, no se ha logrado incrementar la representación, por lo que es 
vital que los partidos y movimientos políticos comprendan la esencia de la 
norma para que de esta forma promuevan cuadros políticos femeninos en el 
encabezamiento de las listas. 
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[Resumen] Lo que tradicionalmente se consideraba un ejercicio democrático sin mayores inconvenientes, 
como las elecciones primarias celebradas el 14 de marzo con la participación de las tres fuerzas políticas 
mayoritarias, luego se caracterizó no solo por los retos que implica organizar comicios en medio de una 
emergencia sanitaria. A esto se le suma los procesos de reformas legislativas e institucionales pendientes 
en materia electoral, iniciados a partir de la crisis política originada en las elecciones generales de 
2017. En este contexto, el objetivo de este análisis es reflexionar en torno a las principales etapas del 
proceso electoral primario conducido por los nuevos organismos electorales; para ello se enfatizará en 
los acontecimientos de la etapa preelectoral que condicionaron el desarrollo de la jornada electoral y la 
presentación de reclamos en la etapa poselectoral. El análisis se sitúa en el proceso primario, pero a la vez 
deja entrever el riesgo latente de que los hechos se repitan o se agraven en la celebración de las elecciones 
generales del 28 de noviembre de 2021 debido al poco tiempo para el logro de consensos partidarios que 
den paso a la aprobación e implementación de reformas entre la finalización del proceso primario el 13 de 
abril y la convocatoria del proceso electoral general a cargo del Consejo Nacional Electoral el 27 de mayo.

[Palabras clave] Honduras, elecciones primarias, procesos electorales.

[Title] 2021 Honduras Primary Elections: between an unfinished reform and lessons learned

[Abstract] What was traditionally considered a democratic exercise without major drawbacks, the 
primary elections held on March 14 with the participation of the three majority political forces, were 
characterized not only by the challenges involved in organizing elections in the midst of a pandemic, but 
also due to the pending legislative and institutional reform processes in electoral matters initiated since 
the political crisis originated in the general elections of 2017. In this context, the objective of this analysis 
is to reflect on the main stages of the primary electoral process conducted by the new electoral bodies, 
emphasizing the events of the pre-electoral stage that conditioned the development of the electoral day 
and the presentation of claims in the post-electoral stage. The analysis is situated in the primary process, 
but at the same time it reveals the latent risk that the events are repeated in the general elections of 
November 28, 2021 due to the short time for the achievement of partisan consensus that give way to the 
approval and implementation of reforms between the end of the primary process on April 13 and the 
initiation of the general electoral process by the National Electoral Council on May 27.
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1.	 Introducción

Con el propósito de elegir a sus candidatos y candidatas en los niveles electi-
vos presidenciales, legislativos y municipales que competirán en las elecciones 
generales a celebrarse el 28 de noviembre de 2021, el 14 de marzo de 2021 
se celebraron elecciones primarias en Honduras, con la participación de las 
tres fuerzas políticas mayoritarias del régimen electoral: el Partido Nacional, el 
Partido Liberal y el Partido Libertad y Refundación (Libre). Esre proceso elec-
toral, que tradicionalmente era organizado sin mayores inconvenientes, en esta 
ocasión, estuvo rodeado por un clima de incertidumbre debido a la no com-
plementariedad entre un nuevo diseño institucional representado por noveles 
instituciones, como el Consejo Nacional Electoral (CNE) y un Tribunal de 
Justicia Electoral (TJE), y una reforma electoral inconclusa que pone de relieve 
la posibilidad de que el país se enfrente a una elección general en un contexto 
similar al de las controvertidas elecciones generales de 2017.

2.	 Antecedentes

Estas elecciones primarias tuvieron especial relevancia después de lo aconte-
cido en la crisis política provocada por el proceso electoral general celebrado 
el 26 de noviembre de 2017. Este último se caracterizó por su baja calidad 
técnica y carencia de integridad, el llamado a repetir el proceso electoral de 
parte del secretario general de la Organización de los Estados Americanos 
(OEA) Luis Almagro (2017) y en las que, según la Oficina del Alto Comisio-
nado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH), 
fallecieron por lo menos veintitrés personas en el contexto de las protestas 
poselectorales, entre ellas, veintidós civiles y un agente de la policía (Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos 2018, 16; Secretaría General de la Organización de 
los Estados Americanos 2017). 

Como consecuencia de lo anterior, a partir de 2018 se inició un proceso 
de reforma para fortalecer el régimen electoral hondureño con miras al ciclo 
electoral primario y general de 2021. El proceso inició con la intervención 
administrativa del Registro Nacional de las Personas (RNP), encargado de la 
función pública registral, en septiembre de 2018 y una reforma constitucional 
en enero de 2019. Esta reforma dio paso a la creación de un Consejo Nacional 
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Electoral (CNE) y un Tribunal de Justicia Electoral (TJE), después de quince 
años de vigencia de un modelo institucional que concentró la administración y 
justicia electoral en el Tribunal Supremo Electoral y en la Sala de lo Constitu-
cional de la Corte Suprema de Justicia. 

Ocho meses después de la entrada en vigencia del nuevo diseño institu-
cional en materia electoral, el Congreso Nacional procedió a nombrar a las 
nuevas autoridades del CNE y del TJE por medio de una legislación espe-
cial. Esta reguló el proceso de selección y estableció las atribuciones de ambos 
organismos, de modo que condicionó la derogación de la Ley electoral y de 
las organizaciones políticas (LEOP) aplicable desde el 2004, y la aprobación 
total de una nueva legislación electoral. Ambos organismos se integraron por 
un representante de cada una de las tres fuerzas políticas mayoritarias, con la 
novel participación del Partido Libertad y Refundación (Libre) en el esquema 
institucional. En paralelo, a partir de 2019, el RNP, en coordinación con el 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), inició la eje-
cución del Programa de apoyo para la eficacia y la transparencia del proceso de 
modernización del Documento Nacional de Identificación (DNI) en Honduras, 
también conocido como Proyecto Identifícate, que tenía por propósito crear un 
nuevo registro digital biométrico de ciudadanos y ciudadanas, emitir un nuevo 
DNI, y esto traería como consecuencia la actualización del censo electoral en 
coordinación con el CNE. 

El CNE emitió la convocatoria para las elecciones primarias el 13 de sep-
tiembre de 2020, sin que el Congreso Nacional haya aprobado una nueva 
legislación electoral y con atrasos en la actualización del censo electoral produ-
cidos, parcialmente, por la pandemia provocada por la COVID-19. El crono-
grama electoral aprobado por el CNE contempló la construcción de un censo 
electoral definitivo entre el 15 de septiembre y el 29 de diciembre de 2020, no 
obstante, los obstáculos en el levantamiento de los datos biométricos de las y 
los ciudadanos impidió que el RNP cumpliera con el envío de la base de datos 
al CNE para elaborar el censo. El incumplimiento del cronograma obligó al 
Congreso Nacional a aprobar la Ley de Disposiciones Especiales para las Elec-
ciones Primarias 2021, en la que se estableció un cronograma especial, entre 
el 30 de noviembre de 2020 y el 10 de enero de 2021, para construir el censo 
electoral a utilizar en las elecciones primarias.  
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Previo a finalizar el plazo para actualizar el censo electoral definitivo, el 
CNE emitió un comunicado el 30 de diciembre de 2020, en el que decidió 
devolver la base de datos biométricos de ciudadanos y ciudadanas al RNP 
debido a “inconsistencias en los datos, especialmente en cuanto al domicilio 
y centro de votación asignado” (Consejo Nacional Electoral 2020). 
Estas inconsistencias ocasionaron que, días antes de la jornada electoral, el 
CNE publicara otro comunicado para detallar qué ciudadanos o ciudadanas 
ejercerían el sufragio durante el 14 de marzo y quiénes no. Sin menoscabo de 
la universalidad del derecho al voto protegido por el artículo 37 de la Cons-
titución de la República y 23 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, el CNE explicó que únicamente podrían ejercer el sufragio las y 
los ciudadanos que se registraron en el Proyecto Identifícate entre el 1 de julio 
de 2020 y el 16 de febrero de 2021; quienes se hayan registrado después de 
esa fecha no aparecerían en el censo electoral. Adicionalmente, se habilitaría 
un cuadernillo de votación conformado por las y los electores que integran el 
censo actualizado, y un listado adicional de electores en cada mesa electoral 
receptora del voto (MER) del Partido Liberal y del Partido Libre –el Partido 
Nacional decidió no contar con el listado en sus MER–, contentivo del censo 
electoral utilizado en las elecciones generales de 2017 (Consejo Nacional 
Electoral 2021a). Esta complementariedad de censos en las MER permiti-
ría votar únicamente a los registrados en el Proyecto Identifícate.  

El 26 de noviembre de 2020, el Congreso Nacional aprobó el presupuesto 
destinado para el ciclo de elecciones primarias y generales de 2021, por un 
monto de L 1.760.000.000,00 (USD 7.318.873,18). De estos, USD 458.313,9 
serían invertidos para adquirir kits de bioseguridad para las MER y USD 
1.179.116,7 para imprimir el material electoral (Ordóñez 2021). Asimismo, 
después de haber desarrollado un proceso de identificación de empresas califi-
cadas para la contratación de un Sistema de Transmisión de Resultados Preli-
minares (TREP), el CNE declaró fracasado el proceso de contratación y deci-
dió no implementar este sistema en las elecciones primarias (Radio Cadena 
Voces 2021).
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3.	 Candidaturas  

El artículo 113 de la LEOP exige que todos los partidos políticos inscritos 
deben realizar elecciones primarias bajo la dirección del CNE.1 En las prima-
rias, se elige a las personas que asumirán las candidaturas, por cada partido, a la 
Presidencia de la República y sus tres designados presidenciales,2 los 128 candi-
datas y candidatos propietarios y suplentes en el nivel de diputados y diputadas 
al Congreso Nacional, y a las y los candidatos a la alcaldía de 298 municipios 
del país en las elecciones generales.3 En defecto de celebrar elecciones prima-
rias, según lo dispongan los estatutos de cada organización, los partidos debe-
rán elegir sus candidaturas por medio de convenciones o asambleas internas. 
En el proceso primario celebrado el 14 de marzo participaron dos movimien-
tos en el Partido Nacional, tres movimientos internos en el Partido Liberal y 
nueve movimientos en el Partido Libre (Tabla 1).

1	 Actualmente el régimen electoral hondureño cuenta con catorce partidos políticos formalmente inscritos ante el 
CNE.

2	 La elección de las y los candidatos a diputados al Parlamento Centroamericano se produce en forma adscrita a los 
resultados de las candidaturas a nivel presidencial.

3	 Cada corporación municipal encabezada por su alcalde o alcaldesa tendrá entre cuatro y diez regidurías, electas en 
proporción a la carga poblacional del municipio. Según el artículo 26 de la Ley de Municipalidades, el número de 
regidurías varía entre cuatro y diez.
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De los tres partidos políticos, resaltaban las candidaturas del actual presidente 
del Congreso Nacional, Mauricio Oliva Herrera; el actual alcalde del Muni-
cipio del Distrito Central, Nasry Asfura; la exprimera dama de la nación y 
tres veces precandidata a la Presidencia de la República, Xiomara Castro; el 
excandidato presidencial y entonces presidente del Consejo Central Ejecu-
tivo del Partido Liberal, Luis Zelaya; y el exdiputado del Congreso Nacional 
y exministro de la Presidencia de la República, Yani Rosenthal. Este último 
regresó a Honduras en agosto de 2020 después de haber sido sentenciado a 

Partido político Movimiento interno Candidatura presidencial

 Nacional
Juntos Podemos Mauricio Oliva 

Unidad y Esperanza Nasry Asfura

Liberal

Recuperar Honduras Luis Zelaya

La Esperanza de Honduras Darío Banegas

Liberal Yanista Yani Rosenthal

Libre

Somos +

Xiomara Castro

Fuerza de Refundación Popular (FRP)

Pueblo Organizado en Resistencia (POR)

Alianza Anticorrupción Antiimpunidad Movimiento 
Esperanza y Libertad 

Pueblo Libre

M28 Poder Para Vos

Honduras Libre Wilfredo Méndez

Nueva Corriente Carlos Reina

5 de Julio Nelson Ávila

Fuente: Elaboración propia.

Tabla 1

Movimientos internos inscritos contendientes por cada partido político en las 
elecciones primarias 
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36 meses de prisión en los Estados Unidos de América por participar en tran-
sacciones monetarias de propiedades derivadas de delitos de tráficos de drogas 
(Embajada de Estados Unidos en Honduras 2017). El excandidato 
presidencial de la Alianza de Oposición contra la Dictadura, Salvador Nasra-
lla, quien protagonizó la contienda presidencial en las elecciones generales de 
2017 frente al presidente Juan Orlando Hernández, fundó el partido político 
Salvador de Honduras, el cual realizará la designación de sus candidatos y can-
didatas por medio de una asamblea interna.

4.	 Campaña electoral  

El periodo de campaña electoral, según el cronograma, se desarrolló entre el 
23 de enero y el 9 de marzo de 2021, sin embargo, las actividades de campaña 
fueron iniciadas por los contendientes desde antes de que el CNE emitiera 
la convocatoria a las elecciones primarias en septiembre de 2020. La Comi-
sión Permanente de Contingencias (Copeco) y el Sistema Nacional de Gestión 
de Riesgos (Sinager) emitieron recomendaciones para celebrar actividades de 
campaña en campo, en medio de la emergencia sanitaria. No obstante, estas 
no fueron cumplidas por los movimientos internos ni sus candidatos y can-
didatas. Según un proceso de monitoreo de la publicidad electoral en radio 
y televisión realizada por la Red por la Equidad Democrática en Honduras 
(REDH), entre el 25 de enero y el 8 de marzo de 2021, la inversión realizada 
por movimientos internos, candidatos y candidatas contendientes ascendería a 
L 53.974.512,00 (USD 2.252.230,00 aproximadamente) en medios televisivos 
y L 1.444.802,50 (USD 60.175.01 aproximadamente) en medios radiales.
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Según los artículos 47 y 48 de la Ley de Financiamiento, Transparencia y Fis-
calización a Partidos Políticos y Candidatos, los movimientos internos deben 
presentar un informe financiero de campaña electoral con el desglose del ori-
gen y destino de los recursos, dentro de los veinte días siguientes a la fecha de 
celebración de las elecciones primarias. Mientras que las y los candidatos deben 
cumplir con este deber dentro de los quince días calendario siguientes a las elec-
ciones primarias. Cabe destacar que, en octubre de 2020, el Congreso Nacional 
aprobó una reforma a esta ley, en la que se estableció una disposición limita-
tiva de las capacidades de fiscalización e imposición de sanciones de la Unidad 
de Financiamiento, Transparencia y Fiscalización a Partidos Políticos y Candi-
datos. El artículo 54 reformado establece que, para decretar la inelegibilidad 
sobrevenida de un precandidato o precandidata por utilizar recursos de proce-
dencia incierta o ilegal, antes deberá comprobarse por un órgano jurisdiccional 
competente en el plazo entre la celebración de las elecciones primarias y hasta 
treinta días antes de celebrarse las elecciones generales, es decir, el 29 de octubre 
de 2021. El primer ejercicio de fiscalización de la Unidad de Financiamiento, 

Tabla 2

Proyección de gasto en medios de comunicación de ocho precandidatos en las 
elecciones primarias

Candidato Partido político Nivel electivo Monto invertido (lempiras) Equivalente en 
dólares (USD)

Yani Rosenthal Liberal Presidencial 13.030.965,00 547.300,53

Nasry Asfura Nacional Presidencial 5.661.510,00 237.783,42

David Chávez Nacional Municipal 4.565.229,00 191.739,61

Mauricio Oliva Nacional Presidencial 2.365.760,00 99.361,92

Eliseo Castro Liberal Legislativo 2.263.697,00 95.075,27

Ricardo Álvarez Nacional Legislativo 1.525.237,50 64.059,97

Mario Noé Villafranca Liberal Municipal 1.478.802,00 62.109,68

Luis Zelaya Liberal Presidencial 1.464.310,00 61.501,02

Fuente: Red por la Equidad Democrática en Honduras 2021; elaboración propia.
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Transparencia y Fiscalización a Partidos Políticos y Candidatos se realizó para 
las elecciones generales de 2017; esta institución presentó los resultados de la 
evaluación de los informes presentados como consecuencia de esta elección 
el 1 de octubre de 2020, tres años después de haberse celebrado la elección. 
Para cumplir con lo dispuesto en el artículo 54 en tiempo y forma, se deberá 
considerar que la Unidad de Financiamiento, Transparencia y Fiscalización a 
Partidos Políticos y Candidatos cuenta con un total de 39 funcionarios, cinco 
más que en 2018 –año en que comenzó la evaluación de los informes presen-
tados en virtud de las elecciones generales de 2017–, en un proceso electoral 
primario con seis mil aspirantes a cargos de elección popular (Red por la 
Equidad Democrática en Honduras 2021, 14).

5.	 Resultados

El artículo 198 de la Ley electoral y de las organizaciones políticas (LEOP) le 
otorga al CNE un plazo de hasta treinta días calendario después de celebradas 
las elecciones primarias para emitir la declaratoria de ganadores. Tomando en 
consideración la decisión del CNE de no contar con un sistema de transmisión 
de resultados preliminares, la actualización periódica de resultados se produjo 
a partir del miércoles 17 de marzo de 2021 por medio de boletines informati-
vos. En el transcurso del escrutinio definitivo, por medio del Comunicado N° 
11-2021, el CNE dio a conocer que, del 100% de las actas, el 17,8% registraron 
inconsistencias y fueron sometidas a análisis y verificación (Consejo Nacio-
nal Electoral 2021b). Asimismo, la Oficina de Impugnaciones del CNE 
recibió un total de 290 reclamos presentados contra el resultado de las MER, 
de los cuales 63 fueron presentados por precandidatos y precandidatas del 
Partido Nacional, 103 del Partido Liberal y 124 del Partido Libre (Consejo 
Nacional Electoral 2021c). Esta cifra supera, en 143 impugnaciones, el 
total de 147 que recibió el entonces TSE durante las elecciones primarias de 
2017 (Tribunal Supremo Electoral 2017). 

El 13 de abril de 2021, el CNE emitió la declaratoria de elecciones pri-
marias, en las que dio como ganadores en el nivel electivo presidencial a Yani 
Rosenthal, por el Partido Liberal, con 339.001 votos; Nasry Asfura, por el Par-
tido Nacional, con 681.701 votos; y Xiomara Castro, por el Partido Libre, con 
404.238 votos. En la contienda presidencial de los tres partidos políticos, la 
diferencia entre el primer y segundo lugar fue sustancial. 
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Las elecciones primarias registraron una participación electoral de 2.508.426 
ciudadanos y ciudadanas. Es importante analizar esta cifra en el contexto de 
las limitaciones que hubo para el ejercicio del sufragio y contrastarla con la par-
ticipación electoral de las últimas dos elecciones primarias. En las elecciones 
primarias de 2012 se contabilizó una participación electoral de 2.458.558 y en 
las elecciones primarias de 2017 hubo una participación electoral de 2.541.456 
ciudadanos y ciudadanas. Es decir, se mantiene una base de alrededor de 2,5 
millones de ciudadanos y ciudadanas que participan en las elecciones prima-
rias, sin menoscabo de que cada cuatro años exista un aproximado de 600.000 
nuevas y nuevos electores habilitados en el censo electoral. 

Una vez emitida la declaratoria oficial y finalizado el plazo para resolver 
reclamos administrativos, se abre la posibilidad de que el TJE reciba reclamos 

Tabla 3

Resultado electoral en el nivel presidencial por cada partido político

Partido político Precandidato o precandidata Votos

Nacional

Nasry Asfura 681.701

Mauricio Oliva 290.438

Votos blancos 108.791

Votos nulos 86.369

Liberal

Yani Rosenthal 339.001

Luis Zelaya 230.242

Darío Banegas 109.127

Votos blancos 58.867

Votos nulos 41.460

Libre

Xiomara Castro 404.238

Nelson Ávila 58.995

Carlos Reina 25.368

Wilfredo Méndez 22.600

Votos blancos 25.106

Votos nulos 26.123

Fuente: Elaboración propia a partir de información del Consejo Nacional Electoral.
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en su calidad de máxima autoridad jurisdiccional en materia electoral, ya 
que es en la primera elección en la que ejerce su competencia, aun sin que 
el Congreso Nacional haya aprobado una legislación especial que regule su 
funcionamiento.

6.	 Conclusiones

El análisis integral del proceso electoral primario deja lecciones aprendidas, de 
las cuales algunas no pudieron atenderse debido a la brecha de tiempo entre su 
declaratoria y la convocatoria de las elecciones generales (27 de mayo de 2021), 
así como los requisitos técnicos para materializarlas.4 La no aprobación de una 
legislación electoral que se adaptara al nuevo diseño institucional en materia 
electoral fue el punto de partida para la proliferación de un contexto de incer-
tidumbre que permeó todas las etapas del proceso electoral. La supervisión y 
dirección del proceso a cargo del CNE estuvieron condicionadas precisamente 
por las actuaciones del Congreso Nacional y del RNP, así como por la imposi-
bilidad de sus consejeros de llegar a consensos que permitieran tomar decisiones 
para mitigar la incertidumbre y trascender de la cultura política partidista que 
ha caracterizado el comportamiento de los órganos electorales en Honduras.

A las condiciones del régimen electoral, se suma la relevancia que tendrán 
las elecciones generales después del precedente que dejó la elección general de 
2017. Las crecientes acusaciones en contra del actual presidente de la Repú-
blica, Juan Orlando Hernández, por supuestos vínculos con el narcotráfico y 
un proceso penal pendiente contra el candidato del Partido Nacional, Nasry 
Asfura, rodean la carrera de esta organización política en busca de su cuarto 
periodo consecutivo en el poder político. La oposición política se enfrentará 
a una maquinaria política con doce años en el poder, que la obligará a cons-
truir alianzas electorales para poder competir con opciones reales de triunfo. 
Si las primarias se constituyen como una antesala de las elecciones generales, 
persisten los riesgos de que su resultado no solamente afecte la confianza y 
legitimidad del proceso o del nuevo Gobierno, sino en la continuación de las 
regresiones del sistema democrático hondureño.

4	 La Ley de Financiamiento, Transparencia y Fiscalización a Partidos Políticos y Candidatos establece, en su conside-
rando número 3, que para aprobar o reformar la legislación electoral en Honduras se requiere una mayoría califi-
cada de 86 votos favorables del total de 180 diputados y diputadas del Congreso Nacional. Es decir, se requiere el 
voto de los grupos parlamentarios del Partido Nacional, Partido Liberal y Partido Libre.
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[Resumen] Las elecciones generales peruanas de 2021 se posicionaron como un reto desde muchas 
acepciones: por un lado, significaron una salida democrática e institucional a la crisis política producida 
desde la renuncia de Pedro Pablo Kuczynski en 2017 y seguida de una serie de enfrentamientos entre 
el Poder Ejecutivo y Legislativo que llevaron a la vacancia del expresidente Martín Vizcarra; por otro, 
la emergencia sanitaria de la COVID-19 y las reformas políticas a estrenar durante dichos comicios 
presentaban nuevas reglas y protocolos que convertían a esa elección en un tubo de ensayo para la 
democracia peruana. Sin embargo, la fragmentación electoral récord, la alta tasa de ausentismo, la baja 
confianza en los partidos políticos y los estragos de la pandemia en la población destacaron la pauta 
dentro de las elecciones enmarcadas en los 200 años de Independencia de Perú. El siguiente artículo 
examina los principales elementos y características presentes durante estos comicios, en particular su 
desarrollo, las candidaturas y los resultados en primera vuelta con el fin de argumentar en dónde radica la 
atipicidad de esta elección y las posibles implicancias para el siguiente quinquenio peruano.

[Palabras clave] Elecciones, Perú, bicentenario, ausentismo, reformas electorales.

[Title] 2021 Perú General Elections: keys to dissect the Bicentennial Elections

[Abstract] The Peruvian general elections of 2021 positioned themselves as a challenge from many 
perspectives: on the one hand, they represented a desire to achieve a democratic and institutional end 
to the political crisis that came about due to the resignation of Pedro Pablo Kuczynski in 2017, and was 
followed by several conflicts that lead to the impeachment of former President Martin Vizcarra; and on 
the other, the COVID-19 public health emergency and the brand-new political reforms implemented 
during those elections presented new rules and protocols that turned said election into a test tube 
for Peruvian democracy. However, the political fragmentation reaching a new peak, the high rate of 
absenteeism, the low trust in the political parties and the ravages of the pandemic in the population 
set the tone within the elections framed in the 200 years of Peru's Independence. The following article 
makes a brief review of the main elements and characteristics present during these elections; in particular, 
their development, the candidates and the results of the vote count, as a way to provide the necessary keys 
to understand its outcome and its contextualization in recent Peruvian history.
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1.	 Introducción

El quinquenio pasado ha sido probablemente en el que más el electorado 
peruano ha acudido a las urnas. Luego de la renuncia de Pedro Pablo Kuczynski 
(2016-2018), el último presidente peruano escogido a través de elección popu-
lar, los peruanos y peruanas han acudido a votar por autoridades regionales y 
municipales (2018), han expresado su apoyo o rechazo a proyectos de reforma 
política a través de referéndum (2018) y han elegido un Congreso extraordi-
nario a raíz de la disolución del anterior (2020). Durante este periodo de cri-
sis política, Perú ha pasado por 4 presidentes y 2 congresos diferentes, y para 
muchos las elecciones de 2021 simbolizaban una salida democrática e institu-
cional al resquebrajamiento político de los últimos años. 

Sin embargo, la larga confrontación en diferentes tiempos entre el Poder 
Ejecutivo y Legislativo (que conllevó a una mayor desconfianza en los partidos 
políticos representados), la fragmentación electoral y los estragos de la emer-
gencia sanitaria producto de la COVID-19 fueron determinantes para man-
tener un débil equilibrio de fuerzas dentro de las elecciones enmarcadas en los 
200 años de independencia de Perú. 

El siguiente artículo examina los principales elementos y características 
presentes durante estos comicios, en particular su desarrollo, las candidaturas 
y los resultados en primera vuelta con el fin de argumentar en dónde radica la 
atipicidad de esta elección y las posibles implicancias para el siguiente quinque-
nio peruano. 

2.	 Crisis, reformas y COVID-19. El contexto de las 
elecciones de 2021

El 11 de abril de 2021, el electorado peruano asistió a votar en el marco de tres 
procesos recientes, pero ligados entre sí: el conflicto entre el Poder Ejecutivo y 
Poder Legislativo, el proceso incompleto de reforma política, y la emergencia 
sanitaria de la COVID-19. El primero versa entre las constantes crisis políticas 
presentadas durante todo el gobierno de Martín Vizcarra (2018-2020) que eng-
loban desde interpelaciones a ministros por parte del Congreso, pasando por 
su disolución constitucional, hasta llegar a un proceso de vacancia presidencial 
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en noviembre de 2020.1 Este proceso deterioró no solo la legitimidad del ya 
vapuleado Congreso —85% de la población aprobó su disolución—2 si no que 
erosionó la imagen de Fuerza Popular, la principal fuerza política de oposición 
y dominante bancada parlamentaria, cuyo liderazgo partidario de Keiko Fuji-
mori es clave para comprender el periodo de inestabilidad política imperante 
en ese periodo.

Con el costo político de enfrentarse ante un Poder Ejecutivo popular, 
sumado a las investigaciones de la Fiscalía hacia Fujimori por presunto lavado 
de dinero y por formar parte de una organización criminal, el apoyo del fuji-
morismo se vio mermado: a juzgar por su representación parlamentaria, Fuerza 
Popular pasó de 73 congresistas en 2016 a tan solo 15 a raíz de las elecciones 
congresales de 2020. Este punto es clave para comprender la fragmentación a 
partir de aquellas elecciones, pues tras el quiebre del dique fujimorista a nivel 
nacional, el cual había alcanzado el 39% de los votos válidos en 2016, surgie-
ron nuevas organizaciones políticas para ocupar el espacio electoral vacante. 
Aunque atomizados, estos partidos canalizaron el apoyo perdido por el fuji-
morismo en 2020 y en la primera vuelta de 2021.

La respuesta del Poder Ejecutivo ante este conflicto entre poderes fue el ini-
cio de un proceso de reforma política inaugurado con un Referéndum Nacio-
nal en diciembre de 2018 y ampliado con las recomendaciones de la Comisión 
de Alto Nivel de la Reforma Política presidida por Fernando Tuesta en 2019.3  
Es aquí donde es importante recordar que el sistema electoral peruano se 
caracteriza por llevar a cabo elecciones concurrentes cada 5 años, en las que se 
escoge una lista presidencial conformada por 1 presidente y 2 vicepresidentes, 
130 congresistas y 5 parlamentarios andinos. De ellos, los últimos dos cargos 
se escogen por lista cerrada con posibilidad de utilizar el voto preferencial para 
escoger a 1 o 2 candidaturas de una organización política. En el caso que nin-
guna candidatura presidencial obtenga más del 50% de votos válidos, el primer 
y segundo puesto pasan al balotaje, también conocido como “Segunda vuelta”.

1	 Un resumen de este conflicto y su impacto puede revisarse en Requena (2020) o Ayala et al. (2021). Para un 
resumen del proceso de vacancia de Martín Vizcarra revise Ortiz (2020) https://elcomercio.pe/politica/congreso-
declaro-la-vacancia-del-presidente-martin-vizcarra-noticia/

2	 Ipsos Perú. Octubre 2019.
3	 El informe se encuentra disponible en la siguiente página web: https://www.gob.pe/institucion/presidencia/

informes-publicaciones/267698-informe-final-de-la-comision-de-alto-nivel-para-la-reforma-politica
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Así, entre las reformas más importantes propuestas por el Ejecutivo se 
encontraba el retorno a la bicameralidad, la reorganización de criterios para 
inscribir y mantener la inscripción de los partidos políticos, la inserción de 
elecciones primarias para la selección de candidaturas, la eliminación del voto 
preferencial, la exigencia de criterios de paridad y alternancia para promover 
la participación igualitaria de las mujeres, reformas sobre el financiamiento 
político de los partidos, nuevos requisitos para postular a un cargo público, 
entre otras. En total fueron doce proyectos de ley enviados al Congreso de la 
República, muchos de los cuales sufrieron modificaciones contrarias al espíritu 
de lo que proponían –por ejemplo, se pretendió aplicar las elecciones primarias 
con criterios distintos entre los partidos nuevos y los que ya poseían registro en 
el JNE–, mientras que otros simplemente no llegaron a discutirse ni aprobarse 
en su momento.4  

Una vez reconstituido el Congreso de la República en marzo de 2020, la 
reforma política entró en agenda tanto por la misma naturaleza de la campaña 
electoral –el 47% de postulantes al Congreso en 2020 consideró que uno de 
los principales temas a priorizar en su gestión era la reforma política (Jurado 
Nacional de Elecciones 2020)– como por la urgencia de adecuar las leyes 
electorales a la situación de la emergencia sanitaria que requería aforos reduci-
dos y representaba nuevas dificultades logísticas para el proceso electoral. De 
este modo, se aprobaron cambios importantes como la inclusión del requisito 
de paridad y alternancia en las listas congresales, la prohibición de postular a 
candidaturas con sentencias judiciales en primera instancia, el desarrollo de 
elecciones internas organizadas por las instituciones electorales, mayor fiscali-
zación del financiamiento político y la creación de una circunscripción electoral 
de peruanos en el extranjero a ser representada por dos escaños en el Congreso. 

No obstante, al no desarrollarse una agenda coherente de reforma política 
en el debate parlamentario, hubo algunas modificaciones contradictorias entre 
sí: así, por ejemplo, el Congreso optó por exigir paridad y alternancia de género 
en las listas congresales, pero mantuvo el voto preferencial, aprobó la realiza-
ción de elecciones internas organizadas por la Oficina Nacional de Procesos 
Electorales (ONPE), aunque sin exigir un mínimo de participación para que la 
organización pueda postular, y votó a favor de la creación de la circunscripción 

4	 Para mayor información sobre el estado actual de la legislación electoral revise el texto de Velásquez et al. (2021).
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de peruanos en el extranjero, pero removiendo 2 curules de la ya subrepresen-
tada Lima Metropolitana. De este modo, las Elecciones Generales 2021 estre-
naron nuevas disposiciones reglamentarias fruto de un proceso incompleto de 
reforma política, cuyos cambios influyeron en su desenlace.

Ligado a estos cambios se encuentra la emergencia sanitaria ocasionada por 
la pandemia de la COVID-19, la cual desnudó y evidenció la incapacidad del 
Estado peruano al momento de brindar servicios básicos como la salud a lo 
largo del territorio. Esto sin duda conlleva cambios en el desarrollo del proceso 
electoral, sobre todo en uno de los países a nivel global con mayor tasa de falleci-
dos por la COVID-19 (Dong, Du y Gardner 2020). Esta crisis se distribuyó 
de manera desigual a nivel subnacional exacerbando las diferencias en infraes-
tructura y el alcance estatal principal entre Lima y otras regiones del país.

Uno de estos cambios fue la necesidad de elaborar campañas electorales que 
no dependan de sobremanera de actividades presenciales: así, hubo un mayor 
uso de redes sociales, como Facebook, WhatsApp o Twitter para compartir 
contenido político y movilizar a las y los simpatizantes de cada agrupación 
política. A pesar de que no todas las candidaturas establecieron actividades 
netamente digitales, la evidencia encontrada sugiere que esas redes sirvieron de 
apoyo importante en la planificación e incremento en la intención de voto de 
algunas candidaturas en particular (Villanueva 2021).

Finalmente, si bien se habló en su momento sobre pedidos de postergación 
de elecciones –pedido exigido incluso por el expresidente que firmó su con-
vocatoria–,5 su promulgación oficial ya formalizada vía Decreto Supremo, la 
necesidad de mantener la salud democrática de las instituciones, y los proto-
colos de prevención y seguridad de la ONPE para garantizar el correcto desa-
rrollo de los comicios para preservar la salud de los votantes fueron aval para 
seguir adelante con el cronograma establecido.

5	 Diario Gestión. 22 de enero de 2021. “Martín Vizcarra pide aplazar elecciones hasta mayo ante segunda ola”. 
https://gestion.pe/peru/politica/martin-vizcarra-pide-aplazar-elecciones-hasta-mayo-para-cuidar-salud-ante-
segunda-ola-del-covid-19-nndc-noticia/
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3.	 Candidaturas sin alianzas: la oferta política 
presidencial 

En las elecciones de 2021 se presentaron un total de 3.342 candidaturas: 20 
listas presidenciales,6 3.026 candidaturas congresales y 250 postulantes al Par-
lamento Andino. Si bien la tasa de exclusión por problemas de inscripción ante 
el Jurado Nacional de Elecciones fue menor a la de procesos anteriores (6,7%), 
otros motivos como la renuncia, el retiro o improcedencia de ciertas inscripcio-
nes redujeron la cifra final a 2.774 participantes de los comicios de abril.

Entre las principales candidaturas presidenciales se encontraban figuras que 
ya habían tentado la presidencia en 2016, como Keiko Fujimori, la represen-
tante de la izquierda progresista Verónika Mendoza, el empresario educativo 
César Acuña y el economista Julio Guzmán. El caso de los dos últimos es par-
ticular, pues fueron excluidos de esos comicios a pesar de que gozaban de una 
intención de voto expectante. A aquellas postulaciones se sumaban candidatu-
ras provenientes del Congreso de la República disuelto, como Yonhy Lescano 
de Acción Popular y Marco Arana del Frente Amplio, o del nuevo Parlamento 
como José Vega de Unión por el Perú o Daniel Urresti de Podemos Perú. Tam-
bién hicieron su aparición figuras con recorrido municipal como el exalcalde 
de La Victoria George Forsyth o el exregidor provincial de Lima Rafael López 
Aliaga; mientras que Hernando de Soto y Pedro Castillo, a pesar de no haber 
obtenido un cargo de elección pública, provenían de las esferas políticas de la 
historia reciente.

Lo llamativo desde el inicio de la elección fue el número de organizaciones 
interesadas en participar: como se mencionó anteriormente, la ruptura fujimo-
rista y la fragmentación del voto congresal en 2020 dio paso a una atomización 
de las fuerzas políticas con intenciones de alcanzar la presidencia y una bancada 
parlamentaria. No obstante, también hubo un incentivo institucional. Debido 
a los cambios a la Ley de Organizaciones Políticas aprobadas en 2019, los par-
tidos políticos que no pasaran la valla electoral —obtuvieran mínimo 5% de 
los votos válidos a nivel congresal y 7 congresistas en más de una circunscrip-
ción— perderían su inscripción ante el Jurado Nacional de Elecciones. Este 

6	 Uno de los casos interesantes de esta elección fue la ausencia del Partido Aprista Peruano debido a la crisis interna 
que mantiene tras el suicidio de su líder Alan García Pérez. Para 2021, el APRA inscribió a la exministra Nidia Víl-
chez, pero, debido a presiones internas y fallas en el proceso de inscripción, la precandidata renunció a su intención 
de postular días antes de la fecha límite.
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fue el motivo por el que las 24 organizaciones políticas con inscripción vigente 
se presentaron al proceso electoral, de modo que resultaron inscritas 18 a nivel 
presidencial y 20 en las elecciones congresales. 

Si bien la legislación peruana contempla la conformación de alianzas polí-
ticas, el requisito para pasar la valla electoral se incrementa en un punto por-
centual por cada organización dentro de la alianza. A pesar de ser bajo en com-
paración con otros países latinoamericanos, ese acápite parece desincentivar su 
uso dentro de la elección. Esto es sintomático del quinquenio presente, pues no 
solo es un obstáculo institucional el causante de la fragmentación de candida-
turas: los pocos intentos de formar coaliciones nacionales han sido efímeros o 
intrascendentes.

Así, por ejemplo, el expresidente Martín Vizcarra no conformó –ni buscó 
conformar– una coalición política que proponga una lista oficialista ante las 
congresales de 2020 pese a su notoria aprobación presidencial, elección en la 
que la candidata de izquierda Verónika Mendoza tampoco pudo concretar 
una alianza electoral con el partido Juntos por el Perú, liderado por Yehude 
Simon, y Perú Libre de Vladimir Cerrón, aunque aquel acercamiento signi-
ficó el cisma de algunos liderazgos en su coalición. Curiosamente, Mendoza 
logró una alianza implícita con Juntos por el Perú en 2021, pero no con Perú 
Libre, cuyo candidato presidencial obtuvo un sorpresivo crecimiento hacia las 
últimas semanas de campaña y entró a segunda vuelta. En esta elección tam-
bién se gestó otro intento de alianza entre Alianza Para el Progreso y el Par-
tido Popular Cristiano, pero no llegó a buen puerto por cuestiones al interior 
de cada partido.

4.	 Campaña electoral durante la pandemia 

La campaña presidencial peruana se desarrolló tardíamente y siempre en inte-
racción con la agenda de las medidas dispuestas por el gobierno para frenar el 
avance de la pandemia en el país. Por ejemplo, el anuncio de la segunda cua-
rentena por parte del presidente Francisco Sagasti modificó las actividades de 
las candidaturas, así como su mensaje hacia sus electores: mientras algunas 
candidaturas llamaban a respetar las medidas del gobierno, otras promovían 
manifestaciones en contra de la medida. En ese sentido, la agenda estuvo mar-
cada por la coyuntura sanitaria más que por las propias propuestas de la oferta 
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política. No sorprende entonces que el tema más tocado de la cobertura pro-
gramática de los medios de comunicación fuera la salud con un 17% (Jurado 
Nacional de Elecciones 2021b).

Las medidas gubernamentales provocaron la necesidad de usar redes socia-
les para generar atención y viralizar la campaña de cada candidatura. En ese 
sentido, Facebook fue el medio preferido por las organizaciones políticas, ya 
que cuenta con mayor cantidad de usuarios en el país: 94% del total de usuarios 
de redes sociales según Ipsos Perú (2020) por sobre Instagram (60%) o Twitter 
(29%). ¿Quién utilizó mejor las redes sociales en campaña? A juzgar por el cre-
cimiento diario de su página oficial de Facebook, destacan la campaña de Pedro 
Castillo y Rafael López Aliaga para canalizar atención y convertirla en votos a 
través de sus publicaciones: tal como se observa en la Tabla 1, ambas candida-
turas crecieron en más de 1000% en número de likes durante toda la campaña.

Tabla 1

Evolución de likes en las páginas de Facebook de las 
candidaturas presidenciales

Candidatura Número de Likes 
(2/01)

Número de Likes 
(10/04)

Variación (Cant.) Variación (%)

Pedro Castillo 6.239 79.875 73.636 1180,3%

Rafael López Aliaga 30.478 377.335 346.857 1138,1%

Rafael Santos 3.329 11.284 7.955 239,0%

José Vega 29.769 69.587 39.818 133,8%

Hernando de Soto 107.777 242.195 134.418 124,7%

Alberto Beingolea 13.395 27.776 14.381 107,4%

Andrés Alcántara 3.121 5.231 2.110 67,6%

George Forsyth 103.823 167.068 63.245 60,9%

Ciro Gálvez 22.910 27.886 4.976 21,7%

Daniel Salaverry 17.645 20.780 3.135 17,8%

Verónika Mendoza 321.653 369.204 47.551 14,8%
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No obstante, el uso de redes sociales para campañas políticas está aún lejos de 
utilizar todo su potencial en Perú, dado que la mayoría de campañas las utilizan 
de forma informativa, como una bitácora de viajes y actividades de las candida-
turas en vez de liberar su potencial interactivo y de movilización política. Uno 
de los formatos más utilizados fue la “transmisión en vivo” desde la cual se trans-
mitían las entrevistas de las candidaturas, así como las actividades de campaña 
presenciales a lo largo del territorio nacional. No obstante, la baja profesionali-
zación de la campaña digital persiste como una limitación que ya se ha mencio-
nado en campañas anteriores como la de 2016 (Villanueva y Ayala 2020).

Ante un contexto de pandemia que conlleva limitaciones en la realización 
de actos presenciales, las candidaturas dependían más que antes de la cobertura 
de medios de comunicación tradicional para lograr llegar a la población. Así, 
en un monitoreo de la cobertura de los medios en las últimas semanas de cam-
paña se encontró que había disparidad no solo entre las candidaturas –Rafael 
López Aliaga concentraba el 16% de las unidades informativas, mientras que 
Pedro Castillo solo aparecía en el 3%–, sino también de género: a pesar de que 
las mujeres representaban el 50% de candidaturas al Congreso, solo ocuparon 
el 35% de las unidades informativas de los principales medios tradicionales 
(Jurado Nacional de Elecciones 2021c). Esto guarda relación con que 
el 52% de candidaturas congresales haya considerado la falta de cobertura de 
medios como una de las principales dificultades encontradas en la campaña 
electoral (Jurado Nacional de Elecciones 2021b).

Yonhy Lescano 441.017 494.811 53.794 12,2%

Daniel Urresti 608.060 664.705 56.645 9,3%

Marco Arana 31.659 34.381 2.722 8,6%

César Acuña 979.051 1.022.562 43.511 4,4%

Keiko Fujimori 1.653.612 1.683.312 29.700 1,8%

Ollanta Humala 164.273 167.160 2.887 1,8%

Julio Guzmán 642.946 633.020 -9.926 -1,5%

Total 4.967.738 5.619.869 652.131 13,1%

Fuente: Monitoreo de redes sociales realizado del 2 de enero al 11 de abril, Jurado Nacional de Elecciones (2021a). 
Elaboración propia.
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Una forma de equiparar la atención mediática durante la primera vuelta 
fue a través de los debates electorales organizados por el Jurado Nacional 
de Elecciones del 27 al 30 de marzo. A pesar del gran número de candida-
turas presidenciales, el estreno de un formato que permitía la repregunta y 
los comentarios hacia las propuestas de otros competidores brindó una pla-
taforma nacional para que las candidaturas menos conocidas dieran a cono-
cer sus propuestas, entre ellas la de Pedro Castillo. Si bien no hay evidencia 
fehaciente que determine el verdadero impacto de los debates electorales en el 
voto, una reciente encuesta del IEP reveló que el 65% de peruanos mencionaba 
que los debates electorales y la aparición en noticias de las candidaturas habían 
influido en su voto.7 

5.	 Resultados de la elección

A lo largo de toda la campaña no hubo un favorito indiscutible, pues las cor-
tas diferencias en la intención de voto de las candidaturas mantenían en la 
expectativa cuál sería la que despunte de sus contrincantes. Esto en muchos 
momentos de la elección puso en tela de juicio la efectividad de las encuestas 
de opinión al no establecer un claro favorito dentro de sus informes a escala 
nacional. No obstante, como se observa en el siguiente gráfico, la intención 
de voto medida según el Instituto de Estudios Peruanos muestra patrones de 
crecimiento y caída en varios momentos de la campaña electoral.

7	 Encuesta de opinión IEP. II Abril 2021. https://iep.org.pe/noticias/encuesta-de-opinion-abril-ii-2021/
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Así, Forsyth y Guzmán caen desde sus expectantes lugares al inicio de la cam-
paña, mientras que candidatos como Lescano, López Aliaga y De Soto poseen 
ciclos de crecimiento y estancamiento ante la opinión pública. Naturalmente, 
ante porcentajes de votación tan pequeños la previsibilidad del ganador era una 
tarea muy complicada. Quién logra mantener su inesperado crecimiento hacia el 
final de la campaña es Pedro Castillo, quien termina como ganador de la primera 
vuelta con 19% de los votos válidos. Castillo, un profesor sindicalista de escuela 
rural representante de la izquierda radical, logró conectar con los sectores rurales 
y de zonas pobres del país con sus propuestas en contra del modelo económico 
y la convocatoria a una Asamblea Constituyente. Además, su triunfo se debió 
gracias a la red extendida de maestros a lo largo del territorio, así como gracias 
a la inefectividad de las candidaturas de Yonhy Lescano y Verónika Mendoza 
en disputar el voto progresista en aquellas zonas. Como se observa en el gráfico 
1, Castillo logra un salto importante en la última semana de la elección, ante la 
mirada sorprendida de la ciudadanía en Lima y el resto del país. 
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Gráfico 1

Intención de voto presidencial (IEP) y comparación con votos emitidos del 
conteo ONPE, 2021

 
Fuente: Instituto de Estudios Peruanos, ONPE al 100% de actas contabilizadas. Elaboración propia.  
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Castillo es acompañado por Keiko Fujimori en la segunda vuelta, quien 
suma su tercera participación seguida en un balotaje peruano desde abril de 
2011. Fujimori representa una opción de derecha que protege la Constitución 
vigente de 1993 y el modelo económico de los últimos años. Durante todo el 
proceso electoral, Fujimori mantuvo su intención de voto dentro del margen 
de error muestral gracias a una campaña de apelación al voto duro del fujimo-
rismo, que basó su estrategia en torno al recuerdo del gobierno de su padre 
Alberto Fujimori y en frenar al supuesto comunismo que pretende regresar 
al país. Dicha estrategia le bastó para posicionarse en el segundo puesto con 
13,4% de los votos válidos por sobre otros candidatos de derecha como López 
Aliaga o Hernando de Soto. Los votos válidos de cada candidatura presiden-
cial se pueden observar en el siguiente gráfico.

Fuente: ONPE. Actas contabilizadas al 100%. Elaboración: Jurado Nacional de Elecciones (2021d).

Gráfico 2

Votos válidos a nivel presidencial según organización política, 2021
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Territorialmente, el siguiente mapa muestra la candidatura que obtuvo mayor 
cantidad de votos válidos por cada región. Así, se observa que la votación de 
Castillo se concentró en las regiones de la Sierra peruana, particularmente en 
el sur del país, así como en Cajamarca, su región natal. En el caso de Fujimori, 
su principal bastión electoral fue Tumbes, la costa norte y regiones de la Selva 
como Loreto y Ucayali. Este clivaje regional se ha repetido en elecciones ante-
riores, como sostiene Tanaka, Sosa y Puémape (2017) luego de analizar compa-
rativamente los resultados de las elecciones presidenciales 2016, relación que se 
halla también en el voto de Castillo (Saravia 2021). Al igual que en aquella 
elección, las primeras candidaturas coparon la votación regional en 2021, a 
excepción de la votación de César Acuña en La Libertad y Hernando de Soto 
en Lima Metropolitana.

Partido ganador por región

Alianza para el Progreso

Fuerza Popular

Perú Libre

Avanza País

Gráfico 3

Organización política con mayor porcentaje de votos válidos por región, 2021

Fuente: ONPE. Actas contabilizadas al 100%. Elaboración propia.
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Sin embargo, con una fragmentación importante y el hecho de que ninguna 
de las organizaciones políticas superara el 20% de votos válidos, el principal 
protagonista fue el ausentismo electoral: a pesar de que el voto es obligatorio 
en Perú, 29,9% de electores hábiles no acudieron a votar, lo cual representa 
un aproximado de 7,5 millones de personas. Comparado con años anteriores, 
esta cifra no es aislada, puesto que se observa un incremento en el ausentismo 
en las últimas elecciones nacionales a partir del 2018. Como se visualiza en el 
gráfico 4, en las últimas 3 elecciones nacionales se ha superado el promedio de 
inasistencia de los últimos 10 años.

Si se revisa la distribución a nivel subnacional, el ausentismo no se presenta de 
manera uniforme en el territorio nacional: Los mayores porcentajes se encuen-
tran en Amazonas (40%), Loreto (39%) y Cajamarca (37%), mientras que Puno 
es la región con menor porcentaje de ausentismo en 2021 (18%). ¿Ha cambiado 
esta distribución en el tiempo? Para profundizar en la comparación, el siguiente 
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Gráfico 4

Tasa de ausentismo electoral en procesos electorales

Fuente: ONPE. Actas contabilizadas al 100%. Elaboración propia.
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mapa compara el ausentismo a nivel regional en 2016, 2020 y 2021, de modo que 
se encontró un patrón similar: en las regiones en donde ya había menores tasas de 
participación se exacerba el ausentismo conforme pasan los procesos electorales.

De este modo, el mayor porcentaje de ausentismo es sostenido en las regiones 
de la Selva y de la Sierra Norte como Cajamarca, mientras que el sur del país 
suele ir más a votar en este tipo de procesos. Estas diferencias pueden deberse 
a factores demográficos, patrones migratorios, facilidades para llegar a la mesa 
de votación o cultura política que no provienen del pasado inmediato. Así, la 
crisis política del último quinquenio, exacerbada por la crisis sanitaria de la 
COVID-19, podría dar luces sobre el deterioro nacional de la participación 
ciudadana, por lo cual es importante agregar el enfoque subnacional para 
entender su impacto diferenciado.

Fuente: ONPE. Actas contabilizadas al 100%. Elaboración propia.

Gráfico 5

Porcentaje de ausentismo a nivel regional, 2016-2020
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El impacto del ausentismo también es palpable en la votación congresal: 10 
de las 20 organizaciones políticas que presentaron listas parlamentarias ten-
drán representación en el Congreso, de modo que así se supera el récord del 
periodo 2020-2021 que contó con 9 partidos políticos. No obstante, aquellos 
partidos solo representan el 60% de los votos emitidos, pues ninguna de las 
fuerzas políticas obtuvo más de 10% de los votos totales. Como se observa en el 
Gráfico 6, por efecto de la cifra repartidora y el diseño de las circunscripciones 
electorales, bancadas como la de Perú Libre o Fuerza Popular doblan su por-
centaje de representación en el Congreso 2021-2026. 

En el periodo 2021-2026, Perú Libre tendrá la primera minoría del hemiciclo 
con 37 congresistas, seguido de Fuerza Popular y Acción Popular con 24 y 16 
escaños, respectivamente. Hacia el otro lado de la balanza se encuentran las 
minibancadas compuestas por Podemos Perú (5), Somos Perú (5), Juntos por 
el Perú (5) y el Partido Morado (3), la última de las cuales no podrá confor-
mar una bancada parlamentaria formalmente, pues el requisito mínimo para 

Gráfico 6

Comparación entre votos válidos y emitidos con porcentaje de escaños en el Congreso, 2021

Fuente: ONPE. Actas contabilizadas al 99,45%. Elaboración: Jurado Nacional de Elecciones (2021d).
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hacerlo es contar con 5 congresistas (Congreso de la República 2020). 
Asimismo, y debido a la reforma política aprobada en el Congreso en 2019,8 a 
pesar de que Juntos por el Perú y el Partido Morado lograron pasar la valla de 
representación, no cumplieron los requisitos para mantener su inscripción como 
partido político por lo que, en sentido estricto, serán congresistas sin partido.

¿Cómo afectaron las reformas políticas aprobadas en los resultados de primera 
vuelta? Quizás la que más ha demostrado ser condición necesaria, aunque 

8	 Esta reforma fue producto del debate dentro del Congreso, pues la propuesta del ejecutivo no contemplaba la 
diferenciación de requisitos para obtener representación parlamentaria y el requisito de mantener la inscripción 
partidaria.
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Gráfico 7

Distribución de escaños en el Congreso 2021-2026

Fuente: ONPE. Actas contabilizadas 100%. Elaboración: Jurado Nacional de Elecciones (2021d).
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no suficiente para garantizar una mayor participación de autoridades electas 
mujeres dentro de los espacios de gobierno fue la aprobación del requisito de 
paridad y alternancia en las listas congresales, lo cual ayudó a que el Congreso 
de la República 2021-2026 tenga el récord de mayor proporción de mujeres 
congresistas en su interior con 37,7%. Si bien el porcentaje iba en aumento 
conforme trascurrían los procesos electorales, el salto cuantitativo fue de diez 
puntos porcentuales, como se puede evidenciar en el Gráfico 8.

En el caso del requisito de afiliación con 6 meses de antigüedad, este también 
ha influenciado en el perfil del Congreso: para este nuevo hemiciclo, el 68% 
del Congreso se encuentra afiliado a la organización política por la que postuló 
(Jurado Nacional de Elecciones 2021d). Esta proporción podría ser 
un indicio de mayor disciplina al momento de realizar votaciones de bancada, 
puesto que la tasa de afiliación del Congreso 2020-2021 fue menor (48%), 
aunque todavía sigue siendo alto el número de candidaturas designadas que 
logran ingresar al Parlamento en detrimento de los militantes.
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Gráfico 8

Porcentajes de mujeres congresistas electas, 2001 - 2021

Fuente: ONPE. Actas contabilizadas al 100%. Elaboración: Jurado Nacional de Elecciones (2021d).
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Por otro lado, la prohibición de la reelección parlamentaria genera nuevos 
congresistas inexpertos en trabajo legislativo: solo el 7,7% de los congresistas 
electos posee experiencia en el legislativo, mientras que el 79% del total no 
cuenta con experiencia política en ningún cargo de elección popular. Esto 
implica mayores dificultades para la coordinación interparlamentaria, así 
como una curva de aprendizaje más larga en torno al rol del legislador. En ese 
sentido, el nuevo Congreso guarda parecido con el anterior en torno a la falta 
de experiencia, el alto número de militancia y, sobre todo, la fragmentación 
electoral que impera en todo el territorio.

Finalmente, la otra expectativa en esta elección fue el rol que cumpliría la 
contienda electoral en las comunidades peruanas afincadas en el extranjero 
al votar, ya que poseen una circunscripción independiente a Lima Metropo-
litana. No obstante, las dificultades para el voto en países como Chile o Vene-
zuela, sumadas a las dificultades de movilización producto de la COVID-19 
generaron una cifra récord de ausentismo en el exterior, cuyos representantes 
al Congreso fueron electos solo por el 23% de electores hábiles. Así, la falta de 
legitimidad y las dificultades para representar a una población distribuida a 
nivel mundial puede significar una mayor desafección de este tipo de votante 
en el futuro.

6.	 Conclusiones

Este artículo ha intentado brindar un análisis preliminar que permita com-
prender el proceso electoral atípico del bicentenario. Atípico no debido a lo 
inexplicable de sus resultados pues, como se ha mencionado en el texto, la frag-
mentación del voto, el ausentismo, e incluso el clivaje político entre la Sierra 
Sur y otras regiones eran fenómenos que provenían de procesos anteriores. Lo 
atípico proviene del contexto en el que se tuvo que interactuar: un panorama 
influido casi en su totalidad por la emergencia sanitaria, por la cual se debie-
ron adecuar normas electorales, estrategias de campaña, planes de gobierno, 
entre otros elementos importantes para la victoria electoral. Esta situación, 
combinada con el desgaste de las fuerzas políticas imperantes en 2016, la diso-
lución del Congreso, la elección extraordinaria de 2020 y el proceso de reforma 
política trunca dibujan un proceso electoral políticamente fragmentado y que 
prevé dificultades para la búsqueda de consensos hacia el futuro.
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Sin embargo, es cierto que, a juzgar por los débiles porcentajes obtenidos por 
las fuerzas políticas durante la primera vuelta electoral, se deben realizar estu-
dios y análisis más a profundidad para comprender por qué la gente vota como 
vota, sobre todo en un contexto de crisis política y sanitaria. Así, por ejemplo, 
se requiere mirar con detenimiento la complejidad del ausentismo electoral, 
pues la evidencia indica que la emergencia sanitaria está relacionada, pero no 
explica por qué son los mismos lugares durante las tres elecciones donde un 
porcentaje mayor de población no acude a las urnas. Es necesario, entonces, 
observar no solo por qué en la Selva o en Ayacucho existe históricamente un 
mayor ausentismo, sino también observar en qué hace a Puno y otras regiones 
del sur las que sostenidamente han ido más a votar que otras.

Otro punto que merece más estudio es el proceso de adaptación de las 
organizaciones políticas al panorama de distanciamiento social. Como se ha 
comentado, el hecho de que la aparición en medios de comunicación tradicio-
nal y un mayor uso de las redes sociales se haya vuelto más importante en 2021 
no significa que se hayan dejado de lado actividades de campaña presenciales o 
el trabajo de coordinación política con gremios o colectivos sociales.

Sin duda, entre uno de los enlaces que vale la pena desarrollar es que, ante 
la fragmentación electoral y el contexto en el que se realizó, la elección con 
la que guarda más similitudes este proceso es con las elecciones de 2020 más 
que con las generales de 2016: así, en ambas imperó la fragmentación del voto, 
altas tasas de ausentismo y la incapacidad de generar consensos y alianzas polí-
ticas durante la campaña electoral. En ese sentido, pareciera que las elecciones 
extraordinarias no lo fueron tanto después de todo, sino más bien actuaron 
como un preámbulo al nuevo ciclo político que se avecina, en el que las reglas 
del juego político van mimetizándose con la fragmentada política subnacional, 
mundos políticos y resquebrajados de región a región que deben ser materia de 
estudio a profundidad en los años venideros.

Libro 1.indb   323 30/07/2021   12:50:48



Henry Ayala Abril

© Oficina Nacional de Procesos Electorales

324

Elecciones 20 (21), 2021

Referencias bibliográficas

Ayala, Henry, Penélope Brou, y Manuel Ponte. 2021. Una elección extraordinaria. 
Análisis de las elecciones congresales 2020. Lima: Fondo Editorial del Jurado 
Nacional de Elecciones.

Congreso de la República. 2020. Reglamento del Congreso de la República. Lima: 
Congreso de la República. 

Dong, Ensheng, Hongru Du, y Lauren Gardner. 2020. “An interactive web-based 
dashboard to track COVID-19 in real time”. The Lancet Infectious Diseases 20 (5): 
533-534. DOI: 10.1016/S1473-3099(20)30120-1.

Ipsos. 2020. Uso de redes sociales entre peruanos conectados 2020. Lima: Ipsos.

Jurado Nacional de Elecciones. 2020. Reporte Electoral N° 6. Encuesta a Candidaturas 
Congresales. Resultados preliminares. Lima: Jurado Nacional de Elecciones. 

Jurado Nacional de Elecciones 2021a. Perfil Electoral N° 9. Redes sociales en la campaña 
electoral. Lima: Jurado Nacional de Elecciones.

Jurado Nacional de Elecciones. 2021b. Perfil Electoral N° 10. Encuesta a Candidaturas 
Congresales 2021 – Resultados preliminares. Lima: Jurado Nacional de Elecciones.

Jurado Nacional de Elecciones. 2021c. Monitoreo de medios de comunicación en la 
campaña electoral 2021. Lima: Jurado Nacional de Elecciones.

Jurado Nacional de Elecciones. 2021d. Perfil Electoral N° 11. Análisis de los resultados 
de la Primera Vuelta. Lima: Jurado Nacional de Elecciones.

Ortiz, Sebastián. 2020. “Congreso declaró la vacancia del presidente Martín Vizcarra”. 
El Comercio, Noviembre 10. https://elcomercio.pe/politica/congreso-declaro-la-
vacancia-del-presidente-martin-vizcarra-noticia/

Requena, José Carlos. 2020. “La profesía autocumplida del cierre del Congreso”. 30-S 
Anatomía de una disolución, editado por Carlos Meléndez, José Carlos Requena y 
Mabel Huertas. Lima: Página Once.

Saravia, Mauricio. 2021. “Bajan a la izquierda”. Revista Ideele (297). 

Tanaka, Martín, Paolo Sosa, y Félix Puémape. 2017. “¿Una elección atípica?” Perú: 
elecciones 2016. Un país dividido y un resultado inesperado, editado por Fernando 
Tuesta, 259-286. Lima: PUCP.

Velásquez, Victor, José Villalobos, Virgilio Hurtado, y José Tello. 2021. Manual para 
candidatos: elecciones generales 2021. Lima: IPDE.

Libro 1.indb   324 30/07/2021   12:50:48



325Elecciones Generales Perú 2021: claves para diseccionar 
las elecciones del Bicentenario

www.onpe.gob.pe Elecciones 20 (21), 2021

Villanueva, Eduardo. 2021. Las redes sí son el Perú. Solo hay que saber cómo mirarlas. 
https://eduardovillanuevamansilla.substack.com/p/las-redes-si-son-el-peru

Villanueva, Eduardo, y Henry Ayala. 2020. “El discurso de la izquierda en tiempos de 
Facebook: oportunidades discursivas desde la candidatura presidencial de Verónika 
Mendoza”. Comunicación política y elecciones en el Perú. Avanzando en certezas, 
editado por Sandro Macasssi, 105-130. Lima: Fondo Editorial de la PUCP.

Libro 1.indb   325 30/07/2021   12:50:48



Henry Ayala Abril

© Oficina Nacional de Procesos Electorales

326

Elecciones 20 (21), 2021

[Sobre el autor]

Henry Ayala Abril 

Licenciado en Ciencia Política y Gobierno por la Pontificia Universidad Católica del Perú con 
especializaciones en derecho electoral y estadística aplicada. Actualmente se desempeña como coor-
dinador de la Línea de Investigación de la Dirección Nacional de Educación y Formación Cívico 
Ciudadana del Jurado Nacional de Elecciones. Miembro del Grupo de Investigación de Partidos 
Políticos y Elecciones PUCP. Es autor de diversas publicaciones en temas vinculados a elecciones, 
partidos políticos y política subnacional; cuyo último libro es "Una elección extraordinaria. Análi-
sis de las elecciones congresales de 2020" en coautoría con Penélope Brou y Manuel Ponte.

Libro 1.indb   326 30/07/2021   12:50:48



Ciclo de elecciones

Libro 1.indb   327 30/07/2021   12:50:49



Libro 1.indb   328 30/07/2021   12:50:49



ISSN 1994-5272

© Oficina Nacional de Procesos Electoraleswww.onpe.gob.pe

CICLO DE 
ELECCIONES

Ciclo de elecciones 
julio-diciembre 2021

Haití

Elecciones presidenciales y legislativas
Referendo constitucional

26 de septiembre

Elecciones presidenciales y legislativas
Segunda Vuelta* 
21 de noviembre

Nicaragua

Honduras

Elecciones generales
28 de noviembre

Venezuela

Elecciones regionales
21 de noviembre

Argentina
Elecciones primarias (PASO)

12 de septiembre

Elecciones generales
14 de noviembre

Paraguay
Elecciones municipales

10 de octubre
Chile
Elecciones primarias presidenciales 
18 de julio

Elección general
21 de noviembre

Eventual segunda votación*
19 de diciembre

*Elecciones a celebrarse en caso se produzca una segunda vuelta.

Elecciones presidenciales 
y legislativas
7 de noviembre
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Política editorial

Sobre la revista Elecciones

La Revista Elecciones es una publicación de la Oficina Nacional de Procesos Electorales 
(ONPE) especializada en temas electorales. Elecciones fue fundada en el año 2002 y está 
dedicada al análisis multidimensional de las elecciones en los sistemas democráticos. La 
Revista publica artículos inéditos e innovadores, elaborados por personas dedicadas al 
estudio de la Ciencia Política, el Derecho, la Comunicación Política y otras áreas afines, 
provenientes de diversas instituciones públicas y privadas, así como también por autori-
dades y funcionarios electorales interesados en las elecciones y la democracia. La Revista 
Elecciones busca ser un espacio de diálogo plural, riguroso y de intercambio constante 
entre la academia y actores claves de la gobernanza electoral.

Periodicidad y estructura

La Revista Elecciones se publica dos veces al año (julio y diciembre) y recibe artículos, 
notas de investigación y análisis sobre elecciones, actores políticos y/o democracia, origi-
nales en español, portugués e inglés, aunque las versiones finales de los artículos acepta-
dos se publican y editan en español.

La Revista se estructura en cuatro secciones:

1)	 Artículos: manuscritos relacionados con el tema central o dossier principal del 
volumen, que no superan las 8.000 palabras (48.000 caracteres con espacios 
aproximadamente).

2)	 Varia: manuscritos relacionados relacionados con cualquier temática vinculada 
a las elecciones, actores políticos y/o la democracia, que no superan las 8.000 
palabras (48.000 caracteres con espacios aproximadamente).
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3)	 Notas de Investigación: manuscritos que no superan las 5.000 palabras (30.000 
caracteres con espacios aproximadamente).

4)	 Análisis sobre Elecciones: manuscritos que no superan las 3.000 palabras (18.000 
caracteres con espacios aproximadamente).

En la sección de Artículos se publican trabajos originales e inéditos sobre el tema 
central o dossier que articulará el volumen. Cada año el Editor o Editora y el Comité de 
Redacción harán público con la suficiente antelación los temas de los dossiers de cada 
volumen. Los artículos de esta sección deben cumplir con un proceso de revisión por 
pares a través del sistema de doble ciego para poder ser publicados.

En la sección Varia se publican trabajos originales e inéditos, sobre tema libre, rela-
cionados con el estudio de las elecciones, los actores políticos y la democracia. Los tra-
bajos para la sección de “Varia” también deben cumplir con un proceso de revisión por 
pares a través del sistema de doble ciego para poder ser publicados.

En la sección de Notas de Investigación se publican artículos originales e inéditos 
que describen y analizan diversas herramientas metodológicas que permiten contribuir 
en la investigación sobre elecciones, actores políticos y/o democracia. Las Notas de 
Investigación pueden ser sobre técnicas de medición, estrategias de recolección y/o aná-
lisis de datos, procesamiento de datos, formas de medición de conceptos, entre otros. 
Las contribuciones para esta sección también deben estar vinculadas con temas del 
ámbito electoral. Los artículos para esta sección serán dictaminados a través del sistema 
de revisión por pares de doble ciego.

En la sección de Análisis sobre Elecciones se publican artículos que tienen como 
objetivo describir, de manera objetiva y con empleo de evidencia cuantitativa y/o cua-
litativa, un proceso electoral reciente celebrado en un sistema político. El proceso elec-
toral estudiado puede ser una elección nacional o federal (ejecutivas, legislativas) o 
una elección subnacional (regionales, estatales, u otra), ya sean de manera comparada 
por nivel institucional o como estudio de caso comparativo. Los artículos para la sec-
ción de Análisis sobre Elecciones también serán dictaminados a través del sistema de 
doble ciego.

Proceso de evaluación por pares

La Revista Elecciones solo publica manuscritos inéditos, que no se encuentran en pro-
ceso de evaluación por otra publicación. Las personas que remitan manuscritos deben 
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anonimizar su documento siguiendo las normas específicas señaladas por la Revista 
Elecciones. El Comité de Redacción revisará que se cumpla este proceso para garantizar 
el carácter anónimo de la revisión por pares ciegos.

Los artículos deben ser enviados a través de la plataforma de la Revista Elecciones, 
Open Journal System (OJS). Toda la comunicación con las y los autores será a través del 
sistema OJS. La Revista no tendrá comunicación electrónica vinculada a los manuscri-
tos con las personas autoras a través de una vía diferente a la plataforma.

Al realizar el envío del manuscrito debe consignarse a todos/todas los/las autores/
autoras del mismo. No se permiten modificaciones en la autoría del manuscrito una vez 
presentado.

 Luego de la recepción del manuscrito, el Editor o la Editora de la Revista y los 
miembros del Comité de Redacción procederán a pre-evaluar el manuscrito. Esta 
pre-evaluación tiene como objetivo determinar si el artículo presentado cumple con 
el enfoque y las directrices establecidas. En caso de que el manuscrito no cumpla con 
el enfoque o las directrices de la Revista Elecciones, el Editor o la Editora procederá a 
devolver el manuscrito con los comentarios respectivos. Las personas que presentaron 
el manuscrito tienen la posibilidad de volver a enviar una nueva versión del documento 
u otra publicación si es que lo estiman conveniente.

Los artículos que superen la pre-evaluación comenzarán con el proceso de revisión 
por pares ciegos. El Comité de Redacción será el encargado de asignar cada artículo a 
un mínimo de dos revisores/revisoras externos/externas a la Revista, los cuales dictami-
narán cada manuscrito de acuerdo al formato establecido por la Revista Elecciones que 
estará disponible online en su perfil del OJS.

Durante el proceso de revisión, tanto el Editor/la Editora como los miembros del 
Comité de Redacción están impedidos de contactar o tener algún tipo de comunica-
ción con el/la autor/autora sobre su manuscrito.

Una vez finalizada la revisión por pares ciegos, el Editor/la Editora se comunicará 
con el/la autor/autora vía correo electrónico con el fin de comunicarle la decisión edito-
rial sobre el manuscrito. El artículo presentado puede recibir una valoración de:

1)	 No publicable.

2)	 Publicable atendiendo sugerencias y tras una nueva revisión de las y los dictami-
nadores.
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3)	 Publicable después de atender a sugerencias menores.

4)	 Publicable sin observaciones.

Política de acceso abierto

Elecciones provee acceso libre inmediato a su contenido por medio de su portal web. 
Esta revista cree que la investigación de calidad y gratuita contribuye a un mayor inter-
cambio de ideas y a la generación de más conocimiento científico.

Sin costos de envío ni de publicación

El envío de manuscritos a la Revista Elecciones no tiene costo. Tampoco se cobra por 
editar o publicar estos artículos.

Normas éticas de la Revista Elecciones

Las y los autores que envíen manuscritos a la Revista Elecciones se comprometen a 
aceptar un estricto código de ética. Estos deben respetar la normativa internacional 
sobre derechos de autoría de los textos, gráficos y demás materiales que se incorporen 
en sus artículos.

No se tolerará el plagio y, en caso de que este sea detectado, el artículo presentado no 
será considerado para su publicación.

Tanto el Editor/la Editora, el Comité de Redacción, las y los dictaminadores y las 
personas que remiten su manuscrito son responsables de velar por el cumplimiento de 
la integridad ética de los artículos.

Declaración de originalidad y Cesión de derechos

De acuerdo a la política editorial de la Revista Elecciones, las y los autores que presenten 
sus manuscritos deberán llenar un formato de “Declaración de originalidad y Cesión 
de derechos”. En este, las y los autores certificarán la originalidad de su artículo y la 
cesión de derechos de reproducción, edición y distribución del artículo en cuestión a 
la Revista.
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Sobre el Comité Científico

El Comité Científico cumple las siguientes funciones:

•	 Colabora con el Editor/la Editora y el Comité de Redacción en el mapeo de posi-
bles autores/autoras.

•	 Asesora en la planificación y los procesos editoriales de la Revista Elecciones.

•	 Promociona la Revista Elecciones en eventos, conferencias, congresos y otros espa-
cios de difusión académica.

•	 Sugiere bases de datos y repositorios para la indexación de la Revista Elecciones.

•	 Sugiere cambios en el proceso editorial que tengan como objetivo la mejora de la 
calidad de la Revista Elecciones.

Sobre el Comité de Redacción

El Comité de Redacción cumple las siguientes funciones:

•	 Se encarga de la recepción de los manuscritos originales, de la pre-evaluación de 
los mismos y su posterior distribución a las y los dictaminadores.

•	 Monitorea el desarrollo editorial de la Revista Elecciones y la publicación de la misma.

•	 Vigila el cumplimiento de la política editorial y política ética de la Revista 
Elecciones.

•	 Se asegura que el portal web y los medios de comunicación virtuales de la Revista 
Elecciones se encuentren actualizados.
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Editorial guidelines

About Elecciones

Elecciones Journal is a publication of the National Office of Electoral Processes (ONPE 
by its Spanish acronym) specialized in electoral issues. Elecciones was founded in 2002 
and is dedicated to the multidimensional analysis of elections in democratic systems. The 
Journal publishes original and innovative articles prepared by researchers in Political 
Science, Law, Political Communication, and other related fields, from various public 
and private institutions, and by authorities and electoral officials interested in elections 
and democracy. The Elecciones Journal seeks to be a space for plural, rigorous dialogue 
and constant exchange between the academy and key actors of electoral governance.

Periodicity and structure

Elecciones Journal is published twice a year (July and December). It receives original 
articles, research notes, and analysis of elections, political actors and democracy, in 
Spanish, Portuguese and English. However, the final versions of the accepted articles 
are published and edited in Spanish.

The Journal articles are structured in four sections:

1)	 Articles, which are related to the central theme or main dossier of the volume, 
and do not exceed 8,000 words (approximately 48,000 characters with spaces).

2)	 Varia, which are related to any subject on elections, political actors and/or 
democracy, and do not exceed 8,000 words (approximately 48,000 characters 
with spaces).
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3)	 Research Notes, which do not exceed 5,000 words (approximately 30,000 
characters with spaces).

4)	 Analysis of Elections, which do not exceed 3,000 words (approximately 18,000 
characters with spaces).

The Articles section contains original and unpublished works on the central 
theme or dossier that articulates the volume are published. Each year the Editor and 
the Drafting Committee will publicize the dossiers topics of each volume in advance. 
To be published, the articles in this section must comply with a peer-review process 
through the double-blind system.

The Varia section includes original and unpublished works are published, on a free 
subject related to the study of elections, political actors and democracy. Papers for the 
Varia section must also comply with a peer-review process through the double-blind 
system to be published.

The Research Notes section presents original and unpublished articles that describe 
and analyze various methodological tools that contribute to research on elections, 
political actors and/or democracy are published. Research Notes can be about 
measurement techniques, data collection and/or analysis strategies, data processing, 
ways of measuring concepts, among others. Contributions to this section must also 
be related to electoral issues. The articles for this section will be judged through the 
double-blind peer-review system.

In the Analysis of Elections section, articles published aim to objectively describe a 
recent electoral process held in a political system using quantitative and/or qualitative 
evidence. The electoral process studied can be a national or federal election (executive, 
legislative) or a subnational election (regional, state, or other), either in a comparative 
way by institutional level or as a comparative case study. Articles for the Election 
Analysis section will also be judged through the double-blind system.

Peer-review process

The Elecciones Journal only publishes unpublished manuscripts which are not being 
evaluated by another means of publication. People who submit manuscripts must 
anonymize their manuscripts following the specific rules indicated by Elecciones 
Journal. The Drafting Committee will review compliance with this process to ensure 
the anonymity of the blind peer-review.
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Articles must be submitted through the Elecciones Journal platform Open Journal 
System (OJS). All communication with the authors will be through the OJS system. 
The Journal will not have any electronic communication linked to the manuscripts 
with the authors through a channel other than the platform.

When sending the manuscript, it must be consigned to all authors of the same. 
Modifications to the authorship of the manuscript are not allowed once it has been 
submitted.

 After receiving the manuscript, the Editor of the Journal and the Drafting 
Committee members will pre-evaluate it. This pre-evaluation aims to determine if 
the submitted article complies with the established approach and guidelines. If the 
manuscript does not adhere to the focus or guidelines of Elecciones Journal, the Editor 
will return the manuscript with the respective comments. Those who submitted the 
manuscript can resubmit a new version of the document or another publication if they 
deem it appropriate.

Articles that pass the pre-evaluation will begin the blind peer-review process. The 
Drafting Committee will be in charge of assigning each article to a minimum of two 
external reviewers, who will judge each manuscript according to the format established 
by the Elecciones Journal that will be available online in the author’s OJS profile.

Both the Editor and the Drafting Committee members are prevented from 
contacting or communicating with the author about their manuscript during the 
review process.

Once the blind peer-review is completed, the Editor will contact the author via 
email to communicate the editorial decision on the manuscript. The manuscript 
submitted can receive the assessment of:

1)	 Not publishable.

2)	 Publishable if suggestions are addressed and after a new review by the reviewers.

3)	 Publishable after addressing minor suggestions.

4)	 Publishable without comments.
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Open access policy

Elecciones provides immediate free access to its content through its web portal. This 
journal believes that free, quality research contributes to a greater exchange of ideas 
and the generation of more scientific knowledge.

No shipping or publishing costs

Sending manuscripts to Elecciones Journal has no cost. There is also no charge for 
editing or publishing these articles.

Elecciones Journal’s ethical standards 

Authors who submit manuscripts to Elecciones Journal accept a strict code of ethics. 
They must respect international regulations on the copyright of the texts, graphics, and 
other materials that are incorporated into their articles.

Plagiarism will not be tolerated and, if it is detected, the submitted article will not 
be considered for publication.

The Editor, the Publisher, the Drafting Committee, the reviewers and the people 
who submit their manuscript are responsible for ensuring compliance with the ethical 
integrity of the articles.

Declaration of originality and Transfer of rights

According to the editorial policy of Elecciones Journal, the authors who submit their 
manuscripts must fill out a form of “Declaration of originality and Transfer of rights”. 
In it, the authors will certify the originality of their article and the assignment of rights 
of reproduction, edition and distribution of the article to the Journal.

About the Scientific Committee

The Scientific Committee fulfills the following tasks:

•	 Collaborate with the Editor and the Drafting Committee in mapping possible 
authors.
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•	 Advise on the planning and editorial processes of the Elecciones Journal.

•	 Promote Elecciones Journal in events, conferences, congresses and other spaces for 
academic dissemination.

•	 Suggest databases and repositories for indexing the Elecciones Journal.

•	 Suggest changes in the editorial process aimed at improving the quality of the 
Elecciones Journal.

About the Drafting Committee

The Drafting Committee fulfills the following tasks:

•	 Responsible for the reception of the original manuscripts, their pre-evaluation 
and their subsequent distribution to the reviewers.

•	 Supervise the editorial development of Elecciones Journal and its publication.

•	 Oversee compliance with the editorial policy and ethical policy of Elecciones 
Journal.

•	 Certify that the web portal and the virtual media of the Elecciones Journal are 
up-to-date.





Guía para autoras y autores

La presente Guía para autores y autoras detalla los requisitos que estos deben tomar en 
consideración y el proceso de envío de su manuscrito a la Revista Elecciones. Esta Guía 
está organizada en tres secciones diferenciadas que ayudarán a preparar el manuscrito a 
remitir para su consideración.

1.  Puntos a considerar antes del envío

Política editorial y consideraciones sobre la ética en la investigación

La Revista Elecciones publica artículos originales e inéditos. Las y los autores deberán 
respetar la normativa internacional sobre derechos de autoría de los textos, gráficos y 
demás materiales que se incorporen en sus artículos. El respeto de la política editorial 
y la ética en la investigación serán supervisadas por el Editor/la Editora, el Comité de 
Redacción, las y los dictaminadores. Aunque, y en primera instancia, estos deberán tam-
bién ser garantizados por las y los autores.

Declaración de intereses

Las y los autores deben mencionar, en caso exista, cualquier tipo de relación con otras 
personas o instituciones que puedan sesgar lo argumentado en el artículo presentado. 
La relación no necesariamente puede ser financiera. En caso de que exista este tipo de 
relación se debe indicar en el manuscrito mediante un pie de página.

Uso de lenguaje inclusivo

La Revista Elecciones emplea y fomenta el uso de lenguaje inclusivo. Con el lenguaje inclu-
sivo se reconoce la diversidad y el respeto a todas las personas. Asimismo, los artículos 
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enviados no deben contener información que argumente a favor de la superioridad de 
un individuo o grupo de individuos a razón de su raza, género, edad, orientación sexual, 
cultura, entre otros.

Las y los autores deben emplear el lenguaje inclusivo en todo su artículo y este debe 
reflejar un contenido libre de estereotipos y prejuicios. En esta línea, se recomienda 
emplear palabras neutrales.

Derechos de autoría

Las y los autores ceden a la Revista Elecciones el derecho de reproducción, edición y distri-
bución del artículo en cuestión. Los artículos se registran con la licencia de atribución de 
Creative Commons (CC BY-NC-ND 4.0), que permite a terceros utilizar lo publicado 
siempre que mencionen la autoría del trabajo y a la primera publicación en esta revista.

2.	  Preparación y envío del manuscrito

Formato, límite de palabras y estilo del texto

Los manuscritos remitidos a la Revista Elecciones deben estar en formato Microsoft 
Word. Asimismo, el artículo presentado debe estar completamente anonimizado, sin 
autoreferencias a obras publicadas y sin metadatos del archivo word. Aunque, las y los 
autores sí pueden citar su propio trabajo en la bibliografía.

Cada artículo cuenta con un límite de palabras y caracteres. Estos son:

•	 Artículos y Varia: 8.000 palabras (48.000 caracteres con espacios aproximada-
mente).

•	 Notas de Investigación: 5.000 palabras (30.000 caracteres con espacios aproxi-
madamente).

•	 Análisis sobre Elecciones: 3.000 palabras (18.000 caracteres con espacios apro-
ximadamente).

El conteo de palabras y caracteres incluye el título, resumen, notas a pie de página 
y bibliografía.

El título del artículo no debe exceder un máximo de 15 palabras y debe incluir en el 
mismo los elementos centrales del contenido del artículo.
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Todo el documento debe estar en letra tipo Garamond tamaño 12 interlineado sen-
cillo. En el caso de las notas a pie de página, estas deben estar en letra tipo Garamond 
tamaño 9. El artículo debe estar justificado y no contener sangrías. Asimismo, no se 
emplea negrita ni subrayado en los títulos ni en el contenido del artículo. Tampoco se 
debe emplear espacios entre líneas. La diferencia de niveles debe realizarse mediante 
enumeración.

En el caso de las siglas o acrónimos, es necesario que se escriba el nombre de 
manera completa la primera vez que aparecen en el texto. Luego bastará con la sigla 
o el acrónimo.

Información esencial a consignar

Las y los autores deben detallar en una carta anexa sus nombres y apellidos, su afiliación 
institucional, su código de identidad digital [ORCID ID] y su correo de contacto en el 
sistema Open Journal System (OJS). Esta información no debe consignarse en el artículo.

Título

El título debe ser claro, conciso y no debe exceder un máximo de 15 palabras. Se debe 
presentar también una versión en inglés del mismo.

Resumen y Abstract

Los resúmenes no deben exceder las 250 palabras y deben indicar de manera clara y 
concisa el objetivo y el argumento del artículo. También debe presentarse una versión 
en inglés.

Palabras clave

Las y los autores deben proveer un máximo de 5 palabras clave que hagan referencia 
directa a lo abordado por su texto. También deben presentarse una versión en inglés.

Estructura del artículo

El artículo debe contar con una estructura estándar y clásica, respetando la división 
en secciones que deben contener estos elementos centrales: I. Introducción. II. Discu-
sión Teórica. III. Metodología. IV. Análisis de Datos. V. Conclusiones. VI. Referencias 
Bibliográficas.  Estos títulos son sugeridos.
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Cuadros y gráficos

Los cuadros deben enviarse como texto editable. Estos pueden ubicarse en el texto o al 
final del mismo en páginas separadas. Se recomienda usar moderadamente los cuadros 
y que estos no dupliquen información ya descrita en el artículo. Evitar el sombreado 
de las celdas, el uso de negritas y el uso de márgenes verticales o bordes laterales. Los 
cuadros deben también estar en letra tipo Garamond.

Los gráficos deben consignarse en archivos aparte en formato JPG o TIF. La Revista 
Elecciones no publica fotografías o imágenes digitalizadas. Tampoco se aceptan archi-
vos con una resolución demasiado baja o gráficos desproporcionadamente grandes para 
el contenido.

Todos los cuadros y gráficos deberán estar numerados y debidamente referenciados.

Notas al pie de página

Estas deben encontrarse numeradas y en formato superíndice. Las notas al pie de 
página deben emplearse sólo para texto adicional. En ningún caso deben consignarse 
referencias bibliográficas completas pues estas deben incluirse al final del artículo. Se 
recomienda no abusar de las notas a pie y, para ello, no usar más de 15-20.

Citas bibliográficas

Las citas deben aparecer en el texto y no en las notas a pie de página. Estas deben indi-
car el apellido del autor o autora, el año y la página de la publicación, todo esto entre 
paréntesis. Ejemplo:

(Suárez Cao 2014, 193)

En caso de que el documento tenga dos autores o autoras se citan sus apellidos uni-
dos por “y”. Ejemplo:

(Martínez-Hernández y Zapata 2020, 65)

En el caso de que el documento tenga tres o más autores o autoras, basta con citar el 
primer autor o autora seguido de et al. Ejemplo:

(de Souza Vieira et al. 2019, 99-101)
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En caso de citar varios trabajos de un mismo autor/autora o grupo de autores/auto-
ras que corresponden a un mismo año, es necesario añadirse luego del año la letra a, b, 
c.... Ejemplo:

        	 (Ziblatt 2019b, 48)

El citado puede emplearse en el texto por lo que debe indicarse entre paréntesis el 
año y la página. Ejemplo:

        	 Como señala Tuesta Soldevilla (2020, 15),...

Referencias bibliográficas

La bibliografía se incorporará al final del artículo y solo debe contener referencias cita-
das en el texto. No es posible consignar referencias adicionales que no se encuentren en 
el artículo. La bibliografía debe ordenarse alfabéticamente por el primer apellido. Se 
recomienda no usar sistemas de gestión de bibliografía que dificultan la edición de los 
textos. Asimismo, debe seguir el Manual de Estilo de Chicago, 16° edición.

En caso se citen a dos o más referencias de un autor o autora que han sido publicadas 
en el mismo año, estas se distinguirán por medio de una letra. Ejemplo:

Campos, Milagros. 2020a. “El control parlamentario en tiempos de COVID-
19.” En  Constitución y emergencia sanitaria, coordinado por César Landa 
Arroyo, 105-110. Lima: Palestra Editores.

Campos, Milagros. 2020b. “La parlamentarización del presidencialismo 
peruano.” En Derechos Fundamentales, coordinado por César Landa Arroyo, 
25-30. Lima: Palestra Editores.

Otros ejemplos empleados comúnmente son:

•	 Libros de un autor o autora

Power, Margaret. 2002. Right-Wing Women in Chile: Feminine Power and 
the Struggle against Allende, 1964–1973. University Park: Pennsylvania State 
University Press.
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•	 Dos o más autores/autoras

Levitsky, Steven, y Mauricio Zavaleta. 2019. ¿Por qué no hay partidos políticos en 
el Perú?. Lima: Planeta Perú.

•	 Capítulos de libros

Rodriguez Olivari, Denisse. 2017. “Partidos pobres, campañas ricas.” En Perú: 
elecciones 2016. Un país dividido y un resultado inesperado, editado por Fernando 
Tuesta Soldevilla, 65-90. Lima: PUCP.

•	 Artículos de revistas científicas

Gooch, Andrew, Alan Gerber y Gregory A. Huber. 2021. “Evaluations of candi-
dates’ non-policy characteristics from issue positions: Evidence of valence spillo-
ver”. Electoral Studies, 69. DOI: 10.1016/j.electstud.2020.102246.

•	 Artículos publicados en diarios (impreso)

Dowd, Maureen. 2020. “Oh, Brother! Tears for Trump.” New York Times, 
Noviembre 26.

•	 Artículos publicados en diarios (online)

Campos, María Alejandra. 2020. “La política de la ficción”. El Comercio, 
Noviembre 28. https://elcomercio.pe/opinion/columnistas/la-politica-de-la-
ficcion-por-maria-alejandra-campos-noticia/.

Envío del artículo

Los artículos deben ser remitidos a través de la plataforma de la Revista Elecciones Open 
Journal System (OJS) mediante el registro de las y los autores.

Formato de Declaración de originalidad y Cesión de derechos

Las y los autores deberán llenar y remitir el Formato de Declaración de originalidad y 
Cesión de derechos. En este, las y los autores certificarán la originalidad del artículo y 
la cesión de derechos de reproducción, edición y distribución del artículo en cuestión.
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Evaluación por pares

De acuerdo a las políticas editoriales de la Revista Elecciones, todos los artículos pasan 
por un proceso de pre-evaluación en donde el Editor o la Editora de la Revista y los 
miembros del Comité de Redacción determinan si el manuscrito presentado cumple 
con el enfoque y las directrices establecidas. Una vez superada esta etapa, el Comité 
de Redacción asigna cada artículo a un mínimo de dos revisores/revisoras externos/
externas. En caso de que haya diferentes decisiones, el Comité de Redacción evaluará la 
posibilidad de remitirlo a una o un tercero. La evaluación se realizará de acuerdo a un 
formato establecido por la Revista Elecciones.

Decisión editorial

Una vez finalizada la revisión por pares ciegos, el Editor o la Editora se comunicará con 
las y los autores vía correo electrónico con el fin de comunicarles la decisión editorial 
sobre el manuscrito. El artículo presentado puede recibir una valoración de:

•	 No publicable.

•	 Publicable atendiendo sugerencias y tras una nueva revisión de las y los dictami-
nadores.

•	 Publicable después de atender a sugerencias menores.

•	 Publicable sin observaciones.

3.   Luego de ser aceptado

Correcciones realizadas por las y los dictaminadores

En caso de recibir la valoración de “publicable atendiendo sugerencias y tras una nueva 
revisión de las y los dictaminadores” o “publicable después de atender a sugerencias 
menores”, las y los autores recibirán la retroalimentación proporcionada por las y los 
dictaminadores. Los comentarios y sugerencias deberán ser atendidos por las y los auto-
res y una vez corregido el mismo puede ser devuelto a las y los dictaminadores para que 
consideren si los cambios realizados atienden las sugerencias realizadas.
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Envío del artículo corregido

El Comité de Redacción determinará un plazo prudente para el envío del artículo 
corregido. Este plazo dependerá de las correcciones establecidas y será comunicado a 
las y los autores.

Revisión de Estilo

Los artículos aceptados sin observaciones y los corregidos son luego enviados a un/a 
Revisor/a de Estilo el o la cual sugerirá, si lo cree conveniente, cambios en el texto. Estos 
cambios son remitidos a las y los autores y su incorporación es opcional.

Publicación

La última versión de los artículos ya editados es enviada a las y los autores para su última 
aprobación. Luego estos pasan por un proceso de diagramación y publicación. La ver-
sión digital y física del número de la Revista Elecciones son enviadas a las y los autores.
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Guidelines for authors

This Guide for authors details the requirements and the process for submitting a 
manuscript to Elecciones Journal. It is organized into three sections that help the 
preparation of the manuscript to be submitted for consideration.

1.  Considerations before submission

Editorial policy and research ethics guidelines

Elecciones Journal publishes original, previously unpublished research articles. Authors 
must respect international regulations on the copyright of texts, graphics, and other 
materials incorporated into their pieces. The Editor, the Drafting Committee, and the 
reviewers supervise editorial policy and research ethics. Although, in the first instance, 
authors must also guarantee it.

Declaration of interests

Authors must disclose any relationships with other people or institutions that could 
bias what the manuscript submitted argues. The relationship may not necessarily be 
financial. If this type of relationship exists, it must be acknowledged in the manuscript 
with a footnote.

Use of inclusive language

Elecciones Journal uses and encourages the use of inclusive language. Inclusive language 
recognizes diversity and respect for all people. Likewise, manuscripts shall not contain 
any content implying the superiority of an individual or group of individuals based on 
race, gender, age, sexual orientation, culture, etc.
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Authors should use inclusive language throughout their articles, which should 
display contents free of stereotypes and prejudices. In this line, the use of neutral words 
is recommended.

Authorship rights

The authors transfer to Elecciones Journal the right of reproduction, edition, and 
distribution of their articles. All articles are licensed under the Creative Commons 
Attribution license (CC BY-NC-ND 4.0), which allows third parties to use the 
material as long as they credit the author/s and its publication in this journal.

2.	  Preparation and submission of the manuscript

Format, word limit, and text style

Manuscripts must be submitted to Elecciones Journal in Microsoft Word format. 
Likewise, it must be thoroughly anonymized, removing self-identifying citations and 
document metadata. Although, the authors can cite their work in the bibliography.

Each article has a word and character limit. These are:

•	 Articles and Varia: 8,000 words (approximately 48,000 characters with spaces).

•	 Research Notes: 5,000 words (approximately 30,000 characters with spaces).

•	 Elections Analysis: 3,000 words (approximately 18,000 characters with spaces).

The word and character count includes the title, abstract, footnotes, and 
bibliography.

The article’s title should not exceed a maximum of 15 words and should include 
the central elements of the article’s content.

The entire document must be written in Garamond, font size 12, single-spaced. In 
the case of footnotes, these must be in Garamond, font size 9. The text must be fully 
justified and should not be indented. The titles or the content of the paper should not 
be bolded or underlined. Do not place additional line spacing between paragraphs. 
Heading levels must be numbered.
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The first-time abbreviations or acronyms appear in the text, the full spelled-out 
version has to be presented as well. After this, it is enough to use the abbreviation or 
acronym alone.

Essential information 

In an attached letter, the authors must detail their names and surnames, their 
institutional affiliation, their digital identity code [ORCID ID], and their contact 
email in the Open Journal System (OJS) system. This information should not be 
included in the article.

Title

The title must be clear, concise, and must not exceed a maximum of 15 words. A Spanish 
version of it must also be submitted.

Abstract

Abstracts should not exceed 250 words and should clearly and concisely state the 
objective and argument of the article. A Spanish version must also be submitted

Keywords

Authors must provide a maximum of 5 keywords that directly reference what is 
addressed by their text. A Spanish version must also be submitted.

Article structure

The article must have a standard, classic structure and be divided into sections 
containing the following core elements: I. Introduction. II. Theoretical Discussion. III. 
Methodology. IV. Data analysis. V. Conclusions. VI. Bibliographic references. These 
are suggested titles.

Tables and figures

Tables must be submitted as editable text. Tables can be placed in the text or, at the end, 
on separate pages. It is recommended to use tables moderately and to avoid duplicating 
information described elsewhere in the article. Avoid applying cell shading, using bold 
fonts, vertical margins or side borders. In tables, Garamond font should be used.
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Figures must be submitted in separate files in JPG or TIF format. Elecciones Journal 
does not publish photographs or scanned images. Files that are too low in resolution or 
graphics that are disproportionately large for the content will not be accepted.

All tables and figures must be numbered and duly referenced.

Footnotes page

Footnotes should be indicated by superscript numerals. Use footnotes for adding text 
only. In no case should complete bibliographic references be included as these should 
be included at the end of the article. It is recommended not to overuse footnotes and 
not to use more than 15-20.

Bibliographic citations

Citations must be placed within the body of text and not in the footnotes. These 
should indicate the author’s last name, year of publication, and the page number, all in 
parentheses. Example:

(Suárez Cao 2014, 193)

If the work has two authors, their surnames are joined by the conjunction “and”. 
Example:

(Martínez-Hernández and Zapata 2020, 65)

If the document has three or more authors, it is enough to cite the first author 
followed by et al. Example

(from Souza Vieira et al. 2019, 99-101)

If citing multiple works by the same author or group of authors in the same year, a 
letter (a, b, c…) must be added after the year. Example:

        	 (Ziblatt 2019b, 48)
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The quoted author’s name can be used in the text; the year and the page must be 
placed in parentheses. Example:

        	  As Tuesta Soldevilla (2020, 15) points out, ...

Bibliographic references

The bibliography will be incorporated at the end of the article and should only contain 
references cited in the text. It is not possible to enter additional references that are not 
in the article. The bibliography must be arranged alphabetically by the first surname. It 
is recommended not to use bibliography management systems that make it challenging 
to edit the texts. You must also follow the Chicago Manual of Style, 16th edition.

In case there are two or more references with the same author and year, distinguish 
them by using a letter. Example:

Campos, Milagros. 2020a. “Parliamentary control in times of COVID-19.” In 
Constitution and health emergency, coordinated by César Landa Arroyo, 105-
110. Lima: Palestra Editores.

Campos, Milagros. 2020b. “The parliamentarism of the Peruvian 
presidentialism.” In Fundamental Rights, coordinated by César Landa Arroyo, 
25-30. Lima: Palestra Editores.

Other commonly used examples are:

•	 Books by an author

Power, Margaret. 2002. Right-Wing Women in Chile: Feminine Power and 
the Struggle against Allende, 1964–1973. University Park: Pennsylvania State 
University Press.

•	 Two or more authors

Levitsky, Steven, and Mauricio Zavaleta. 2019. Why are there no political parties 
in Peru? Lima: Planet Peru.
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•	 Chapters of books

Rodriguez Olivari, Denisse. 2017. “Poor parties, rich campaigns.” In Peru: 2016 
elections. A divided country and an unexpected result, edited by Fernando Tuesta 
Soldevilla, 65-90. Lima: PUCP.

•	 Scientific journal articles

Gooch, Andrew, Alan Gerber, and Gregory A. Huber. 2021. “Evaluations of 
candidates’ non-policy characteristics from issue positions: Evidence of valence 
spillover”. Electoral Studies, 69. DOI: 10.1016 / j.electstud.2020.102246.

•	 Articles published in newspapers (printed)

Dowd, Maureen. 2020. “Oh, Brother! Tears for Trump.” New York Times, 
Noviembre 26.

•	 Articles published in newspapers (online)

Campos, María Alejandra. 2020. “The politics of fiction.” El Comercio, 
November 28. https://elcomercio.pe/opinion/columnistas/la-politica-de-la-
ficcion-por-maria-alejandra-campos-noticia/.

Submission

Articles must be submitted through the Elecciones Journal platform (OJS) following 
the registration of the authors.

Statement of Originality and Copyright Transfer Form

Authors must fill out and submit the Statement of Originality and Copyright 
Transfer Form. Here, the authors certify the originality of the article and transfer the 
reproduction, edition, and distribution rights to the Journal.

Peer evaluation

According to the editorial policies of Elecciones Journal, all submitted works go 
through a pre-evaluation process where the Editor and the members of the Drafting 
Committee determine if the submitted manuscript complies with the approach and 
the established guidelines. Once this stage has ended, the Drafting Committee assigns 
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each article to a minimum of two external reviewers. If their assessments differ, the 
Drafting Committee will evaluate the possibility of consulting a third reviewer. The 
evaluation will be carried out according to a format established by Elecciones Journal.

Editorial decision

Once the blind peer-review is completed, the Editor will contact the authors via email 
to communicate the editorial decision on the manuscript. The manuscript submitted 
can receive the assessment of:

•	 Not publishable.

•	 Publishable if suggestions are addressed and after a new review by the reviewers.

•	 Publishable after addressing minor suggestions.

•	 Publishable without comments.

3.   After being accepted

Corrections made by the reviewers

In the event of receiving the assessment of “publishable if suggestions are taken into 
account and after a new review by the reviewers” or “publishable after addressing 
minor suggestions”, the authors will receive the reviewers’ feedback. The comments 
and suggestions must be taken care of by the authors, and once the manuscript has been 
corrected, it can be returned to the reviewers so they can assess whether the changes 
made meet their suggestions.

Submitting the revised article

The Drafting Committee will determine a reasonable deadline for submitting the 
revised article. This term will depend on the given review and will be communicated 
to the authors.

Style Review

Articles accepted without observations and corrected are then sent to a Style Reviewer 
who will suggest changes to the text when appropriate. These changes are sent to the 
authors, and their incorporation is optional.
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Publication

The latest version of the edited articles is sent to the authors for their final approval. It 
then goes through a process of layout and publication. The digital and physical versions 
of the issue of Elecciones Journal is sent to the authors.
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